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Partiendo de la Teoría de la Democracia moderna, este texto pretende ofrecer los 
fundamentos constitucionales para el ejercicio del derecho a la oposición en los sistemas 
políticos modernos. Explicar cuando, y con base a qué, surgió este derecho, y su actual 
importancia y funcionalidad. Sostenemos que el ejercicio de la oposición, no es algo 
accesorio dentro de las democracias, sino que por el contrario se convierte en un elemento 
característico de las mismas. De igual, manera señala como en los presidencialismos de 
América Latina, de regímenes sin oposición ni alternancia en el gobierno, a través de 
reformas electorales y constitucionales se han dado pasos para potenciar el rol de los 
partidos que hacen control al gobierno. En el tercer capítulo se buscan recoger las 
enseñanzas de las experiencias regionales con el fin de hacer un nuevo sistema electoral 
que ofrezca igualdad a todas las fuerzas políticas en competencia. 
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pluralismo; alternancia en el gobierno; control y fiscalización; tribunal electoral, 



























Based on the theory of modern democracy, this text has as aim to provide the constitutional 
basis for exercising the right of opposition in modern political systems. Explain when, and 
based on what, this right arose, and its current importance and functionality. We hold that 
the exercise of the opposition, is not accessory in democracies is a defining element of it. 
Likewise, in presidential systems designated as Latin American regimes without opposition 
or alternation in government through constitutional and electoral reforms have taken steps 
to strengthen the role of parties who do control the government. In the third chapter will 
seek to collect the lessons from regional experiences in order to make a new electoral 
system that offers equality to all competing political forces. 
 
 
Keywords: Right to the opposition, constitutional democracy, political minorities, 
pluralism, alternation in government, control and enforcement; electoral court, public 






























Capítulo I. “La oposición”: requisito de las democracias occidentales. 
 
1. El surgimiento del derecho a la oposición política como lucha por el Estado 
Constitucional de Derecho actual. 
1.1.  Alternancia en el ejercicio del gobierno 
1.2.  Pluralismo de partidos políticos 
1.3.  Respeto a las Minorías 
1.4.  Conclusión. 
 
2. Conceptos sobre la oposición. 
2.1  ¿Qué es oposición, cuál es la oposiciones permitida  y qué no es 
oposición? 
 
3. Funcionalidad de la oposición política 
3.1. Control y fiscalización al gobierno. 
3.2. Alternativa  al gobierno  
3.3. Impide la homogenización política y crea identidades partidistas 
3.4. Los partidos de oposición canalizan y representan los conflictos sociales 
 
4. Epilogo del capítulo, diagnósticos sobre Colombia 
 
 
Capítulo II. Ejercicio de la oposición en sistemas presidencialistas, casos comparados 
 
1. México 
1.1 Reconstrucción Histórica La oposición leal, sesenta años de lucha 
1.2 El Instituto Federal Electoral 
1.3 El Código Federal de Instituciones y Procedimientos electorales  
 
1.3.1 El Tribunal Electoral del Poder Judicial 
1.3.2 Breve mención a las circunscripciones del Congreso de 
México 
1.3.3 Sistema de financiamiento de los partidos políticos 
1.3.4 Mecanismos de control, vigilancia y sanción a los partidos 




Reformas políticas y electorales tras las dictaduras: Brasil y Argentina 
 
2. Brasil 
2.1 Justicia Electoral 
2.2 Derecho a la consulta 
2.3 Ley de partidos políticos (Leyes No. 9096 y 9504) 
2.3.1 Financiamiento Publico 
2.3.2 Control y fiscalización a los recursos del Estado 
2.3.3 Acceso a medios de comunicación 
2.3.4 Regulación de encuestas pre electorales 
3. Argentina 
 
3.1 Protección Constitucional 
3.2 Ley Orgánica de Partidos Políticos (23.298 de 1985)  
3.3 Ley de Financiamiento público de Partidos Políticos (Ley 25.600 de 
2002), La ley 26 215 y Ley de democratización de los partidos (Ley 
26.571 de 2009) 
 
3.3.1 Fondo Partidario Permanente: El financiamiento de los 
partidos 
3.3.2 Financiamiento privado 
3.3.3 Acceso a medios de comunicación  
3.3.4 Control y fiscalización de los recursos de los Partidos 
3.3.5 Regulación de Encuestas y sondeos de opinión 
 
3.4 Código Electoral Nacional (ley 19.945 de 1983 modificada por Leyes 
Nros. 20.175, 22.838 y 22.864) 
 
3.4.1 Cámara Nacional Electoral 
3.4.2 Juntas Electorales Nacionales 
3.4.3 El Ministerio Publico delegado para asuntos electorales 
3.4.4 Regulación de las Campañas 
4. Perú 
 
4.1 Sistema Electoral e instituciones electorales de la Constitución de 1993 
4.2 Ley de partidos políticos 




5. Casos de oposiciones en sistemas europeos 
 
5.1 Inglaterra, Portugal, Francia y España   
  
6. Conclusiones del Capitulo  
 
6.1 La igualdad de los partidos y la neutralidad del Estado 
6.2 Sistemas de financiamiento 
6.3 Control y Fiscalización del manejo de recursos 
6.4 La ampliación de la representación en el Congreso 
6.5 Organizaciones electorales profesional, técnica e independiente, y un 
Tribunal Electoral 
6.6 Participación de la oposición en la confección de ternas para órganos de 
control del estado, y participación con voz, pero sin voto, en órganos 
colegiados de gobierno. 
6.7 Ley que regule el acceso a los medios de comunicación  
6.8 Elecciones primarias como método de pluralismo dentro de los partidos 
políticos. 
Capítulo III. Conclusiones y elementos para el debate. 
 
1. Antecedentes del debate: ―proyectos de ley estatutaria de la oposición pos 
constitución de 1991‖ 
 
1.1 Balance del estudio legislativo 
 
2. Para el estatuto de la oposición. 
 
2.1 Características Mínimas  
a). Precisión y Taxatividad. 
b). Superar el reconocimiento de derechos y abarcar competencias de 
sanción al incumplimiento. 
 
2.2 Financiación mayoritariamente publica de las campañas. 
2.3 Participación para todos los partidos con representación nacional en el 
Consejo Nacional Electoral.  
2.4 Garantizar y potenciar la participación de la oposición en la elección del 
organismo de control o veeduría al gobierno. 
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2.5 Espacios televisivos en el periodo electoral y durante el periodo 
constitucional del gobierno.  
2.6       Derecho a la réplica y acceso a los medios de comunicación en    
periodos entre elecciones. 
2.7       Acceso a la información. 
2.8       Sistema de control y sanción al financiamiento público. 
2.9       Derecho a la consulta previa. 
2.10 Derecho al día de la oposición. 
2.11 La publicidad política. 
2.12 Deberes de la Oposición.  
 
3. Trascienden la ley estatutaria para el ejercicio de la oposición. 
 
a. Sistema de gobierno. 
b. Sistema de partidos  
 
3.1 Una Organización Electoral Profesional y un Tribunal Electoral Independiente 
de los partidos políticos. 
3.2 ¿Una curul para el jefe de la oposición? 
3.3 Modificar el sistema electoral con el fin de ampliar el número de miembros del 
Congreso.  





















El presente trabajo de grado busca aportar elementos que enriquezcan el debate sobre las 
garantías necesarias para el ejercicio de la oposición política a todas las fuerzas políticas 
que se presentan como alternativas al gobierno dentro del sistema presidencial colombiano 
previsto por la Constitución de 1991. 
 
Este debate es, sin duda, una de las grandes deudas del Congreso colombiano al desarrollar 
la Constitución Política de 1991, ya que su artículo 107 prevé la expedición de un estatuto, 
bajo la forma de ley estatutaria, que reglamente el ejercicio de la oposición y que a la fecha 
no ha superado el carácter de proyecto. Además de esta obligación de desarrollo 
constitucional, existe otra justificación; la necesidad de ejercicio institucionalizado de los 
roles de gobierno y oposición es un tema pendiente del sistema político colombiano, que 
desde las guerras partidistas del siglo xix
1
, la ilegalización del partido liberal tras la 
regeneración
2
 y las restricciones del periodo del Frente Nacional, ha evadido la necesidad, 
presente en  todas las democracias políticas occidentales, de funcionar conforme a un 
sistema que garantiza el control y limites a quienes ejercen el gobierno
3
.   
 
Igualmente, el acto legislativo 02 de 2004 -que admitió la reelección inmediata del 
presidente en ejercicio- rompió los equilibrios institucionales previstos por el constituyente 
de 1991, permitiendo que se concentren aun mas los poderes otorgados al presidente
4
. Así, 
ahora más que nunca, el ejercicio de la oposición es más difícil, pero a su vez mas 
necesario.  
 
El ejercicio de la oposición con garantías y condiciones de acceso al gobierno en regímenes 
presidenciales, resulta igualmente interesante, debido a que, a pesar que la mayoría de 
países latinoamericanos, vivieron la misma historia durante el periodo de formación de los 
                                               
1 VALENCIA VILLA, Hernando, Cartas de Batalla una crítica del constitucionalismo colombiano, 
Universidad Nacional de Colombia, Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales IEPRI, 1987, 
Bogotá, pág. 45 
2 TASCON, Tulio Enrique. Historia del Derecho Constitucional Colombiano. Edición especial, impreso en 
Litoalfa, Pereira, 2000, pág. 181 
3 VARGAS VELASQUEZ, Alejo. Reforma Política y Oposición Elementos centrales de la superación del 
conflicto armado. En Revista Pensamiento Jurídico No. 11 Facultad de Derecho Ciencias Política y Sociales, 
Universidad Nacional de Colombia, Santa fe de Bogotá, 1999, pág. 243   
4 GARCIA VILLEGAS Mauricio, REVELO REBOLLEDO, Javier (coeditores), Mayorías sin democracia 
desequilibrio de poderes y Estado de derecho en Colombia, 2002-2009, Centro de Estudios de Derecho, 
Justicia y Sociedad, 2009, Bogotá  y VARGAS VELASQUEZ, Alejo. ¿Qué tan profunda es la reforma del 
régimen político colombiano? En La reforma política del Estado Colombiano, Coordinador Miguel Eduardo 
Cárdenas, 2005, Fescol, Cerec, pág. 5 
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Estado- Nación alrededor de la figura militar del presidente
5
, en varios de ellos – algunos 
de los cuales examinaremos en el capítulo tercero de esta tesis- han visto surgir partidos 
políticos de oposición o alternativos, sólidos e incluso exitosos.  Es decir, es necesario 
establecer por qué, en naciones con tradiciones institucionales y culturales similares a las 
nuestras, surgieron oposiciones respetadas y estables, hecho que el sistema político 
colombiano desconoce.  
  
Con el fin de cumplir este objetivo, la tesis se compone de tres capítulos; cada uno de los 
cuales abordaran tres temáticas indispensables para justificar, contextualizar y aportar a este 
debate. En un primer capítulo, que servirá de marco teórico, se intentará mostrar que la 
democracia liberal, requiere de la existencia de partidos político contrarios al gobierno y en 
oposición, ya que estos cumplen roles esenciales para el funcionamiento de una democracia 
constitucional. Por ello,  tanto  en el derecho constitucional como en la teoría política, se 
pasó, en un primer momento, de simplemente tolerar la disidencia, a en un segundo 
momento, en el que la entendió como necesaria e indispensable para las democracias 
modernas. Igualmente, este primer capítulo permitirá responder las preguntas: ¿Qué es la 
oposición política?, ¿Qué no es?, ¿A qué oposición debe dársele garantías? y diferenciar 
dos conceptos, varias veces confundidos por los legisladores, de ―Oposición‖ y ―Minoría‖. 
  
Anticipo que este trabajo de grado versará principalmente, sobre la oposición 
institucionalizada o parlamentaria; es decir excluyó a la oposición al gobierno ejercida por 
movimientos sociales, grupos de interés, u organizaciones no-gubernamentales, la 
―oposición civil extraparlamentaria‖, que si bien para el caso de Colombia son actores 
políticos significativos, y sin duda, como lo señala María Luz Mora en el prologo del texto 
de Gianfranco Pasquino, están en condiciones de entrar en competencia con las viejas 
organizaciones de partidarias de izquierda
6
, su vocación esencial es incidir, la mayoría de 
                                               
5 Afirma Alejo Vargas: ―Presidencialismo que transformaba en el centro de gravedad de los regímenes 
políticos latinoamericanos, a la figura del presidente de la república por cuanto el Estado que surge de las 
guerras de independencia es un Estado débil, sin suficiente legitimidad y consenso sobre los diferentes actores 
del país‖ en VARGAS VELASQUEZ, Alejo. ―¿Más o menos presidencialismo en la Constitución de 1991?‖ 
En Revista Politeia No. 8°. Facultad de Derecho Ciencias políticas y Sociales. Universidad Nacional de 
Colombia. Santa fe de Bogotá, Diciembre de 1991, pág. 54; en igual sentido Dillon Soares que afirma: ―la 
historia latinoamericana ha estado marcada, desde sus inicios, por la inestabilidad política y económica. El 
periodo inmediatamente posterior a la independencia fue particularmente inestable… aunque la inestabilidad 
se dio en mayor o menor grado en toda América Latina‖ en SOARES Dillon y ARY Gkaucio, las relaciones 
entre el ejecutivo y el legislativo: los programas de estabilización en América Latina, en Revista de Estudios 
Políticos, Madrid, Núm. 16 Oct- Dic. 1999, pág. 45; Finalmente MEJIA QUINTANA, Oscar, Derecho 
legitimidad y democracia: desarrollo y conflicto de los paradigmas jurídicos en Colombia en Revista 
Pensamiento Jurídico (No. 8), Bogotá: Facultad de Derecho Ciencias políticas y sociales, Universidad 
Nacional, 1998,  Pág. 75     
6 PASQUINO Gianfranco, La oposición, prologo María Luz Moran, Ciencia Política Alianza Editorial S.A., 
Madrid, 1998, pág. 16. En igual sentido ROBERTS Kenneth, ―El sistema de partidos y la transformación de 
la participación política en la era neoliberal latinoamericana‖ en El asedio a la Política los partidos políticos 
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las veces, en políticas públicas puntuales
7
 y no la de convertirse en un partido político 
estable y con un programa político que abarque una alternativa a la manera ―del gobierno 
en la sombra‖
8
. Los movimientos sociales, como grupos de interés, solamente buscan la 
participación formal o informal para incidir en las decisiones públicas y que favorezcan sus 
intereses en relación con otros grupos
9
; no buscan hacerse con el control del sistema 
político, compitiendo en elecciones
10
, pretensión exclusiva de los partidos políticos 
 
En el segundo capítulo se realizará un estudio comparado sobre el ejercicio de la oposición 
política, especialmente dentro de los regímenes presidencialistas de la región 
latinoamericana, buscando extraer de las experiencias continentales enseñanzas que al 
momento de desarrollar el artículo 107 constitucional, podamos partir, como lo enseña 
Arend Lipjhard, de las alternativas posibles
11
. Igualmente, haremos breves referencias al 
ejercicio de la oposición a la manera de ―gobierno en la sombra‖ de los sistemas 
parlamentarios. Este capítulo intentará determinar, qué condiciones institucionales 
concurrieron en sistemas presidenciales de América Latina para permitir que dentro de sus 
regímenes de gobierno todas las fuerzas políticas, incluidas las de oposición, encontraran 
garantías y condiciones reales para la alternancia en el poder. Anticipamos que el artículo 
107 constitucional (la previsión de una ley especial para la oposición) es excepcional y casi 
única dentro del constitucionalismo de la región. Solo la constitución de Ecuador de 1998, 
actualmente derogada, previa una ley equivalente, por esto, el capitulo 2 se concentrará en 
las condiciones y garantías que ofrecen los sistemas electorales a todas las fuerzas políticas. 
Se hará especial énfasis en las garantías de financiamiento, acceso a medios de 
comunicación, acceso a la información, mecanismos de control entre los partidos y control 
al escrutinio. En últimas, como veremos, los sistemas presidenciales de América Latina, 
                                                                                                                                               
latinoamericanos en la era neoliberal, (comp.) Marcelo Cavarozzi y Juan Abal Medina, 1° edición, Rosario, 
homo sapiens, 2002, pág. 57 
7 Así, por ejemplo, el movimiento de victimas, busca que el Estado luche contra la impunidad en agresiones 
que implican graves vulneraciones a los derechos humanos; los movimientos feministas y de mujeres buscan 
que se implementen políticas públicas que garanticen la igualdad entre géneros; los movimientos estudiantiles 
defiende la educación pública de calidad y la ampliación de la cobertura. Ninguno de estos movimientos, 
tiene como principal vocación presentar un programa de gobierno que sirva de alternativa. 
8 PASQUINO Gianfranco, La oposición, Op. cit. pág. 112 
9 VARGAS ALEJO, Hacia la gobernabilidad democrática en Colombia al final del siglo en A.A.V.V 
Constitución gobernabilidad y poder, Universidad Nacional de Colombia Facultad de Derecho, ciencias 
políticas y sociales, 1° Edición, 1996, pág. 21, 
10 ABAL MEDINA Juan, elementos teóricos para el análisis contemporáneo de los partidos políticos: un 
reordenamiento del campo semántico, En El asedio a la política los partidos latinoamericanos en la era 
neoliberal, (comp.)  Marcelo Cavorazzi y Juan Abal Medina, 1° edición, Rosario, homo sapiens, pág. 37.   
11 Arend Lijpahet recomienda en estos casos ―cuando los países redactan nuevas constituciones democráticas 
o cuando están dedicados a una revisión fundamental de su constitución, sus redactores deberían hacer tres 
cosas: tendrían que informarse sobre cuáles son las principales alternativas…‖ Democracia y modelos 
democráticos alternativos en Presidencialismo vs. Parlamentarismo materiales para el estudio de la reforma 
Constitucional, consejo para la consolidación de la democracia, 1° ed., Buenos Aires, EUDEBA, 1988, Pág. 5 
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concluyeron, que más que garantías especiales para el partido de oposición, el sistema 
electoral y de gobierno debe procurar establecer la igualdad entre todas las fuerzas 
políticas. Esta será la tesis que defendemos en este trabajo; el partido de oposición  más que 
buscar que se reconozcan garantías especiales para él, como financiamiento 
complementario especial, o espacios en medios de comunicación especiales etc., debe 
buscar, que la legislación de partidos establezca garantías para todas las fuerzas con el fin 
de igualarlas. Es decir, por ejemplo, en lugar de un sistema de financiamiento 
complementario para el partido de oposición, debería buscar - como lo hiciera el PAN, el 
PDR en México, o el PJ en Argentina- un sistema de financiamiento que iguale a todos los 
partidos; o en lugar de asientos en los órganos de control a los partidos (el Consejo 
Nacional Electoral en nuestro caso) para el partido de oposición, debería buscarse que todos 
los partidos tengan derecho a participar en este órgano.  En este segundo capítulo entonces, 
veremos que los partidos de oposición de los casos estudiados, tomaron la alternativa de 
buscar garantías para todos los partidos no solo para el partido de oposición, lo cual, nos 
llevará a estudiar los sistemas electorales y de partidos de los países seleccionados.  
 
El último capítulo recogerá el estudio a los proyecto de ley presentados en el Congreso 
Nacional con el fin de encontrar a porte a este debate y las conclusiones de la búsqueda 
comparada sobre en qué condiciones se ejerce la oposición política en regímenes 
presidenciales de la región. Las conclusiones constituyen los aportes a este debate.         
  
Parto de las conclusiones a las que llego ciencia política sobre los requisitos y condiciones 
necesarios para el funcionamiento estable de los sistemas políticos
12
. En un primer 
momento, la ciencia política norteamericana defendió la tesis que para el desarrollo político 
se requería un alto desarrollo económico
13
. Posteriormente se sostuvo que el factor 
sustancial son las instituciones políticas, como la variable que consolidaba u obstaculizaba 
la democracia política
14
. Este debate, también tuvo un enfoque culturalista, que defendía la 
idea que un sistema político es exitoso, en la medida que entre las elites y los electores esté 
difundida una cultura política homogénea y tolerante. Finalmente, diversos autores 
consideran que un enfoque pluridimensional, es el que, puede aportar a identificar los 
elementos que deben concurrir para la consolidación de la democracia política.     
 
                                               
12 Un completo estado del arte se encuentra en ROLL David, ―Ingeniería Institucional y dinámica del cambio 
político en Colombia, a propósito de la propuesta de reforma política que intentó el gobierno Pastrana‖, en 
Revista Pensamiento Jurídico No. 11 Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho Ciencias 
políticas y sociales, 1999.  
13 LIPSET, Symour Martin, El hombre político. Las bases sociales de la política, Buenos Aires, Eudeba, 
1977.   
14 HUNTINGTON Samuel, Orden político en las sociedades en cambio, Buenos Aires, Amorrortu Editores, 
1989    
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Así, una sola ley ―estatuto de la oposición‖, no va a brindar las condiciones mínimas y 
necesarias para el ejercicio valorado e institucionalizado de la oposición al gobierno.  Se 
requiere, en un contexto como el colombiano atravesado por un conflicto armado interno, el 
sectarismo y el dogmatismo de los actores, más que un cambio normativo, sobre todo, y 
especialmente, un cambio en la cultura política
15
 de la ciudadanía, que para nuestro caso, ha 
sido históricamente alimentada por la violencia armada ejercida por todos los actores de la 
vida política
16
, así como por la idea, consecuencia de la anterior, que el ejercicio del poder 
es la imposición del vencedor sobre el vencido
17
, más que el consenso y el acuerdo entre 
constantes jugadores del mismo partido. Como sostiene Francisco Gutiérrez Sanín, la 




Y si al elemento de una cultura política intolerante y sectaria, le sumamos, muy de la mano 
con este, una tradición jurídica ineficaz y autoritaria, en donde el derecho escrito es solo un 
paso, a lo sumo el primero, para la definición del derecho aplicable, debido a que en este 
proceso interviene normatividades consuetudinarias de origen local
19
, que llevan a que el 
derecho Estatal, más que efectos reales, tenga ―eficacia simbólica‖, entendida como la 
manipulación del derecho como mecanismo destinado a la legitimación de las políticas 
                                               
15 VARGAS VELASQUEZ, Alejo, ―Gobernabilidad democrática en Colombia a finales del siglo xx‖, op. 
cit.., pág. 43 En igual sentido HARO Ricardo, Constitución, poder y control, Universidad Nacional Autónoma 
de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Primera Edición, 2002, México D.F, pág. 43. CARPIZO 
Jorge, Concepto de Democracia y sistema de gobierno en América Latina, Universidad Nacional Autónoma 
de México-UNAM- Centro de Investigaciones Jurídica, Universidad Externado de Colombia, 2009, Bogotá, 
pág. 75   
16 VARGAS VELASQUEZ, Alejo, Política y armas al inicio del Frente Nacional, Universidad Nacional de 
Colombia, Facultad de Derecho Ciencias Políticas y Sociales, 2° edición, 1996, pág.20.  En igual sentido 
MUNERA Alfonso, El fracaso de la Nación Región, clase y raza en el Caribe colombiano (1717-1821), 
Editorial planeta, Colombiana S.A, 2008, pág. 15. Sobre estos dos elementos i) cultura política y ii) ejercicio 
de la violencia por todos los actores de la vida política, resulta diciente la siguiente cita de Andrés Dávila y 
Felipe Botero: ―Y es una cultura política común- que está lejos de la ciudadanía moderna y la democracia 
pero imbuida de algunas de sus instituciones- muy dependiente de vínculos personales y relaciones 
clientelares, la que permite que por lo intersticios de un Estado débil y parcialmente derrumbado, La violencia 
se instaure como mecanismo de interrelación entre los dos partidos‖ en DÁVILA LADRÓN DE GUEVARA 
Andrés, BOTERO JARAMILLO Felipe, La compleja Modernización de los partidos más antiguos de 
América Latina en El asedio a la política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal CAVAROZZI 
Marcelo y ABAL MEDINA Juan Manuel (Comp.) 1°edición, Rosario, Homo Sapiens, 2002, pág. 266        
17 POCH-DE FELIU, Rafael, La gran transición, Rusia 1985-2002, Memoria Critica, Barcelona, 2003, pág. 
195 
18 GUTIÉRREZ Francisco, ―Rescate por un elefante. Congreso, sistema y reforma política‖, en Andrés Dávila 
y Ana María Bejarano (comps.) Elecciones y democracia en Colombia 1997-1998, Fundación Social-
Universidad de los Andes-Veeduría ciudadana a la elección presidencial, Bogotá, 1998, pág. 252 
19 Esta mezcla de derechos, el estatal con normatividades locales, es conocida como ―interlegalidad‖ y apunta 
a mostrar que en América Latina, el derecho estatal no tiene el monopolio de la regulación social, y por el 
contrario comparte su territorio con otras formas de juridicidad. En De Sousa Santos, Boaventura, Toward a 




públicas y no un instrumento de implementación de dichas políticas públicas
20
, es claro 
que, la eventual  expedición de un estatuto de la oposición, aun siendo fruto del consenso 
de todos los partidos y movimiento políticos con representación y de todo los lugares del 
espectro político, ni va a modificar la cultura política de la sociedad, ni va a garantizar que 




Esta cultura jurídica de incumplimiento es, entonces, todo un reto a superar por América 
Latina y por supuesto por Colombia, si quiere construir un régimen democrático. Mauricio 
Merino hablando del caso de México, explica la importancia del respeto a la legalidad, 
como el respeto al Estado de derecho; ya que este es el ―el picaporte de la entrada de la 
reforma del Estado y la base misma de la gobernabilidad”
22
 . El autor mexicano hace 
referencia, a que todo sistema político democrático, sin importar sus diversas características 
debe, indispensablemente, contar con un marco legal, no solamente aceptado por la 
principales fuerzas políticas del país, sino también suficientemente eficaz para imponerse 
sobre el conjunto de la sociedad, y para abarcar, a su vez, a los grupos que han emergido al 
margen de la ley. Así, además de la expedición de una ley de oposición, se requiere, a 
mucho más largo, el respeto a la ley.  
 
Como lo señala Robert Dahl este cambio en la cultura política, tanto de las elites 
gobernantes como de la ciudadanía, toma generaciones y solo se da después de largos 
procesos en los que los diferentes grupos políticos representados confían el uno en el otro, y 
entienden que la alternancia en el poder no implica la supresión del perdedor
23
. Siguiendo 
al mismo autor, este proceso de cambio de cultura política, es un proceso pedagógico de 
instrucción social de las reglas de la poliarquía
24
. Así, creemos que un estatuto de la 
oposición no será aplicable ni tendrá eficacia social, sino se articula, necesariamente con 
una serie de reformas que democraticen la sociedad en términos económicos y sociales, ya 
                                               
20 ―La dimensión simbólica radica en el hecho de que la reforma es producida principalmente para establecer 
una comunicación legitimadora entre las instituciones, de un lado, y los actores del campo jurídico y los 
ciudadanos en general, del otro, más que para satisfacer sus objetivos instrumentales declarados‖ GARCIA 
VILLEGAS, Mauricio, RODRIGUEZ, Cesar, Derecho y sociedad en América Latina: propuesta para la 
consolidación de los estudios jurídicos críticos, en Derecho y Sociedad en América Latina: Un debate sobre 
los estudios jurídicos críticos, Colección en Clave de Sur 1° Ed. Universidad Nacional de Colombia, Facultad 
de Derecho Ciencias políticas y sociales,  ILSA, Bogotá,  2003, pág. 40 y 43.     
21 Sobre la tradición colombiana al incumplimiento de normas Ver GARICA VILLEGAS Mauricio, La 
cultura del Incumplimiento de reglas, siglo del Hombre editores, Dejusticia, 2009, pág. 237-273 
22 MERINO Mauricio, La transición votada critica a la interpretación del cambio político en México, Fondo 
de Cultura Económico, México 2003, pág. 60  
23 DAHL Robert A, La poliarquía: participación y oposición, Tecnos, Madrid, 1989, pág. 44  
24 DAHL Robert A., La poliarquía en BATLE Albert (ed.),  Diez textos básicos de ciencia política, Editorial 
Ariel, S.A. Barcelona,  pág. 87 en igual sentido MERINO Mauricio, La transición votada critica a la 
interpretación del cambio político en México, Fondo de Cultura Económica, México, 2003, pág. 61  
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que de no ser así, no dejaría de ser un acuerdo entre las elites políticas del país
25
 y tampoco 




Quizá este es uno de los inconvenientes más difíciles a resolver para el sistema político 
colombino, ya que si bien la constitución prevé, de manera formal, la existencia de la 
oposición política, como lo señala Eduardo Posada Carbo
27
, la misma idea de oposición se 
encuentra asimilada casi exclusivamente al enfrentamiento exclusivo y radical contra el 
―sistema‖. Es decir, dentro de la cultura política colombiana, un importante sector de la 
opinión pública, generalmente sin formación política o ajena a la racionalidad de la 
democracia, encuentra que el término oposición se identifica con oposición violenta. 
 
Compartiendo el enfoque pluridimensional mencionado, y siguiendo al profesor Alejo 
Vargas,  ―no es que con la existencia de un estatuto de la oposición van a terminarse por 
encanto los atentados contra los miembros de la oposición … No. A no ser que caigamos 
dentro de la lógica nuestra, un poco bobalicona, … los cambios normativos sólo tienen 
eficacia si van acompañaos de transformaciones en el campo de las prácticas sociales  en el 
campo de la cultura política…‖
28
. Se requiere, además de un cambio en la cultura política, 
una democratización económica y social, una modificación en el mismo sistema de 
gobierno, la ley de los partidos políticos, y el derecho electoral. Solo así, articulando una 
pluralidad de elementos, podrá el sistema político colombiano conocer una oposición 
institucionalizada y valorada. Queremos insistir en esto, debido a que somos consientes de 
los límites de la expedición del Estatuto de la Oposición, y que este, sin más reformas 
seguirá la suerte de las leyes formalmente validas pero sin eficacia social.    
 
Además del enfoque que defendemos, debemos precisar un segundo aspecto referido al 
título del texto. El texto estudia las condiciones jurídicas y normativas que han permitido 
que la oposición desempeñe un rol importante en algunos presidencialismos de la región. Y 
nos referimos a presidencialismo, diferenciándolo claramente de sistemas parlamentarios, 
debido a que los partidos de oposición en ambos sistemas de gobierno desempeñan 
diferentes papeles. Como lo señala Nohlen, el presidencialismo como factor del sistema 
                                               
25 PIZARRO LEONGOMEZ, Eduardo. ―Fundamentos y propuesta para una reforma política en Colombia‖ en 
La oposición política en Colombia, IEPRI, FESCOL, 1996, pág.19 en igual sentido CARPIZO, Jorge, 
Concepto de democracia y sistema de gobierno en América Latina., Op. cit.pág.72   
26 Robert  Dahl afirma: ―… no es difícil llegar al convencimiento de que un país con poca o ninguna 
experiencia en las instituciones de debate público y de rivalidad política, y falto de tradición de tolerancia 
hacia la oposición tiene pocas posibilidades de convertirse en una poliarquía estable en un lapso de unos 
pocos años…‖ La Poliarquía Participación y oposición, op. cit.., pág. 187  
27 Oposición democracia y paz pág. 3 en www.ideaspaz.org/articulos/.../20oposicion_democratica_y_paz.pdf  
28 VARGAS VELASQUEZ Alejo, ―Reforma Política y oposición elementos centrales para la superación del 
conflicto armado‖ en Revista Pensamiento Jurídico No. 11, Universidad Nacional de Colombia, Facultad de 
Derecho ciencias políticas y sociales, 1999  pág. 249 
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político, incide directamente en el sistema de partidos, en especial, de los partidos o 
candidatos en competencia a la presidencia
29
. En el sistema parlamentario, cualquiera sea 
su forma
30
, la oposición es el partido que no ha logrado formar la mayoría necesaria para 
hacerse con el gobierno, pero no el partido que perdió las elecciones, ya que está 
representado de la asamblea, espacio de discusión necesario e ineludible
31
. Por el contrario, 
como lo ha mostrado Linz, uno de los defectos del sistema presidencial es su forma 
electoral de suma cero o todo o nada
32
,  en la que el ganador se queda con todo y el 
perdedor fuera de todo, aun cuando la elección se haya resuelto por un solo voto.  Esto 
lleva a que la oposición de en ambos sistemas se diferencie por varios motivos:  
 
Primero: La oposición en los sistemas presidenciales sufre de los mismos problemas que en 
general sufren los partidos políticos del parlamentario. Pero, comparativamente, son más 
débiles que los partidos políticos de los parlamentarismos, ya que en estos, el gobierno 
depende de la disciplina del partido o coalición que apoya al primer ministro. Romper la 
disciplina partidista significa, en sistemas con primer ministro, entregar el gobierno al 
adversario. Por el contrario, en los presidencialismos, debido a que, los periodos del 
presidente son fijo y rígidos
33
 este no necesita del partido o coalición de partidos que lo 
presentó a la elección para permanecer en el cargo. El presidente, entonces, no está 
presionado como si lo está un primer ministro, a tener cohesionado y disciplinado a su 
partido. En determinados casos puede serle útil tener una mayoría en el Congreso, pero esto 
                                               
29 NOHLEN Dieter, ―Presidencialismo, sistemas electorales y sistemas de partidos. Reflexiones exploratoria 
para América latina‖ En Presidencialismo versus parlamentarismo América Latina Dieter Nohlen Mario 
Fernández (ed.), 1° ed. Editorial Nueva sociedad, 1991, Venezuela, pág. 69 
30 Sartori ha mostrado que el sistema de gobierno parlamentario depende en buena medida del número de 
partidos en competencia. Por ejemplo, en sistemas bipartidistas, el gobierno tiene un fuerte dominio de la 
asamblea. Esto hace a los gobiernos estables y con pocas probabilidades de perder apoyo por parte de sus 
miembros. En cambio en parlamentarismos con varios partidos, en el que ninguno logra una mayoría fuerte, 
los gobiernos son de coalición, que hace posible o votos de censura, o adelanto de elecciones. SARTORI 
Giovanni, Ingeniería constitucional comparada, con posfacio: La transición de México, ¿hacia dónde? Una 
agenda para la reforma, Fondo de Cultura Económica, México, 3° ed., 2003 Pág. 116 - 118   
31 El presidencialismo norteamericano, ―puro‖ presenta formas de control  por parte del Congreso que los 
presidencialismos latinoamericanos no conocen,  y que junto con otras herramientas, permiten que el 
presidente no deba contar con el Congreso como espacio necesario de discusión. Cfr. VANEGAS GIL Pedro 
Pablo (coord.) Democracia Constitucional en América Latina y las evoluciones recientes del 
presidencialismo, UNAM, Universidad Externado, Bogotá.  2009. Sobre las facultades económicas del 
presidente en desmedro del debate parlamentario  KALMANOVITZ, Salomón. Las instituciones y el 
desarrollo de Colombia. Editorial Norma, 2001 Bogotá, Primera edición, Pág. 97 y SACHICA, Luís Carlos, 
Constitucionalismo Colombiano, Sexta edicion, editorial Temis, Bogotá, 1980, Pág. 337. 
32 LINZ, Juan, ―Democracia presidencial o parlamentaria. Hay alguna diferencia‖ En Presidencialismo vs. 
Parlamentarismo materiales para el estudio de la reforma Constitucional, consejo para la consolidación de la 
democracia, 1° ed., Buenos Aires, EUDEBA, 1988,  pág.31 en igual sentido UPRIMNY, Rodrigo, 
―Separación de poderes y forma de gobierno en Colombia: Comentarios al documento de la Misión Alesina‖, 
en Revista de Economía Institucional N°5, Segundo Semestre/ 2001. Pág. 164 
33 Son establecidos constitucionalmente y el presidente no puede salir contra su voluntad antes del 
cumplimiento del mismo. Salvo en el caso de juicio político.  
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no garantiza nada, ya que incluso los presidentes con ―gobierno dividido‖
34
 tiene que 
negociar igual que los presidentes con gobierno unido‖, debido a que los votos dentro de la 
Asamblea no se dan, por regla general, por respeto a la ideología del partido al que se 
pertenece (disciplina), sino por intereses locales de los diputados. Sumado a esto, en los 
presidencialismos los partidos (incluida la oposición), ―no pueden desempeñar muchas de 
las funciones típicamente asociadas con los partidos parlamentarios… solo pueden ratificar 
y legitimar las campañas de aquellos que son más exitosos y ganar el apoyo personal‖
35
. En 
conclusión los partidos políticos de oposición son tan débiles como los partidos de 
gobierno, resultando esta debilidad más nociva para la oposición que no cuenta con poder 
político para negociar con el presidente, cosa con la que sí cuenta el indisciplinado partido 
de gobierno.  
 
Segunda: La segunda causa de la diferencia en el ejercicio de la oposición en los sistemas 
presidenciales y parlamentarios se debe a una diferencia institucional – el primer factor que 
mencionamos se refiere a una debilidad de los partidos-. La principal importancia de la 
oposición, como veremos, está en el periodo entre elecciones, periodo en el que debe 
controlar y fiscalizar al gobierno. Debido a que en el presidencialismo, quien gana la 
presidencia, gana el premio mayor y deja a los partidos sin nada, incluidos recursos, 
información y espacios de discusión y los presidentes gozan de amplios poderes 
constitucionales, los candidatos y los votantes perdedores tienden a sentir que han perdido 
su tiempo, ya que han perdido todo y no serán relevantes dentro del debate nacional. Son 
pocos los incentivos que los lleva a mantener la lealtad a los partidos derrotados, ya que el 
presidente puede hacerlo todo sin contar con los perdedores. Los partidos de oposición 
suelen ser pequeños, débiles y excluidos de los grandes debates y estos no se dan al interior 
del Congreso sino en el Ejecutivo. Sobre este punto resulta ilustrativa la conclusión de 
Nohlen: 
 
―Hemos visto que en los sistemas políticos latinoamericanos, los parlamentos 
tienen un poder muy restringido frente al Ejecutivo, y el gobierno descansa sobre 
éste. Así, la expresión soberana tiene una importancia menor. Puede ser que los 
diferentes grupos sociales aumenten su representación al parlamento, tanto por su 
                                               
34 En el gobierno dividido el presidente fue electo por un partido que no cuenta con mayorías en el Congreso. 
En el caso del gobierno unido, el presidente y la mayoría parlamentaria pertenecen al mismo partido. 
SARTORI Giovanni, op. cit.  pág. 107  
35 RIGGS W Fred, ―La supervivencia del presidencialismo en EEUU.: Practicas para-constitucionales‖ en  
Presidencialismo vs. Parlamentarismo materiales para el estudio de la reforma Constitucional, consejo para la 
consolidación de la democracia, 1° ed., Buenos Aires, EUDEBA, 1988, pág. 74 
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creciente fuerza como por las transformaciones de los sistemas electoral, pero esos 
avances no tiene porque expresarse simultáneamente en el gobierno.‖
36
 
    
Tercero: El presidencialismo motiva conductas excluyentes con el partido perdedor debido 
a que el presidente reúne una serie de facultades que lo muestran como omnipresente, y al 
opositor o contradictor como un ―traidor a la patria‖
37
, en los sistemas parlamentarios,  
sobre todo con pluripartidismo, el primer ministro debe negociar y repartir el poder con las 
minorías. El gobierno colegiado de los multipartidismos, lleva al primer ministro a estar 
más atento a las solicitudes de los diferentes grupos
38
. El presidencialismo, por el contrario, 
tiende a estimular la falta de consideración, de respeto y algunas veces relaciones hostiles 
con la oposición.  
 
Cuarta: Un último factor se refiere a la forma sobre cómo se ejerce la oposición en los 
sistemas parlamentarios: el denominado ―gobierno a la sombra‖. Más adelante veremos, 
que la oposición en los sistemas parlamentarios se comporta como un gobierno alternativo 
dentro de la asamblea representativa. Es decir, dentro de la asamblea, el partido en 
oposición desempeña un rol de control y fiscalización al gobierno tan especializado, que 
divide el control de cada gabinete o ministerio en uno de sus miembros. Así, el diputado del 
partido de oposición que controla el ministerio de económica dentro de un sistema 
representante es siempre el mismo, y llegado el momento de ser gobierno, este 
parlamentario será el ministro de economía. Esto mismo ocurre con todas las carteras del 
gabinete del gobierno, donde un parlamentario de la oposición se ocupa de controlar una 
sola cartera. Incluso, llega a tal grado de distribución de funciones de control que el jefe de 
este gabinete de la oposición (por esto el calificativo de gabinete o gobierno a la ―sombra‖), 
es decir el secretario general o presidente del partido de oposición será el primer ministro 
en el futuro. Esta forma de hacer oposición, es claramente contrastable, con los sistemas 
presidenciales de América Latina, en donde como acabamos de mencionar los partidos son 
débiles ante la omnipresencia y super poderes del presidente, del primer mandatario
39
.   
                                               
36 NOHLEN Dieter, FERNÁNDEZ Mario, ―El presidencialismo latinoamericano. Evolución y perspectivas‖ 
en  Presidencialismo versus Parlamentarismo América Latina, editorial Nueva sociedad, primera edición, 
Caracas,  1990,  pág. 40 
37 DE RIZ Liliana, SABSAY Daniel, ―Perspectivas de modificar el sistema presidencial en Argentina‖ en  
Dieter Nohlen, Mario Fernández, presidencialismo versus parlamentario op. cit... pág. 114 
38 LINZ, Juan, ―Democracia presidencial o parlamentaria. Hay alguna diferencia‖ En Presidencialismo vs. 
Parlamentarismo materiales para el estudio de la reforma Constitucional pág. 27 en igual sentido ROMERO 
Marco, Perspectivas del parlamentarismo si de lo que se trata es de buscar una transformación estructural 
del régimen político en la perspectiva de profundizar la búsqueda de la paz y la transformación democrática 
del Estado y la Sociedad, bienvenido el debate En: Colombia. 2004. Caja De Herramientas. ISSN: 0122-2759 
p. - v.102 
39 Resulta ilustrativa la forma en que se denominan a los presidentes en el continente: ―primeros 




En conclusión, el ejercicio de la oposición es claramente diferente en regímenes 
presidencialistas  ya que se constatan tendencias institucionales y culturales hacia la 
exclusión, frente a formas de gobierno que garantizan e incluso presionan la discusión y 
debate con la oposición, como el gobierno parlamentario. Esta diferencia justifica que la 
oposición en presidencialismo sea estudiada de manera diferente a como funciona en 































                                                                                                                                               
practica de la representación… el sentido de la representación ―nacional‖ descansa entonces en el presidente y 





“La oposición”: requisito de las democracias occidentales. 
 
―En una sociedad cuya organización deja al partido más 
fuerte en aptitud de unirse al más débil, se puede decir 
que reina la anarquía tan ciertamente como en el estado 
de naturaleza, en que el individuo más débil carece de 
protección contra la violencia de los más fuertes‖ 
 
El federalista LI 
Hamilton y Madison 
 
Este primer capítulo sirve de marco teórico de las siguientes secciones de la tesis, e 
intentará mostrar y justificar la necesidad  para todo sistema político moderno, que busque 
ser reconocido como democrático, de contar con una oposición política real, institucional y 
con garantías para ser alternativa de gobierno del partido o coalición de partidos en el 
gobierno. Es decir, al final de este capítulo espero mostrar que la oposición política no es 
solo un elemento accesorio de la democracia política, sino por el contrario, un elemento 
definitorio; en últimas, el más importante de todos, ya que solo con ella, se materializan los 
principios que dan identidad.  
 
Para lo anterior el capitulo se divide en tres acápites; en el primero buscaré mostrar como la 
existencia de grupos opositores con garantías para el ejercicio de la controversia, desarrolla 
valores que son nucleares de la democracia política moderna. Y de hecho como el 
surgimiento mismo de la democracia occidental, requirió de la oposición. Esto debido a que 
la lucha de la naciente burguesía contra las instituciones políticas del feudalismo, 
materializadas en el constitucionalismo contemporáneo, nutrido en primer lugar por los 
debates del siglo xviii y xix dados alrededor de la consolidación de las instituciones 
políticas liberales, y en segundo lugar por la lucha del mundo occidental capitalista, desde 
la segunda posguerra mundial, contra los modelos políticos de partido único, tanto fascistas 
como comunistas, defiende valores tales como el pluralismo político, la alternancia en el 
gobierno, y el respeto a la minoría. Estos principios, definitorios de la democracia 
occidental, no serían realizables sin la existencia de una oposición o disidencia política con 
garantías.  Así, explicitaré que de ser simplemente tolerada, durante  el surgimiento del 
constitucionalismo moderno, la oposición pasó a ser valorada como necesaria, durante la 




En un segundo momento se abordaran conceptos básicos de la tesis como: ―oposición 
política‖ buscando determinar qué condiciones reúnen los grupos contradictores del 
gobierno en las democracias políticas occidentales, para ser definido como ―oposición 
política‖. Igualmente se buscará aclarar, qué oposiciones no son posibles en una 
democracia liberal, y qué grupos sociales, a pesar de llamarse opositores al gobierno, no lo 
son. Se intentará mostrar las diferencias entre dos conceptos cercanos pero confusos, 
incluso para nuestros legisladores, que permitirá mostrar el grupo objeto de esta tesis. Estos 
conceptos son ―oposición‖ y su diferencia con ―minorías‖ 
 
Finalmente en un tercer segmento de este primer capítulo, señalaré las funciones 
constitucionales y políticas que cumple la oposición y las fuerzas políticas enfrentadas al 
gobierno dentro de las modernas democracias constitucionales de la segunda posguerra 
mundial. Esto, con el fin de evidenciar que la existencia de la oposición es una herramienta 
que materializa el control al poder, el pluralismo político, y las condiciones de alternancia 
al gobierno. Es decir, además de justa y legitima, la oposición es funcional a la democracia 
liberal.  
 
1. El surgimiento del derecho a la oposición política como lucha por el Estado 
Constitucional de Derecho actual. 
 
Este acápite pretende mostrar que la existencia de una oposición política reconocida y 
valorada socialmente, materializa y encarna principios que una sociedad no está en 
condiciones de ceder, si quiere ser considerada como democrática. Es decir, buscamos 
mostrar, que además de la funcionalidad contemporánea de la oposición política 
permanente (debido a que controla, fiscaliza y previene los abusos de poder), su existencia 
es la realización de los debates que dieron origen al Estado Constitucional y Democrático 
de Derecho moderno; y que no otorgarle garantías y  herramientas, implica no solo el 
autoritarismo de un presidente de turno, sino la negación misma de los valores de las 
democracias occidentales. María Luz Moran en el prologo al texto de Pasquino explica:  
 
―Así, se nos recuerda que la historia de la democracia es también, si no 
fundamentalmente, el proceso de construcción de una oposición que lucha por 
conseguir alcanzar sus metas y que se encuentra con la constante reticencia de la 




Para esto, reconstruimos brevemente tres valores sustanciales de la teoría constitucional y 
política liberales, que considero permiten evidenciar la importancia filosófica de una 
                                               
40 PASQUINO Gianfranco, La oposición, prologo de María Luz Moran, pág. 19 
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oposición política fortalecida. Estos son i) la alternancia en el gobierno, como consecuencia 
del poder limitado en el tiempo, ii) el pluralismo político, y iii) el respeto a las minorías. 
Tomamos estos tres elementos como característicos de la democracia política occidental, 
debido a que, además de que son mencionados por diversos autores como veremos a 
continuación, son claramente elementos necesarios de cualquier sistema político moderno.  
 
A manera de ilustración
41
 menciono a Dalh, quien define a la democracia occidental 
(poliarquía) como el régimen que:  
 
―otorga las libertad de corte liberal clásico que forman parte de la definición del 
debate público y de la participación: oportunidades para oponerse al gobierno, para 
formar organizaciones políticas, para expresarse libremente en materias políticas 
sin miedo a las represalias del gobierno, leer y oír puntos de vista distintos sobre 
una misma cuestión, emitir voto secreto en elecciones donde los candidatos de 
distintos partidos luchen por obtener esos votos y, tras las cuales los derrotados 
acepten pacíficamente la victoria de los ganadores, etc.‖
42
 (negrillas fuera del 
texto) 
 
En este breve párrafo, encontramos estas tres características de los regímenes democráticos. 
Los derechos fundamentales de corte clásico como límites que el Estado no puede superar y 
                                               
41 Podemos encontrar los mismo elementos en obras como la de Pasquino quien afirma: ―La perspectiva aquí 
empleada, finalmente, se funda en la convicción en que la democracia, es decir, la confrontación-
enfentamiento entre gobierno y oposición , no es solo un conjunto de reglas normas y leyes… sino también la 
encarnación de un conjunto de valores: desde el respeto a los derechos civiles y políticos a la afirmación 
de los derechos social, desde la tolerancia a la participación a la libre expresión de la personalidad‖ en 
La oposición, op. cit. pág. 77;  o con una definición con similares elementos la de Sartori que define 
democracia política como ―una sociedad libre, no oprimida por un poder político discrecional e incontrolable 
ni dominada por una oligarquía cerrada y restringida, en la cual los gobernantes ―respondan‖ a los 
gobernados‖ en ¿Qué es la democracia?, Op. cit. pág. 24 en el mismo sentido se expresa Bobbio: ―El 
contenido mínimo del Estado democrático no ha decaído: garantías de los principales derechos de libertad, 
existencia de varios partidos en competencia, elecciones periódicas y sufragio universal, decisiones 
colectivas o concertadas o tomadas con base en el principio de la mayoría, de cualquier manera después 
del debate libre entre las partes o entre los aliados de una coalición de gobierno‖ en El futuro de la 
Democracia (trad. José Fernández Santillán), Fondo de Cultura Económica, México, 3° edición, 3° 
reimpresión,2005,  pág. 46. Zagrebelsky afirma que la democracia se define ―por la opinabilidad y el 
contraste entre proyectos, esto es, por la relatividad‖ en El derecho dúctil, Editorial Trotta, 5° edición 2003, 
pág. 67; finalmente podemos mencionar la definición de democracia política aportada por Hans Kelsen que 
sostiene:― En la democracia prevalece la voluntad colectiva que se determina por la mayoría de los dirigentes 
que han sido electos también por una mayoría de ciudadanos o dirigidos, pero preservando los derechos de 
la minoría que, a su vez, tiene posibilidad de obtener la mayoría en elecciones subsecuentes‖ en Esencia 
y valor de la democracia, México, Editorial Nacional, 198l pág.45  (negrillas fuera del texto)          
42 DAHL Robert A, La poliarquía participación y oposición, Op. cit..,  pág. 29  
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representan la defensa de cualquier minoría frente a las mayorías
43
. El pluralismo político 
entendido como diferentes interpretaciones de la sociedad canalizadas a través de partidos 
políticos, y el hecho que las elecciones son periódicas y otorgan el poder político pro 
tempore. Si quisiéramos optar por una manera más sencilla, y tal vez mas jurídico-
constitucional, de definir democracia política,  podemos seguir la propuesta de Carpizo,  
que propone cambiar la palabra constitución por la palabra democracia en el célebre 
artículo 16 de la declaración de derechos del hombre y del ciudadano de 1789, que reza: 
―Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, ni determinada la 
separación de poderes carece de constitución‖. Así, democracia, para el profesor mexicano, 
encierra en su núcleo duro: gobernantes electos periódicamente, el poder se encuentra 




Sin querer reproducir una larga discusión teórica sobre las condiciones y pre-condiciones 
de la democracia, que trasciende a la política, como sería el caso de la democracia 
económica y cultural
45
, a continuación intento explicitar los presupuestos teóricos que dan 
respuesta al objetivo de esta tesis. Igualmente aclaro, que no es la pretensión de esta tesis 
reproducir un supuesto para la democracia política, que para el caso colombiano, considero 
que ya fue superado, como lo es la universalidad formal del voto
46
, en atención que  
formalmente el voto de cada ciudadano y ciudadana tiene igual valor. Por esto, el marco de 
teórico de esta tesis lo constituyen los tres elementos necesarios de la democracia política 
liberal contemporánea, los cuales intentare resumir a continuación. En términos generales, 
y sin otra pretensión que mencionar un breve conjunto de elementos que la componen, la 
democracia política, se ha entendido como el régimen político en el cual, la persona o 
personas que ejercen el poder político, lo hacen en virtud de una elección. 
 
1.1 Alternancia en el ejercicio del gobierno:  
 
La revoluciones liberales de los siglos xvii y xviii, buscaron, esencialmente, establecer 
límites al ejercicio del poder de las antiguas monarquías absolutistas de Europa Occidental. 
Esta limitación y control al poder se realizo por varias vías. La primera de ellas, a través de 
                                               
43 Los derechos fundamentales modernos son definidos como las cartas de triunfo de la minoría sobre la 
mayoría DWORKIN Ronald, Los derechos en serio, Editorial Ariel,  Barcelona,  1982, pág. 37.  
44 CARPIZO Jorge Concepto de democracia op. cit.  pág. 100 
45 Giovanni Sartori considera que la democracia política que según  Dalh es régimen político liberalizado y 
competitivo, es solo una forma; ya que la democracia involucra formas de participación en la riqueza 
económica, cultural y social que trascienden a la participación política en ¿Qué es la democracia?, Altamir 
Ediciones, 1° edición Colombia, 1994, Bogotá, pág. 8  
46 BOBBIO Norberto, El futuro de la democracia, fondo de cultura económica S.A, México, segunda edición, 
segunda reimpresión, 2000, pág. 25 y  BOVERO Michelangelo, Democracia, Alternancia y elecciones. 
Colección temas de la democracia serie conferencias magistrales, 1° edición, Instituto Federal Electoral, 
México, 2000 pág. 12 
29 
 
la ―división funcional‖ del poder estatal en ramas; es decir se entregaron facultades a 
diferentes órganos estatales con el fin que entre, las diferentes ramas del poder se 
controlaran unas a otras –surge así, la clásica separación de poderes del constitucionalismo 
moderno-. La otra vía para limitar el poder fue en el ―tiempo‖; este mecanismo determino 
que quienes ejercieran el poder político, solo lo harían por un tiempo, ya que concentran 
funciones estatales por periodos indeterminados alientas los absolutismos contra los que 
luchaban las revoluciones
47
.Así como lo explica Juan Linz, la democracia es por definición, 
un gobierno pro tempore; un gobierno en el cual el electorado puede, a intervalos regulares, 
hacer rendir cuentas a los miembros del gobierno e imponer los cambios que considere
48
. 
Sólo, entonces, en la medida que fruto de este examen periódico, los gobiernos cambien de 
composición se garantiza un sistema democrático; lo opuesto, equivale a una monarquía 
absolutista.   
 
La Corte Constitucional Colombiana ofrece, argumentos similares. El tribunal explica que 
debido a que en la modernidad, el poder político tiene límites funcionales- traducidos en 
separación de poderes, en donde el legislativo hace la ley, y el ejecutivo la ejecuta - y 
temporales - traducidos en elecciones periódicas- el poder es reversible: donde hay 
alternancia.  
 
―Adicionalmente, es de interés destacar que, en el plano político, el pluralismo 
implica ―la reversibilidad del poder‖, por cuanto la libre expresión de las diferentes 
opciones entraña la posibilidad de que una propuesta ―pueda sustituir a otra en el 
gobierno de la nación, con lo que eso exige de respeto y de garantía a las minorías 
que pueden convertirse, si así lo deciden los ciudadanos, en mayoría, que, a su vez, 




Carpizo, en el mismo sentido, añade que, a partir de la revoluciones liberales del siglo xvii 
y xviii, al establecerse la igualdad ante la ley como ―verdad auto-evidente‖, todos los 
ciudadanos son vistos como pares, incluidos quienes ejerce el poder político; así al ser el 
gobernante un ciudadano igual a los electores, debe responder ante ellos, y la única manera, 




Por otra parte las politólogas argentinas Pousadela y Cheresky, sostiene que las 
democracias occidentales, son democracias deliberativas donde la legitimidad de los 
                                               
47 Como veremos más adelante, La declaración de derechos del hombre y del ciudadano de 26 de agosto de 
1789, concreción jurídica del ―proyecto de la modernidad‖, reza en su artículo 16 que aquella sociedad donde 
no esté garantizada la separación y control del poder, carece de constitución.   
48 LINZ, Juan J. Democracia presidencial o parlamentaria. op. cit. pág. 38.  
49 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C- 141 de 2010 F.J 6.2.1.2.3 
50 CARPIZO, Jorge, Concepto de democracia y sistema de gobierno en América Latina, op. cit. pág. 102  
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gobiernos está puesta en duda constantemente, por los procesos electorales o de renovación 
y legitimación del poder que son permanentes. Afirman que el proceso electoral es la 
―savia‖ de la democracia. La democracia representativa  surgió de la ruptura simbólica que 
significaron las revoluciones liberales del siglo xviii, donde el poder político fue ―vaciado‖, 
y ya ningún individuo podía reclamar ser el poder. Con esta idea, del vaciado del poder 
político, las autoras nos quieren indicar que el poder es ocupado, siempre de manera 
transitoria e incompleta. Esta nueva forma de ver el poder, como un espacio a ocupar creó 
instituciones que lo único que buscan es garantizar la competencia para llegar a él, nunca 
con el ánimo de afirmar, ―soy el poder‖, sino con el fin de permitir que sea ostentado por un 




―En las democracias estables, la vida política está, pues, regulada por la sucesión 
de los procesos electorales, reconocidos como la fuente del poder legítimo – que es 
legitimo, precisamente, tanto en virtud de su origen como, y sobre todo, en virtud 
de su provisionalidad: no solamente por haberse constituido como resultado de un 
proceso electoral, sino también por ser producto contingente de un proceso 




En las democracias, el poder político no puede ser delegado por siempre a quien lo detenta 
sin que con alguna periodicidad se le refrende o se le revoque la delegación hecha. Es esta 
la esencia de las democracias representativas, en las que la ciudadanía eligen a quien 
representara sus intereses. Esta revalidación o revocatoria del gobierno es la que permite 
que periódicamente haya cambios en los titulares de los gobiernos. Así, tanto en los 
regímenes parlamentarios como en los presidenciales exitosos, es habitual, que el partido 
político, o coalición de partidos que ejercían el gobierno pasen a la oposición y viceversa, 
quienes en un periodo constitucional fueron oposición pasen a ser gobierno.  
 
La ausencia de alternancia en el poder, permite la consolidación u ―ocupación‖ del poder 
por parte de partidos políticos que favorecen el crecimiento de privilegios
52
 y 
concentraciones de poder que rompen con los sistemas de frenos y controles 
constitucionales. Explica el autor italiano en cita,  que ―más allá de las personas, en de una 
normal dialéctica democrática, parece natural que cualquier orientación política, incluso la 
                                               
51 Pousadela, I e I. Cheresky, 2004, ―La incertidumbre organizada. Elecciones y competencia política en 
Argentina (1983-2003)‖, en I. Cheresky e I. Pousadela (Eds.), El voto liberado. Elecciones 2003: perspectiva 
histórica y estudio de casos, Buenos Aires, Biblos. Pág 15 
52 BOVERO, Michelangelo, Democracia, Alternancia y elecciones. Colección temas de la democracia serie 
conferencias magistrales, 1° edición, instituto federal Electoral, México, 2000.  
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más exitosa, deba después de un cierto tiempo concluir su ciclo y pasar la estafeta‖
53
.  Si 
bien, en sí misma, la alternancia en el gobierno no es un elemento definitorio de la 
democracia política, como lo ha explicado Bovero, ya que llevaría que necesariamente 
pudiéramos prevé el resultado de una elección en la cual siempre saldrá el gobernante de 
turno, que existan condiciones de alternancia si lo es, es decir que ―aquello que 
verdaderamente es connatural a la democracia, no es tanto el que ocurra realmente un 
cambio en el vértice político-institucional, sino mas bien la posibilidad concreta‖
54
, que 
existan las condiciones para que se alternen el poder, en condiciones de igualdad y fruto de 
la lucha electoral limpia, y que la mejor muestra de dichas condiciones es que la alternancia 
ocurra realmente.  
 
El profesor Alejo Vargas, siguiendo a Alain Touraine, expone que la democracia es ―el 
régimen donde la mayoría reconoce los derechos de la minoría, porque ella acepta que la 
mayoría de hoy puede transformarse en minoría mañana y estar sometida a una ley que 
representaría intereses diferentes de los suyos pero que no le impediría el ejercicio de sus 
derechos fundamentales‖
55
. En otro texto, el profesor Alejo Vargas, al explicar qué da 
legitimidad a los regímenes políticos, afirma que es la posibilidad de brindarle a la mayoría 
de la ciudadanía de participar en la conformación de las instituciones ―y en el 




Al hacer una breve reconstrucción de las etapas de luchas de la oposición, María Luz 
Moran, señala que, primero ella lucha por su propia existencia, en un segundo momento 
lucha por un espacio para desarrollar su terea, hecho que se concreta con los derechos 
políticos ciudadanos ―finalmente, la oposición no logrará su pleno objetivo si no es capaz 
de contar con las suficientes garantías como para tener posibilidad de acceder al 
gobierno‖
57
. Esto no significa otra cosa, que cuando el gobierno no se ve en el escenario de 
perder el poder a manos de la oposición no vivimos en una democracia.   
 
Por su parte el constitucionalista norteamericano Stephen Holmes explica que lo que define 
a un régimen como democrático, no es simplemente que se cumpla la voluntad de la 
mayoría, ya que, si bien la soberanía popular existe en sentido ideal y filosófico, lo concreto 
                                               
53 Ibid. pág. 11 
54 ibid, pág. 15 
55 Touraine, Alain  « Qu´est-ce que la democratie » ?., Liberarie Artheme Fayard, París, 1994, citado en 
VARGAS  Alejo Democracia, Participación y Sociedad, en Democracia Formal y Real,, Instituto para el 
Desarrollo de la Democracia 'Luis Carlos Galán', Santafé de Bogotá, 1994  pág. 24   
56 VARGAS VELASQUEZ, Alejo, Hacia la gobernabilidad democrática en Colombia al final del siglo, en 
AAVV Constitución, Gobernabilidad y Poder, Primera edición 1996, Universidad Nacional de Colombia, 
Facultad de Derecho, ciencias políticas y sociales, pág.18 
57 MORON María Luz, Prologo a la Oposición en PASQUINO Gianfranco, La oposición, Alianza Editorial, 
Madrid 1998, pág. 19 
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es que la voluntad del pueblo siempre será interpretada por algún tipo de elite. El profesor 
norteamericano explica que la principal amenaza a la democracia, bajo el argumento de la 
ley de las mayorías, es que el mandatario de turno impida a sus rivales que ganen la 
siguiente elección aprovechando su poder en el gobierno, y de hecho la democracia se 
define como el sistema en el cual los partidos políticos gobernantes puede perder las 
elecciones y haber alternancia de poder
58
.    
  
Tal vez el aforismo que resulta más explicativo de esta característica de las democracias, es 
la máxima de Popper según la cual ―lo que esencialmente distingue a un gobierno 
democrático de uno no democrático es que solamente en el primero los ciudadanos se 
pueden deshacer de sus gobernantes sin derramamiento de sangre‖
59
. 
    
Consientes de esto, y de otros factores, los revolucionarios franceses del periodo jacobino, a 
pesar de ser acusados de imponer la tiranía de la mayoría, elevaron a canon constitucional 
la alternancia en los cargos públicos y el gobierno (art. 34 constitución de 1793), 
explicitando que sin esta condición no habrá democracia. Algún sector de la doctrina señala 
que la alternancia debe darse entre políticas, no solo entre políticos, significando que la 
democracia puede, fácilmente, caer en un recambio de elites, en el que las mismas políticas 
y visiones perduran
60
.  Según este autor, la alternancia debe darse ―en políticas‖ y no solo 
de ―políticos‖, la primera referida a la alternancia de enfoques y soluciones a problemas de 
la sociedad, y la segunda al recambio del personal electo. Es en esencia la circulación de 
ideas y de persona, las que revitalizan y profundizan los debates de una sociedad; síntoma 
de vitalidad precisamente cuando se exterioriza en el paso decisivo de un gobierno a la 
oposición
61
. Determinar los criterios para identificar en qué casos se da alternancia entre 
políticas, y no solo entre políticos es el debate que aún está pendiente.   
 
Finalizamos este primer acápite afirmando, siguiendo a Sartori, la historia del siglo xx ha 
probado suficientemente que una elección – si no se lleva a cabo con garantías y en 
determinadas condiciones de libertades- se resuelve en una pura y simple renuncia 
periódica al ejercicio del propio poder, ―si la ―presunta‖ representación es una 
mistificación, la elección ―sin opción‖ es un fraude‖
62
. A Ricardo Halo asiste razón al 
                                               
58 HOLMES Stephen, ―El pre compromiso y la paradoja de la democracia‖ en Jon Elseter y Rune Slagstad 
Constitucionalismo y democracia, México, Fondo de Cultura Económica, 1999, pág. 260. Sartori al 
cuestionar el principio de la mayoría como absoluto sostiene que la democracia no es solamente majority rule 
sino un principio mayoritario moderado. En SARTORI Giovanni, ¿Qué es la democracia? pág. 17 
59 Citado en BOBBIO Norberto, El futuro de la Democracia, op. cit. pág. 47 
60 HALO Ricardo, Constitución, poder y control, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Primera Edición, 2002, México D.F, pág. 50 
61 PASQUINO Gianfranco, La Oposición, Op. cit. pág. 75 
62 SARTORI Giovanni, ¿Qué es la democracia? pág. 21 
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afirmar que estas condiciones de alternancia son de tal importancia que sin ellas la 
oposición se convierte de oposición a un gobierno momentáneo, a oposición a todo el 
Estado
63
.   
 
Sin estas condiciones que llevan a que, según Sartori no haya fraude y según Halo, la 
oposición sea contra el gobierno y no contra la democracia, la pregunta obligada, es cuáles 
son esas condiciones de alternancia. Esa respuesta se intenta plantear parcialmente en el 
siguiente sub titulo.  
 
Esta alternancia en el gobierno, constitutiva de la democracia política accidental no se 
realizara, si en el caso de la limitación al poder en el tiempo, en los eventos electorales no 
hay alternativas de elección. Así condición de la alternancia es el pluralismo político.  
 
1.2 Pluralismo de partidos políticos: 
 
La alternancia no se realizará si no existen en una sociedad diferentes auto-interpretaciones 
de sí misma, entendidas como diferentes soluciones a las diversas problemáticas sociales y 
las funciones del Estado. Por lo tanto, una de las condiciones de alternancia es el 
―pluralismo político‖, entendido como la existencia de opciones en la elección. Bobbio 
encuentra que este pluralismo es una condición  esencial en su concepto de ―democracia 
mínima‖, y explica que: 
 
 ―Es necesaria una tercera condición: es indispensable aquellos que están llamados 
a decidir o a elegir a quienes deberán decidir, se planteen alternativas reales y estén 




Bobbio sostiene que solo en la medida en que existan opciones políticas – sea o no en 
forma de partidos políticos- al elegir a las personas que detentaran el poder político por un 
periodo de tiempo, se garantiza un mínimo de democracia. El pluralismo político encierra 
la posibilidad que organizaciones de cualquier lugar del espectro político sean alternativas 
políticas en cualquier elección, lo que lleva a que la minoría en un determinado momento 
pase de ser la oposición política a ser el gobierno, y de igual manera, que el partido o grupo 
de gobierno, en cada evento electoral se convierta, potencialmente, en oposición. Hay que 
añadir que el respeto al principio del pluralismo político garantiza el ejercicio de los 
                                               
63 HALO, RICARDO Constitución, poder y control, op. cit. pág. 50 
64 BOBBIO, Norberto, El futuro de la democracia , Fondo de Cultura Económica de México, 3° edición 3° 
reimpresión, 2005, Pág. 26 
34 
 
derechos individuales al disenso y facilita los espacios de diálogo y concertación social
65
. 
Esto, debido a que como veremos a continuación, la homogeneidad en una sociedad se 
identifica como autocratismo, y el pluralismo y diversidad como democracia. La 
uniformidad es vista como fascismo y la heterogeneidad como dialogo y vitalidad de un 
grupo social. 
 
Recordemos brevemente, que el principio del pluralismo político y respeto a la vida e 
integridad de la diferencia, nacen con la reforma protestante de Europa y las consecuentes 
guerras de religión que desangraron a Europa, en especial en Francia
66
, donde este conflicto 
estuvo a punto de dividir la Monarquía. Estas guerras pusieron en  riesgo la  unidad de la 
Monarquía Francesa, por lo cual se acudió a los denominados ―edictos de  tolerancia‖, con 
los que se buscó el respeto a la vida e integridad de las comunidades no catolicas
67
. En un 
primer momento, con los edictos de tolerancia, especialmente el edicto de Nantes de 13 de 
abril de 1598,  los franceses veían el respeto a la diferencia como una obligación, un 
sufrimiento o una carga, tanto así que una vez derogado por Luís XIV los hugonotes 
tuvieron que salir exiliados debido a las persecuciones de la monarquía y la iglesia. 
 
El profesor Mauricio García explica ese fenómeno de la siguiente manera: 
 
―… el desmoronamiento de la posición dominante y universal de la Iglesia Romana 
a partir de las guerras de religión permitió el surgimiento de un espíritu de libertad 
y tolerancia en Europa de finales del siglo xvii. La concepción holista de la 
sociedad es entonces reemplazada por la filosofía individualista y liberal de los 




                                               
65 SARTORI Giovanni, la democracia en treinta lecciones (trad. Alejandro Pradera), editorial Taurus, 2009, 
Pág. 64 
66 En el Sacro imperio Romano Germanico, debido al reconocimiento del principio ―cuius regio-eius religio‖ 
cohabitaban diversas convicciones religiosas, en la península itálica los Estados Pontificios mantenían la 
homogeneidad religiosa, y en España la lucha contra el mundo musulmán unifico la nación alrededor del 
catolicismo.    
67 BOBBIO, Norberto, El futuro de la democracia, Op. cit.., pág. 47, en el mismo sentido Kriele afirma: ―En 
Francia, la guerra de los hugonotes de 36 años de duración entre los guise católicos por un lado y los 
estamentos y ciudades hugonotes, por el otro, fue conducida con crueldad inexorable, con ataques, asesinatos, 
incendios, saqueos y barbaries de todo tipo. Los reyes de Francia vacilaban entre la tolerancia y la 
participación en el terror religioso. Por un lado, trataban de preservar la paz, y la unidad del reino mediante 
los edictos de tolerancia: los edictos de Antoine de 1563, de St. Germain de 1570 y de Poitiers de 1577‖ en 
KRIELE Martin, Introducción a la Teoría del Estado fundamentos históricos de la legitimidad del Estado 
Constitucional democrático, (Trad. Eugenio Bulygin), Ediciones Depalma, Buenos Aires, 1980, pág. 56 
68 GARCIA VILLEGAS Mauricio, Titulo IV de la participación Democrática y de los partidos políticos, 
Comisión Colombiana de Juristas, Bogotá, Colombia, 1997, pág. 16.  
35 
 
Este concepto de pluralismo, como simple tolerancia de lo diferente vio un cambio 
sustancial entre el siglo xvii y xviii con los movimientos liberales en ambos lados del 
atlántico. Especialmente con los Federalistas
69
 quienes en el siglo xviii mostraron como el 
pluralismo no era ya, una obligación de tolerar o sufrir al diferente políticamente, sino que 
empieza a ser visto como: primero, una realidad de todas las sociedades de la época contra 
la cual no se puede luchar y de hecho es parte de la naturaleza del hombre
70
; y segundo, en 
lugar del limitado concepto de tolerancia de la diferencia y el pluralismo, se avanza hasta el 
punto que la teoría política la celebra y propicia. Veamos este cambio de posición 
siguiendo a Nicolo Mateucci: 
 
―En definitiva: la sociedad está internamente diversificada y se auto interpreta de 
manera diversa; pero es dañino para todos destruir estas cualidades individuales. 
Por tanto, más que sobre las causas, será bueno actuar sobre los efectos, 
controlándolos, salvando el interés público y los derechos de los 
particulares…¿Cómo? Impidiendo que la pasión o el interés prevalezcan en la 
mayoría, mediante la ampliación de la órbita política;…‖ 
 
―Con la ampliación de la órbita política de la sociedad se divide en muchas partes y 
se compone de muchos intereses diferentes: así se puede expresar una mayor 
variedad de opiniones y de intereses, una mayor variedad de grupos y de partidos; 
lo cual impide la formación de una mayoría tiránica”
71
 (negrillas fuera del 
texto)   
 
Concluimos, siguiendo a Mateucci, que los Federalistas además de ver el pluralismo como 
un hecho cierto a partir del cual se debe planear toda la arquitectura institucional y política, 
ven un segundo argumento en defensa del mismo: solo con el pluralismo político y la 
                                               
69 Hamilton, Madison y Jay, El Federalista X.  Fondo de Cultura Económica de México, 1982. 
70 Sobre este punto resulta explicativa la afirmación de Bobbio: ―El pluralismo antes de ser una teoría es 
una situación objetiva. No es una invención de los católicos o de los comunistas el hecho de que la 
sociedad italiana actual sea una sociedad pluralista, sino que es una realidad que los católicos  los 
comunistas, y aun los que no son ni católicos ni comunistas, tratan de interpretar, quizá cada uno a su 
manera, y de la que tratan de prever la evolución…‖ (negrillas fuera del texto) en El futuro de la 
democracia, Op. cit..,  pág. 68   
71 MATEUCCI Nicola, Organización del poder y libertad historia del constitucionalismo moderno (Trad. 
Francisco Javier Anzoátegui y Manuel Martinez), Editorial Trotta S.A., 1998, Madrid, Pág. 213. Valdría la 
pena aclara que los federalistas, al momento de escribir su célebre texto y al referirse a las minorías, no 
estaban pensando en las minorías culturales o religiosas, ni en la población esclava, o las mujeres – que de 
hecho no eran minorías-, sino en la minoría de los hombres propietarios (acreedores) o well-born, ante los 
ataques y pretensiones de las mayorías no propietarias (deudores). La protección de la minoría para los 
Federalistas, busca proteger a la elite (minorías) de las pretensiones de las mayorías empobrecidas. En 
GARGARELLA Roberto, crisis de representación y constituciones contra mayoritarias  en Isonomía : Revista 
de Teoría y Filosofía del Derecho, núm. 2 (abril 1995), México : Instituto Tecnológico Autónomo de México, 
pág. 104   
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competencia entre las diferentes auto-interpretaciones de la sociedad se impide que una 
mayoría se consolide fácilmente y se vuelva facciosa. De hecho, en el evento hipotético que 
se consolidara una mayoría facciosa, el mismo pluralismo político es el remedio, ya que la 
disidencia será la llamada a contener a la mayoría. El pluralismo permite que existan 
fuerzas equilibradoras del sistema político y que ellas acudan en defensa del 
restablecimiento. Es decir, el disenso en lugar de ser tolerado empieza a ser celebrado y 




No se trata que antes de los federalistas no se hubiese reinvidicado el derecho a la 
diferencia y al llamado a la tolerancia, especialmente religiosa; claro que antes de los 
federalistas se abogaba por el respeto a la diferencia, pero, las mas de las veces, con un 
alcance limitado a la tolerancia obligada y necesaria para la consolidación de proyectos 
nacionales-capitalistas, no con la idea de que la diferencia además de cierta, es positiva. 
Ejemplo de esta tolerancia obligada y con alcance limitado es el artículo sobre la tolerancia 
de la enciclopedia de 1756, en el que se hace un llamado a la paz como condición para el 
desarrollo económico de los países en vías de industrialización
73
. 
    
Antes de esto, Maquiavelo ya había agregado un segundo elemento sobre el pluralismo; se 
refería a que el resultado del debate entre diferentes facciones producía los mejores 
resultados legislativos. Para esto, se apoyaba en los casos relatados por Tito Livio en la 
República Romana, que muestran que la discusión y el consenso necesario para la 
expedición de una ley, en un contexto en el que la imposición de uno sobre otro no es 
posible, se garantizaba en la mayor forma posible la libertad.  
 
Veamos:    
 
―Sostengo que quienes censuran los conflictos entre la nobleza y el pueblo, 
condenan lo que fue la primera causa de la libertad de Roma, tiendo más en 
cuenta los tumultos y desordenes ocurridos que los buenos ejemplos que 
produjeron y sin considerar que en toda república hay dos partidos, el de los nobles 
y el del pueblo. Todas las leyes que se hacen  a favor de la libertad nacen del 
desacuerdo entre estos dos partidos… fijando bien la atención en ellos, se 
                                               
72 Bobbio afirma en el mismo sentido: ―El pluralismo permite darnos cuenta de una característica fundamental 
de la democracia de los modernos con respecto a la de los antiguos: la libertad, mas aun lo licito del disenso. 
Esta característica fundamental de la democracia de los modernos se basa en el principio de acuerdo con el 
cual el disenso, cuando es mantenido dentro de ciertos límites establecidos por las llamadas reglas de juego, 
no es destructivo, sino necesario…‖ El futuro de la democracia, op. cit..,  pág. 70  
73 VALLESPIN Fernando, Historia de la Teoría Política Tomo III, Alianza Editorial, S.A., 1ª ed., 2ª imp., 
2002  pág. 141 
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observará que no produjeron destierro o violencia en perjuicio del bien común, sino 




Sumemos a estos argumentos de la filosofía política occidental, un argumento de tipo 
histórico; occidente se vio obligado a defender los principios de alternancia en el gobierno 
y el consecuente principio de pluralismo, debido al reto que representaron los totalitarismos 
de izquierda y derecha durante el siglo xx. Entre las dos guerras mundiales las democracias 
europeas vivieron periodos crisis y quiebre
75
, debido, en buena parte, a que el principio de 
pluralismo político fue eliminado de la práctica partidista, con la consecuente consolidación 
de regímenes de partido único. Igual situación vivió Europa oriental hasta la caída del muro 
de Berlín, cuando se impuso una única visión del mundo y un único camino para llevar a la 
sociedad a la equidad social y la paz mundial.  
 
Estas experiencias llevaron a que el mundo occidental capitalista, defendiera y re 
potenciara el principio del pluralismo político
76
, y que el unanimismo y homogeneidad 
política fuesen sinónimos de totalitarismo, regímenes autocráticos y uniformados, tanto de 
izquierda como de derecha
77
. El mundo occidental liberal halló en la diversidad el primer 
remedio contra la homogeneidad. 
 
La  Corte Constitucional Colombiana ha recogido este debate filosófico e histórico en 
defensa del pluralismo político explicado que: 
 
―A partir de la Segunda Guerra Mundial esa noción decimonónica ha evolucionado 
hacia una visión pluralista, de acuerdo con la cual es menester garantizar tanto la 
posición de la mayoría como las voces de las minorías y ya no es posible que un 





Esta forma unánime, sin control político, ni alternativas en la dirección el Estado, fue la 
causante de cerca de 110 millones de muertes en algo más de 30 años. Europa fue 
                                               
74 Citado en BOBBIO Norberto, La teoría de las formas de gobierno en la historia del pensamiento político, 
Fondo Cultura Económica de México, 2° edición, 4° reimpresión, pág. 78 
75 LINZ Juan J. La quiebra de las Democracias, Alianza Editorial, S.A. 6. ed.1996,  
76 ZAGREBELSY Gustavo, El derecho Dúctil ley derecho y justicia, op. cit.pág. 67.  
77No es posible identificar  al comunismo con el fascismo o el nacionalsocialismo, de hecho como lo muestra 
Sabine en su Historia de la Teoría Política, los nacionalismos de los años 30 fueron la reacción y  coletazo a 
los avances del comunismo internacionalista en Europa oriental tras la 1° guerra mundial. De hecho la derrota 
militar sobre el totalitarismo nacionalsocialista lo logro Rusia comunista. La categoría que puede agruparlos, 
es ―régimen de partido único‖ debido a que en ambos, se impuso una única visión de la sociedad que excluía 
y perseguía a las demás.  
78 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C- 141 de 2010 F.J 1.5 
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consciente que ninguna opción o visión política puede ser vista como la única cierta, 
realizable o correcta, con lo cual, en el caso de la política partidista, tanto a los partidos de 
izquierda como de derecha, les acompañaba parte de razón en sus planteamiento. Se 
eliminó de la práctica política la anulación del adversario, que de hecho paso a ser visto 
como un aliando en la lucha contra los totalitarismos sobrevivientes de la segunda 
posguerra: el bloque comunista y el franquismo.   
  
A manera de breve recapitulación, se puede afirmar que el pluralismo político es una 
característica esencial de todas los sistemas políticos que aspiren a ser democráticos, 
conforme a las reglas occidentales. En un principio, el reconocimiento del pluralismo 
implicaba solamente el derecho de los grupos sociales diferentes a existir. Su 
reconocimiento fue una simple tolerancia, cuya mejor ejemplificación es el Edicto de 
Nantes de 1598, en el cual solo se permitía a los protestantes hugonotes vivir en Francia. 
 
Posteriormente las ideas liberales ya no ven el pluralismo como un hecho a tolerar – sufrir o 
aguantar- sino que lo celebra y propician, debido a que garantiza condiciones para que no 
existan tiranías; hecho que experimento Europa con el surgimiento y consolidación de los 
regímenes fascistas en el periodo entre guerras, y por el cual el mundo moderno vivió la 
mayor tragedia de su historia, con casi 110 millones de muertos en 31 años
79
. Este 
aprendizaje condujo a que las constituciones nacidas de la posguerra elevaran a rango 
fundamental el principio de pluralismo político; verbigracia la constitución alemana de 
1949 que en su artículo 20 y 21, la constitución italiana de 1947 en su artículo 1°, la 




Así, concluimos es acápite, siguiendo a Eduardo Pizarro cuando menciona los elementos de 
la democracia moderna: ―si bien los partidos no constituyen en sí mismos una condición 
suficiente de la democracia, su existencia plural, en competencia real por el control del 




1.3 Respeto a las minorías políticas 
 
Como lo acabamos de señalar, el derecho a la oposición política encuentra sus antecedentes 
en las guerras religiosas al final de la edad media, cuando tanto protestantes como católicos 
                                               
79 HOBSBAWM Eric, Historia del Siglo XX 1914-1991 (trad. Juan Faci, Jordi Ainaud, Carme Castells), 
Critica Grijalbo Mondadori, Barcelona, 1° edición, 1995. 
80 Como lo veremos en el capítulo 2°, el constitucionalismo de América Latina, tras regímenes autoritarios, 
constitucionalizo este principio en todas las Cartas políticas. Ver por ejemplo las cartas de Brasil de 1988, 
Colombia 1991,  la reforma Argentina de 1994, Venezuela de 1999, Bolivia de 2008 y Ecuador de 2009.    




comprenden que para la consolidación de las sociedades modernas, la tolerancia y el 
respeto a los derechos fundamentales debe imponerse. Esta posición, se refuerza en el siglo 
xix, cuando posterior a las revoluciones burguesas y en especial a los excesos de la 
revolución francesa que conoció un periodo de terror en el que a la minoría se eliminó por 
todos los medios, la filosofía política defendió que, sin importar las mayorías que se 
formaran al interior de los gobiernos, el respeto a las minorías políticas siempre debía 
garantizarse. El voluntarismo de la revolución francesa
82
, en especial en su periodo 
jacobino, y la defensa de la democracia directa de Rousseau, permitió que los excesos se 
justificaran contra las minorías y disidencias políticas, debido a que se consideraba que la 
mayoría, como materialización de la voluntad general, siempre tenía razón y la minoría 




Todo el movimiento artístico, literario y político del siglo XIX, conocido como el periodo 
del romanticismo, reaccionó no solo contra los excesos de la revolución francesa, sino 
especialmente contra sus premisas políticas;  la convicción que era posible encontrar la 
mejor forma de gobierno de manera razonable, y esta era aplicable de manera universal a 
todas las sociedades fueron rechazadas. Se atacaron las máximas de la ilustración, tales 
como el racionalismo, la universalidad de sus conclusiones y lo cosmopolitan de su 
proyecto político. Se abrazaron valores locales e históricos contra el universalismo y se 
rescato la tradición y los sentimientos frente al racionalismo de la revolución.  
 
Esta reacción a la revolución francesa llevo a que todos los teóricos, sin importar su 
posición liberal o democrática, reivindicaran, contra el poder e infalibilidad de las mayorías 
roussonianas, el respeto absoluto a las minorías políticas, y sus derechos fundamentales, en 
especial en lo que se refiere a la esfera privada o libertad negativa, en la cual, aun cuando la 
mayoría se expresará de manera unánime sobre la invasión a este espacio (la vida privada) 
el Estado debía proteger este prerrogativa, traducida en derecho individuales. Todos los 
                                               
82 GARCÍA VILLEGAS Mauricio, UPRIMNY YEPES Rodrigo, JARAMILO Juan Fernando, RODRIGUEZ 
Andrés Abel, Teoría Constitucional Surgimiento del constitucionalismo moderno, Universidad Nacional de 
Colombia Facultad de Derecho y ciencias políticas y sociales, 2007, en mimeógrafo, Pág.7 
83 Es el clásico concepto de la democracia Rousseauniana; el ginebrino afirma: ―quien rehúse a obedecer a la 
voluntad general será obligado a ello por todo el cuerpo… debido a que la voluntad generales siempre recta‖ 
ROUSSEAU, Jean Jacques, El contrato social o principios de derecho político, Libro II Capítulo III, Editorial 
Tecnos, S.A., 1988. Por su parte el profesor Oscar Mejía explica. ― En Rousseau … la voluntad de la mayoría, 
no solo absorbe al individuo, sino que es infalible, y moralmente recta, las minorías no tiene posibilidad 
efectiva de disentir ni queda contemplado expresamente el derecho de resistencia a las decisiones arbitrarias 
de la mayoría‖ en MEJIA QUINTANA Oscar, la problemática iusfilosofica de la obediencia al derecho y la 
justificación constitucional de la desobediencia civil, la tensión entre los paradigmas autopoiético y 
consensual-discursivo en la filosofía jurídica y política contemporánea, Bogotá, Universidad Nacional de 
Colombia, Facultad de Derecho, ciencias políticas y sociales, 2000, pág. 43 
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teóricos, salvo el movimiento marxista y los conservadores católicos
84
, defendieron de 
manera constante la idea de la protección a las minorías contra las tiranías de las mayorías. 
 
Los teóricos que evaluaron el proceso revolucionario francés, en especial la Alexis de 
Tocqueville y Edmund Burke y antes de ellos los federalistas Hamilton, Madison y Jay, 
cuestionaron esta posición de la democracia directa, y llamaban a la protección de la 
minoría política como un fin de las democracias modernas, en la medida que ya se habían 
visto los horrores de los fundamentalismos políticos y religiosos. Sobre la obligación del 
Estado de proteger a las minorías, incluidas las políticas, explicaron en 1788 Hamilton y 
Madison:  
 
―En un república no solo es de gran importancia asegurar a la sociedad contra la 
opresión de sus gobernantes, sino proteger a una parte de la sociedad contra las 
injusticias de la otra parte. En las diferentes clases de ciudadanos existen por fuerza 
distintos intereses. Si una mayoría se une por obra de un interés común, los 
derechos de la minoría estarán en peligro (…) en una sociedad cuya organización 
deja al partido más fuerte en aptitud de unirse al más débil, se puede decir que reina 
la anarquía tan ciertamente como en el estado de naturaleza, en que el individuo 




Los federalistas intentaron debilitar el modelo de democracia rousseauniana en el que la 
minoría, al no escuchar la voluntad popular estaba equivocada y debería ser ignorada -y que 
en el caso de la revolución francesa generó los excesos del periodo de la convención- y 
presentar un modelo de democracia (denominada Madisoniana), donde la minoría sería 
protegida, debido a que se había demostrado que las pretensiones de homogeneidad y 
unilateralidad habían producido injusticias en nombre de la mayoría. Gargarella sostiene 
que a partir de este momento, en la teoría constitucional y política, no es la ley, entendida 
como la manifestación de la voluntad general, de la mayoría,  la que materializa la voluntad 




La misma de protección de la opresión de la minoría, como fin del Estado liberal lo 
encontramos, en por ejemplo Torcqueville o Mill quienes temen a la ―tiranía de la mayoría‖ 
y la consideran uno de los males de los que la sociedad debe cuidarse, ya que, según ellos, 
                                               
84 GARCÍA VILLEGAS Mauricio, UPRIMNY YEPES Rodrigo, JARAMILO Juan Fernando, RODRIGUEZ 
Andrés Abel,  op. cit.., epílogo. Los desafíos al constitucionalismo liberal durante el siglo xix. 
85 HAMILTON. A, MADISON J., JAY, J. El federalista, primera edición en español, sexta reimpresión, 
Fondo de cultura Económica, México, 1998, Pág. 222  
86 GARGARELLA ROBERTO ¿Los partidarios de la democracia deliberativa deben defender la protección 
judicial de los derechos sociales? En Filosofía de la Democracia fundamentos conceptuales /Editor Rodolfo 
Arango, Siglo del Hombre Editores, Universidad de los Andes 2007, Pág. 381 
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no existe diferencia entre el despotismo de uno contra todos, o el despotismo de la mayoría 
contra quienes están fuera de ella. Así, el modelo democrático se realiza en la medida en 
que se respete la liberta y la independencia de las minorías en contra de las mayorías
87
, 
traducida en derecho individuales negativos.  
  
Contemporáneamente el constitucionalista francés George Vedel
88
, explica que la 
democracia es esencialmente un dialogo y como dialogo se da entre al menos dos 
interlocutores con posiciones divergentes ya que, de no ser de esta manera, evidentemente 
no sería dialogo sino monologo. Y en las democracias occidentales modernas, este dialogo 
se desarrolla institucionalmente entre el poder y la oposición, o la mayoría y la minoría
89
.  
La minoría política, es la opción que garantiza la posibilidad de alternancia en el poder, el 
pluralismo político como anti tesis de la uniformidad y autoritarismo de la sociedad y a que 
―cuando el poder deja de ser confiado a un hombre, o a un mismo grupo, se sabe que no se 
va a abrir un abismo en la vida de la nación, sino simplemente se procede a un cambio 
normal y otro gabinete remplaza al existente‖
90
. Patricia Lewin expresa tesis similares: ―… 
para el desarrollo de una democracia pluralista en la que quepan diversas fuerzas políticas 




Es posible agregar  más argumentos en defensa del respeto de la minoría política disidente 
del gobierno; para ello recurro a Kelsen, citado por Sartori, quien sostiene, que el respeto a 
la minoría es el reconocimiento a que los seres humanos somos libres y por lo tanto 
estamos en libertad de cambiar de opinión. Afirma el autor austriaco:   
 
―También aquel que vota con la mayoría no está ya sometido únicamente a su 
voluntad. Ello lo advierte cuando cambia de opinión‖ en efecto ―para que el 
individuo sea libre nuevamente sería necesario encontrar una mayoría a favor de su 
nueva opinión… si las minorías no son tuteladas cae la hipótesis de encontrar una 
mayoría a favor de la nueva opinión, porque quien pasa de la opinión en mayoría a 
                                               
87 BOBBIO Norberto, Liberalismo y democracia, Fondo de Cultura Económica, México, octava reimpresión, 
2002, pág. 75 
88 VEDEL Georges, ―La Notion de dialogue dans les democraties modernes‖, en Grands problemes de la 
science politique contemporaine, Bruxelles, Bibliotheque de L´Institut Belgede Science Politique,1958,Pág. 
11 Citado en GALVIS GAITAN, Fernando, Manual de Ciencia Política, segunda edición, editorial Temis 
S.A., Bogotá, 2005, Pág. 63 
89 Más adelante mostraremos, que los conceptos de oposición y minoría no son idénticos y que se definen por 
sus diferentes roles. Lo que queremos mostrar, por ahora, es que la democracia política se desarrolla como 
dialogo entre los diferentes sectores sociales, identificables por un criterio numérico.  
90 Ibid. pág. 63  
91 PINZON LEWIN Patricia,  La Oposición Política en Colombia‖. En Varios Autores, Democracia Formal y 
Real,, Instituto para el Desarrollo de la Democracia 'Luis Carlos Galán', Santafé de Bogotá, 1994  pág. 75    
42 
 
la de minoría caería instantáneamente en el número de aquellos que no tiene 




Agrega Sartori, que sin respeto a la libertad de la minoría, la primera prueba electoral 
dividirá de manera definitiva e irrevocable la sociedad en dos; aquellos que son libres- 
sometidos a su propia libertad, es decir la de la mayoría- y aquellos que no lo serán más y 
no se guiaran por su opinión,  finaliza sosteniendo, que la libertad de opinión de todos los 
miembros de la sociedad acaba allí, ya que no tienen en la práctica permitido volver a 
cambiar de opinión
93
, razón por la cual la primera elección será la primera y única. Señala 
el mismo autor, que de no protegerse a las minorías, se llega al absurdo de que el pueblo 
puede ser inmovilizado, ya que el 51% cancela al 49% y ser prisioneros de su primera 
opción.  
 
El constitucionalista norteamericano, Stephen Holmes, cuando habla del pre compromiso 
constitucional, explica que, paradójicamente la mayor amenaza a la democracia, es la 
democracia misma y la aplicación a la regla de las mayorías de manera ilimitada; ya que la 
democracia, si solo se sigue a las mayorías evidencia un carácter autodestructivo. Afirma: 
 
Los ciudadanos de hoy son miopes; tienen poco dominio de sí mismos; son 
lamentablemente indisciplinados y siempre tienden a sacrificar principios 
perdurables en aras de placeres y beneficios inmediatos…. Una constitución es 
como un freno, mientras que el electorado es como un caballo desbocado.los 
ciudadanos necesitan una constitución, Así como Ulises necesitó que lo ataran al 




   
De esta manera,  el respeto a la minoría materializada en la oposición  tutela el derecho 
individual de la libertad de pensamiento, ya que permite pasar de la opinión de los más a la 
de la minoría, es decir la oposición protege el derecho a cambiar de opinión. Carpizo brinda 
otro argumento, en defensa de la protección constitucional y política de la minoría: 
 
―La minoría o minorías políticas tiene que ser protegidas, son la garantía mínima 
para la existencia de elecciones periódicas, que los ciudadanos tengan la 
posibilidad de decidir si se convierten en mayoría gobernada y que los dirigentes 
                                               
92 SARTORI Giovanni, ¿Qué es la democracia?, op. cit.  pág. 16 
93 Ibidem. pág. 90 
94 HOLMES Stephen, ―El pre compromiso y la paradoja de la democracia‖ en Jon Elseter y Rune Slagstad 
Constitucionalismo y democracia, México, Fondo de Cultura Económica, 1999, pág. 262 
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realicen el esfuerzo de cumplir con sus promesas electorales, si no, ellos o sus 




Quisiera resaltar el elemento final que menciona el profesor Mexicano, cuando se refiere a 
que la existencia de minorías políticas disidentes del gobierno, como el factor  que permite, 
además de elecciones periódicas,  el conocimiento del gobierno para que deba intentar 
cumplir sus promesas de campaña, ya que al existir alternativa, cabe la posibilidad de ser 
reemplazado. Es decir, la existencia de minoría, además de mantener constante la evidente 
posibilidad de alternancia, obliga a que el gobernante, bajo esta eventualidad, deba procurar 
cumplir su programa. Así, la existencia de una minoría, crea las condiciones para que; 
primero, el gobierno sea responsable, y segundo; la ciudadanía ejerza la primera forma de 
control y sanción política: la perdida de elecciones. 
 
Por último, mencionamos el argumento del constitucionalista Alemán Dieter Grimm, quien 
en su texto sobre los partidos político, explica como, por lo diverso y heterogéneo de las 
sociedades modernas las decisiones sobre el Estado se toman por mayoría, pero por ese 
mismo hecho, esta mayoría no tiene pretensiones de verdad o certeza, sino que 
simplemente recoge las preferencias momentáneas y siempre reversibles. Explica in 
extenso:  
 
―… la formación de la voluntad estatal es resultado de un proceso discursivo que se 
cierra con decisiones mayoritarias. Ciertamente la mayoría no puede tener, en 
estas condiciones, pretensiones de verdad ni de última instancia, sino que traduce 
preferencias momentáneas… Con ello se produce necesariamente una limitación de 
las facultades de decisión de las mayorías. En particular, no cabe formalmente a las 
mayoría decidir sobre los presupuestos de éxito de la democracia. El principio 
mayoritario merece confianza a efectos de la incertidumbre propia de decisiones 
futuras cuando la minoría considera garantizado lograr la mayoría en la próxima 
oportunidad‖
96
 (negrillas fuera del texto) 
 
Así, reconocer límites a la mayoría, y el consecuente reconocimiento a la minoría, implica, 
además del respeto a la esencia pro tempore del poder político. De esta manera, la 
conciencia de que por su composición plural y diversa todos los consensos y acuerdos son 
momentáneos y cambiantes, las mayorías políticas son siempre precarios. 
 
1.4 Conclusión  
                                               
95 CARPIZO Jorge, Concepto de democracia y sistema de gobierno en América Latina op. cit.  pág. 103  
96 GRIMM Dieter, Los partidos políticos en Benda Ernesto (ed.) Manual de Derecho Constitucional, Madrid, 




De los anteriores planteamientos debemos concluir que toda democracia liberal tiene  
elementos mínimos frente a la composición del poder y la división de las fuerzas políticas, 
y que estos elementos o características -tres - son realizables, únicamente y exclusivamente 
si existe una oposición fuerte y con garantías. Así, los principios del pluralismo político, la 
consecuente competencia y alternancia en el poder, esencia del poder limitado en el tiempo, 
y el respeto a las minorías políticas - con su doble finalidad de servir de límite material al 
mismo gobierno, y como espacio que permite a la ciudadanía cambiar de opinión 
constantemente y, nuevamente, modificar la composición del gobierno- es realizable, 
solamente, en presencia de la oposición. Estos tres elementos imponen a cualquier sistema 
político, con aspiraciones democrático-liberales, el deber, no solo de tolerar o permitir las 
minorías políticas y opositoras
97
, a la manera de los edictos de tolerancia franceses de 
inicios de la edad moderna, sino que por el contrario, debe potenciar, celebrar y brindar las 
condiciones para que prosperen y se consoliden, tanto partidos de izquierda, derecha y 
grupos políticos opositores
98
. Los sistemas políticos que aspiren a ser democracias 
liberales, siguiendo a los Federalistas, deben potenciar la diferencia política y brindarle 
condiciones para su existencia,  no solo tolerar su existencia.   
  
Finalmente, si tenemos en cuenta que las dictaduras son legalizadas a través de elecciones 
que las legitiman como democráticas, en las que las mayorías se expresan en su favor, y en 
las que incluso, llegan a existir recambios entre políticos, lo que, en ultimas, fundamenta la 
democracia es la existencia de oposición, que se enfrente al gobierno. Es decir, las solas 
elecciones no bastan para que existan democracias, no basta, tampoco, que en las 
elecciones haya competencia entre personas, lo deseable es, entonces, que existan 
elecciones con competencias entre visiones del Estado y sus funciones. Lo que da el 
carácter de democráticas a las elecciones es el enfrentamiento entre el gobierno y una 
oposición fuerte
99
. Podemos sostener, así, que la democracia política se identifica y llega a   
reducirse a la existencia de oposición.    
 
                                               
97 Como lo mostraremos en el siguiente acápite de este capítulo, la oposición o la minoría política  no puede  
ser ―anti sistema‖ es decir, un sistema político que aspire a ser democrático, no está obligado a permitir la 
existencia de partidos o movimientos opositores que estén en contra de los principios básicos de la estructura 
de la sociedad y aspiren no a transformarlo progresivamente sino a sustituirlo por su contrario.     
98 Durante los debates constitucionales de la guerra de independencia norteamericana se defendía la 
―tolerancia positiva‖, aquella que pretendía fomentar el clima favorable al florecimiento de diversas 
religiones, como mecanismo de defensa ante la adopción de una posible constitución confesional. Es decir, el 
lugar de simplemente abogar por el no establecimiento de restricciones a la libertad de culto, se abogaba por 
el favorecimiento al surgimiento de diversas confesiones. GARGARELLA Roberto, Los Fundamentos legales 
de las desigualdades el constitucionalismo en América (1776-1860), Madrid, Siglo XXI editores, 2005,  p. 
176    
99 PASQUINO Gianfranco, La oposición, op. cit. p. 77 
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2. Conceptos sobre la oposición 
 
2.1 ¿Qué es oposición, cuál es la oposiciones permitida  y qué no es oposición? 
 
Antes de abordar las diferentes acepciones contemporánea del término ―oposición política‖, 
es necesario aclarar que está si bien en sí misma, es parte del ejercicio del poder político, no 
fue sino con la modernidad de la democracia liberal occidental tras las revoluciones 
burguesas, que surge el ejercicio de esta. Durante Grecia, Roma, y la Edad Media el poder 
político - y por tanto su negación, ―la oposición política‖,- era visto como una 
manifestación mágico religiosa de la o las deidades. ―Lo que en un sentido profundo 
vendría a indicar que el poder, por el hecho de serlo, estaba ya legitimado. Como es lógico, 
la oposición política resultaba imposible. Al no existir una base social, o si se quiere 
humana, desde la que se pudiera legitimar el poder, en la dialéctica poder- oposición, la 
oposición quedaba también sin fundamentación social y sin justificantes morales en que 
apoyarse‖
100
. Solo hasta que el poder terrenal de la Iglesia Católica es puesto en duda, con 
la consecuente secularización del mundo social, se puede hablar de oposición política. Y 
que el poder político como necesidad es discutible, siendo importante la forma que este 
adquiera, la oposición surge como concepto de la modernidad occidental.  Siguiendo al 
autor en cita, se puede afirmar que la oposición política de la modernidad, nace con las 
doctrinas contractualistas del siglo xvii. Según estas, el monarca y su pueblo celebran un 
contrato social, en la que el segundo se obliga a la obediencia y a determinadas 
prestaciones, y primero debe respetar los derechos de los derechos de los individuos. Ante 
el incumplimiento del monarca, el pueblo tiene el derecho a desobederselo y oponerse a su 
gobierno. El pacto que legitima al poder legitima a la oposición
101
. 
    
Ahora, regresando a las definiciones sobre el concepto de oposición política, esta tarea 
puede ser abordada desde un sinnúmero de autores y perspectivas. La que nos interesa para 
los objetivos de esta tesis, es el de oposición política parlamentaria, descartando, como lo 
señalamos en la introducción la oposición ejercida por los movimientos sociales, o aquellas 
que no tiene como pretensión principal copar los cargos del sistema político. El profesor 
Alejo Vargas, siguiendo a varios profesores italianos, aporta la siguiente definición de 
oposición: ―la unión de personas o grupos que persiguen fines contrapuestos a aquellos 
individualizados y perseguidos por el grupo o por los grupos que detentan el poder 
                                               
100 VEGA Pedro de, ―por una teoría política de la oposición‖ en Estudios Político-Constitucionales, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Universidad Complutense de Madrid, México 2004, pág. 8 
101 Ibidem, pág. 12. Basta recordar el artículo 1° de la declaración de derechos del hombre y el ciudadano de 
1789 durante la revolución francesa: ―el objeto de toda sociedad política es la conservación de los derechos 
naturales e imprescriptibles del hombre. Estos derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la 
resistencia a la opresión‖ (negrillas fuera del texto)  
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económico o político …y respecto de las cuales los grupos de oposición hacen resistencia 




La oposición política es la alternativa y como ola fuerza contaría al proyecto dominante. 
Inicialmente discrepa del mismo y plantea sus propuestas y actos en términos de fuerza 
cuyo antagonismo   se expresa contra las políticas del régimen y de la institucionalización 
en forma de partidos‖
103
. Patricia Pinzón, siguiendo el clásico texto de Dalh define 
oposición como ―la posibilidad que tiene los partidos y grupos políticos que no están de 
acuerdo con el gobierno a manifestarlo y a presentar políticas alternativas ante la opinión 
pública para tratar de alcanzar el poder‖
104
.  La historiadora Elisa Servín en su ensayo sobre 
la oposición política, presenta una útil definición de oposición, ya que nos permite excluir 
la ―anti sistema‖ y la social. Afirma que la oposición es aquella expresión política 
organizada, casi siempre pero no sólo con propósitos electorales, crecientemente 
institucionalizada en la forma de partido político, que compite que cuestiona y se enfrenta 
al poder constituido desde la acción política, no armada
105
. Explica que la oposición son 
quienes cuestionan y luchan por el poder, diferentes a quienes lo ejercer. 
   
Orlando Pardo, en su texto sobre presidencialismo en América Latina, afirma que la 
oposición es el ―conjunto de fuerzas, con plena y volitiva actitud de confrontación al 
sistema, siguiendo estrategias y tácticas no siempre permitidas por el orden constitucional y 
legal vigente‖
106
. Sobre este comentario del Orlando Pardo, consideramos pertinente lo 
explicado por Paolo Biscaretti di Ruffia, quien en su clásico texto ―Introducción al derecho 
constitucional comparado‖, explica los requisitos que deben reunir los partidos políticos, 
incluidos los opositores al gobierno para ser funcionales dentro del juego político.  
 
Estos requisitos se refieren al ―numero, naturaleza y modalidad de organización‖. Para lo 
que buscamos explicar nos interesa, el concepto de su naturaleza referida a que los partidos 
políticos, incluidos los de oposición deben representar consensos mínimos sobre la 
estructura formal y material de la sociedad, en todos debe existir acuerdo sobre los 
                                               
102 VARGAS VELASQUEZ, Alejo, Reforma Política y Oposición Elementos centrales de la superación del 
conflicto armado. En Revista Pensamiento Jurídico No. 11 Facultad de Derecho Ciencias Política y Sociales, 
Universidad Nacional de Colombia, Santa fe de Bogotá, 1999, pág. 243   
103 GONZALEZ NAVARRO, Manuel, LOPEZ GUTIERRES, Concepción, CARREON BORJA Alberto, La 
oposición política en México: sus representaciones sociales, en  Revista Polis estudios teóricos, urbano-
rurales, y político electorales, No. 94, Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Iztapalapa, pág. 122 
104 PINZON LEWIN Patricia,  La Oposición Política en Colombia‖. En Varios Autores, Democracia Formal y 
Real,, Instituto para el Desarrollo de la Democracia 'Luis Carlos Galán', Santafé de Bogotá, 1994 pág. pág. 75    
105 SERVIN Elisa, La Oposición Política otra cara del siglo XX Mexicano, Centro de Investigaciones y 
docencia Económicas, Fondo de Cultura Económica, 2006  pág. 11 
106 PARDO MARTINEZ, Orlando.‖Presidencialismo y Oposición en América Latina: Una difícil 
cohabitación‖ en Revista Reflexión Política, Universidad Autónoma de Bucaramanga, 2000, diciembre, año 2, 
Número 4.   
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principios fundamentales de la sociedad y el Estado. Así, se excluye la existencia de 
―partidos anti sistema‖, es decir partidos de los extremos del espectro político que no 
compartan los principios básicos de la estructura de la sociedad, aquellos que ―ya no 
pretenden, al menos como tendencia, modificar progresivamente, mejorándolo, el orden 
tradicional, sino destruirlo en sus fundamentos y sustituirlo en los sistemas opuestos…‖
107
. 
Haro, sobre este tema considera que la oposición, se desarrolla ―en la democracia‖ no 
―contra la democracia‖, y que es opositora no del sistema democrático sino del partido de 
gobierno
108
.   A su vez Gianfranco Pasquino, en su obra ―la Oposición‖, si bien no toca el 
tema de los partidos anti sistema, o la oposición inconstitucional, si nos ofrece una 
característica que necesariamente debe reunir un partido político en un régimen político 
democrático; es consenso frente a las normas constitucionales, o ―Gran Consociación‖
109
, 
con lo que, el debate cotidiano entre los actores políticos con representación, se reduce a la 
―la distribución de los recursos del Estado‖, o pequeña consociación. Pedro de Vega, 
siguiendo el mismo criterio de si se está en contra del Estado o del gobierno, categoriza las 
formas de oposición en: ―oposición ideológica‖, como aquella en la que no se está de 
acuerdo con los sistemas de legitimidad en que se apoyan los poderes constituidos, 
oponiéndose, por tanto a la fundamentación del sistema y del poder. La segunda forma de 
oposición sería ―la oposición discrepante‖ en donde se acepta la base legitimadora del 
poder (se acepta el sistema), rechazando sin embargo las actuación del mismo
110
,   
 
En el mismo sentido, sostiene Sartori, que el único consenso que si es conditio sine qua 
non, para la democracia, es el que se refiere el procedimental, es decir el conceso sobre los 
mecanismos para resolver los conflictos. Una democracia en la que no existen consenso 
entre todos los actores políticos sobre las reglas, especialmente, las atinentes a la resolución 
de los conflictos, termina en la imposición de una parte sobre la otra, tras guerras civiles o 
revoluciones; así, en un sistema político, en el que a pesar de ser denominado democrático, 
no exista consenso entre todos los actores políticos y sociales, acerca de los mecanismo  a 
través de los cuales se tramitaran los conflictos sociales, terminará, las mas de las veces, en 
imposiciones y anulaciones entre los actores del juego político. Concluye que en general 
toda sociedad tiene conflictos que aspiran resolverse pacíficamente a través de las reglas de 
la democracia, ―si este método de resolución de conflictos no es aceptado en lo general, 
                                               
107 BISCARETTI DI RUFFIA Paolo, Introducción al Derecho Constitucional comparado, las formas de 
Estado y las formas de gobierno las Constituciones modernas y 1988 – 1990: un trieno de profundas 
transformaciones constitucionales en occidente, en la URSS y en los Estados socialistas del Este Europa,, op. 
cit.  pág. 162  
108 HARO, Ricardo, Constitución Poder y control op. cit. pág. 44  
109 PASQUINO, Gianfranco. La Oposición, op. cit. pág. 67  
110 VEGA, Pedro de, ―Para una teoría política de la oposición‖ en Estudios Político–Constitucionales , 
Universidad Nacional Autónoma de México, Universidad Coplutense de Madrid, México, 2004, pág. 6  
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entonces no es una democracia (tiene dificultad para serlo)
111
. Y como lo sostiene Bobbio 
allí donde las reglas son respetadas el adversario ya no es un enemigo (que debe ser 
destruido), sino un opositor que el día de mañana podrá tomar nuestro puesto
112
 y un 
partido que no comparta las reglas de la democracia procedimental, no la materializa, y por 
el contrario la niega. 
  
Consideramos que la oposición política anti sistema es aquella que lucha fuera de los 
procesos electorales recurriendo a las armas y la violencia. Así, no basta que un 
determinado partido político en oposición al gobierno e inclusive a la forma de Estado, 
exprese, en ejercicio de su libertad de expresión posiciones que resulten contrarias no al 
partido de gobierno, sino a los grandes consensos sociales, como la forma de acceder al 
gobierno o las funciones del Estado
113
. Los partidos se convierten en inconstitucionales, no 
por difundir en sus campañas políticas propuestas chocantes, impopulares u obscenas, sino 
por recurrir a las armas.  El derecho penal puede ofrecernos el mejor argumento para esta 
afirmación. Por ejemplo, el maestro Luis Carlos Pérez
114
 explica que en los casos de los 
delincuentes políticos, el Estado reprocha y por lo mismo sanciona al responsable, no por lo 
que considere o defienda sobre el sistema político, sino por levantarse en armas contra él. 
Lo contrario - reprocharle al delincuente el contenido de lo que piensa - implica una 
intervención del Estado en un espacio de la libertad de conciencia que una sociedad liberal 
no puede tolerar.   
  
La misma norma se impone para los partidos anti sistema. Se consideran contrarios al 
Estado los partidos que usan las armas y la violencia para llegar al poder; no los partidos 
que a pesar de que sus doctrinas o propuestas sociales puedan sonar impopulares, anti 
sonantes, chocantes o groseras, ya que recordemos ―la libertad de expresión protege tanto 
los mensajes socialmente convencionales, como los que son inocuos o merecedores de 
indiferencia, y también los que son diversos, inusuales o alternativos – lo cual incluye 
expresiones chocantes, impactantes, que perturban, se consideran indecentes, inapropiadas, 
escandalosas, inconvenientes, incómodas, excéntricas, vergonzosas o contrarias a las 
creencias y posturas mayoritarias‖
115
. Así, un partido que haga política con programas 
                                               
111 SARTORI Giovanni, ¿Qué es la democracia?, op. cit. pág. 59 
112 BOBBIO, Norberto, El futuro de la democracia, op. cit.  pág. 47 
113 Cuando el ejercicio de la libertad de expresión y propaganda de un partido o sus militantes contiene 
discursos ―constitucionalmente prohibidos‖, este partido, por el solo hecho de difundir discursos de este tipo, 
el Estado, a través de su aparato judicial, cuenta con herramientas de derecho internacional para restringir el 
accionar de este partido. Insisto, pero solo en caso de los discursos no protegidos por el derecho a la libertad 
de expresión, como ―la apología a la guerra y la apología al odio que constituyan incitación a la violencia, 
incitación directa o indirecta al genocidio y pornografía infantil‖ Cfr. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, OC-5/ 1985 Párr. 77  
114 PEREZ, Luis Carlos, Derecho Penal parte especial Tomo III, Edit. Temis, Bogotá, pág. 125 
115 Cfr. Corte Constitucional Sentencia T- 391 de 2007 
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alternativos, inusuales, o incluso chocante, es legal siempre que se someten a las reglas del 
proceso electoral. Esto porque un partido que agrupa a personas con ideas y posiciones 
minoritarias, es un espacio de ejercicio de la libertad de conciencia y expresión, e 
ilegalizarlo, por este motivo (el carácter chocante y minoritario de la plataforma o 
propuestas), es violatorio de estos derechos.  
  
En conclusión, el concepto de oposición política que intentamos reconstruir se refiere a los 
grupos políticos – organizados en forma de partidos- que se oponen al gobierno de turno,  
no al sistema democrático en su totalidad y que buscan desplazar al gobierno del poder en 
elecciones periódicas. En esta tesis nos referiremos a los grupos de oposición (partidos 
políticos) con representación en instituciones constitucionales (Congreso de la República, 
Asambleas o consejos p. ej.), que disienten del gobierno, y de hecho no hacen parte de él, y 
buscan desplazarlo en cumplimiento de las normas electorales.  
 
Resulta, de esta manera, útil la corta definición de oposición política que aporta el profesor 
Mauricio García: ―La bancada de representantes que pertenece a un partido o movimiento 




Otra forma de oposición que valdría la pena reseñar, es la oposición, no al Estado ni el 
gobierno, sino al régimen político – ―la oposición al Régimen‖ - de un determinado país. Se 
trata de la oposición o confrontación a un sistema de partidos o electoral, en el que se ha 
suspendido o limitado el orden constitucional. Por esto no se trata de una oposición contra 
constitucional, sino por el contrario una oposición a favor de la extensión del orden 
constitucional. Tampoco puede ser tildada como una oposición al gobierno, ya que se 
extiende y abarca al régimen de suspensión o restricción constitucional
117
. Ejemplo de esta 
forma de oposición, es el caso colombiano, en donde, durante la vigencia del Frente 
Nacional, surgieron disidencias a los partidos legales, que buscaban el restablecimiento o 
ampliación del espectro electoral. Era así, una oposición que no atacaba al Estado, pero no 
se restringía a la crítica del gobierno de turno, sino que alcanzaba al régimen bipartidista de 
distribución de cargos públicos, especialmente al sistema de alternancia en la presidencia.     
 
Una tercera distinción sobre el término ―Oposición‖ es la diferencia que existe, entre esta y 
el concepto ―Minoría Política‖. Es fácil que constituyentes, legisladores y jueces confundan 
o identifiquen ambos términos al momento del establecer derechos para los grupos políticos 
                                               
116 GARCIA Mauricio, Comentarios al  Título IV de la participación democrática y de los partidos políticos, 
Comisión Colombiana de Juristas (antes comisión andina de juristas seccional colombiana) 1997., pág. 104   
117 VARGAS VELASQUEZ Alejo, Política y Armas al inicio del Frente Nacional, Universidad Nacional de 





.  Ambos conceptos son diferentes, cumplen diferentes roles, y su 
confusión puede traer como consecuencia la negación de derechos a la oposición.  
 
Una minoría política parlamentaria se forma simplemente de la sumatoria numérica de los 
diputados en el Congreso, y aquellos que no formen parte de un partido de gobierno 
mayoritario son la minoría política. En Salta, provincia Argentina, se dio un debate similar 
al colombiano en torno a los derechos de la oposición, diferenciada de la minoría. En este 
debate se explicó  la diferencia de ambos conceptos. 
 
―El concepto de oposición debe ser distinguido cuidadosamente del de minoría. A 
diferencia de la oposición, las minorías son aquellos grupos sociales y políticos, 
con o sin representación parlamentaria, que por carecer de fuerza o implantación 
suficiente en los ámbitos en los que actúan, se ven impedidos tanto de ejercer el 
gobierno como de aspirar a ejercerlo. Es por esta razón que las minorías suelen 
adoptar a menudo posturas de apoyo, ora del gobierno, ora de la oposición. 
 
Dicho en otros términos, el concepto de minoría representa una visión 
cuantitativa del juego político y parlamentario, mientras que el de oposición 
alude a una función, a una actividad que las minorías políticas y parlamentarias 
solo pueden desarrollar en la medida en que sean capaces de demostrar una aptitud 
específica para ejercer el gobierno‖
119
.(negrillas fuera del texto) 
 
En el mismo sentido el constitucionalista y politólogo Español Jordi Capo Giol: 
 
―Por el contrario, definir al Parlamento por la relación entre mayoría y minoría 
significa pensarlo de una manera en que se atenúa el conflicto. En efecto, la 
«oposición» es una función, es la definición de un grupo por su actividad; 
«minoría», en cambio, es una descripción puramente numérica que no comporta 





Es decir, la minoría política es una sumatoria numérica de individuos en la sociedad o 
representantes en los Congresos; mientras la oposición política es un partido político o 
sumatoria de individuos si hablamos de la oposición social no estrictamente parlamentaria, 
                                               
118 En esto cae la constitución política de 1991, que en algunos apartes habla de derechos para la oposición, 
pero en otros, como la entrega de asientos en el Consejo Nacional de Electoral, habla de minorías políticas.  
119 CARO FIGUEROA, Luis, Oposición, minorías, grupos parlamentarios y disenso político en Salta, en 
Noticias Irayu, Diciembre 9 de 2010.  
120 CAPO GIOL Jordi, Oposición y minorías en las Legislaturas Socialistas, en Revista Española de 
Investigaciones Sociológicas, 1994, Abril-Junio, pág.94 
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que están fuera del gobierno y se declaran contrarios a las políticas a implementar. Así, 
algunas veces coincide que la oposición es minoritaria, numéricamente, frente al gobierno, 
pero pueden ocurrir eventos en los que esto no sea así. Verbigracia Inglaterra, en el cual de 
los 650 escaños del Parlamento, 304 son del partido o coalición de partidos en oposición, y 
296 son del partido en oposición, las restantes 50 curules se las reparten grupos 
minoritarios nacionalistas, de izquierda o ambientalistas, que numéricamente son minoría, 
pero funcionalmente no son oposición.  
 
En últimas, el concepto de ―minoría política‖ se resuelve con base a un criterio numérico, 
mientras el concepto de oposición se resuelve  con un criterio ―funcional‖, como aquel 
grupo parlamentario que de manera declarada, publica y reconocida, decide cumplir el rol 
de oponerse, criticar y cuestionar al gobierno. Esto nos lleva a aclarar, entonces, que el 
partido político en oposición, es numéricamente una minoría si se compara, numéricamente 
con el partido de gobierno (tiene más curules el segundo), pero a diferencia de los restantes 
grupos minoritarios, la oposición se declara contraria y critica al gobierno.   
 
En el caso de Colombia, esta distinción se presta para confusiones, debido a que existen 
grupos políticos, que sin declararse en oposición al gobierno (no deciden públicamente 
asumir el rol de control y vigilancia),  no hacen parte del gobierno.  Estos grupos 
―independientes‖ no son oposición, ya que además de que no asumen ni declaran su rol de 
oposición, en muchas ocasiones son funcionales a los intereses del gobierno de turno. 
Ejemplos contemporáneos de este fenómeno, son partidos como el MIRA, que sin tener 
cargos en el gobierno y siendo minoritario (en el congreso de 2006-2010 solo tuvo una 
senadora y en el congreso 2010-2014 tiene dos senadores) no es oposición ya que comparte 
y vota muchas de las iniciativas de la colación gubernamental.  
 
Así, en nuestro caso esta distinción es de importancia capital, debido a que los cargos que el 
constituyente en 1991 quiso que fueran para la oposición, están - por la confusión de los 
conceptos- siendo entregados a partidos políticos minoritarios que no son oposición. 
 
Frente a la última pregunta de este segmento, ¿Qué no es oposición?, debemos mencionar, 
siguiendo a Robert Dalh, que un régimen es realmente democrático cuando es 
―sustancialmente liberalizado y popularizado, es decir, muy representativo a la vez que 
claramente abiertos al debate público‖
121
; posteriormente precisa que los regímenes 
democráticos son esencialmente competitivos; es decir, donde se presentan debates 
auténticos debido que comparativamente con las hegemonías u oligarquías competitivas, 
                                               
121 DAHL Robert. Poliarquía participación y oposición, op. cit.. pág. 18 
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interviene un alto número de individuos, grupos e intereses cuyas preferencias son muy 
diversas. 
 
Esto nos lleva a excluir ciertas formas de autodenominada oposición que, como lo 
mencionábamos, refiriéndonos a la ―alternancia en el poder‖, no basta que haya recambio 
de políticos, generalmente de personas de una misma elite; es necesario además que exista 
cambio de políticas, de enfoques y soluciones de un mismo problema. Así, no es oposición 
política - entendida como la contraposición de fines o medios, especialmente los segundo, 
entre quienes detentan el poder y quienes disiente- aquella, que a pesar de auto 
denominarse como tal, no representa alternativas profundas y abiertas sobre la sociedad y 
sus problemáticas, sino una misma solución a través de diferentes políticos.  
 
Siguiendo a Halo, quien considera que la existencia de la oposición dentro de la democracia 
moderna es una verdad que no necesita demostrarse, sostiene que ―la difusión de esta 
conciencia es tal, que a pesar de no traducirse a menudo en la veracidad de los hechos tan 
deseables, regímenes autoritarios que se sustentan en partidos hegemónicos o 
predominantes, aceptan y aun fomentan la existencia de partidos opositores, que en la 
debilidad de su estructuración son irrelevantes e inofensivos al statu quo, pero que – con un 
costo político ínfimo- ―visten muy bien para la presentación democrática‖
122
 del régimen.  
Así pueden existir oposiciones que a pesar de autodenominarse de esa manera, no son una 
alternativa, y no juegan un papel de opción para el electorado, sino de funcionalidad para 
un partido o elite hegemónica que busca legitimarse. 
 
3. Funcionalidad de la oposición política 
 
Este segmento del capítulo busca enunciar los roles y beneficios para las democracias 
liberales  que cumple los partidos políticos en oposición en los regímenes contemporáneos. 
Señalamos, las que consideramos, las cuatro funciones más importantes (es posible 
encontrar muchas otras virtudes de su existencia). Con el fin de definir sus funciones 
modernas, partimos del texto clásico de derecho constitucional del profesor Jacobo Pérez: 
 
―Las fuerzas políticas de oposición son necesarias en toda democracia que pretenda 
ser real. Pues, si dichas fuerzas son aquellas, conforme al artículo 112 
constitucional, ―que se declaran en oposición al gobierno‖ de turno, y por lo mismo 
son su alternativa, su gran fiscal y el control político de la gestión 
gubernamental y administrativa, es fácil comprender que sin ellas los riesgos de 
corrupción y abuso de poder se acrecientan con prejuicio de los derechos de las 
                                               
122 HALO, Ricardo, Constitución, poder y control op. cit. pág. 43 
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personas y de la aspiración de un buen gobierno. El unanimismo político 
alrededor de un gobierno, tarde o temprano se convierte en elemento 
corruptor, que degrada el sistema democrático”
123
. (negrillas fuera del texto)  
  
3.1 Control y fiscalización al gobierno. 
 
Una máxima axiomática del constitucionalismo moderno, es la necesidad de impedir la 
consolidación de poderes ilimitados, por lo cual, a través de la historia se han optado por 
múltiples alternativas, que van desde los controles de hecho del constitucionalismo 
medieval
124
, hasta la división de poderes de las constituciones producto de la revolución 
norteamericana. Estos límites pueden ser jurídico-normativos, tal como lo propone Karl 
Loewestein, al definir a la constitución o ley fundamental como un dispositivo normativo 
de control político
125
, o a través de las demás fuerzas políticas del espectro político de una 
sociedad cualquiera como lo propone Duverger quien es su clásica obra ―los partidos 
políticos‖, explica que la democracia occidental se caracteriza por la existencia de una 
oposición organizada con la función de controlar al poder, no mediante, mecanismos 
institucionales sino bajo la lógica poder limitado por poder
126
.   
 
En igual sentido al profesor Duverger, Diego Valadés
127
 explica que el acto de control 
político es esencialmente otro acto de poder: no es posible controlar al poder desde afuera 
de él, ni sin poder o en contra suya
128
. Controlar el poder es una manifestación de poder, 
con lo cual el verdadero contrapeso al gobierno, más que los limites normativos o 
institucionales, es un partido de oposición fuerte. 
 
El Estado moderno, en su versión ―Estado Constitucional de Derecho‖, no es otra cosa que 
la imposición de límites a todos los detentadores del poder político en la sociedad moderna. 
                                               
123 PEREZ ESCOBAR, Jacobo, Derecho Constitucional Colombiano, séptima edición, editorial Temis, 
Bogotá, 2004, pág. 132. El profesor Ramón García Cotarelo categoriza las funciones de la oposición, tras su 
reconocimiento e institucionalización en: función positiva, entendida como la crítica, fiscalización y límite al 
accionar del gobierno, y una función negativa como la futura sustitución del equipo gobernante. ―La 
Oposición Política‖ en Revista de Política Comparada, España, Universidad Internacional Mendez Pelayo, 
Núm. 10, 1984, pág.258 (negrillas fuera del texto). Seguimos al profesor Jacobo Pérez, por considerar su 
descripción más detallada y exacta para los propósitos de este trabajo. 
124 FIORAVANTI Maurizio, Constitución de la antigüedad a nuestros días (trad. Manuel Martínez Neira), 
Editorial Trotta, primera reimpresión, 2007, pág. 33 
125 LOEWENSTEIN Karl,  Teoría de la Constitución (1959), trad. de Alfredo Gallego A., Barcelona: Ariel, 
1983, pág. 149  
126 DUVERGER Maurice, Los Partidos Políticos, Fondo de Cultura Económica, primera edición en español, 
primera reimpresión, Colombia,  Pág. 439 
127 VALADÉS Diego, El control del poder, México, UNAM, 1998, pág. 17 
128 La máxima ―le pouvoir arrete le pouvoir‖, se remonta a Montesquieu quien en el Espíritu de las Leyes 
sentenciaba que todo hombre investido de poder tiene a abusar de él con único limite la resistencia de los 
hombre  libres. Libro XI Cap. 4 
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Todos, incluido el gobierno, tiene límites y controles de diversos tipos; judiciales
129
, 
institucionales, y políticos. Al referirse a los controles institucionales, Carpizo muestra que 
en los sistemas presidenciales de América latina, el control al jefe del Estado ya no lo 
ejerce el Congreso, tal como se preveía en la constitución norteamericana de 1786 como 
ejemplo paradigmático, sino que por el contrario ―actualmente, la función de control 
parlamentario se contempla en forma diversa, la ejerce más que el órgano legislativo como 
tal, el o los partidos minoritarios, aunque no logren derribar al gobierno‖
130
.    
 
De esta manera, Carpizo nos quiere decir, que el ideal del control institucional al gobierno 
ya no es realizable por el Congreso, sino solo y a través de los partidos fuera del gobierno, 
quienes por su función hacen oposición. El partido declarado como opositor, además de 
ejercer y materializar derechos políticos fundamentales, como a participar en política, o 
difundir libremente opiniones e ideas, defiende el constitucionalismo mismo y su idea de 
gobiernos limitados y apegados a la ley
131
. Así la importancia de la oposición política no es 
otra que la de constituirse en el limite al poder.  
 
Jorge Carpizo, señala que una de las grandes deudas de las democracias modernas, en 
especial las del Sub Continente Latino Americano, es la lucha contra la corrupción y la 
impunidad de la que va acompañada; y añade que, en parte la crisis de los sistemas 
presidencialistas de la región, se debe al desprestigio y falta de confianza social de todas las 
ramas del poder público, y los partidos políticos tradicionales, por lo que en lugar de ser 
visitos como parte de la solución, son vistos como parte del problema
132
. Si consideramos 
que la aseveración de Carpizo frente a la deuda de las democracias de la región, incluida la 
Colombiana, sobre la lucha contra la corrupción es cierta – cosa que no creo que requiera 
demasiada argumentación- añade una nueva prueba de la necesidad imperiosa de contar, en 
todo sistema político con un partido político que tenga como obligación constitucional 
controlar y fiscalizar al poder en ejercicio.   
 
Toda  sociedad que aspire a contar con un gobierno limitado, que no es otra cosa que un 
Estado Constitucional de Derecho, deberá contar con grupos políticos que se opongan al 
gobierno, ya que son ellos los verdaderos limites al poder ilimitado. En el fondo de esta 
dialéctica, entre gobierno y oposición no está otra que la constante tensión entre autoridad- 
                                               
129 ―Hemos demostrado cómo los tribunales sirven para corregir los extravíos de la democracia y cómo sin 
poder detener jamás los movimientos de la mayoría, logran hacer más lentos así como dirigirlos‖ 
TORQUEVILLE Alexis, La democracia en América, 283, Fondo de Cultura Económica, México, 1996, pág. 
286 
130 CARPIZO, Jorge, Concepto de Democracia y sistema de Gobierno en América Latina, op. cit.., pág. 85 
131HALO, Ricardo, Constitución, poder y control, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Primera Edición, 2002, México D.F, pág. 46 





, ya que, como con ironía lo señala Pasquino, por desgracia la votación de un 
gobierno, no equivale a una investidura de competencias, conocimientos o capacidades para 
gobernar, con lo cual el mal gobierno es un evento recurrente en occidente, y la oposición 
no puede renunciar a su propia piel, dejando que el gobierno gobierne mal
134
. Finaliza el 
autor citado:  
 
―… bastará con subrayar que en ninguna democracia occidental los gobiernos le 
dice a la oposición cómo debe ser, y que, en ninguna de ellas, las oposiciones 





La Corte Constitucional colombiana, consciente del papel que juegan los partidos de 
oposición para la protección y defensa de la constitución, ha señalado que la vida 
democrática colombiana se alimenta del debate público y la dialéctica que se establece 
entre los actores políticos que no se encuentran en el poder y las fuerzas mayoritarias que si 
lo están: ―Así las minorías políticas asumen la función de control del poder, al paso que la 
mayoría sujeta a este escrutinio, lo ejerce.‖
136
 
    
La tarea central de la oposición y de los grupos disidentes del gobierno, en desarrollo y 
materialización de los postulados de gobiernos limitados propios de las democracias 
occidentales, es el control y la fiscalización de los asuntos públicos; en ultimas la oposición 
es la primera llamada a realiza el ideal del gobierno constitucional. 
 
3.2 Alternativa al gobierno  
   
Esta fiscalización y control al gobierno, no es ejercido solamente por la oposición 
parlamentaria; de hecho es adelantada por diversos grupos sociales y de interés en las 
sociedades contemporáneas. Por ejemplo, los medios de comunicación y la prensa 
comparten esta función, o los movimientos sociales, gremios de empresarios o sindicatos. 
A diferencia,  verbigracia, de los medios de comunicación
137
, el control y fiscalización del 
gobierno que hacen los partidos políticos de oposición lo hacen a la vez con la pretensión 
                                               
133 HARO Ricardo, Constitución, poder y control, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Primera Edición, 2002, México D.F, pág. 41  
134 PASQUINO Gianfranco, La oposición op. cit. pág. 31. 
135 Ibid, pág. 32 
136 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C-089 de 1994 
137 Afirma la Corte Constitucional, siguiendo al Tribunal Constitucional Español, sobre la función de los 
medios de comunicación: ―El Tribunal Constitucional Español calificó la actividad de los medios como 
“función constitucional”, por formar parte del sistema de pesos y contrapesos que configura una democracia 
y por ser un instrumento para prevenir la arbitrariedad de los gobernantes‖ Cfr. Sentencia T-219 de 2009. 
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de ser gobierno. Es decir, este ―ser alternativa de gobierno‖, lleva a que la oposición 
materialice las diversas interpretaciones de la sociedad misma, hecha por diferentes actores.  
 
De hecho, como lo señalábamos en la introducción, la diferencia entre los partidos políticos 
y los grupos de interés, es que los primeros tienen como principal prioridad copar y llegar a 
los cargos de dirección políticas, mientras que los segundos solo buscan incidir en la 
formulación de políticas públicas. Un partido político que no aspire a ser gobierno, no es en 
estricto sentido un partido, ya que, posiblemente, esta falta de pretensión de poder, sea 
consecuencia de la ausencia de un programa de gobierno que abarque todos los temas y 
problemas que busca solucionar el electorado.     
 
Eusebio Majual León, en un texto sobre los partidos políticos de Europa occidental, 
muestra como el gran problema de los partidos de Francia, Alemania o Austria, son sus 
escándalos de corrupción, debido a que dos grandes grupos monopolizan el gobierno y se lo 
alternan consecutivamente, pero, precedidos de la largos periodos de tiempo, excluyendo, 
además a las restantes minorías
138
. De esta manera, según el autor, la alternancia periódica 
y próxima, evita, que la corrupción se vuelva parte del contexto partidista.  
 
Así la oposición además de fiscalizar y limitar al gobierno, debe aspirar a ser gobierno ya 
que de lo contrario, ni es un verdadero partido político y se acerca a un medio de 
comunicación, ni evita que la larga permanencia en el poder se convierta en sinónimo de 
corrupción. Al final, el control se hace también, evitando el enquistamiento en el gobierno. 
 
3.3 Impide la homogenización política y crea identidades partidistas 
 
Además de las funciones de fiscalización de la gestión pública, la existencia 
institucionalizada de un partido político o coalición de partidos políticos en oposición, crea 
identidades y diferencias ideológicas con el gobierno
139
. Esta condición, asimismo 
fundamenta la responsabilidad política y programática de los gobernantes frente a los 
ciudadanos y las ciudadanas.  
 
Las sociedades democráticas, como vinos, son plurales y diversas, como negación del 
unanimismo y homogeneidad de los regímenes totalitarios. Este pluralismo garantiza que 
en las elecciones periódicas se enfrente proyectos e interpretaciones de la sociedad 
diversos, que por sus ideologías y programas garantizan que la decisión sea fruto de una 
                                               
138 MAJUAL LEON Eusebio, ―El Estado-Partido europeo de posguerra: posibles lecciones para 
latinoamerica‖ en El asedio a la política los partido latinoamericanos en la era neoliberal op. cit.., pág. 77 
139 PIZARRO LEONGOMEZ Eduardo, ―Fundamentos y propuestas para una reforma política en Colombia‖ 
en La oposición política en Colombia, IEPRI, FESCOL, 1° edición, 1996,  pág. 29 
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selección entre alternativas. La ausencia de oposición, y por lo mismo la falta de identidad 
ideológica y programática,  lleva, como le ocurrió a Colombia durante la vigencia del 
Frente Nacional, a que no haya ni ganadores ni perdedores, y que por ello mismo no exista 
responsabilidad ni competencia política
140
. La existencia de oposición diferenciada del 
gobierno permite fijar responsabilidades en cada una de las dos instituciones y prever las 




 Al inicio de este capítulo señalábamos, que una democracia es la confrontación del 
gobierno y la oposición dentro de reglas constitucionales. Para que se cumpla esta máxima, 
y para que en una sociedad se debata,  circulen las ideas y propuestas, que igualmente 
evidencia la vitalidad y dinámica, es necesario que estas discusiones no se desideologicen 
ni despoliticen. Es necesario que cada partido en gobierno y oposición sea identificable 
ideológicamente y programáticamente, para que la ciudadanía entienda que no es igual 




Esta función de la oposición, resulta más importante en contextos como el latinoamericano 
o incluso el europeo, en donde, desde finales de la segunda posguerra mundial, los 
consensos económicos y políticos entre todos los partidos tanto de derecha como de 
izquierda, han llevado que no exista diferencia practica entre un triunfo de uno o de otro.  
En el caso de América Latina
143
 varios autores señalan que desde la década de los ochenta, 
los partidos políticos de izquierda y derecha, de varios países de la región, se vieron 
obligados a llegar, a consensos sobre la política económica de la región, y la ejecución de 
                                               
140 Un buen ejemplo de cómo el surgimiento de partidos de oposición, estables y leales, alindera e identifica 
los partidos políticos del gobierno, fue el ejemplo del PAN mexicano, que en 1939 surge como alternativa al 
Partido Revolucionario Mexicano, posteriormente PRI, lo que dio tanto al PAN como al gobernantes 
―identidad propia, filiación ideológica más o menos precisa‖ LOEAZA Soledad. El partido Acción Nacional: 
la larga marcha, 1938-1994 oposición leal y partido de protesta. México, Fondo de Cultura Económica, 
2000, 2 ed. 1 reimp. Pág. 607. 
141 PINZON LEWIN Patricia, ―La Oposición Política en Colombia‖. En Varios Autores, Democracia Formal 
y Real, Instituto para el Desarrollo de la Democracia 'Luis Carlos Galán', Santafé de Bogotá, 1994 pág. 80. 
142 PASQUINO Gianfranco, La oposición, Op. cit. pág. 79 
143 El profesor Jairo Estrada, sostiene que en los partidos políticos del continente parece existir un consenso 
frente a la política macroeconómica – el neoliberalismo-, y que se habla de partidos de izquierda si defienden, 
si se permite el término, un neoliberalismo de izquierda o ―neo-asistencialismo de izquierda‖, y son partidos 
de derecha si defienden la misma neoliberal pero de manera tecnocrática. En La cuestión social en América 
Latina: entre el ―neoliberalismo social‖ y el ―neo-asistencialismo de izquierda‖ en Marx Vive Izquierda y 
Socialismo en América Latina (comp. Jairo Estrada) Universidad Nacional de Colombia, 2008 pág. 206. Otro 
ilustrativo ejemplo es el caso chileno, que según Tomas Moulian la aparente estabilidad de los partidos 
políticos tras el fin de la dictadura, se debe a la falta de representatividad de los mismo y a su progresiva 
desideologización,  El sistema de Partidos en Chile En El asedio a la Política Los partidos latinoamericanos 
en la era neoliberal, ob.  cit. pág. 241 
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políticas anti inflacionarias y en búsqueda de reducir el déficit fiscal. Todos, sin excepción, 
asumen discursos pragmáticos, gerenciales y tecnocráticos
144
.  
    
Es necesario mencionar, siguiendo a Kenneth Roberts, que la desideologización de los 
partidos políticos, está siempre acompañada de procesos de desmasificación de los mismos. 
Es decir, el proceso en el que pierden sus bases sociales (sindicatos, agremiaciones 
campesinas, estudiantiles, profesionales etc.). Esta pérdida de identidad (o de ideología), en 
la que no existe diferencia entre los partidos produce que los mismos, sin bases sociales, se 
eliticen u oligarquicen, y los vínculos entre partido y sociedad civil, sean asumidos por 
prácticas clientelistas o personalistas
145
. Esta desideologización, lleva a que las relaciones 
entre los partidos y la sociedad civil ya no se dé a través de mecanismos de debate, como 
sindicatos, sino en relaciones clientelares, locales o personales.  
 
Estos partidos desideologizados y re-elitizados ya no tienen como función canalizar las 
auto-interpretaciones que cada sector de la sociedad hace de la totalidad del cuerpo civil, es 
decir canalizar las alternativas y visiones del gobierno. Se limitan a comportarse como 
―partidos electorales‖
146
 o partidos que solo ganan elecciones. Los más críticos  del sistema  
moderno,  señalan que estos partidos desideologizados se comportan como ―the cartel 
party‖,  es decir, una especie de cartel que regula la competencia entre los políticos y 




Así, los partidos de oposición, real oposición a las políticas y a los políticos de un gobierno, 
impiden y contrarrestan los procesos de desideologización y despolitización que han 




3.4 Los partidos de oposición canalizan y representan los conflictos sociales
149
   
 
La gran lucha de la filosofía liberal clásica del siglo xix - Kant, Constant, Smith, Paine, 
Torqueville, Mill etc.-, fue por la separación y distinción de la sociedad civil y el Estado. 
                                               
144 CAVAROZZI Marcelo, CASULLO Esperanza, Los partidos en América Latina Hoy: ¿consolidación o 
crisis?, en El asedio a la Política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal, Op. cit.., pág. 27 
145 ROBERTS Kenneth,  El sistema de partidos políticos y la transformación de la representación política en 
la era neoliberal latinoamericana en El asedio a la política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal  
(comp.) Marcelo Cavaozzi y Juan Manuel Abal Medina, 1° edición, Rosario, Homo Sapiens, pág. 70, 71 y 72.    
146 MEDINA ABAL, Juan, Elementos teóricos para el análisis contemporáneo de los partidos políticos, en El 
asedio a la política, op. cit.  pág. 43  
147 KATZ Richard y MAIR Peter. Changing models of party organization and party democracy: ―The 
emergence of the Cartel Party‖, Party Politics, Volumen 1 (Enero, 1995) en www.partypolitics.org/  
148 BELL Daniel, El fin de las ideologías, Madrid, Ministerio del Trabajo y Asuntos sociales, 1992.    
149 PIZARRO LEONGOMEZ Eduardo, ―Comisión para la reforma de los partidos ¿cortina de humo o 
necesidad histórica? En Revista Análisis Político No. 26 Sep/Dic. Universidad Nacional de Colombia, IEPRI, 
1995, pág. 101 
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Estos autores sostenían que el Estado es diferente a la sociedad civil, es decir, que la esfera 
social es mucho más amplia a la esfera política
150
. Fruto de esta posición, se entendió que el 
Estado debía intervenir en la sociedad civil solo de manera excepcional, y con fines 
precisos. De esta distinción entre Estado y sociedad civil surgen necesariamente 
instituciones que intermedian entre las dos esferas publico/privadas. Estas instituciones no 
son otras que los partidos político que ―tienen un pie en la sociedad civil y el otro en las 
instituciones… y cumplen la función de seleccionar, agregar y trasmitir las demandas de la 
sociedad civil…‖  
151
 
El constitucionalista Alemán Dieter Grimm, explica esta relación: 
 
―Responden al problema de mediar entre una diversidad no ordenada de opciones e 
intereses sociales sin regular y una unidad estatal de decisión y 
acción…constituyen un eslabón intermedio necesario en el proceso de formación 
de la voluntad política …Esta función mediadora, que necesariamente trasciende 




Si, como ya lo mostramos más arriba, el pluralismo político es un hecho cierto y objetivo, y 
del cual surgen diversas y contradictorias interpretaciones sobre las funciones del Estado y 
el uso de los recursos públicos, estas diversas interpretaciones chocan necesariamente en 
cualquier sociedad, aun por más homogénea que sea. Los partidos políticos canalizan e 
institucionalizan esa pluralidad y diversas interpretaciones del Estado
153
. El mismo Grimm 
explica, que de hecho ―los nuevos partidos políticos se forman con frecuencia como 
protesta contra sistemas de partidos consolidados… estos deberían desembocar en una 
regulación potencial de protesta…‖
154
. 
                                               
150 Bobbio sostiene: ―Durante siglos, la organización política fue el objeto por excelencia de toda 
consideración sobre la vida social del hombre, sobre el hombre como animal social, como πoλιτικὸν ζῷoν, 
donde πoλιτικὸν estaba comprendido sin diferenciación del doble significado actual de ―social‖ y 
―político‖…‖ en BOBBIO Norberto, Estado, Gobierno y Sociedad por una teoría general de la política, 
Fondo de Cultura Económica, 1° edición en español, 2° reimpresión, 2000,  pág. 79   
151 Ibid. pág. 43 
152 GRIMM Dieter, Capítulo VIII los partidos políticos en  Varios Autores Manual de Derecho 
Constitucional, 2° edición, Marcial Pons, 2001, Madrid,  pág. 389 en igual sentido ROBERTS Kenneth,  El 
sistema de partidos políticos y la transformación de la representación política en la era neoliberal 
latinoamericana en El asedio a la política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal  (comp.) 
Marcelo Cavaozzi y Juan Manuel Abal Medina, 1° edición, Rosario, Homo Sapiens, pág. 50 
153Andrés Davila, y Felipe Botero explican:―….canales de comunicación entre la sociedad y el Estado; 
organizaciones programáticas diferenciadas claramente por sus ideologías y por las propuestas  que dicen 
defender y aquellas que, en efecto, defienden; instancias de agregación  canalización de intereses y demandas 
de la población hacia sus gobernantes; mecanismos de intermediación política por excelencia‖ El asedio a la 
política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal  (comp.) Marcelo Cavaozzi y Juan Manuel Abal 
Medina, 1° edición, Rosario, Homo Sapiens,  pág. 259  




Así, la democracia política, con su lucha de interpretaciones vertidas en partidos,  más que 
un fin en sí mismo, es un mecanismo para canalizar y resolver a través de reglas de 
procedimiento, los choques inevitables entre las interpretaciones del Estado, la Sociedad y 
los recursos públicos.   
  
―…la democracia no puede entenderse como un punto de llegada, sino como una 
forma de encauzar el conflicto político y al mismo tiempo, como dice la 
constitución, como una manera de procesar la vida pública, es decir, no como una 




Los partidos políticos son los canales institucionales de la sociedad civil -podría debatirse 
su rango de constitucionales- en los que se desarrolla la vida pública en las sociedades 
modernas. De estos partidos, unos son ganadores en las elecciones mientras, otros se 
marginan del gobierno y hacen oposición. Son estos, los partidos minoritarios, quienes 
representan la diversidad y pluralidad y los reclamos de parte de la sociedad que no está 
representada en quienes hacen la voluntad de Estado; así, sin partidos minoritarios o de 
oposición la diversidad no encuentra canales de participación en la vida institucional.     
 
Cuando a los partidos de oposición o críticos del gobierno no se les permite participar en la 
lucha política, o la lucha electoral no es respetada por eventos de fraude,  la inconformidad 
y la diferencia social se manifiesta por vías no institucionales, o en el peor de los casos, se 
traduce en forma contra institucionales
156
. De eso da fe, buena parte de la historia política 
de casi toda América Latina, donde los sistemas políticos poco competitivos o con partidos 
hegemónicos han causado, o movimientos sociales con reivindicaciones no escuchadas, o 
que se hacen escuchar por la vía de las armas. 
 
Un argumento final lo presenta Amartya Sen en su texto Desarrollo y Libertad
157
, cuando 
afirma que la oposición, además de representar el ejercicio de los derechos políticos 
clásicos, con su fundamentación intrínseca (referida a la importancia directa en la vida 
humana con las capacidades básicas), instrumental (referida en la mejora de las 
posibilidades de los individuos para expresar y defender sus demandas de atención política) 
y constructiva (en la conceptualización de las ―necesidades económicas‖), es útil en 
escenarios incluso dictatoriales o autoritarios, es decir, cuando la oposición a un gobierno 
                                               
155 MERINO Mauricio, La transición votada, op. cit. pág. 31 
156 VARGAS VELASQUEZ Alejo, ―Reforma Política y Oposición Elementos centrales para la superación del 
conflicto armado, en Revista Pensamiento Jurídico No. 11 Universidad Nacional de Colombia, Facultad de 
Derecho Ciencias políticas y Sociales, 1999, pág. 245  
157 SEN Amartya, Desarrollo y Libertad , Editorial Planeta, Barcelona, 2000, capítulo VI, pág. 183-198   
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no se realiza dentro del parlamento o espacios institucionales, ya sea por su inexistencia o 
su ineficacia, resulta más importante e incluso más exitosa la denominada ―civil 
extraparlamentaria‖
158
, donde la confrontación al gobierno se hace por fuera del Congreso, 
en las calles.  Sobre esta forma de hacer oposición y su importancia afirma Sen: 
 
―De hecho, el activismo de los partidos políticos de la oposición es una importante 
fuerza tanto en las sociedades que no son democráticas como en las que lo son. Por 
ejemplo, cabria decir que, a pesar de la falta de garantías democráticas, el vigor y la 
persistencia de la oposición en la Corea del Sur predemocrática e incluso en la 
Chile de Pinochet (aunque parezca increíble) fueron indirectamente eficaces en la 
forma de gobernar esos países aun antes de que restableciera la democracia. 
muchos de los programas sociales que fueron útiles en estos países tenían por 
objeto, al menos en parte, reducir el atractivo de la oposición y, de esta manera, la 
oposición tuvo cierta eficacia antes de llegar al poder‖ 
 
Aun sin llegar al poder, la oposición canaliza diferencias que al ser tenidas en cuenta por el 
gobierno, con el ánimo de reducir el atractivo de la oposición, esta es eficaz.   
 
En conclusión, la ausencia de partidos institucionales de oposición impide que el conflicto 
– expresión de la multiplicidad de opiniones- se canalice en el régimen político, y se 
expresa muchas veces de manera violenta, y en el peor de los casos a través de grupos 
armados anti sistema. La oposición facilita  que los conflictos sociales, inevitables en las 
sociedades contemporáneas, encuentren canales institucionales que den garantías a los 
contradictores
159
. Así, la oposición canaliza e institucionaliza los conflictos sociales, e 
incluso, evita, si cuenta con garantías, que esta se radicalice y se convierta en una oposición 
contra el sistema, aportando al mismo tiempo, a que todo el sistema político, al permitir 
amplia participación, aumente su legitimidad.  
 
4 Epilogo del capítulo, diagnósticos sobre Colombia 
 
Si aplicamos estas breves ideas de la teoría de la democracia y constitucional, al caso 
colombiano debemos concluir siguiendo al profesor Alejo Vargas: 
 
―En el terreno de la vida política, la del Estado con sus instituciones y los partidos 
políticos, la negación de las diferencias, disidencias y herejías o su mera tolerancia 
                                               
158 PIZARRO LEONGOMEZ, Eduardo, Fundamentos y propuesta para una reforma política en Colombia‖ en 
La oposición política en Colombia, IEPRI, FESCOL, 1996 
159 VARGAS VELASQUEZ Alejo, El hoy del conflicto armado colombiano y sus perspectivas en Ensayos de 
paz en medio de una sociedad polarizada Almudena Editores, Santafé de Bogotá, 1998, pág. 211   
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sin derechos efectivos, conduce a la negación de la oposición política. Un 
monopolio de la vida política por parte del bipartidismo dominante y triunfante, 
exitoso y perdurable ha hecho nugatoria la existencia de la posibilidad real de 




Bastaría estudiar la historia política y constitucional de Colombia, para constatar, por 
ejemplo: que durante el siglo xix
161
 a la oposición institucional se le ilegalizó o invisivilizó 
a través de las constituciones aprobadas fruto de guerras civiles
162
; o que, tras la 
constitución de 1886, con la figura del estado de sitio el presidencialismo colombiano 
impedía que se le impusieran limites políticos o jurídicos
163
. Al parecer solo en la 
alternancia de la hegemonía conservadora a la república liberal de los años 30 hubo respeto 
por el partido opositor. Durante el periodo de la violencia bipartidista, como lo señala 
Diego Montaña Cuellar, hubo un intento implementado por el gobierno para aplacar a la 
oposición, mayoritariamente, popular
164
; o finalmente, durante el periodo del Frente 
Nacional, se ilegalizo a los terceros partidos que hicieran competencia a los dos partidos 
hegemónicos. 
 
De esta manera, la historiografía colombina
165
 y extranjera, en general, concluyen que el 
país, al menos desde el inicio del Frente Nacional, ha sufrido de un déficit de oposición 
                                               
160 VARGAS VELASQUEZ Alejo, Democracia Formal y Real , Varios Autores, Instituto para el Desarrollo 
de la Democracia 'Luis Carlos Galán', Santafé de Bogotá, 1994, pág. 10 
161  Recordemos que una vez promulgada- inconstitucionalmente la Carta de Nuñez- el partido liberal es 
ilegalizado y sus imprentas y periódicos usados para imprimir el Código Civil en TASCON, Tulio Enrique, 
Historia del Derecho Constitucional Colombiano, Impreso en Litoalfa, Pereira, 2000,Pág. 192 
162  Hernando Valencia Villa muestra que cada carta constitucional del siglo xix fue un tratado de imposición 
de un partido, el vencedor-, sobre el otro parido vencido, Cartas de Batalla historia del constitucionalismo 
moderno, op. cit. pág. 35 
163 Explica el profesor Ricardo Sánchez: ―la antigua constitución era la consagración de la Republica 
autoritaria a través del presidencialismo con su cortejo de planes dictatoriales del estado de sitio, las 
facultades extraordinarias y el centralismo burocrático; ejercido en cabeza de la institución presidencial. La 
afirmación contenida en el artículo 55 era una afirmación retórica. Tenía el proposito de simular una realidad 
dictatorial del ejercicio del poder por parte del ejecutivo.‖ SANCHEZ, Ricardo. Política y Constitución, 
Primera edición,  ediciones Fundación Universidad Central, Santafé de Bogotá, 1998, Pág. 93.       
164 MONTAÑA CUELLAR Diego, Colombia País formal, país real, Buenos Aires, Editorial Platina. 
165 VASQUEZ CARRIZOSA Alfredo, El poder Presidencial en Colombia La Crisis permanente del derecho 
constitucional, 2° ed. Sociedad Ediciones Internacionales SRL, 1979, pág. 15 en igual sentido  Eduardo 
Pizarro León Gómez quien afirma: ―En Colombia no existe una verdadera tradición de ejercicio de una 
oposición democrática. No sólo por razones históricas complejas, (…), sino también como consecuencia del 
Frente Nacional y de su período posterior de convivencia burocrática. (…) Las consecuencias han sido muy 
negativas: van desde el genocidio perpetrado contra la Unión Patriótica hasta la ausencia de una fiscalización 
rigurosa a la gestión estatal, con todas sus secuelas de corrupción generalizada o de ausencia de 
responsabilidad política por parte de los agentes estatales PIZARRO LEONGOMEZ Eduardo, ―Comisión 
para la reforma de los partidos ¿cortina de humo o necesidad histórica? op. cip. pág. 100 
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política institucionalizada que causa que Colombia sea una democracia incompleta
166
.  Esta 
característica, según Brushnell es única del continente, ya que no se adapta a ningún 
estereotipo ni modelo usado en la región; ―después de todo ¿Qué puede hacer un 
latinoamericanista con un país donde los dictadores militares son prácticamente nulos, 
donde la izquierda ha sido congénitamente débil y donde fenómenos como la urbanización 





Así, más allá, que Colombia sea o no un caso  excepcional dentro de la historiografía 





Esta deficiencia en la oposición ha sido estudiada, por ejemplo, por Pasquino quien señala 
que ―demasiada poca oposición‖ puede deberse, en parte, a inadecuados instrumentos de 
que dispone en los regímenes democráticos… es poca, porque le faltan los instrumentos 
institucionales… para comunicar sus programas, para afirmar lo que tiene de distinto‖
 169
 se 
demanda así un estatuto de la oposición parlamentaria. Consiente de esto el constituyente 
de 1991 ―buscó fortalecer la representación del sistema de partidos mediante el mecanismo 
de ampliar el número de los actores políticos. Esta perspectiva se fundamentó en dos 
criterios básicos: por una parte, en la idea de que era necesario estimular la incorporación 
de los movimientos alzados en armas al sistema democrático, para lo cual era indispensable 
proveer de garantías reales a estos nuevos movimientos; para ello, se habló de la necesidad 
de impulsar un estatuto de la oposición no sólo para superar de una vez por todas los 
efectos no previstos e indeseables heredados del Frente Nacional, sino para gestar una 




Lo que a continuación encuentra el lector, intenta ubicar, a partir de las experiencias de 
casos comparados, las reformas que han permitido el ejercicio del derecho a la oposición. 
Nos concentraremos exclusivamente en las reformas jurídico-institucionales, no por 
considerarlas las más importantes, ya que como lo mencionábamos desde la introducción, 
un problema tan complejo como este requiere asumir enfoques pluridimensionales que 
                                               
166 GUARIN C, Rafael, Colombia: democracia incompleta, introducción a la oposición política en Proyecto 
integral para la Modernización del sistema electoral Colombiano Estudios complementarios, Tomo II, 
Registraduria Nacional del Estado Civil, 1 ° ed., 2005, Bogotá. 
167BUSHNELL David, Colombia una Nación a pesar de sí misma nuestra historia desde los tiempos 
precolombianos hasta hoy, Décima impresión de la novena edición, 2009, editorial Planeta Colombia S.A., 
pág. 16    
168 GARCIA VILLEGAS, Mauricio, REVELO REBOLLEDO Javier, Mayorías sin democracia desequilibrio 
de poderes y Estado de derecho en Colombia 2002-2009, DeJusticia, 2009, pág. 21 
169 PASQUINO, La Oposición,  op. cit.., pág. 87 
170 PIZARRO LEONGOMEZ Eduardo, ¿Hacia un ….pág. 88  
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involucren factores, no solo jurídicos, sino, especialmente culturales, económicos, 
geopolíticos etc
171
. Estudiaremos los casos de México, Brasil, Argentina y marginalmente 
Perú, sin que esto nos impida hacer unas breves menciones a la forma en que se ejerce la 
































                                               
171En nuestro caso se requiere urgentes reformas sociales, económicas, culturales y en última instancia 






Ejercicio de la oposición en sistemas presidencialistas, casos comparados. 
 
  
―…la adopción de un sistema mixto con dominante 
mayoritario en el que incluyera el principio de 
representación proporcional, permitiría en la Cámara  la 
presencia del mosaico ideológico de la república, 
mejorando la representación de los habitantes, al 
posibilitar la presencia del modo de pensar de la 
minorías en las decisiones de las mayorías.‖ 
 
Ángel Rafael Díaz Ortiz 
 
El objetivo general de este capítulo es hacer un estudio comparado de varios sistemas 
políticos de la región (presidenciales), en los que o: la oposición tras largas luchas y 
periodos de irrespeto al voto, fraude y ausencia de garantías, consigue hacerse con el 
poder
172
; o: son regímenes en los que ha existido, con matices, y por supuesto siempre 
discutible, competencia partidista en las elecciones y traspaso del ejecutivo. Estos 
indicadores – condiciones de alternancia y competencia-  evidencia que en estos países 
existen partidos de oposición que son alternativas reales de gobierno, y en los que gozan de, 
al menos, mas garantías que en Colombia, y que por lo tanto resulta relevante su estudio 
con el fin de encontrar elementos que aporten al desarrollo de nuestra precaria democracia.  
 
Como lo mencionamos en la introducción de este trabajo, se hará esencialmente un análisis 
de las condiciones normativas e institucionales (constitucionales y legales). No por 
considerar que este sea el factor determinante, pues como ya lo mencionamos, son 
elementos como la cultura política, la igualdad económica o la alinderación dentro de la 
geopolítica internacional, la que ha influido a que, a diferencia de Colombia, otros países de 
América tengan presidencialismos más competitivos, y con mejores condiciones para la 
alternancia entre gobierno y oposición. El objetivo especifico es identificar qué agentes 
jurídicos facilitaron que la oposición política se convirtiera en gobierno, esto con el fin que 
el debate constitucional colombiano lo recoja a la hora de desarrollar el artículo 112 de la 
Carta Política o estatuto de la oposición, y  si es el caso, señalar que otras modificaciones, 
                                               
172 Como señala Nohlen, América Latina es una expresión del dualismo unidad-diversidad, ya que todos los 
países del continente tiene un sistema presidencial y sin embargo, todos los sistemas son distintos. En 
NOHLEN Dieter, Presidencialismo, sistemas electorales y sistemas de partidos. Reflexiones exploratorias 
para América Latina op. cit., pág. 51 
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esencialmente a la Constitución, podrían ayudar a fortalecer a los partidos políticos que no 
hacen parte del gobierno y se declaran críticos del mismo. 
 
Estudiaremos los sistemas políticos latinoamericanos que son señalados como los más 
competitivos, debido a que en ellos existe pluralidad de partidos políticos con bases 
sociales (ideologizados) y con posibilidades de ser gobierno. Estudiaremos el caso de 
México, que con la caída del PRI, y el ascenso del PAN y el PDR, sea convertido en uno de 
los sistemas más competitivos de América. La misma valoración puede hacerse, por 
supuesto reconociendo las grandes diferencias que distancian a los procesos, a Argentina, 
donde, tras el restablecimiento de la democracia en 1983, en algunos periodos, la 
alternancia en el gobierno de ser previsible y cerrada, paso a ser imprevisible y abierta, 
acompañado del surgimiento de nuevos partidos
173
, llegando incluso a desplazar, por breves 
momentos, a los clásicos PJ y UCR. Claro, con la crisis financiera que vivió el país en el 
año 2000, los clásicos partidos políticos se reunificaron, avivando nuevamente un 
bipartidismo competitivo, ideologizado, en el que el gobierno es fuertemente controlado 
por la oposición, y en el que en los eventos electorales, la competencia es real, e implica 
discusiones entre políticos y políticas enfrentadas. Afirmación similar puede hacerse de 
Brasil en donde con el fin de la dictadura, la expedición de la nueva constitución y las leyes 
electorales que la desarrollaron se reconocieron espacios a las fuerzas políticas ilegalizadas 
que a la postre se convirtieron en gobierno.  
 
Enfocaremos nuestra investigación en la descripción de los sistemas de financiamiento a los 
partidos y a las campañas, el acceso a medios de comunicación, el acceso a información del 
gobierno, la posibilidad de participar en órganos colegiados de dirección administrativa,  
las garantías que ofrecen las autoridades electorales y el control efectivo sobre los recursos 
de los partidos. Igualmente, estudiaremos otras instituciones del sistema electoral y de 
partidos ya que, debido a la íntima relación que existe entre el desarrollo del derecho a la 
oposición por parte de partidos políticos, y la legislación sobre partidos políticos y el 
sistema electoral
174
, son temas ineludibles. Junto con esto, hay que sumar que solo la 
                                               
173 La alternancia previsible y cerrada es factible predecir las alternativas de gobierno que se enfrentarán 
sucesivamente, y donde se generan grandes dificultades para la emergencia de nuevos partidos. La alternancia 
abierta e impredecible, esta es esperable aunque impredecible, especialmente con nuevos partidos que surgen 
con posibilidades de llegar a formar gobierno. Finalmente a mediados de la década de los 90 surge en la 
Argentina un partido que compite en las elecciones llegando incluso a formar gobierno y desplazar a los dos 
partidos tradicionales, FREPASO. ABAL MEDINA Juan, y SUAREZ CAO Julieta, ―La competencia 
partidaria en la Argentina: Sus implicaciones sobre el régimen democrático‖ en El asedio a la política, Los 
partidos latinoamericanos en la era neoliberal (comp. Marcelo Cavarozzi Juan Manuel Abal), primera 
edición, Rosario, Homo Sapiens, pág. 167  
174 REYES GONZALEZ Guillermo Francisco, Tratado de Derecho Electoral  El nuevo Orden político y 
electoral en Colombia,  1° reimpresión, 2005, Fundación Konrad Adenauer Stinfung,  Pág. 39 
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Constitución colombiana, y la Constitución ecuatoriana de 1998
175
(derogada por la 
constitución de 2008 que no tiene previsión equivalente), prevén una ley específica para el 
ejercicio de la oposición y participación de las minorías en las mesas directivas de las 
cámaras del Congreso
176
. En ninguno de los dos casos, la previsión constitucional ha sido 
desarrollada. Así, aclaramos que ante el silencio de los Congresos sobre normas especiales 
sobre el ejercicio de la oposición,  las garantías para su ejercicio habrá que encontrarlas en 
las leyes sobre partidos políticos, los códigos electorales, las normas constitucionales sobre 
el sistema electoral, las leyes sobre la publicidad y su contratación y las leyes sobre el 
derecho al acceso a la información. Haremos una breve mención a dos leyes del sistema 
político-electoral peruano, referidas a temas que en Colombia han suscitado un profundo 
debate: la contratación de publicidad electoral.  
 
En definitiva, anticipamos desde ya, que las legislaciones a estudiar no establecieron, salvo 
algunos derechos puntuales, legislaciones especiales para la oposición, y condensaron las 
garantías en un sistema electoral igualitario y en el que el Estado se presenta como neutral 
frente a los partidos en competencia. Así, el estudio, será, entonces, sobre los sistemas 
electorales igualitarios, como mejor garantía posible para la oposición.  
  
En el derecho europeo comparado encontramos leyes sobre el derecho de la oposición en 
regímenes parlamentarios;  la Constitución de Portugal de 1976 en su artículo 117. Núm. 2° 
establece que ―Se reconoce a las minorías el derecho de oposición democrática, en los 
términos establecidos por la Constitución.‖ Este derecho fue desarrollado por la ley 59 de 
1977, derogada por la ley No. 24 de 1988. En el caso del parlamentarismo Británico -tal 
vez,  en términos institucionales,  la oposición más consolidada- es necesario mencionar 
The Ministers of the Crown Act de 1937, que reconoció al gabinete en la sombra el rol de 
Leal oposición al gobierno de su magestad. Sobre estos casos volveremos al  final de este 
capítulo con el fin de enriquecer las conclusiones a las que lleguemos tras el estudio de la 
legislación de los sistemas presidenciales.  
 
                                               
175  Art. 117.- Los partidos y movimientos políticos que no participen del gobierno, tendrán plenas garantías 
para ejercer, dentro de la Constitución y la ley, una oposición crítica, y proponer alternativas sobre políticas 
gubernamentales. La ley regulará este derecho. En Base de Datos Políticos de las Américas. (1998) Estatuto 
de la oposición. Análisis comparativo de constituciones de los regímenes presidenciales. [Internet]. 
Georgetown University y Organización de Estados Americanos. 
http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Ecuador/ecuador98.html  
176  NOGUEIRA ALCALÁ Humberto, ―El rol de los partidos políticos en las constituciones de America 
Latina en la alborada del siglo xix‖ en Revista semestral del Centro de Estudios Constitucionales ,Año 3 







La experiencia mexicana, es sin duda, la más relevante e importante en el tema de este 
trabajo de grado, ya que es uno de los procesos de reforma electoral más exitosos, que llevo 
a un régimen político, casi de partido único – el PRI-, que durante más de 70 años 
monopolizó la vida política, a ser un partido, primero hegemónico, para posteriormente, en 
la primera década del siglo xxi, hacerlo uno más dentro de un espectro plural de 
competencia electoral. Por esto, a continuación, además del estudio de la legislación 
electoral y de partidos políticos vigente, reconstruiremos brevemente la historia de cómo 
los partidos de oposición, tanto de izquierda como de derecha, llegaron a encontrar 
condiciones de competencia electoral.  Esta historia  de los partidos de oposición, nos 
permitirá mostrar como en este caso, la legislación y las garantías se explican en contextos 
concretos (hecho que Colombia y su oposición deberá ser conciente) y evidenciar que la 
legislación vigente, es un momento de un constante reacomodamiento de las fuerzas 
políticas de este país. 
   
Veremos que estas reformas fueron sucesivas, y se dieron tras acomodaciones y 
negociaciones entre los grupos políticos en oposición – tanto de izquierda como de 
derecha- y el PRI. Es decir, no fue la implementación de una teoría o estrategia abstracta de 
garantías de las democracias occidentales, sino que implicó la prueba y error, el aprendizaje 
sobre estos últimos, la recomposición de la estrategia y la confección de herramientas que 
permitieron otorgar garantías a todas las fuerzas políticas. 
 
Podríamos resumir estas garantías, por orden de importancia, en; primero: la ampliación del 
Congreso (específicamente la cámara de diputados), a través de la ampliación del número 
de curules y un sistema electoral que permitió la participación de la gran mayoría de las 
fuerzas políticas del país; segundo: en la creación de un organismo independiente, ajeno a 
los partidos políticos, encargado de la realización de las elecciones, el financiamiento, 
control de  los partidos políticos y la educación cívica; tercero: un sistema de 
financiamiento público de los partidos y sus campañas que reconoció la desventaja que 
sufrían los partidos en oposición para enfrentarse al  partido oficial, por lo cual establece 
porcentajes de financiación que buscan proteger a los partidos nuevos y pequeños; cuarto: 
un tribunal electoral encargado de sancionar el incumplimiento a las reglas de los partidos 
políticos;  quinto, la garantía de participación (con voz pero sin voto) en los órganos 
técnicos encargados de establecer los porcentajes de tiempo de acceso a los medios de 
comunicación; y sexto: una legislación única, precisa y detallada que da certeza sobre las 
                                               
177 Seguimos, en este apartado histórico, el ensayo de SERVÍN Elisa Oposición Política otra cara del siglo XX 
mexicano,  Coord. De Clara García Ayluardo, México,  Centro de Investigación y docencia económicas, 
Fondo de Cultura Económica de México, 2006. 
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reglas de juego y que reduce el margen de discreción de los jueces y funcionarios 
encargados de aplicarlas
178
.   
 
En atención a esto, este segmento se dividirá en dos partes. La primera intenta reconstruir, 
brevemente, el recorrido histórico de la oposición de izquierda y derecha en México, con el 
fin de contextualizar las estrategias de negociación a las que se recurrieron para llegar al 
sistema electoral competitivo vigente hoy. En el segundo apartado, mostraremos las 
instituciones electorales hoy vigentes y las consecuencias que estas han traído.  
 
1.1 Reconstrucción Histórica 
La oposición leal, sesenta años de lucha. 
 
Los antecedentes más lejanos del siglo XX de oposición institucional en México, nacen con 
la oposición del inicio de siglo a Porfirio Díaz,  que desde 1905 con el PLM (Partido 
Liberal Mexicano), representando intereses campesinos y obreros. Junto con este partido 
acusado de radical, lo cual, según la historiografía oficial origino su marginalización, surge, 
- tras el fracaso de varios líderes políticos en la sucesión a Porfirio Díaz, específicamente 
Bernardo Reyes- el partido Anti reeleccionista liderado por Francisco Madero, que al verse 
sin garantías para la contienda electoral inicia una insurrección armada en 1911, que 
finaliza con el ―Porfiriato‖. 
  
Tras el homicidio de Francisco Madero, la revolución de 1913-1916 da lugar a la 
constitución de Queretano de 1917, y su prohibición de reelección; tras la reforma de 
Álvaro Obregón que en 1926 la carta política, permitió un nuevo periodo presidencial, que 
a la postre le costara la vida en 1928, a solo un mes de su segunda victoria electoral. Las 
elites Mexicanas comprenden que,  para evitar que la política y el acceso al poder se sigan 
haciendo con métodos violentos deciden crear el Partido Nacional Revolucionario 
(PNR)
179
. Un intento para copar todas las representaciones regionales de los años 20´s 
                                               
178 ―De acuerdo con esta definición los referentes de la transición mexicana fueron: la ampliación de la 
participación electoral, los cambios en la legislación electoral y el desarrollo y consolidación de las 
organizaciones de oposición partidista‖ LOAEZA Soledad, ―el Tripartismo Mexicano: el Largo Camino hacia 
la democracia‖   en El asedio a la política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal, (comp.)  
Marcelo Cavorazzi y Juan Abal Medina, 1° edición, Rosario, homo sapien, pág. 295  en Igual sentido 
APARICIO Javier ¿Cómo se financian los partidos políticos en México? En 
http://investigadores.cide.edu/aparicio/FinanciamientoPartidosMex.pdf   
179 En 1929 se fundó el Partido Nacional Revolucionario, PNR, como coalición de jefes revolucionarios cuyo 
propósito era evitar el regreso de la violencia; en 1938 el presidente Lázaro Cárdenas creó el Partido de la 
Revolución Mexicana, PRM, que era una organización de masas, por consiguiente esencialmente distinta de 
la precedente que congregaba elites… Al igual que sus antecesores, en 1946, el PRI, nació de la iniciativa del 
presidente en funciones, como instrumento de control  de movilización política.‖ En LOAEZA Soledad, ―El 
tripartismo Mexicano: El largo Camino hacia la democracia‖ en El asedio a la Política los partidos 
latinoamericanos en la época neoliberal, pág. 293  
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(Partido Liberal Constitucionalista, Partido Cooperativista Nacional, Partido Laborista 
Mexicano, Partido Nacional Agrarista, Partido Socialista Fronterizo), centralizar, en 
perjuicio del federalismo jurídico, el Estado Mexicano, e institucionalizar y controlar el 
acceso al poder.  
 
Con Pascual Ortiz Rubio, primer candidato a la presidencia por el partido oficialista (PNR), 
inicia un periodo en la historia de México, en la que ser el presidente del partido equivale a 
ser presidente de la República. A partir de ese momento, inicia también, la lucha de la 
oposición al partido hegemónico en la contienda electoral. Muchas son consciente que de 
antemano la elección está perdida, por lo que la disputa es ―para presionar y ganar espacios 
de poder en la opinión pública‖
180
. Hasta 1939, con la fundación del  Partido de Acción 
Nacional (PAN), la oposición al partido oficialista se da -similar a las disidencias del 
bipartidismo colombiano- como rupturas momentáneas y coyunturales de las elites ―de la 
familia revolucionaria‖, surgiendo así, el Partido Socialista de Izquierdas, el Partido 
Antireeleccionista  y el contra revolucionario (cercano al fascismo) Unión Nacional 
Sinarquista (posteriormente ―Partido Fuerza Popular‖),  con pretensiones solamente 
coyunturales y electorales.  
 
Solo con la fundación del PAN por Manuel Gómez Morin y Efraín González Luna, en 
septiembre de 1939, surge un partido político de oposición moderno, en el sentido que tiene 
pretenciones de estabilidad y permanencia, y no exclusivamente, como lucha electoral 
puntual. El PAN, a pesar, por ejemplo, que no participa en la elección presidencial de 1940,  
ya que, como afirma Soledad Loaeza, su historia está atravesada por ―el dilema de la 
participación‖
181
 (determinar si compite en la contiene federal,  aun cuando se desconfía del 
respeto al voto), entiende que la oposición institucional, no solo tiene un espacio de 
competencia – las elecciones- sino debe, igualmente, copar espacios y presionar al partido 
Institucional, desde sus cargos en el Congreso federal y debatir, en medios de 
comunicación, y teniendo como objetivo a la opinión pública.  Así, el PAN le enseño a los 
partidos de oposición, que: i) la llegada al poder es una ―larga marcha‖; y ii) que el poder 
político no es el único espacio que la oposición debe copar, sino que, además de la a) lucha 
electoral, debe ocupar también, b) los cargos en cuerpos colegiados, y c) educar y crear 
conciencia política, influir  ganar adeptos ante la opinión pública. 
 
Fue esta  lucha por copar cargos del legislativo, para presionar al presidente Federal a 
reformas – por supuesto, fue esencial, el fin de la segunda guerra mundial, y el 
                                                                                                                                               
 se transforma en el Partido Revolucionario Mexicano PRM (cardenista) y en 1946 adopta el nombre más 
conocido, y que sin duda mejor lo describe: ―Partido Revolucionario Institucional‖ PRI.  
180 SERVIN Elisa, La Oposición Política Otra cara del siglo XX Mexicano, pág. 42 
181 LOAEZA Soledad, El Partido de Acción Nacional: La larga Marcha 1939-1994  
71 
 
alineamiento internacional e interno de las fuerzas políticas mexicanas, que se moderaron 
en sus posiciones- la que llevo a la expedición de la ―Ley Electoral de 1946‖
182
, primera 
norma de derecho electoral mexica, que estableció por primera vez organismos electorales 
Federales, como la Comisión Federal de Vigilancia Electoral, integrado, casi dependiente, 
por el secretario de gobernación del presidente federal, otro delegado del ejecutivo, dos 
delegados de la Corte Suprema, dos legisladores, y dos delegados de los Partidos Políticos 
reconocidos. Vale la pena mencionar que en el debate de esa ley, el PAN propuso que el 
Consejo Electoral fuera un organismo independiente y dotado de poder suficiente, 
encargado de la preparación y manejo del mecanismo electoral; proponía que los miembros 
de este consejo debían ser electos por su reconocida honorabilidad e independencia. Sin 
duda propuestas de avanzada, que incluso, para el caso de Colombia son pertinentes.   
   
Estableció, igualmente, requisitos para la conformación de partidos políticos, como que 
tuvieran un mínimo de 30 mil afiliados, distribuidos en dos terceras partes del territorio 
mexicano. Esto con el fin de evitar la propagación de partidos regionales o locales, e 
institucionalizar las campañas presidenciales, únicamente de los partidos nacionales (por 
supuesto, esto tuvo como consecuencia una restricción al federalismo constitucional
183
). 
Esto significo una exclusión de diversas formas locales de participación. En su momento, el 
PAN propuso que los partidos reconocidos, fueran los únicos con presencia Nacional, 
probada con 10 mil miembros, y con centros activos en diez Estados
184
. Antes de esta ley, 
el censo electoral (padrón) era realizado por los niveles locales del Estado Mexicano. La 
ley establece que será realizado por un organismo Federal, el Consejo de Padrón Electoral, 
que si bien era independiente administrativamente, dependía de la Comisión Federal de 
Vigilancia Electoral, aunque era integrado por funcionarios técnicos (el director nacional de 
estadística, de población y de correo) 
 
Esta ley obliga a los partidos políticos a reglar sus actuaciones a las normas de la misma ley 
y de la Constitución de los Estados Unidos de Mexicanos, es decir establecen reglas de 
organización interna (esto con el objetivo de obstaculizar la formación de nuevos partidos, 
ya que las previsiones de la ley, asamblea en cada estado federado y comité ejecutivo, solo 
estaban presenten, en el ese momento PRM), que a la postre permitirán que los partidos 
                                               
182―A mi juicio, de singular importancia son las sugerencias en 1941 de un partido que había sufrido la derrota 
electoral de 1940 y que acompaña al sistema político mexicano desde 1939; El partido de Acción Nacional‖  
ARREOLA AYALA Álvaro, ―La Ley electoral de 1946‖ en Revista Mexicana de Sociologia Vol. 59 No. 3 
(Jul- Sep. 1988, pág. 172  
183 MARINO Mauricio, La transición votada ….pág. 41 
184 ARREOLA AYALA Álvaro, ―La Ley electoral de 1946‖ en Revista Mexicana de Sociologia Vol. 59 No. 3 
(Jul- Sep. 1988, pág. 178 
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sean espacios plurales de discusión
185
. Igualmente se prohibía que los partidos fueran 
subordinados de organizaciones internacionales, y que hicieran referencias religiosas o 
diferencias raciales. Se exigía que sostuvieran una publicación periódica y tuviera oficinas 
permanentes. 
 
El autor en cita hace un balance de estos requisitos: 
 
―Todas estas disposiciones, expresaban la iniciativa enviada por Avila Camacho al 
Congreso, se encamina sobre todo a propiciar el surgimiento de organizaciones 
más estructuradas que las que aparecieron en etapas anteriores, pero asimismo 
evidenciaba, la pretensión del Estado de controlar desde el nacimiento a cualquier 




En ese mismo periodo de tiempo (1948), la oposición de izquierda se aglutina en torno a 
Partido Popular (PP), encabezado por Vicente Lombardo Toledano, quien intenta agrupar a 
los sindicatos del oficialismo del PRI. Surge como una organización que reivindica ―La 
Revolución Mexicana‖, por lo que es crítica del régimen de la revolución pero no su 
opositora. 
  
En 1964 se dio la primera reforma electoral que abría espacios a la oposición; aunque 
limitada y constreñida a la representación en la Cámara baja del Congreso, fue una 
modificación que permitió la presencia de diputados de un partido diferente al del titular del 
Ejecutivo
187
. En 1977 Ley Federal de Organizaciones de partidos y procedimientos 
electorales, que fue copia de la ley de asociaciones políticas de España de 1976 (ley 21 de 
1976), permitió la formación de partidos políticos nacionales y su participación en eventos 
electorales con la pre inscripción, así como recibir recursos financieros a los partidos de 
oposición existentes
188
. Esto motivado por la ausencia de legitimidad que significó la 
elección presidencial de 1976 en la que solo participó el candidato del PRI. Esta ley, de esta 
manera, abrió los espacios de participación y convirtió al PRI de partido hegemónico, en 
partido preponderante. Se modificó, sustancialmente el sistema de elección de los 
miembros de la cámara de diputados del Congreso de la Unión, ampliando la 
                                               
185 Si se tratara de comparar la legislación de partidos mexicana y colombiana, encontraríamos en este punto 
una difícil oposición, ya que la misma Constitución Política de 1991 establece que el Estado Colombiano no 
podrá interferir en la organización interna de los partidos.  
186 ARREOLA AYALA Álvaro, Ob, In. Cit.,  pág. 183 
187 NAJERA Gustavo Meixieiro, PLIEGO MORENO Iván H. Moreno,  Reformas electorales en México: 
evolución y pendientes,  Publicación del Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de 
Diputados, LX Legislatura, Documento de Trabajo núm. 91, Mayo de 2010, Pág. 6 
188 LOAEZA Soledad, ―El Tripartismo Mexicano: El largo Camino hacia la democracia‖ en El asedio a la 
política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal, op. cit.. pág. 296 
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representación de las minorías, y ampliando el número de curules a asignar bajo el 
principio proporcional, ampliándose, de esta manera el número de diputados
189
. Esta ley 
ofreció a los partidos de oposición nuevas oportunidades de participación. Introdujo por 
primera vez el concepto de representación proporcional al Poder Legislativo, al definir que 
por esa vía serían electos 100 diputados –en vez de los 41 ―diputados de partido‖.  
 
Ángel Rafael Díaz Ortiz explica sobre esta reforma:  
  
―En la exposición de motivos de la iniciativa correspondiente se argumentó en el 
sentido de que, la adopción de un sistema mixto con dominante mayoritario en el 
que incluyera el principio de representación proporcional, permitiría en la Cámara  
la presencia del mosaico ideológico de la república, mejorando la representación de 
los habitantes, al posibilitar la presencia del modo de pensar de la minorías en las 




En igual sentido, pero de manera más expresa, Yolanda Meyenberg:  
 
―En el caso mexicano la presencia de ambos sistemas dentro del régimen de 
autoritarismo dúctil ha obedecido a la decisión de mantener la estructura de partido 
hegemónico y al imperativo de abrir un espacio de participación controlada a la 
oposición…‖
191
   
  
En el caso del senado, en 1993, fue reformada su conformación. El sistema introdujo el 
senador de primera minoría por cada entidad federativa. Así, al partido que quedara en 
segundo se le entregó un senador. En 1996, se reformó nuevamente la integración del 
Senado, y se duplicó el número de senadores- que de 64 pasaron a 128- dos serian de 
mayoría, uno para la primera minoría, y 32 serían electos de una lista nacional de 





                                               
189  Gustavo Meixieiro Nájera, Iván H. Pliego Moreno,  Reformas electorales en México: evolución y 
pendientes,   op. cit.., pág. 8 
190 DIAZ ORTIZ Ángel Rafael, ob in, cit.  pág. 118 
191 MEYENBERG Yolanda, ―La Cámara de Diputados y la oposición en México‖  en  PÉREZ, Germán y 
MARTÍNEZ, Antonia (Compiladores). La Cámara de Diputados en México. Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión, LVII Legislatura. México, 2000. pág. 124. Igual balance hace Elisa Servín sobre la 
reforma de 1977: ―la reforma de 1977 opera como valvula de escape a la violencia guerrillera, a la 
inestabilidad y al creciente temor de las clases alta y media de que el régimen pierda el control del país… En 
poco tiempo, los procesos electorales habrán de recuperarse como escenario principal para la participación 
política de la oposición‖ Op. cit.., pág. 64 
192 MERINO Mauricio,  Op. cit.., pág. 27   
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El segundo paso (el primero fue el permiso legal de fundar partidos de oposición de la ley 
de 1947), para la consolidación de la participación política de la oposición en México, fue, 
sin duda, la combinación de los dos sistemas electorales en la asignación de curules al 
Congreso (cámara de diputados), 300 por el principio de mayoría relativa en 300 distritos 
electorales uninominales
193
, y 100 por el principio de representación proporcional mediante 
el sistema de listas regionales, votadas en hasta cinco circunscripciones electorales 
plurinominales. Y junto con esto, la ampliación, en dos tiempos, de la conformación del 
Senado, que de ser la cámara que representaba a las mayorías de cada Estado, paso a 
representar también a la primera minoría y tener 32 senadores de una lista proporcional 
nacional. Esto, sin lugar a dudas, garantizó un Congreso plural y con posibilidades de 
acceso a toda clase de fuerzas políticas. 
 
Claro, no todo fueron avances, la misma reforma incluyó la denominada ―clausula de 
gobernabilidad‖ que entregaba mas curules al partido que ganará con mayoría simple las 
elecciones al Congreso, hasta garantizar la mayoría absoluta, esto con el fin de siempre 
permitir a la mayoría gobernabilidad y tomar decisiones trascendentales. Por regla general 
los sistemas electorales mixtos entregan mayor representación a los partidos en contienda 
en el sistema proporcional, el mejor ejemplo de esto es el sistema alemán, en el que se 
castigan a las mayorías. El sistema mexicano decidió sobre representar a los partidos que 




Un evento de suma importancia en el desarrollo de la oposición y una legislación electoral 
adecuada para la competencia, fueron las elecciones presidenciales de 1988 en el que por 
primera vez surgió una disidencia al PRI. En 1987, sectores del PRI acusan a la dirigencia 
del partido de impedir la democratización del partido, exigida por un sector crítico del 
mismo, ―La Corriente Democrática‖. Ante la sucesión presidencial de Miguel de la Madrid 
en Carlos Salinas de Gortari, este grupo de críticos dentro del partido, se convierte en una 
disidencia que en 1988 disputa con el PRI la candidatura presidencial. Se trata del 
antecedente más próximo del actual PRD, el Frente Democrático Nacional (FND), con 
Cuauhtémoc Cárdenas –hijo de Lázaro Cárdenas del Rio, fundador del PRI
195
- a la cabeza. 
Esta ruptura dentro de las directivas del partido implicó el fin de la hegemonía no solo 
                                               
193 Recordemos que este sistema electoral  tiene como ventaja,  que debido a los pequeños de los circuitos 
electorales, los electores son cercanos a los elegidos, hecho que facilita la participación de los electores,  la 
rendición de cuentas de los elegidos. Desde este punto de vista, es posible decir que el elegido representa 
verdaderamente a sus electores. COTTERET Jean Merie y EMERI Claude, Los Sistemas Electorales (trad. J. 
García- Boch) Primera Edición, 1973, oikos- tau, S.A. ediciones, pág. 70 
194 MEYENBERG Yolanda, ―La Cámara de Diputados y la oposición Mexicana‖ op. cit. pág. 126 
195 Que la disidencia del PRI viniera de un líder natural, no solo por su trayectoria personal, sino por su 
ascendencia familiar, tuvo un gran impacto dentro de la estructura del PRI, que tuvo que recurrir al fraude 
para asegurar la transición presidencial. Fue, sin duda, el último de los golpes al PRI. 
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desde afuera del partido, sino ahora, desde dentro del mismo. Esto generó que las 
elecciones de 1988 ―fueran las más competidas desde 1952, y pese al novedoso fraude 
cibernético que obliga a la ―caída del sistema‖ para asegurar el triunfo electoral de Carlos 
Salinas de Gortari, las cifras del oficiales muestran el declive del índice de votación a favor 
del PRI al darle tan solo el 48.74 %‖. A este fenómeno, hay que sumarle las presiones 
sociales de los movimientos neozapatistas de la décadas de los noventas con el fin de 
obtener la modernización política. 
 
Sumado a este descredito del PRI, al aumento de la oposición de izquierda y de derecha, 
hay que sumar  el alinderamiento de México, con la política económica de  los Estados 
Unidos. Con el ánimo de tener acceso al mercado de la superpotencia, México, inicia una 
serie de reformas de corte neoliberal, que implican el fin de los ejidos
196
, base 
constitucional de la política agrarista de la revolución mexicana, contenida en la 
constitución de Queretano de 1917; la derogación de los artículos anti-clericales de la 
constitución; el inicio de la privatización de al menos 900 de 1200 empresas estatales; la 
lucha contra la corrupción estatal (arresto de un poderoso líder sindical del petróleo); así 
como la depuración del PRI y del sistema electoral ante los ya evidentes casos de 
corrupción y trampa al voto
197
. Dentro de ese alinderamiento internacional, entonces, fue 
imperativo la trasparencia, confiabilidad del sistema de elección del gobierno, con miras a 
garantizar gobernabilidad, estabilidad y confianza internacional.   
 
Luego, en 1986 se expidió el código federal electoral que solo estuvo vigente cuatro años 
ya que en 1990 fue derogado por el moderno Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales (en adelante ―COFIPE‖). En 1990 y hasta 1996 México, sufre 
una fuerte reforma electoral, tanto a nivel constitucional, con la reforma del artículo 41 de 
la Carta de Queretano y  la creación de un órgano independiente (tanto del gobierno federal 
como de los partidos políticos) técnico y profesional encargado de la realización de las 
elecciones, el Instituto Federal Electoral (IFE); la expedición del COFIPE y la creación de 
un Tribunal Electoral del Poder Judicial. A continuación explicamos, a grandes rasgos la 




En 1996, se reformo el Cofipe, y el gobierno federal cedió el dominio sobre la 
administración electoral y aceptó no estar ni siquiera representado con voz en los órganos 
                                               
196 Formas de propiedad de la tierra entregadas a las familias campesinas en indígenas en las que los pequeños 
minifundios salen del comercio (art. 24 y 27 de la Const. De 1917) 
197 CHEVALIER, François, América Latina de la independencia a nuestros días, FCE, primera edición en 
Español, 1999,  págs. 571-577 
198 Según el artículo 3° del Código de Federal de Procedimientos Electorales las tres autoridades electorales 
mexicanas son el Instituto Federal Electoral (en adelante ―IFE‖), el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
Federal (en adelante ―TEPJ), y la Cámara de Diputados. 
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electorales. El cambio más importante derivado de la reforma de 1996 fue, indudablemente, 
la nueva composición del Consejo General del Instituto Federal Electoral. Como resultado 
de la reforma, el representante del Poder Ejecutivo fue excluido del Consejo, y los 
representantes del Poder Legislativo perdieron su voto, aunque mantuvieron la prerrogativa 
de ser miembros del Consejo General con derecho a voz. Los representantes de los partidos 
políticos permanecieron como parte del Consejo pero sin derecho a voto, como se había 
aprobado desde 1994. Finalmente, sólo los miembros no partidistas del Consejo General -
los Consejeros Electorales- mantuvieron voz y voto dentro del mismo. Todo esto, sin duda, 
redundo en el fin del dominio de la vida política del PRI que  el 2 de julio de 2000, ve como 
no es electo presidente el candidato oficialista, y en su reemplazo, asciende el candidato del 
PAN, Vicente Fox.  
 
Con el fin de estudiar de manera detallada este Código y la ingeniería constitucional del 
sistema electoral mejicano explicaremos las características y las funciones de estos órganos, 
empezando por el IFE. 
 
1.2 Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 
 
En 1990 se expidió el primer Código de Procedimiento e Instituciones Electorales que 
remplazo a al Código Federal Electoral de 1986. Este código fue reformado en 1996, 
cuando se le dio el perfil y autonomía a las instituciones centrales del sistema electoral 
mexicano, el TEPJ y al IFE. Sobre la regulación a los partidos políticos se ha mantenido en 
su versión original desde el inicio de la década de los noventa. A continuación señalamos 
sus puntos más importantes, haciendo énfasis en el modelo de financiamiento que 
desarrolla, los mecanismos de acceso a medios de comunicación, el sistema de control, y el 
perfil técnico pero participativo que se le ha dado al IFE.  
 
En general el COFIPE, es una legislación precisa y con pretensiones de contener las 
soluciones para el sistema de partidos políticos mexicano
199
.  Desarrolla temas como los 
requisitos de fundación, los órganos que deben componerlos y de esta manera garantizar la 
democracia al interior del partido, las prerrogativas o derechos de los partidos etc.  Prohíbe 
la financiación de los partidos por parte de organismos internacionales o iglesias. 
Igualmente incluye las instituciones que deben tener los partidos políticos, como asamblea 
                                               
199 En Colombia el COFIPE, equivale a al menos tres leyes: la ley estatutaria de partidos políticos, el Código 
Electoral, la ley 974 de 2005. En Argentina los mismos temas están desarrollados en la ley de partidos 
políticos, ley de financiamiento a los mismos, ley del fuero nacional electoral, ley de elecciones primerias y 
Código Electoral, el en caso de Brasil, equivale a la ley de partidos políticos, a la ley general de elecciones y 
sus reformas y al Código Electoral. Como se ve el Cofipe es único al establecer un único cuerpo normativo 




nacional, comités nacionales y en cada entidad federativa, y los procedimientos mínimos de 
debate dentro del partido. El código establece un estricto procedimiento para que el IFE 
acompañe a los ciudadanos que busquen formar un partido político con el fin de que en 20 
entidades federativas o 200 distritos electorales realicen asambleas a las que asistan los 
miembros del futuro partido. 
 
1.2.1 El Instituto Federal Electoral 
 
La transición democrática que vivió México tras la salida del PRI en junio de 2000, su paso 
de partido casi único, a partido hegemónico, del sistema político, y que permitió que se 
realizaran elecciones libres y competitivas desde la década de los noventas del siglo XX, se 
debió, esencialmente, a una reforma electoral que incluyó la creación de un organismo 
profesional e independiente encargado de realizar las elecciones federales y realizar el 
conteo de los votos
200
. La novedad de este organismo autónomo, consistió, en que no 
dependería de la secretaría de gobierno de la presidencia, como la Comisión Federal de 
Vigilancia Electoral de la ley de 1946, sino era un organismo independiente y con respaldo 
de todos en los partidos políticos. A este organismo de corta vida, pero de exitosos 




   
Según el artículo 41 base V de la Constitución Mexicana, el IFE es un ―organismo público 
autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración 
participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos nacionales y los 
ciudadanos. El Instituto Federal Electoral será autoridad en la materia, independiente en 
sus decisiones y funcionamiento y profesional en su desempeño; contará en su estructura 
con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia.‖ 
 
A rasgos generales, el IFE, se presenta como un órgano técnico, profesional y apolítico, 
encargado de realizar las elecciones federales, fiscalizar a los partidos y hacer educación 
cívica
202
, en manos de los consejeros, en buena medida salidos de la academia; tiene en el 
Consejo General su órgano supremo de gobierno, en el que participan, un consejero 
                                               
200 LOAEZA Soledad El Tripartismo Mexicano: el Largo camino hacia la democracia‖ en El asedio a la 
política los partidos latinoamericanos en la era neoliberal, (comp.)  Marcelo Cavorazzi y Juan Abal Medina, 
1° edición, Rosario, homo sapiens pág. 294 
201 MÉNDEZ DE HOYOS Irma, Las reformas electorales en México y el surgimiento y transformación del 
Instituto Federal Electoral‖, Revista Iniciativa, no. 13, Instituto de Estudios Legislativos. 
www.cddiputados.gob.mx. En igual sentido DIAZ ORTIZ Ángel Rafael,‖ Fortalecimiento de la democracia 
Mexicana‖, en Democracia y representación en el umbral del siglo xxi, memorial del iii Congreso 
internacional de derecho electoral Tomo I, Compilador J. Jesús Orozco, México, UNAM, IFE, 1999, pág. 133 




presidente, ocho consejeros electorales, consejeros del poder legislativo, y con voz, pero sin 
voto (Cada partido político designará a un representante propietario y un suplente con voz, 
pero sin voto, Art. 110 Núm. 9°) delegados de todos los partidos del orden nacional, sin 
importar si son mayoritarios o no; y un secretario ejecutivo. 
 
El presidente del Consejo General será electo por las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Cámara de Diputados, de entre las propuestas que formulen los grupos 
parlamentarios, previa realización de una amplia consulta a la sociedad (Cofipe, Art. 110); 
y los consejeros del poder legislativo son elector por la Cámara de diputados, uno por cada 
bancada ―Sólo habrá un consejero por cada grupo parlamentario, no obstante su 
reconocimiento en ambas Cámaras del Congreso de la Unión. Los consejeros del Poder 
Legislativo concurrirán a las sesiones del Consejo General con voz, pero sin voto (Art. 110 
Núm. 4°). Como inhabilidad el Cofipe prevé que los consejeros electorales y el consejero 
presidente no pueden haber participado en política electoral cuatro años antes de su 
elección. 
 
De esta manera, la composición del  Consejo General del IFE es tripartita, participan con 
voz y voto funcionarios técnicos, profesionales e independiente (Presidente del Consejo, 
Consejeros Electorales y Secretario Ejecutivo) y con voz pero sin voto los consejeros de del 
poder legislativo, y consejeros delegados de todos los partidos políticos. El Cofipe, prevé 
que la elección de cada uno de estos cargos la hará la cámara de diputados pero, siempre, 
previa y amplia consulta a la sociedad.  
 
Resaltamos de este apartado, que el IFE es órgano autónomo, independiente, que si bien, en 
su elección participan los partidos políticos y la cámara de diputados, su carácter es técnico 
y profesional
203
, y como veremos más adelante todas sus decisiones en las que participan 
los partidos, son tomadas por funcionarios profesionales perteneciente al Instituto
204
. El IFE 
cuenta con una carrera profesional que garantiza el carácter neutral de los funcionarios y las 
funcionarias que realizan las elecciones.   
                                               
203 Art. 105 Lit. h Núm. 3 del COFIPE: ― Para el desempeño de sus actividades, el Instituto contará con un 
cuerpo de funcionarios integrados en un servicio profesional electoral y en una rama administrativa, que se 
regirán por el Estatuto que al efecto apruebe el Consejo General, en el cual se establecerán los respectivos 
mecanismos de ingreso, formación, promoción y desarrollo‖  
204 ―El IFE cuenta con un servicio profesional electoral establecido por ley, que comenzó a funcionar 
formalemente en los preparativos de las elecciones federales de 1994. Como se explica adelante, durante 1998 
el consejo general del Instituto se dio a la tarea de reformar su sistema de carrera, bajo los principios de 
objetividad y transparencia de manera que el IFE ha logrado diseñar que anticiparon con varios años a los que 
fijo recientemente la ley del servicio profesional en México. El servicio civil del IFE, regulado por el Estatuto 
aprobado en 1999, ha logrado establecer métodos técnicos para erradicar la discrecionalidad a lo largo de toda 
la carrera de quienes forman parte del Instituto, desde su ingreso hasta su jubilación‖ en MERINO Muricio, 




Como lo señala Mauricio Merino esta estrategia (un consejo general con participación de 
los partidos políticos del orden nacional – todos, sin discriminar si es o no mayoritario-) ―se 
diseñó para mediar entre los partidos, para dirigir a la institución y, en consecuencia, para 
vigilar el funcionamiento de la estructura del IFE. Puesto que resultaba inconveniente que 
los partidos se hicieran cargo de manera directa de la organización de las elecciones, y dado 
que la estructural del IFE no producía por sí misma la confianza suficiente, entonces era 
deseable construir una estructura adicional, a un tiempo intermedia e imparcial, que se 
constituyera en una suerte de representación de los ciudadanos‖
205
. Así la participación de 
los partidos en el Consejo General del IFE se da como mecanismo de información de estos, 
no para realizar o dirigir el proceso electoral. Es decir, en México los partidos políticos 
vigilan y controlan a quien hace las elecciones (un organismo técnico y profesional), pero 
no las realizan. Insistimos, los partidos políticos, en todos los órganos del IFE, asisten 
solamente con derecho a voto – opinan y se informan- pero nunca toman decisiones; 
reservadas para los funcionarios.   
 
Tiene como principales funciones la organiza elecciones, el financiamiento y control a 
partidos políticos, hacer el registro federal de electores y realizar campañas para la 
educación ciudadana. Debido a su autonomía su presupuesto lo determina directamente el 
Congreso de México, el cual si es estudiado desde el año 2000 a 2006 ha crecido en 
términos reales, al menos en 9%. Buena parte de este presupuesto, como veremos está 
destinado a la financiación de los partidos políticos (prerrogativas), pero otro amplio 
porcentaje está dirigido a el registro federal de electores, la fiscalización de los partidos 
y la organización de elecciones federales cada tres años.  Su éxito, se debe entonces, al 
compromiso político del Congreso mexicano en aumentar su presupuesto. 
 
El consejo General a su vez se divide en subcomisiones encargadas de adelantar los 
primeros tramites de temas como: capacitación electoral y educación civica, organización 
de elecciones, prerrogativas a partidos políticos; servicio profesional, Registro Federal de 
Electores y Quejas y denuncias a partidos. En estas participan los consejeros del poder 
legislativo y de los representantes de los partidos políticos, nuevamente, con voz pero sin 
voto.  
 
Por debajo del Consejo General del IFE se encuentra la Junta General Ejecutiva, 
conformada por el presidente del consejo general, el secretario ejecutivo, los directores del 
Registro Federal de Electores, de prerrogativas yy partidos políticos, de Organización 
electoral, de servicios profesional Electoral, de capacitación electoral y de educación civica, 
                                               
205 MERINO Muricio, la transición votada, pág. 79 
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y tiene como funciones: a) servir de órgano propositivo al consejo general en los programs 
generales del instituto; b) supervisar el cumplimiento de los programas del registro federal 
electoral; c) supervisar el cumplimiento de las normas aplicables a partidos políticos y las 
prerrogativas de ambos; d) evaluar el desempeño del servicio profesional; e) presentar a la 
consideración del Consejo General los proyectos de dictamen (decisión administrativa) 
sobre la perdida del registro de algún partido políticos. Este órgano resulta de especial 
relevancia debido a su composición y competencias. Es así como la Junta ejecutiva es la 
encargada de realizar las investigaciones y proponer al Consejo General las sanciones a los 
partidos políticos. Por regla general el Consejo General sigue las propuestas de sanción 
presentadas por esta Junta.  
 
El IFE realiza su trabajo a través de direcciones ejecutivas cuyos titulares son nombrados 
por el Consejo General. Estas direcciones tiene funciones técnicas-especializadas, como la 
realización de Registro Federal de Electores a través de censos que son proyectados por 
profesionales expertos en demografía adscritos a esta dependencia; proponer la boleta 
electoral. Para el tema de este trabajo es necesario resaltar a la dirección Ejecutiva de 
prerrogativas y Partidos políticos (art. 129)  que tiene como atribuciones: recibir las 
solicitudes de registro de las organizaciones ciudadanas que cumplan con los requisitos 
para constituirse en partidos; realizar el libro de partidos políticos; enviar los recursos 
económicos por concepto de financiamiento a cada partido político; apoyar a los partidos 
políticos para que puedan hacer uso de las franquicias postales y trato fiscal preferencias 
del cual son titulares, realizar lo necesario para que los partidos políticos disfruten de las 
prerrogativas de acceso a los tiempos en radio y televisión. Son varias aun las dependencias 
en que se divide el IFE que nos faltan por mencionar, mas adelante volveremos sobre 
algunas de ellas, en especial las comisiones y comités que efectivizan los derechos de los 
partidos políticos. 
1.2.2 Tribunal Electoral del Poder Judicial 
 
La segunda institución del sistema electoral mexicano es el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial (TEPJ), órgano de la rama judicial encargada de dirimir los asuntos electorales en 
México. Está previsto como parte de la rama judicial en el artículo 94 de la constitución de 




                                               
206 COFIPE: ―Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del 
artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del 
Poder Judicial de la Federación. Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará con una Sala 
Superior así como con Salas Regionales y sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos que 




Está integrado por una sala federal (―Sala Superior‖) y las salas regionales; por ser un 
órgano judicial, además de estar sometidos a los principios de independencia y autonomía, 
son electos por la cámara de senadores por ternas enviadas por la Corte de Justicia de la 
Nación (el equivalente a nuestra Corte Suprema de Justicia). La sala superior es integrada 
por 7 magistrados y resuelva las impugnaciones contra las elecciones de los funcionarios de 
elección popular de la Federación (presidente, senadores y diputados) y las impugnaciones 
que se presenten contra las decisiones de la autoridad electoral (IFE), por un periodo de 
diez años improrrogables.  
 
Las salas regionales son integradas por tres magistrados por periodos de 8 años sin la 
posibilidad de reelección, y requerirán los mismos requisitos para ser magistrados de los 
tribunales colegiados del circuito (el equivalente a nuestros magistrados de tribunal de 
distrito judicial). Se prohíbe que miembros de órganos electorales sean candidatos a 
senadores o diputados, solo pasados dos años podrán serlo (art. 7). 
 
La competencia del TEPJ se resume en el control judicial a todas las resoluciones del 
Consejo General del IFE de carácter sancionador o fiscalizador, así como la protección a 
los derechos de los ciudadanos afiliados a partidos políticos; las desavenencias que surjan 
entre los trabajadores y las trabajadoras del IFE y este. Las impugnaciones en las elecciones 
federales de diputados y senadores; las impugnaciones que se presenten sobre la elección 
de presidente resueltas en única instancia por la Sala Superior; las impugnaciones de actos 
y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a las señaladas anteriormente, que 
violen normas constitucionales o legales; las impugnaciones de actos o resoluciones 
definitivos y firmes de las autoridades competentes de las, entidades federativas para 
organizar y calificar los comicios, o resolver las controversias que surjan durante los 
mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el 
resultado final de las elecciones; las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los 
derechos político-electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y 
pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país; la determinación e imposición de 
sanciones en la materia. La ley de mecanismos de impugnación electoral desarrolla en 
detalle todas las competencias y procedimientos del tribunal 
 
1.2.3 Breve mención a las circunscripciones del Congreso de México. 
 
El Congreso mexicano combina un sistema de representación mayoritaria y uno 
proporcional
207
,  y es  integrado por dos cámaras, el senado y la cámara de diputados. La 
                                               
207 CARBALLO BALCANERA Luis, ―El sistema Electoral de la Constitución Mexicana‖ en Tendencias 
contemporáneas del derecho electoral en el mundo, memoria – Congreso Internacional de Derecho electoral, 
UNAM, México, 1993, pág. 220 
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cámara de diputados está integrada por 500 miembros, 300 electos por un sistema de 
distrito único (el Estado Mexicano está dividido en 300 distritos electorales, donde los 
candidatos compiten por la curul de ese distrito y quien gana, así sea por un voto, desplaza 
a los restantes candidatos) por mayoría relativa, y los otros 200 son electos por el principio 
de representación proporcional, en las denominadas circunscripciones electorales (art. 11). 
Así, existen dos clases de circunscripciones, 300 uninominales denominadas distritos 
electorales, y cinco  circunscripciones plurinominales para la elección de 200 diputados. El 
senado se compone de 128 miembros, electos de la siguiente manera: los 31 estados 
federados y el distrito federal, eligen dos senadores, y a la mayor minoría se le entrega una 
tercera curul, para un total de 96, mientras que los restantes 32 son electos en elecciones de 
circunscripción nacional.    
 
Sobre el régimen de partidos, el COFIPE dedica el libro segundo de su articulado. Es el IFE 
que da los registros a los partidos políticos (art. 22). Establece el mismo artículo 22 No 5 
Los partidos políticos se regirán internamente por sus documentos básicos, tendrán la 
libertad de organizarse y determinarse de conformidad con las normas establecidas en el 
presente Código y las que, conforme al mismo, establezcan sus estatutos. Los requisitos 
para la formación de partidos son, tener 3000 afiliados en al menos 20 entidades 
federativas, o 300 afiliados en 200 distritos electorales único, o el 0,26 del censo electoral 
de las últimas elecciones. 
 
1.2.4 Sistema de financiamiento a partidos políticos. 
 
El COFIPE, en desarrollo de lo establecido en el artículo 41 No. 2 Lit. a), b) y c)
208
, prevé 
el sistema de financiamiento a los partidos políticos. Así, el artículo 36 Lit. C) prevé que es 
                                               
208 Es directamente la Constitución Mexicana, tras la reforma de 1989, la que prevé de manera detallada el 
sistema de financiamiento, los rublos, a partir de qué cantidad de votos y los montos a los que tienen derechos 
los partidos políticos nacionales. En las paginas siguientes explicaremos esta legislación. Art. 41 Constitución 
Mexicana: El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada 
elección, se compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias 
permanentes, las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y las de carácter 
específico. a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se 
fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta 
y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal. El treinta por ciento de la 
cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en 
forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido 
en la elección de diputados inmediata anterior. b) El financiamiento público para las actividades tendientes a 
la obtención del voto durante el año en que se elijan Presidente de la República, senadores y diputados 
federales, equivaldrá al cincuenta por ciento del financiamiento público que le corresponda a cada partido 
político por actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al 
treinta por ciento de dicho financiamiento por actividades ordinarias. c) El financiamiento público por 
actividades específicas, relativas a la educación, capacitación, investigación socioeconómica y política, así 
como a las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del monto total del financiamiento público que 
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derecho de los partidos políticos ―acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento 
público en los términos del artículo 41 de la Constitución”. Este financiamiento se da de 
manera directa – entrega de dinero- y de manera indirecta – permitiendo el acceso a medios 
de comunicación, franquicias postales y un régimen fiscal especial-. A continuación 
explicaremos cómo funciona el sistema de financiación directa, mas adelante nos 
detendremos en los mecanismos indirectos.  
 
El Financiamiento, conforme al artículo 77 del Cofipe,  puede ser  público, que siempre 
debe prevalecer sobre  el privado, (el dinero recibido por la militancias y los simpatizantes 
– se prohíbe que entidades internacionales o las iglesias realicen donaciones-), el 
autofinanciamiento, y los réditos financieros.  Los tres los rublos o conceptos por los cuales 
los partidos políticos reciben dinero del Estado son: i) actividades ordinarias permanentes 





a) Actividades Ordinarias Permanentes: El primer concepto es calculado por el IFE 
(Consejo General),  multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del 
salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal
210
. El resultado de la operación 
señalada en la fracción anterior constituye el financiamiento público anual a los partidos 
políticos por sus actividades ordinarias permanentes. 
 
Esta cantidad es repartida entre todos los partidos políticos, siguiendo una proporción 
70/30. Treinta por ciento de la cantidad total de los recursos son repartidos de manera 
igualitaria entre todos los partidos políticos con representación en alguna de las Cámaras 
del Congreso. El setenta por ciento restante se distribuirá según el porcentaje de la votación 
nacional emitida que hubiese obtenido cada partido político con representación en alguna 
de las Cámaras del Congreso de la Unión en la elección de diputados por mayoría relativa 
inmediata anterior. Este sistema, es uno de los pasos adelante en la equidad de los partidos 
políticos, ya que permitió que los partidos políticos en oposición tuvieran reales 
condiciones de equidad financiera con el partido en gobierno, de hecho, en el año 2000, la 
coalición que postulo a Vicente Fox – suma de dos partidos que lo presentaron- tuviera más 
recursos que el PRI
211
.  
                                                                                                                                               
corresponda en cada año por actividades ordinarias. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo 
a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por 
ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados 
inmediata anterior. 
209 Art. 78 Cofipe, aunque repite la literalidad del artículo 41 Constitucional. 
210  Constitución Política de los Estados Unidos de México, Art. 41.  




b) Los Gastos de Campaña: ―En el año de la elección en que se renueven el Poder 
Ejecutivo federal y las dos Cámaras del Congreso de la Unión, a cada partido político se le 
otorgará, [adicionalmente AOP] para gastos de campaña un monto equivalente al cincuenta 
por ciento del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades 
ordinarias permanentes le corresponda en ese año‖ (Art. 78 Núm. 1 Lit. b). En el año de la 
elección en que se renueve solamente la Cámara de Diputados, a cada partido político se le 
otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al treinta por ciento del 
financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes 
le corresponda en ese año. 
 
Esto lleva a que cada tres años – periodo de los senadores y los miembros de la Cámara de 
diputados- el presupuesto de los partidos  sea doblado por el IFE.  
 
c) Actividades especificas como educación y capacitación de sus afiliados: ―La 
educación y capacitación política, investigación socioeconómica y política, así como las 
tareas editoriales de los partidos políticos nacionales, serán apoyadas mediante 
financiamiento público por un monto total anual equivalente al tres por ciento del que 
corresponda en el mismo año para las actividades ordinarias.‖  Este rubro de financiación, 
parte del hecho que los partidos políticos no son solamente instituciones de conducción 
electoral  de la ciudadanía, sino por el contrario, espacio de formación política permanente, 
motivo por el cual, además de participar en las elecciones periódicas, deben formar y 
producir, por ejemplo, publicaciones y capacitación a todos sus afiliados y afiliadas. 
Establece como obligación de los partidos, editar por lo menos un texto cada tres meses y 
una cada semestre de carácter teórico.  
  
Este detallado, y generoso – con los partidos minoritarios, al entregar el 30 % de los 
recursos anuales de manera igual- sistema de financiamiento público ha permitido que los 
partidos que estuvieron en desventaja frente al PRI durante siete décadas, lograran, aun en 
coalición, igualdad financiera. Javier Aparicio muestra la tendencia en el cambio de la 
balanza de financiamiento entre todos los partidos desde el año 1997 (primeras elecciones 












Partidos Políticos - Ingresos Totales, 1998-2004 




1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 
 
PAN 
1,212 525 522 945 742 727 1,378 754 
 
PRI 
1,853 518 719 1,285 775 751 1,417 547 
 
PRD 
845 327 360 737 299 302 559 329 
 
PT 
389 124 121 235 150 153 283 106 
 
PVEM 
115 130 177 294 188 243 352 206 
 
CONV 
_ _ 12 59 119 131 243 127 
 
Total  
6,411 3,622 3,910 5,553 4,255 4,309 6,235 4,073 





Finalmente es necesario mencionar que, teniendo en cuenta que el recorrido electoral de 
México, se busco  la ampliación de la participación y la inclusión de la ciudadanía 
desilusionada de la contienda electoral, el Cofipe prevé que en caso de obtener el registro 
de un nuevo partido político después de las elecciones, o teniéndolo antes de estas, un 
partido pequeño perdió su representación en el Congreso, seguirá teniendo derecho a la 
financiación estatal. Esta vez, ―se otorgará a cada partido político el dos por ciento del 
monto que por financiamiento total les corresponda a los partidos políticos para el 
sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes‖. Se exige, que si bien no hayan 
logrado una curul, al menos consiguieran el 2% de los votos de las elecciones.  Así  los 
partidos nuevos, o de reciente registro, y que aún no cuentan con representación en el 
Congreso tienen derecho a un 2% del monto total para AOP estimado cada año. 
 
1.2.5 Mecanismos de control, vigilancia y sanción a los partidos 
 
El primer control que se realiza sobre los gastos de los partidos políticos es por parte de la 
ciudadanía, ya que establece el derecho para que cualquier persona acceda a la información 
que guarde un partido político nacional. Además de esto, el Cofipe reglamenta el principio 
                                               
212 APARICIO Javier, ¿Cómo se financian los partidos políticos en México?,op. cit.. pág.4  Estos ingresos 
constituyen casi el 95% de los recursos de los tres partidos más grandes, PRI, PAN, y PDR. 
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general de ―obligaciones de los partidos políticos en materia de transparencia‖ (Capitulo V 
del Libro I, art. 41), que exige a los partidos establecer formatos y procedimientos y plazos 
agiles para resolercer las solicitudes del IFE y de los ciudadanos. Los partidos esta 
obligados a publicar en su página electrónica documentos básicos como: las facultades de 
sus órganos de dirección; los reglamentos, acuerdos y demás disposiciones de carácter 
general, aprobados por sus órganos de dirección, que regulen su vida interna, las 
obligaciones y derechos de sus afiliados, la elección de sus dirigentes y la postulación de 
sus candidatos a cargos de elección popular; El directorio de sus órganos nacionales, 
estatales, municipales, el tabulador de remuneraciones que perciben los integrantes de los 
órganos a que se refiere el inciso anterior, y de los demás funcionarios partidistas;  los 
montos de financiamiento público otorgados mensualmente, en cualquier modalidad, a sus 
órganos nacionales, estatales, municipales y del Distrito Federal, durante los últimos cinco 
años y hasta el mes más reciente, así como los descuentos correspondientes a sanciones, los 
informes, anuales o parciales, de ingresos y gastos, tanto ordinarios como de precampaña y 
campaña; el estado de situación patrimonial; el inventario de los bienes inmuebles de los 
que sean propietarios, así como los anexos que formen parte integrante de los documentos 
anteriores; la relación de donantes y los montos aportados por cada uno, los nombres de sus 
representantes ante los órganos del Instituto; el listado de las fundaciones, centros o 
institutos de investigación o capacitación, o cualquier otro, que reciban apoyo económico 
permanente del partido político; el dictamen y resolución que el Consejo General del 
Instituto haya aprobado respecto de los informes financieros.  
 
A su vez, se exige que los partidos dentro de su estructura cuenten con un órgano 
encargado de hacer la contabilidad y presentar informes financieros ante el IFE, este órgano 
interno debe obtener y administrar los recursos generales y de campaña. 
 
Sobre el control que realiza el IFE,  es menester mencionar a la Unidad de Fiscalización de 
recursos de los Partidos Políticos ―órgano técnico del Consejo General, que tiene a su cargo 
la recepción y revisión integral de los informes financieros‖ (art. 79). Esta Unidad no está 
limitada por el secreto bancario fiscal o fiduciario, por lo que las entidades de orden 
privado están obligadas a atender y resolver sus solicitudes en máximo treinta días hábiles. 
 
El director general de la Unidad de Fiscalización será designado por el Consejo General, 
deberá  comprobar experiencia en tareas de dirección de fiscalización, con al menos cinco 
años de antigüedad. La Unidad tendrá las siguientes facultades: emitir las normas generales 
de contabilidad y registro de operaciones aplicables a los partidos políticos;  vigilar que los 
recursos de los partidos tengan origen lícito y se apliquen estricta e invariablemente a las 
actividades establecidas en el COFIPE;  recibir los informes trimestrales y anuales que 
deben presentar todos los partidos, así como de gastos de precampaña y campaña, de los 
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partidos políticos y sus candidatos; requerir información complementaria respecto de los 
diversos apartados de los informes de ingresos y egresos o documentación comprobatoria 
de cualquier otro aspecto vinculado a los mismos;  ordenar la práctica de auditorías, 
directamente o a través de terceros, a las finanzas de los partidos políticos;  requerir de las 
personas, físicas o morales, públicas o privadas en relación con las operaciones que realicen 
con partidos políticos, la información necesaria para el cumplimiento de sus tareas.  
 
Los partidos deben presentar informes financieros sobre origen y destino de los recursos 
cada tres meses, y uno final al año; informes en el periodo previo  a las elecciones e 
informes durante el periodo electoral y posterior a él. El Cofipe reglamenta de manera 
exaustiva el procedimiento de presentación de estos informes por cada partido político, y 
los requerimientos de información adicional que pueda hacer la Unidad especial de IFE. 
Establece los lineamientos en los que debe pronunciarse la Unidad, el diagnostico sobre las 
finanzas, sus resultados y recomendaciones. El dictamen de la unidad es apelable ante el 
TEPJ. 
 1.2.6 Prerrogativa de Acceso a medios de Comunicación 
 
El artículo 48 desarrolla los derechos más importantes de los partidos i) tener acceso a radio 
y televisión y ii) financiamiento. Frente al primer tema prohíbe que los partidos, 
precandidatos y candidatos contraten publicidad, ya que el acceso a medios, 
específicamente radio y televisión, se hará como lo establezca el IFE y de manera 
gratuita
213
. Sobre la distribución de los espacios en medios, el COFIPE, establece que el 
IFE tendrá derecho, desde el periodo preelectoral al día de las elecciones, a 48 minutos de 
televisión y radio que distribuirá por horas, a razón de dos o tres minutos por hora
214
 dando 
prelación a los horarios con mayor audiencia. 
 
Estos 48 minutos son posteriormente distribuidos entre los partidos políticos de la siguiente 
manera: seis minutos para publicidad institucional del IFE, de los restantes 41 mins.,  el 30 
% por igual entre todos los partidos políticos, y 70% será distribuido entre los partidos 
según el número de votos obtenidos en las últimas elecciones a diputados.  Para los 
periodos entre comicios electorales, la constitución mexicana en su literal g), desarrollada 
por el COFIPE (art. 71)  prevé que el IFE entregara a cada partido político con registro, por 
                                               
213 Art. 49 No. 6: ―El Instituto garantizará a los partidos políticos el uso de sus prerrogativas constitucionales 
en radio y televisión; establecerá las pautas para la asignación de los mensajes y programas que tengan 
derecho a difundir, tanto durante los periodos que comprendan los procesos electorales, como fuera de ellos; 
atenderá las quejas y denuncias por la violación a las normas aplicables y determinará, en su caso, las 
sanciones. 
214  Art. 55 No. 1. Dentro de los procesos electorales federales, a partir del inicio de las precampañas y hasta 
el día de la jornada electoral, el Instituto Federal Electoral tendrá a su disposición cuarenta y ocho minutos 
diarios en cada estación de radio y canal de televisión. 
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igual, cinco minutos para que mensualmente realicen un programa de televisión y radio. En 
este aspecto, el Cofipe, con el fin de garantizar equidad en la contiende electoral, prevé el 
que IFE realizará, en casos de elecciones presidenciales, dos debates entre los candidatos 
registrados (art. 70), los debates serán realizados en el día y hora que determine el Consejo 
General, escuchando previamente la opinión de los partidos políticos. En todo caso, el 
primer debate tendrá lugar en la primera semana de mayo, y el segundo a más tardar en la 
segunda semana de junio del año de la elección; cada debate tendrá la duración que acuerde 
el Consejo General. 
 
Los debates serán transmitidos, en vivo por las estaciones de radio y canales de televisión 
de permisionarios públicos, incluyendo las de señal restringida. El Instituto dispondrá lo 
necesario para la producción técnica y difusión de los debates. Las señales de radio y 
televisión que el Instituto genere para este fin podrán ser utilizadas, en vivo, en forma 
gratuita, por los demás concesionarios y permisionarios de radio y televisión. El Instituto 
realizará las gestiones necesarias a fin de propiciar la transmisión de los debates en el 
mayor número posible de estaciones y canales. 
 
El COFIPE establece que el IFE tendrá comité de radio y televisión, que será el encargado 
de presentar al consejo general la reglamentación de pautas de transmisión de la publicidad 
electoral. Estará integrado por un delegado de cada partido Político Nacional, tres 
consejeros que integren el comité de prerrogativas de los partidos políticos y el director 
ejecutivo de prerrogativas de partidos políticos. Es de relevar que la participación de los 
partidos nacionales se da en igualdad, sin importar el número de su votación, y los 
miembros del IFE, siguen siendo funcionarios técnicos y profesionales, sin adscripción 
partidista. Prueba de ello es que, el mismo COFIPE, busca las decisiones se busquen 
mayoritariamente por consenso, y de ser necesarias votaciones, solo votaran los tres 
consejeros del comité prerrogativas partidistas, es decir funcionarios técnicos. Tratándose 
de elecciones al cargo de presidente de los Estados Unidos Mexicanos, el IFE tiene la 
obligación de dos debates entre los candidatos registrados para ese cargo (art. 70) estos 
debates son trasmitidos por los canales de televisión y radio ―permisionarios públicos‖. 
Durante periodos entre elecciones los partidos políticos nacionales tendrán derecho a hacer 
mensualmente un programa de cinco minutos (art. 71). 
 
1.3 Ley federal de transparencia y acceso a la información pública gubernamental 
 
Uno de los elementos que recientemente han facilitado el acceso a la información pública 
de los mejicanos y mejicanas, y ha hecho más trasparente la actividad de las dependencias 
de todos los niveles del Estado, en beneficio, entre otros de los partidos en oposición, es la 
ley de acceso a la información de 12 de junio de 2003. Esta ley buscaba hacer más 
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trasparente y someter a veeduría ciudadana las actividades  de todas las dependencias 
federales, ejecutivas, legislativas, judiciales  y las que tuvieran autonomía constitucional 
(por ejemplo el IFE o el Banco Central). Para esto la ley creó un Instituto Federal de 
Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) con amplias facultades para 
garantizar el acceso a la información pública en caso de obstaculización por alguno de los 
órganos o poderes de la federación. 
 
La ley obliga a todas las dependencia federales a publicitar de manera oficiosa  información 
general sobre su estructura orgánica, facultades administrativas, directorio de servidores 
públicos, jefes de departamento, remuneración mensual por puesto, dirección electrónica 
donde se pueden enviar solicitudes de información, servicios que ofrece, información sobre 
el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución, resultados sobre 
auditorias a cada entidad obligada, información sobre el diseño, ejecución, montos 
asignados y criterios de acceso a los programas de subsidio en caso de que existan en la 
dependencia, así como los padrones (listados) de beneficiarios de los programas sociales 
que establezca el presupuesto de la federación; las concesiones, permisos o autorizaciones 
otorgados, específicamente los titulares de aquéllos; las contrataciones  de obras publicas, 
bienes adquiridos, arrendados, y servicios contratados, monto de los mismos, nombre del 
proveedores, contratista o persona física o moral que los haya celebrado y los plazos de 
cumplimiento; establece que los informes que presenten los partidos políticos y las 
agrupaciones políticas  nacionales al IFE, así como las auditorias y verificaciones deberán 
hacerse públicos al concluir el procedimiento de fiscalización. Cualquier ciudadano, y por 
lo mismo cualquier partido político, podrá solicitar al IFE la información relativa al uso de 
los recursos públicos que reciban los partidos. 
 
La ley establece una unidad de enlace (un funcionario) y comités de información (un 
órgano colegiado de supervisión) en todas las entidades federales dependientes del 
Ejecutivo. La unidad de enlace tendrán como función recabar y divulgar la información que 
debe difundirse de oficio en cada entidad además de propiciar que las unidades 
administrativas la actualicen periódicamente; recibir y dar trámite a las solicitudes de 
acceso a la información hechas por los ciudadanos y ciudadanas, ya sea para la rectificación 
de sus datos personales o en procedimiento de acceso a dependencia o entidad; auxiliar a 
los particulares en la elaboración de solicitudes y, en su caso, orientarlos sobre las 
dependencias o entidades u otro órgano que pudieran tener la información que solicitan. A 
su vez los comités de información tendrán como funciones vigilar a las unidades de enlace. 
 
El Instituto Federal de Acceso a la Información Pública es un órgano de la Administración 
Pública Federal, con autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de 
promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información; resolver sobre la 
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negativa a las solicitudes de acceso a la información y proteger los datos personales en 
poder de las dependencias y entidades. Estará integrado por cinco comisionados, quienes 
serán nombrados por el Ejecutivo Federal. La Cámara de Senadores podrá objetar dichos 
nombramientos por mayoría. La principal función del  Instituto es conocer de los recursos 
de revisión contra las solicitudes de acceso a la información negados. 
 
Es claro la semejanza entre el derecho al acceso a la información gubernamental pública, y 
nuestro derecho de petición reglamentado por el Código Contencioso Administrativo de 
esta ley, lo que resulta un aporte es que: obliga a todas las entidades federales a publicar de 
oficio información que rebasa los contenidos informativos estándar de cualquier entidad en 
Colombia (por ejemplo los salarios de todos los funcionarios, la lista de contratistas y sus 
honorarios, el presupuesto anual etc.); segundo la creación de una entidad autónoma e 
independiente encargada, exclusivamente de velar por el cumplimiento de este derecho al 
acceso a la información, a diferencia de nuestro trámite judicial, que debido a la congestión 
judicial se convierte, muchas veces, en un obstáculo. 
 
En definitiva la pretensión de esta ley fue que a partir de ella ―toda acción emprendidas por 
los funcionarios públicos (institucional, administrativa, presupuestal, política, etc.), 
estuviera sujeta al escrutinio de cualquier persona en el momento (incluido, los partidos 
políticos) en que lo requiera. Decenas, centenas o miles de observadores estarán atentos y 
contarán con todas las herramientas para solicitar esa información, lo que constituirá un 
nuevo contexto de exigencia a todos los funcionarios públicos de México. Al mismo 
tiempo, la Ley de Transparencia permitirá una discusión pública mejor informada, porque 
estará respaldada por información común y accesible para todos, por datos oficiales que se 
encuentran documentados y archivados, que cualquiera puede tener a la mano para forjarse 
un juicio, una opinión o para tomar una decisión más informada‖
215
   
 
REFORMAS POLÍTICAS Y ELECTORALES TRAS LAS DICTADURAS: BRASIL 
Y ARGENTINA 
 
Los dos casos que estudiaremos a continuación pueden ser caracterizados de manera 
similar. Con el fin  de la segunda guerra mundial, la democratización de los países en los 
que los gobiernos autoritarios llegaron al poder se hizo a través de la expedición de nuevas 
constituciones que consagraban principios como el pluralismo político. Debido a esto, el 
constitucionalismo y la democratización fueron identificados como el mismo proceso
216
. En 
                                               
215 Transparencia, acceso a la información y datos personales, Marco Normativo, Instituto Federal de Acceso 
a la Información Publica, Sexta edición, México, 2009 pág. 9 
216 BARROSO Luis Roberto, El Neoconstitucionalismo y la Constitucionalización del Derecho el triunfo 




América Latina, Argentina, tras el fin de las dictaduras y los procesos de transición y 
consolidación de la democracia, varios países vivieron procesos similares de 
democratización e inclusión, a través del desarrollo de nuevas constituciones. El primero de 
ellos, fue Brasil, que tras la dictadura, en 1988 expide un nuevo texto fundamental que va a 
dar lugar, no solo a la consolidación de su sistema político, sino, incluso a una nueva 
corriente de la teoría constitucional, ―el constitucionalismo latinoamericano‖
217
. Tras 
Brasil, el siguiente país en intentar crear democracias más incluyentes, democráticas y 
estables, fue Argentina que tras el fin de la dictadura, el 10 de diciembre de 1983, en 1994 
inicio una profunda reforma constitucional que dio lugar, a una nueva acomodación de las 






Si bien, como lo acabamos de mencionar, el proceso transición democrática de Brasil puede 
ubicarse junto con otros, en una ola latinoamericana de constitucionalismo, entre los 
procesos que examinaremos (Brasil y Argentina) hay profundas diferencias. En el caso de 
Brasil, la apertura política fue muy diferente de las demás experiencias del cono sur en 
razón a que tras el golpe militar dado a Joao Goulart, en 1964, se estableció en Brasil una 
dictadura que fue, formalmente dirigida por civiles – todos generales retirados del ejército 
electos por el Congreso de la Federación- en el que se realizaban comicios  y en el que se 
dieron cinco alternancias en la presidencia
219
. Es así, como el proceso de transición a la 
democracia fue gradual y prolongado (1974-1985)
220
, desde 1965 hasta 1985, donde se 
incluyen periodos, como el de 1976, en los que la oposición participa y obtiene un 
importante número de votos. De hecho la dictadura implemento, vía ―Acto Institucional‖ un 
sistema bipartidista desde 1966, en el que si bien se ilegalizaba el pluripartidismo 
(especialmente e innecesariamente cruel fue la persecución contra comunistas y 
socialistas), existía, formalmente, competencia entre ARENA, pro militares y MDB, 
opositor a la dictadura.  
 
                                               
217 Esta hipótesis sostiene que en los ultimos 30 años, América Latina, entera ha sufrido procesos 
constitucionales profundos que ha buscado desarrollar políticamente nuestras sociedades. Así tras Brasil en 
1988, siguió México en 1989, Colombia en 1991, Paraguay en 1993, Argentina en 1994, Venezuela en 1999, 
Ecuador en 2008 y Bolivia en 2009. 
218 Seguimos en rasgos generales JARDIM Torquato, ―La regulación jurídica de los partidos políticos en 
Brasil‖ en ZOVATTO Daniel (coord.) La regulación jurídica de los partidos políticos en América Latina, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Internacional IDEA, 1° ed. 2° reimpresión, México, 2008, pág. 
275-304  
219 Los mariscales Humberto Castelo Branco y Artur da Costa e Silva, y los generales Emílio Garrastazu 
Médici, Ernesto Geisel y João Baptista Figueiredo. 
220 LAMOUNIR Bolivar ―parlamentarismo o presidencialismo atenuado, el debate actual en Brasil‖ en Dieter 
Nohlen y Mario Fernández (editores) op. cit.. pág.125  
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El talante del golpe militar de 1964, la implementación de las reformas económicas  
defendidas por el presidente depuesto (de izquierda), además de la celebración de 
elecciones locales y de congresistas nacionales,  hacen del golpe y del posterior régimen, un 
sistema autoritario en el que el Ejército controló la vida política del Brasil, pero en el que la 
oposición – en principio de derecha pero inclusive, a partir del 76, la de izquierda que 
regresa del exilio- jugó un rol principal que llevo a cambios paulatinos y controlados
221
, 
Evidencia de ello, es que aun hoy, mucha de la legislación vigente sobre partidos políticos 
es previa a 1985. Es así, como los dos últimos gobiernos, Geisel (74-79) y Oliveira 
Fuigueiredo (79-85) consientes que las Fuerzas Armadas no podían mantener el control 
sobre la vida política del país, inician un proceso de tímida ―abertura‖ (democratización), 
garantizando siempre que el Ejército no fuera directamente atacado y no permitir que la 
izquierda llegara al poder. Desde 1981 se rompe el bipartidismo impuesto, y surgen nuevas 
organizaciones amparadas por una nueva legislación, se aprueban nuevamente elecciones 
directas regionales, en las que el nuevo partido pro gobierno (PSD) obtiene la mayoría de 
victorias regionales, pero en las que la oposición PMDB, llega al gobierno en tres 
importantes regiones, Sao Paolo, Rio de Janeiro y Minas Gerais. Incluso, es en este periodo 
que se funda el Partido de los Trabajadores, PT, actual partido en el gobierno tras 8 años en 
el poder.  A partir de 1983, la campaña por la elección directa del presidente  ―directas ya‖, 
lleva a que en 1985 el Congreso elija a un presidente ajeno al control del Ejercito, lo cual 
marca el fin de la dictadura, y el inicio de la transición que dará origen a la constitución de 
1988.  
 
Si bien la constitución reconoce los derechos fundamentales a la participación y a la 
formación libre de partidos políticos (art. 16 y 17), solo hasta el año 1995 se derogó la ley 
5682 de 1971 sobre partidos de la época de la dictadura militar. Las principales 
instituciones electorales y sobre la oposición previstas por el constituyente de 1988 son las 
siguientes.   
 
2.1 Justicia Electoral 
 
La base del sistema electoral de garantías federales se encuentra en la justicia electoral. La 
propia constitución en su artículo 93 prevé los tribunales y juzgados de temas electorales 
como  parte del poder judicial. El sistema constitucional tiene en la cima a un tribunal 
superior electoral compuesto por mínimo de siete jueces (art. 119) electos: tres jueces entre 
los Magistrados del Supremo Tribunal Federal (el tribunal constitucional);  dos jueces entre 
los Ministros del Tribunal Superior de Justicia; y por nominación al Presidente de la 
República, dos jueces entre seis abogados de notable saber jurídico e idoneidad moral, 
                                               
221 HALPERIN DONGHI, Tulio, Historia Contemporánea de América Latina, Madrid, Alianza Editorial, 
1983, pág. 480-484 
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propuestos por el Supremo Tribunal Federal. Estos cargos son vitalicios pasados dos años 
en el cargo. Al igual que en el caso Mexicano la constitución de 1988 prefirió un sistema 
que garantizara la elección de los jueces en el que tuviera mayor peso los electos por la 
misma rama judicial; y en el caso de los electos por el presidente serán de listas enviadas 
por el Tribunal Supremo Federal. 
 
El artículo 120 crea los ―Tribunales Regionales Electorales‖ en la Capital de cada Estado y 
en el Distrito Federal compuestos de dos jueces entre los magistrados (desembargadores) 
del Tribunal de Justicia; de dos jueces, escogidos entre jueces de derecho  por el Tribunal 
de Justicia;  un juez del Tribunal Regional Federal con sede en la Capital del Estado o en el 
Distrito Federal, o si no hubiese juez federal, escogido, en cualquier caso por el Tribunal 
Regional Federal respectivo. Estos tribunales Regionales conocerán en primera instancia de 
las decisiones que se recurran, y solo en caso de contradicción entre la interpretación del 
tribunal regional y el federal se podrá impugnar ante éste. A diferencia del tribunal supremo 
electoral, los jueces de los tribunales regionales tienen periodos de dos años, siendo 
reelegibles máximo dos bienios.  
 
2.3 Derecho a consulta  
 
La constitución brasilera prevé en su artículo 89 la existencia del consejo de la república y 
del consejo de defensa nacional. En el caso del Consejo de la República es el máximo 
órgano consultivo del presidente, que es convocado a propósito de la declaratoria de los 
estados de excepcionalidad constitucional (intervención federal, estado de sitio y estado de 
defensa) y cuestiones relevantes para la estabilidad de las instituciones democráticas. Este 
consejo está compuesto por el vicepresidente de la república, el presidente de la cámara de 
diputados, el presidente del senado,  los líderes de la mayoría y minoría de la Cámara de 
Diputados, los líderes de la mayoría y minoría del Senado Federal el Ministro de Justicia, y 
seis ciudadanos brasileños de origen con más de treinta y cinco años de edad, siendo 
nombrados por el Presidente de la República, dos elegidos por el Senado Federal y dos 
elegidos por la Cámara de los Diputados, todos con mandato de tres años, prohibiéndose la 
reelección. Destaca la participación en este órgano consultivo del presidente de las minorías 
de ambas cámara. Esto potencialmente otorga a estos grupos parlamentarios (los delegados 
de las dos cámaras son electos por ellos mismos, lo cual permite que la disposición sea 
trampeada) el derecho a ser consultados y a participar de las discusiones que tiene en 




2.4 Ley de partidos políticos (Ley 9096 de 1995). 
                                               
222 Conforme a los artículos 136 y 137 de la Constitución de Brasil de 1988 esta consulta es previa a la 




El primer reconocimiento a los partidos políticos en Brasil tras la transición se dio en el 
artículo 17 constitucional que estableció que estos eran entidades de derecho privado pero 
de vital importancia pública, motivo por el cual los financiará con el fin  de proteger el 
pluralismo político pero observando un adecuado sistema de rendición de cuentas ante la 
justicia electoral. Solo hasta 1995 se modifico la ley de partidos políticos No. 5683 de 1971 
expedida durante el periodo de la dictadura. Esta ley regula aspectos genéricos como los 
requisitos de constitución y registro, los órganos directivos y los mecanismos de 
democracia interna, temas de financiamiento y los requisitos de elegibilidad para el mismo 
etc. Para lo que nos interesa del objeto de esta tesis, nos referiremos a continuación a las 
garantías para la competencia electoral a los partidos y fuerzas políticas, como el derecho a 
financiamiento directo, el acceso a medios de comunicación, así como los controles y 
fiscalización del financiamiento privado.  
 
Nos referiremos a los requisitos de fundación de un partido, debido a que la comparación 
de las legislaciones del periodo de la dictadura y de 1995, muestra como altos requisitos de 
fundación obstaculizan la aparición de terceras fuerzas dentro de los sistemas de partidos 
políticos. La ley de 1971 exigía en el acto constitutivo al menos el diez por ciento de los 
representantes del Congreso Nacional, o el apoyo expreso en voto de cómo mínimo cinco 
por ciento del censo electoral que hubiese participado en la última elección, distribuidos en 
al menos 8 estados. Esta norma lo que evidencia es que los nuevos partidos políticos que 
quisiesen aspirar a participar en la vida política de Brasil, debían, desde su fundación, 
comportarse como partidos exitosos, claramente distante de los partidos políticos opuestos 
a la dictadura de Brasil en la década de los ochenta. La ley de 1995 exigió que los nuevos 
partidos políticos, que quisiesen el registro constitutivo de su personería jurídica, deben 
acreditar representatividad nacional a través de la recolección de firmas equivalentes al 0,5 
% de los votos validos de la última elección a la Cámara de Diputados. Estas firmas deben 
estar distribuidas entre 1/3 de los Estados. Este mecanismo entiende que los partidos 
nuevos son partidos, como tendencia, minoritarios, y que solo pasados varios eventos 
electorales podrán representar segmentos amplios de la sociedad.  
 
Las disposiciones siguientes de la ley hacen referencia a la autonomía de los partidos frente 
al Estado, por lo cual tiene plena discreción para establecer su estructura, funcionamiento, y 
directivas, siempre u cuando respeten la constitución, la ley y normas sobre cuotas mínimas 
de participación de mujeres en las listas a cargos públicos.  
 
Sobre el financiamiento, el sistema brasilero representa una alternativa novedosa frente a 
los otros casos estudiados.  Los artículos 38 y subsiguientes establecen un Fondo Especial 
de Asistencia financiera a los partidos políticos constituidos por las multas y sanciones 
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pecuniarias en aplicación del código electoral y leyes conexas; las donaciones de personas 
físicas o jurídicas, realizadas a través de depósitos bancarios directamente en el fondo de 
las partes y las asignaciones presupuestarias del Estado en ―una cantidad no menos, cada 
año, el número de votantes registrados el 31 de diciembre del año pasado al proyecto de 
presupuesto, multiplicado por treinta y cinco centavos en el valor de agosto de 1995‖. En 
Brasil la ley opto por atar el crecimiento de los recursos que gira el Estado a los partidos 
políticos a una constante que siempre crece, y a diferencia de Argentina, no dejar a 
discreción del Congreso la suma de dinero que entregará a los partidos políticos. 
 
Este fondo es manejado en una cuenta especial por el Tribunal Superior Electoral que cada 
mes (los cinco primeros días), deberá enviar los recursos a que tiene derecho los partidos de 
la siguiente manera: el 1% en partes iguales a todos los partidos con estatuto registrado en 
el Tribunal Superior Electoral, el 99% restante, a los partidos que tengan funcionamiento 
parlamentario según la ley, en la proporción a los votos obtenidos en la última elección a 
cámara de diputados, siempre que superen el 5 % del censo electoral en votos, y estos estén 
repartidos en 1 /3 de los Estados (art. 44).  Esta ley no reglamenta el  financiamiento  las 
campañas electorales, solo sus gastos de funcionamiento, personal, propaganda doctrinaria, 
manutención de  un instituto o fundación de investigación de educación política.  El 
financiamiento a las campañas lo reglamenta la ley General de Elecciones (Núm. 9504 de 
1997), esto debido a que cada año electoral el Congreso, de manera casuística expedía una 
ley para cada contexto político determinado. Esta ley, se limita a reglamentar las 
donaciones de particulares o personas jurídicas  a los candidatos o partidos, y los 
mecanismos de control; expresamente excluye el financiamiento público directo a las 
elecciones (art. 79), es decir, el Estado no financia a los partidos con nada diferente al 
Fondo Partidario.  
 
2.5 Control a los partidos 
 
Debido a que la estructura de los partidos es federal, regional y local, se exige que cada uno 
de los directorios de los tres niveles conserven registros contables, de manera que permita 
el conocimiento del origen de sus ingresos y el destino de sus gastos.  Este registro debe ser 
enviado a la justicia electoral, a más tardar el dia 30 de abril del año siguiente a cada 
elección. En los años de elecciones se enviaran informes parciales cada mes en los cuatro 
meses previos y en los dos posteriores a la fecha de la elección. A la justicia electoral le 
compete el control de los balances contables y de los gastos electorales; para cumplir esta 
función, dependiendo del nivel. Ya sean elecciones nacionales regionales, o locales, el 
tribunal superior electoral y sus inferiores deben solicitar a los partidos la constitución de 
comités y la designación de dirigentes encargados específicamente de movilizar los 
recursos financieros de la campañas. Estos, los tesoreros responderán civil y penalmente 
96 
 
por cualquier irregularidad. Los tribunales electorales de oficio o a denuncia de cualquier 
persona, incluidos los partidos en contienda -que cuentan con un periodo de 15 días 
después de la publicación de los informes de la justicia electoral para impugnar la 
contabilidad de cualquier opositor- deben iniciar investigaciones fiscales o contables en los 
partidos con la facultad, incluso, de levantar el secreto bancario de las cuentas de los 
partidos políticos.  
 
Ante el denuncio de incumplimiento de  las normas sobre financiamiento la justicia 
electoral   exige justificación a los partidos, hasta que esta no sea satisfactoria son 
suspendidos en el derecho a recibir financiamiento del Fondo. Opera así, una presunción 
legal en la que quien tiene la carga de la prueba a la hora de justificar o desvirtuar las 
denuncias es el partido político, por ser la entidad que se encuentra en mejor posición para 
allegar información financiera y contable. En caso de probarse la irregularidad el partido 
pierde el derecho a financiamiento público de 1 a 2 años. Concluimos así, que son tres los 
criterios para recibir financiamiento público: a) el registro del partido ante el Tribunal 
Superior Electoral; b) el nivel mínimo de éxito electoral; c) la observancia de las normas 




2.6 Acceso a Medios de Comunicación 
 
La ley de partidos en un titulo especial reglamenta el acceso a los medios de comunicación- 
radio y televisión- de manera minuciosa. Recientemente, la ley fue reformada (ley Núm. 
12.034 de 2009) con el fin de, al igual que en Argentina, prohibir la publicidad política 
pagada (art. 45. 3) y establecer, que esta solo podrá ser trasmitida en una franja electoral de 
las 7:30 p.m. a las 10:00 p.m. con el fines precisos: los programas de los partidos políticos; 
los mensajes a los afiliados sobre la ejecución del programa partidario, la realización de 
eventos y las actividades en el Congreso del partido;  la divulgación de la posición del 
partido con relación a temas políticos; promover y difundir la participación política de las 
mujeres dedicando tiempo las mujeres. La ley permite que el Tribunal Superior Electoral 
suspenda la trasmisión durante un semestre al partido que incumpla estas previsiones.   
  
Los partidos pueden elegir como usar su tiempo al aire, ya sea escoger entre una trasmisión 
en cadena, nacional o de estados, o diez inserciones de treinta segundos, o cinco de un 
minuto por día. El partido político registrado y reconocido por el Tribunal Electoral y con 
funcionamiento parlamentario (en este caso, tanto federal como estadual) podrá, en cada 
semestre difundir en los canales nacionales, un programa con duración de veinte minutos 
cada uno, y utilizar en las inserciones de 30 segundos o de un minutos, cuarenta minutos al 
                                               
223 GRINER Steven, ZOVATTO Daniel, De las normas a las buenas práctica, El desafío del financiamiento 
político en América Latina, OEA, IIDEA, San José de Costa Rica, 2004. 
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semestre.  La Ley 9504 de 1997, general de elecciones establecía los porcentajes de 
participación proporcional en periodo de campañas. Dicha ley fue modificada por la ley 
11300 de 2006 que establece que en periodo de campañas electorales (45 días antes de los 
comicios), todos los canales de televisión abierta  públicos y privados y los canales por 
pago (televisión cerrada) deberán trasmitir la propaganda electoral de los partidos para 
presidente Congreso federal, gobernados y asambleas estaduales, así como para alcaldes 
municipales y sus consejos, conforme a 1/3 del tiempo de la franja de elecciones (en 
periodo de elecciones, según la elección que se trata, varia de las 7:00 p.m. a las 7:30 p.m. y 
11:00 p.m. a 11:30 p.m. martes jueves y sábados) de manera igualitaria para todos los 
partidos con candidatos inscritos y 2/3 del tiempo en proporción al numero de 
representantes en la Cámara, considerada en el caso de coalición, el resultado de la suma 
del numero de representantes. En periodos electorales el acceso a medios depende de la 
representatividad del partido político, y en el periodo entre elecciones el acceso es 
igualitario, teniendo posibilidad de acceder a todos los medios, públicos y privados, con el 
fin de informar a los electores de su trabajo parlamentario.  
 
2.7 Encuestas  
 
El artículo 9504 de 1997 reglamenta los estudios y encuestas pre electorales, exigiendo a 
las empresas que realizan las investigaciones a la opinión publica relativa a las elecciones o 
a los candidatos, están obligadas, en cada encuesta, a registrarse ante el tribunal electoral 
hasta cinco días antes de la divulgación, quien encargó la investigación;  la cantidad y el 
origen de los recursos utilizados en el trabajo; la metodología y el calendario de la 
encuesta;  el muestreo y ponderación por sexo, edad, nivel educativo, nivel económico y el 
área física de las obras, intervalo de confianza y margen de error;  sistema de control 
interno y la verificación, control y supervisión de la recogida de datos y trabajo de campo; 
cuestionario completo a aplicar o aplicadas; el nombre de quien paga por el trabajo.  El 
Tribunal Electoral debe publicar inmediatamente esta información y ponerla a disposición 
de los partidos o coaliciones con candidatos para la elección, a los que tienen acceso libre 
durante un período de treinta días.  
 
Mediante solicitud a la Corte Electoral,  los partidos  pueden tener acceso al sistema de 
control interno de verificación y monitoreo de la recolección de datos de las entidades que 
han emitido las encuestas de opinión sobre las elecciones, incluidas las relativas a la 
identificación de los entrevistadores y, ―por elección hojas de cálculo individuales libre y al 
azar, mapas o su equivalente, cotejar y verificar los datos publicados, la protección de la 
identidad de los encuestados‖ (art. 33). La ley establece sanciones penales para las personas 







En el caso de Argentina el paso a la democracia no fue tan pausado ni querido por el sector 
de militares. De hecho, fue intempestivo e hijo de la perdida de una guerra internacional 
contra Inglaterra que desprestigio a la dictadura. Así esta transición, y sus consecuentes 
consecuencias constitucionales y legales, son del mismo periodo, posteriores a 1983, y 
acuerdos entre los dos más importantes partidos. Solo ante el fracaso de los cuadros más 
representativos de estos partidos, especialmente del partido justicialista, y del re 
alinderamiento interno de las fuerzas, es que surge un renovado bipartidismo que configura 
el actual sistema de competencia electoral argentino.   
 
Valdría la pena resaltar del caso argentino, que el éxito y la estabilidad del orden 
constitucional posterior al 83, con la consecuente alternancia y competencia entre los 
partidos políticos se debió, en buena medida al acercamiento ideológico de los dos partidos 
tradicionales, UCR y PJ, lo cual ha hecho innecesaria la intervención militar, antes 
frecuente, en parte, debido a la polarización de las campañas electorales y  los gobierno o 
peronistas o anti peronistas
224
, previas a 1976. De hecho en 1989 se da la primera alternacia 
entre dos presidentes de partidos diferentes desde 1916. Esto con el fin de evidenciar, que 
las importantes reformas constitucionales y legales sobre garantías en las competencias 
electorales, en últimas son una causa mediata, del relativo éxito Argentino.    
 
La primera reforma que llevó a que Argentina se convirtiera en un régimen político con 
competencia partidista, fue la profunda reforma constitucional de 1994. Muestra del 
acercamiento de los dos partidos tradicionales, Raúl Alfonsín y Carlos Menen –quien 
contaba para el momento con importantes índices de popularidad y en busca de una 
reelección -, se reúnen con el fin de acordar los términos de la modificación de la carta de 
1853, con más de 140 años. En esta reunión, conocida como el Pacto de Olivos, se 
acuerdan importantes reglas sobre acceso al poder y respeto a la oposición. Se acordó 
aceptar la reelección por una sola vez,  pero acortando los periodos de presidente y 
senadores; se incorporó un tercer senador por la minoría; se estableció la figura del Jefe de 
Gabinete y el Consejo de la Magistratura para atenuar el presidencialismo. En general la 
reforma fue un consenso entre los dos partidos, especialmente de la UCR, ante la fuerza y 
popularidad del inicio del periodo de Menen. En las elecciones al Congreso constituyente la 
UCR decayó fuertemente, incluso en las elecciones presidenciales de 1995, fue la tercera 
fuerza, tras el acenso del FREPASO (Frente País Solidario), alianza de partidos de 
izquierda surgida en 1994, contra las reformas neoliberales de Menen. 
                                               
224 ABAL MEDINA, Juan y SUAREZ CAO Julieta, ―la competencia partidaria en la Argentina sus 




El intento de Menem por competir por un tercer periodo presidencial, no comtemplado por 
la reformada carta de 1994, acudiendo a argumentos como la celebración de plebiscitos o 
autorizaciones de la Corte Suprema, llevo a que, ante la amenaza de posibles quiebras 
institucionales, y tras la crisis económica de diciembre de 2001, el sistema electoral 
argentino, fue reorganizado, con el fin de imponer la austeridad partidaria, establecer 
normas de competencia más trasparentes y garantizar la entrega del poder de los partidos a 
sus afiliados.   
 
1.1 Protección Constitucional 
 
La constitución argentina tras la reforma de 1994, consciente de la importancia de que la 
vitalización, financiación estatal de los partidos políticos redunda en la calidad de la 
democracia representativa, y la competencia dentro del sistema político, introdujo un nuevo 
artículo en la Carta que reza:  
 
Art. 38 ―Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático. Su 
creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a esta constitución, la 
que garantiza su organización y funcionamiento democráticos, la representación de las 
minorías, la competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos, el 
acceso a la información pública y la difusión de ideas.  El Estado contribuye al 
sostenimiento económico de sus actividades y de la capacitación de sus dirigentes‖ 
 
La norma fundamental garantiza el acceso a la información estatal por parte de los partidos 
políticos: ―implica que los órganos gubernamentales están obligados a brindar a los partidos 
políticos, toda la información que les sea solicitada en debida forma. … La garantía a la 
información apunta a que los partidos dispongan de datos para elaborar propuestas con 
conocimiento cierto, real y preciso acerca de las cuestiones políticas de su interés. 
Conocimiento sin el cual es imposible ejercer el control de los actos de gobierno por parte 
de las minorías. Es obvio que el partido que detenta el gobierno cuenta con toda la 
información necesaria … no caben dudas de que en el ánimo de los convencionales lo que 
ha estado presente al introducir estas garantías, ha sido facilitar el control del gobierno por 




La segunda protección a la oposición, muy de la mano con la introducción del art. 38,   
introducida por la reforma de 1994 se encuentra en el artículo 85, que  le otorga un papel 
                                               
225 MORALES RUBEN, ―Ejercicio pleno de los derechos políticos y partidos políticos‖ en Derecho 
Constitucional de la Reforma de 1994, AA.VV. Instituto argentino de estudios constitucionales y políticos, 
ediciones Depalma, Buenos Aires, Mendoza, 1995  Pág. 399 
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vital en la elección del principal órgano de control técnico financiero del Estado Argentino, 
El Auditor General de la Nación
226
 – en varias de sus funciones, equivalente a nuestra 
Contraloría General de la República
227
-, ya que puede postular al presidente de esta entidad, 
para ser electo por el Congreso. Esta protección resulta especialmente relevante, debido a 
que una vez consultada la legislación sobre hacienda pública argentina, son varias las 
instituciones encargadas de realizar control al presupuesto y gastos del Estado. Así, la ley 
24.156 de 1992, ley de ―administración financiera y de los sistemas de control del sector 
publico nacional‖, crea varias entidades encargadas de la presupuestación, la tesorería, la 
sindicación y la contabilidad de los recursos de la entidades del nivel federal. Como: la 
Oficina Nacional de Presupuesto, la Tesorería General de la Nación, la Contaduría General 
de la Nación, la Sindicatura General de la Nación, con diferentes funciones técnicas de 
control y manejo fiscal interno, y cuyos titulares son designados por el Poder Ejecutivo 
Nacional (PEN).  
 
La Auditoria, por su función de control fiscal externo, depende constitucionalmente, no del 
Poder Ejecutivo, sino del Congreso quien además de designarlo, puede retirarlo, determina 
su presupuesto, establece su organización interna, a atreves de las Comisiones 
Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas y de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras 
del Congreso de la Nación y le solicita información técnica para realizar el control político 
a los gastos del PEN.   
 
Así, resulta razonable que dentro de la ingeniería institucional argentina, la oposición en el 
Congreso tenga el derecho a postular a los candidatos a Auditor siempre y cuando cumplan 
con los requisitos legales (profesional en ciencias económicas o derecho y especialidad en 
control financiero) ya que es la entidad encargada de realizar el control posterior a todas las 
                                               
226 ―De la Auditoria General de la Nación  Artículo 85.- El control externo del sector público nacional en 
sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será una atribución propia del Poder 
Legislativo.  El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general de la 
Administración Pública estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoria General de la Nación. Este 
organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se integrará del modo que establezca 
la ley que reglamenta su creación y funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los 
miembros de cada Cámara. El presidente de organismo será designado a propuesta del partido político de 
oposición con mayor número de legisladores en el Congreso.  Tendrá a su cargo el control de legalidad, 
gestión y auditoría de toda la actividad de la Administración Pública centralizada y descentralizada, 
cualquiera fuera su modalidad de organización, y las demás funciones que la ley le otorgue. Intervendrá 
necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos 
públicos.‖. Desarrollado por la ley 24 156 de 1992 art. 116 y s. s.  
227 Art. 117 Ley 24.156 Art. 117. — Es materia de su competencia el control externo posterior de la gestión 
presupuestaria, económica, financiera, patrimonial, legal, así como el dictamen sobre los estados contables 
financieros de la administración central, organismos descentralizados, empresas y sociedades del Estado, 
entes reguladores de servicios públicos, Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y los entes privados 
adjudicatarios de procesos de privatización, en cuanto a las obligaciones emergentes de los respectivos 
contratos. En http://www.agn.gov.ar/  
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entidades del PEN, y las restantes que realizan control previo o diversas funciones técnicas 
dependen, en su mayoría del mismo Poder Ejecutivo. La ley 24156 de 1992 establece, un 
sistema que da garantías de adecuado control. La dirección de la Auditoria está en cabeza 
de un órgano colegiado de 7 miembros electos, a razón de 3 por cada cámara, y el séptimo 
por el Congreso en pleno, de la terna elaborada por la oposición.  
 
Finalmente, sobre la misma reforma constitucional de 1994, vale la pena mencionar, 
siguiendo a Roberto Gargarella, que una segunda forma de protección a la oposición vino 
de una manera velada y tacita con la introducción del jefe de gabinete. El Convención 
Constituyente de Santa fé, consiente del ―hiper presidencialismo‖ de la versión vigente de 
la carta de 1853 y de cómo este se convertía en  un obstáculo para el dialogo con las 
minorías políticas, introdujo la figura del ―jefe de gabinete‖ (art. 100 y 101). Con esto se 
buscó morigerar la posición del presidente de la República y potenciar el dialogo con las 
alternativas políticas del Congreso
228
. Así, no podemos dejar de mencionar, que el 
fortalecimiento de la oposición o de los partidos no tradicionales e independientes en 
argentina, pasó, también, por una reforma, muy leve,  a la forma de gobierno.  
 
Las leyes más importantes que desarrollan estos mandatos constitucionales son: la Ley 
Orgánica de los Partidos Políticos (ley No. 23. 298 de 1985),  la ley de financiamiento de 
los partidos (Ley No. 25.600) y la ley Electoral (Código Electoral Nacional, ley No. 
19.945). A continuación explicamos su funcionamiento. 
 
3.2 Ley Orgánica de Partidos Políticos (23.298 de 1985) 
 
Al igual que México o España
229
, en Argentina, el primer paso para el regreso a la 
institucionalidad democrático constitucional, consistió en la expedición de una ley que 
legalizara y diera garantías a los partidos ilegalizados durante periodos de excepcionalidad. 
Lo que buscaron este tipo de leyes, fue ampliar el margen de participación institucional e 
incluir en la competencia electoral, a quienes durante algún periodo de tiempo, fueron 
marginalizados e incluso perseguidos por una dictadura o régimen autoritario. Así, son 
leyes que otorgan condiciones a la oposición que de la clandestinidad regresa a la legalidad.      
 
Por esto, desde el artículo 1° se garantiza el derecho de los ciudadanos y ciudadanas a 
fundar partidos políticos. Estos partidos tendrán en forma exclusiva la postulación de 
                                               
228 GARGARELLA Roberto, ―La democracia deliberativa en el análisis del sistema representativo. Algunas 
notas teóricas y una mirada sobre el caso de Argentina‖. En Revista Sociedad, Facultad de Ciencias Sociales, 
Universidad de Buenos Aires, 1995. 
229 Como veíamos en el estudio del caso de México, la ley de Federal de Organización, Partidos y 
procedimientos electorales (LOPP) de 1977, basada en la ley de la transición de Asociación española de 1976.  
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candidatos a cargos de elección popular. Como veremos a continuación por el importante 
rol del poder judicial en el sistema electoral argentino, inclusive el reconocimiento de la 
personería jurídica a nuevos partidos depende de los juzgados electorales y a la Cámara 
Electoral Nacional (art. 3 Lit. c). 
 
La ley regula todos los atributos de una nueva persona jurídica, el nombre, el domicilio, el 
patrimonio, doctrina, funcionamiento, afiliación, elecciones partidarias internas y radica en 
cabeza de la justicia electoral el cumplimiento y sanción en caso contrario de la misma. 
Sobre la perdida de la personería jurídica la ley establece que será declarada judicialmente, 
por i) no realizar elecciones internas en más de 4 años; ii) no tener en las últimas elecciones 
como mínimo el 2 % del padrón electoral en ningún distrito; y iii) por no realizar 
adecuadamente la contabilidad de su patrimonio.  
 
La ley prevé un sistema de contencioso electoral que, como veremos con más detalle a 
continuación, radico en el Poder Judicial. El contencioso se rige por los principios de doble 
instancia, debido proceso y prueba pública. Ante los organismos competentes pueden 
intervenir, los partidos políticos, sus dignatarios, sus afiliados cuando sus derechos hayan 
sido desconocidos y los procedimientos internos hubieren sido agotados.  
  
3.3  Ley de Financiamiento público de Partidos Políticos (Ley 25.600 de 2002), 
La ley 26 215 y Ley de democratización de los partidos (Ley 26.571 de 2009) 
 
La legislación sobre financiamiento de partidos en argentina ha sido modificada en los 
últimos 8 años, en varias oportunidades, iniciando con la ley 25600 de 2002, que buscó 
reducir los costos de las campañas, y controlar con mayor eficiencia el destino de los 
recursos estatales. En 2006 dicha ley fue deroga y remplazada por la ley 26.215 que en 
general conservo el sistema de financiación y los porcentajes de distribución, aumentando 
el nivel de control, fiscalización, las sanciones para el incumplimiento, y finalmente 
estableciendo, junto con la ley 26.571 de 2009, el rublo de financiación por elecciones 
primarias obligatorias al interior de todos los partidos.  En general el sistema de 
financiación se basa en un Fondo Partidario Permanente. 
 
3.3.1 Fondo Partidario Permanente: El financiamiento de los partidos 
 
Las leyes vigentes de Financiamiento de Partidos, prevén un sistema de subsidio de 
recursos que es aglutinado en un fondo permanente adscrito y administrado por el 
Ministerio del Interior. A diferencia de México, la regulación de este fondo, 
específicamente su mecanismo de financiamiento, prevé que se alimente de los aportes que 
anualmente determine el presupuesto general de la Nación, es decir, el Congreso de la 
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República es libre de, en cada vigencia fiscal, destinar los recursos que considere. Este 
fondo partidario permanente se nutre, igualmente, de las donaciones de particulares, las 
multas impuestas por los juzgados federales electorales o la Cámara Nación Electoral.     
 
Este fondo, según la ley 25600, giraba recursos a los partidos conforme a dos rublos i) por 
―desenvolvimiento institucional y capacitación y formación política‖
230
: dicho aporte 
consiste en una suma de dinero anual, determinada en función a la cantidad de votos 
obtenidos por el respectivo partido en la elección inmediatamente anterior y el número de 
bancas que el mismo detenta en el Congreso;   ii) ―campañas electorales generales‖. Según 
la ley de 2006, modificada en 2009, lo hace por tres conceptos a) Desenvolvimiento 
institucional; b) Capacitación y formación política; c) Campañas electorales primarias y 
generales. Esto denota un aumento en la financiación, y especialmente, en las funciones de 
los partidos políticos.  
 





Los recursos disponibles para el aporte anual para el primer rublo de financiamiento se 
distribuyen conforme a la proporción 20 / 80. Veinte por ciento en forma igualitaria entre 
todos los partidos reconocidos nacionalmente, y ochenta por ciento en forma proporcional a 
la cantidad de votos que el partido hubiera obtenido en la última elección de diputados 
nacionales. Siendo necesario que obtengan al menos el 1% de los votos totales validos. 
 
Valdría la pena resaltar que este sistema de distribución (veinte/ochenta) se ve moderando 
por dos factores: i) que se entregan los recursos proporcionales, según los votos obtenidos, 
mecanismo que resulta más beneficioso con los partidos pequeños que el sistema de entrega 
de recursos conforme el número de curules obtenidas
232
; y  ii) debido al carácter federal de 
la Argentina y de sus partidos políticos nacionales, ya que una vez determinado el monto 
anual  a que tiene derecho cada agrupación, la suma de dinero se distribuirá directamente, 
el ochenta por ciento a los organismos partidarios de distrito y el veinte por ciento restante 
a los organismos nacionales. Esta previsión disminuye el poder de la dirección nacional de 
los partidos mayoritarios, frente a la dirección nacional de los partidos en oposición.   
                                               
230 Art. 12 Inciso Final: ―Por desenvolvimiento institucional se entiende todo lo relacionado con la 
actualización, sistematización y divulgación, tanto a nivel nacional cuanto internacional, de la doctrina y 
principios políticos, económicos y sociales contenidos en su carta orgánica y demás documentos oficiales. 
También comprende lo referido a su funcionamiento político y administrativo.‖ 
231 El artículo 20 de la ley de financiamiento, exige que el partido presente ante el juez electoral la 
documentación contable del año anterior 
232 Sobre este punto volveremos en las conclusiones de este capítulo. 
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Finalmente, los partidos deberán destinar por lo menos el veinte por ciento (20%) de lo que 
reciban en concepto de aporte anual para desenvolvimiento institucional al financiamiento 
de actividades de capacitación para la función pública, formación de dirigentes e 
investigación. La violación de lo dispuesto en el párrafo anterior implicará la pérdida del 
derecho del partido a recibir este aporte por el término de un  año.  
b) Capacitación política.  
 
Como lo mencionábamos, este rublo no existía en la ley de 2002, siendo introducido en la 
ley de 2006. Los partidos deberán destinar por lo menos el veinte por ciento de lo que 
reciban en concepto de aporte anual para desenvolvimiento institucional al financiamiento 
de actividades de capacitación para la función pública, formación de dirigentes e 
investigación. Asimismo se establece que por lo menos un treinta por ciento del monto 
destinado a capacitación debe afectarse a las actividades de capacitación para la función 
pública, formación de dirigentes e investigación para menores de treinta años. 
 
Este rublo, sin duda se asemeja a la financiación prevista por el Cofipe, que busca, 
potenciar a los partidos como espacios de formación y participación en política, no como 
simples instrumentos para dar aval a candidatos carismáticos en periodos electorales.  
 
c) Recursos por campañas electorales primarias y generales. 
 
La ley 25600 de 2002 previa que en los años de eventos electorales nacionales, el 
Congreso, en la ley anual de presupuesto debería especificar el monto que se transferirá a 
los partidos por concepto de aporte excepcional para el financiamiento de la campaña 
electoral. Dichos recursos excepcionales eran distribuidos entre los partidos con candidatos 
inscritos a los cargos de elección nacional conforme a la proporción 30 /70.  Treinta por 
ciento del monto asignado por el Presupuesto, en forma igualitaria y setenta por ciento del 
monto asignado por el presupuesto, en forma proporcional a la cantidad de votos que el 
partido o alianza hubiera obtenido en la última elección de diputados nacionales. 
Se repetía la formula de entrega de dinero, en cuantía de ochenta por ciento a los órganos 
distritales de los partidos y veinte por ciento a la dirección nacional. Para los partidos 
nuevos y minoritarios la ley previa que en caso de no tener representación en la cámara de 
diputados se establecerá un régimen especial de adelantos de fondos a través de un sistema 
de avales políticos o contracautelas, con la obligación de reintegrar los montos excedentes 
en el caso de que el caudal de votos obtenido no alcance a cubrir el monto adelantado. 
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La ley del año 2006 modifico sustancialmente las proporciones de financiamiento de 
partidos en época electoral. Así de proporción 30/70 se paso a 50/50. En el caso de la 
campaña a presidente y vice presidente, tanto para las elecciones primarias como para las 
generales, se distribuirán entre las agrupaciones políticas que hayan oficializado listas de 
candidatos de la siguiente manera: a) Cincuenta por ciento del monto asignado por el 
presupuesto en forma igualitaria entre las listas presentadas; b) Cincuenta por ciento del 
monto asignado por el presupuesto se distribuirá entre los veinticuatro distritos, en 
proporción al total de electores correspondiente a cada uno. Efectuada tal operación, se 
distribuirá a cada agrupación política en forma proporcional a la cantidad de votos que el 
partido hubiera obtenido en la elección general anterior para la misma categoría. En el caso 
de las confederaciones o alianzas se computará la suma de los votos que hubieren obtenido 
los partidos integrantes en la elección general anterior para la misma categoría. Las 
agrupaciones políticas que participen en la segunda vuelta recibirán como aportes para la 
campaña una suma equivalente al treinta por ciento del mayor aporte de campaña para la 
primera vuelta. 
En el caso de financiamiento de campañas primarias y generales a la Cámara de Diputados 
el total de los aportes se distribuirá entre los veinticuatro distritos en proporción al total de 
electores correspondiente a cada uno. Efectuada dicha operación, el cincuenta por ciento 
del monto resultante para cada distrito, se distribuirá en forma igualitaria entre las listas 
presentadas y el restante cincuenta por ciento, se distribuirá a cada partido político, 
confederación o alianza en forma proporcional a la cantidad de votos que el partido hubiera 
obtenido en la elección general anterior para la misma categoría. En el caso de las 
confederaciones o alianzas se computará la suma de los votos que hubieren obtenido los 
partidos integrantes en la elección general anterior para la misma categoría. En elección a 
senadores el total de los aportes se distribuirá entre los ocho distritos en proporción al total 
de electores correspondiente a cada uno. Efectuada dicha operación, el cincuenta por ciento 
del monto resultante para cada distrito, se distribuirá en forma igualitaria entre las listas 
presentadas y el restante cincuenta por ciento, se distribuirá a cada partido político, 
confederación o alianza en forma proporcional a la cantidad de votos que el partido hubiera 
obtenido en la elección general anterior para la misma categoría. En el caso de las 
confederaciones o alianzas se computará la suma de los votos que hubieren obtenido los 
partidos integrantes en la elección general anterior para la misma categoría. 
La ley de 2006 también represento aportes en el caso de los partidos políticos nuevos y 
pequeños que no tiene registro de elecciones. La nueva ley garantiza un mínimo de 
financiamiento, equivalente al financiamiento del partido que haya participado en la última 
elección de diputados nacionales y que le corresponda el menor monto de aporte. La 
legislación anterior previa que se crearía un sistema especial de financiamiento a través de 
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constitución de cauciones, es decir, dejaba a total discreción del ministerio del interior, la 
determinación de dicho financiamiento. La legislación actual establece un mínimo, que 
además de ser comprobado, es alto ya que garantiza la participación en el fondo de elección 
del 50 % igualitario a todos los partidos.   
En el año 2009, esta regulación fue modificada por la ley que buscó establecer como 
obligatorias las elecciones primarias para todos los partidos políticos, a cargos federales y 
de Mercosur. Dicha ley establece que en el caso de las campañas electorales primarias, el 
financiamiento ascenderá al 50% de las candidaturas a cargos federales.   
3.3.2 Financiamiento privado 
La ley prevé el financiamiento privado a los partidos. De esta regulación vale la pena 
resaltar que estas donaciones podrán destinarse o al fondo partidario permanente o a cada 
partido en particular. Como estimulo de donación al fondo, se otorga una exención para el 
impuesto a las ganancias hasta el límite del cinco por ciento (5%) de la ganancia neta del 
ejercicio.  
En caso que la donación esté dirigida directamente al partido (vale la pena evidenciar, que 
la ley no contempla la contribución a candidatos), estos – como vimos, especialmente su 
presidente y tesorero- deberán evitar que hayan donaciones anónimas o contribuciones o 
donaciones de empresas concesionarias de servicios u obras públicas de la Nación, las 
provincias, los municipios o la Ciudad de Buenos Aires. Es decir, se prohíbe el aporte a las 
campañas políticas de  partidos políticos determinados y al Fondo Partidario permanente de 
contratistas de cualquier nivel del Estado. Estas contribuciones privadas nunca podrán 
superar de una persona jurídica, el monto equivalente al uno por ciento del total de gastos 
permitidos y en el caso de una persona natural, superiores al monto equivalente al cero 
coma cinco por ciento del total de gastos permitidos. 
El incumplimiento de esta normatividad genera la pérdida del derecho a recibir 
contribuciones, subsidios y todo recurso de financiamiento público anual, por un plazo de 
hasta  cuatro años y los fondos para financiamiento público de las campañas electorales 
hasta por dos elecciones. 
3.3.3 Acceso a medios de comunicación  
La forma de subsidio indirecto a los partidos se da a través de la entrega igualitaria de 
espacios en medios de comunicación. Dicho derecho era reconocido de manera declarativa 
pero sin regulación por la ley 25600 en su  artículo 31. Entregaba la administración de este 
tiempo al Ministerio del Interior que determinaría al comienzo de la campaña electoral la 
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cantidad total y duración de los espacios a distribuir. La cantidad y duración de los 
espacios, decía la norma, era distribuida en forma igualitaria entre los partidos y alianzas 
que hayan oficializado candidaturas. A tal fin se considerarán y ponderarán los horarios de 
las transmisiones a efectuar. 
La nueva ley de 2006, conciente de la indeterminación de esta regulación, previo un 
sistema más detallado en el que el ministerio del interior debe distribuir los espacios de 
publicidad electoral en los servicios de comunicación audiovisual entre las agrupaciones 
políticas que oficialicen precandidaturas para las elecciones primarias y candidaturas para 
las elecciones generales, para la transmisión de sus mensajes de campaña.  
La legislación sobre medios de comunicación argentina
233
 prevé que todos los servicios de 
comunicación están obligados a ceder el diez por ciento del tiempo total de programación 
para fines electorales. La cantidad de los espacios de radiodifusión y los espacios en los 
medios audiovisuales, serán distribuidos tanto para las elecciones primarias como para las 
generales de la siguiente forma: a) Cincuenta por ciento por igual, entre todas las 
agrupaciones políticas que oficialicen precandidatos; b) Cincuenta por ciento restante entre 
todas las agrupaciones políticas que oficialicen precandidaturas, en forma proporcional a la 
cantidad de votos obtenidos en la elección general anterior para la categoría diputados 
nacionales. En caso de segunda vuelta electoral por la elección de presidente y 
vicepresidente, las fórmulas participantes recibirán el equivalente al cincuenta por ciento de 
los espacios recibidos por la agrupación política que más espacios hubiera obtenido en la 
primera vuelta. La distribución de los horarios y los medios en que se transmitirá la 
publicidad electoral, se realizará por sorteo público, para el reparto equitativo. A tal efecto 
                                               
233 Ley 26.522 ley de servicios de comunicación audiovisual. Esta ley es de singular importancia para el 
desarrollo de la equidad y pluralismo informativo en sociedades como las latinoamericanas, y sin duda su 
explicación requeriría otro trabajo de igual extensión a este. Basta decir que, el pluralismo informativo y el 
libre mercado de ideas se ve menguado cuando, como el caso de Colombia, el ejecutivo tiene la facultad legal 
de entregar en concesión el uso del espectro electromagnético sin cumplir requisitos de contenido, calidad de 
información, y diversidad política. En argentina, la ―ley de medios‖, estableció un sistema de entrega de 
concesiones de radio y televisión que garantiza, el concurso público, con base en contenidos y sobre todo, en 
respeto al pluralismo, ya que, divide el numero de concesiones, en tres tercios, un tercio será entregado al 
sector privado con ánimo de lucro, un tercio al sector privado sin ánimo de lucro, y el 33% restante bajo la 
administración del Estado. La relatoría para la libertad de expresión de la Comisión Interamericana de 
derechos Humanos, en su informe de 2009, afirmó de esta ley: ―La relatoría especial considera que esta 
reforma legislativa representa un importante avance respecto de la situación preexistente en Argentina. En 
efecto, bajo el marco normativo previo, la autoridad de aplicación era completamente dependiente del poder 
ejecutivo, no se establecían reglas claras, transparentes y equitativas para la asignación de las frecuencias… la 
ley 26 522 establece … en su artículo 32 que la adjudicaicón de las licencias para la utilización del espectro 
electromagnético se hará mediante régimen de concurso publico abierto y permanente‖. de la misma manera, 
la ley dispone de un mecanismo de limitación a la concentración de la licencias, ―a fin de garantizar los 
principios de diversidad, pluralismo y respeto‖ en Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos 2009, Catalina Botero Marino, pág. 28 y s.s. en 
http://www.cidh.oas.org/relatoria/ en el tercer capitulo volveremos sobre este punto. 
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el horario de transmisión será el comprendido entre las siete de la mañana  y la una de la 
tarde del día siguiente. 
Así, expresamente la ley establece que las agrupaciones políticas, así como los candidatos 
oficializados por éstas, en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o por 
terceros espacios en cualquier modalidad de radio o televisión, para promoción con 
fines electorales. Asimismo, las emisoras de radiodifusión sonora, televisiva abierta o 
por suscripción, no podrán emitir publicidad electoral que no sea la distribuida y 
autorizada por el Ministerio del Interior.  
 
La ley de 2009 sobre elecciones internas en los partidos (primarias) prohíbe que las 
agrupaciones políticas y sus listas internas no pueden contratar en forma privada, 
publicidad en emisoras de radiodifusión televisiva o sonora abierta o por suscripción para 
las elecciones primarias. Si una agrupación política contratara publicidad en emisoras de 
radiodifusión televisiva o sonora abierta o por suscripción, será sancionada con la pérdida 
del derecho de recibir contribuciones, subsidios y todo recurso de financiamiento público 
anual, por un plazo de uno a cuatro años, y los fondos para el financiamiento público de las 
campañas electorales por una a dos. 
 
Serán sancionados con multa de igual monto al gasto contratado y hasta el décuplo de dicho 
monto, los directores y gerentes o representantes de medios de comunicación que aceptaren 
publicidad en violación a lo dispuesto en la presente ley. Asimismo la conducta será 
considerada falta grave y comunicada para su tratamiento a la Autoridad Federal de 
Servicios de Comunicación Audiovisual creada por la Ley 26.522. 
3.3.4 Control y fiscalización de los recursos de los Partidos 
El objetivo de la ley 25600, debido a su contexto de crisis financiera nacional y tras un 
intento de ruptura con la campaña por el tercer periodo de Carlos Menen, llevo a la opinión 
pública Argentina a reclamar el descenso de los costos de las campañas y un estricto 
sistema de control y fiscalización de los recursos estatales
234
. Por esto la ley establecía un 
estricto sistema contable y de trasparencia que debían cumplir los partidos políticos que 
aspiran a recibir financiamiento estatal. Exigía que cada partido centralice sus finanzas y 
tuviera una sola cuenta en el Banco Central, registrada ante el juez electoral de la provincia,  
ante la Auditoría General de la Nación y ante la Cámara Nacional Electoral. Otra cuenta, 
pero en el mismo Banco podría ser abierta por cada partido, con el fin de recibir los 
                                               
234 Ferreira Rubio Delia M. ―El control del financiamiento de los partidos en Argentina ¿Qué cambió con la 




subsidios por concepto de financiamiento de campañas. Lo que buscaba la ley Orgánica de 
partidos era que cada partido tenga solo dos cuentas bancarias, y no cada candidato su 
propia cuenta
235
, como por ejemplo ocurre en Colombia.  
Eran sancionados con pérdida de derechos a subsidio publico hasta cuatro años, los partidos 
que recibieran dinero en cuentas diferentes a la autorizada. El presidente y tesorero del 
partido que autorizaran o consintieran la utilización de cuentas distintas de las establecidas 
en aquella ley serían pasibles de inhabilitación de seis meses a diez años, para el ejercicio 
de sus derechos de elegir y ser elegido en las elecciones a cargos públicos nacionales, y en 
las elecciones de autoridades de los partidos políticos y para el ejercicio de cargos públicos 
y partidarios.  
Igualmente al iniciarse la campaña electoral, los partidos políticos y alianzas que presenten 
candidaturas a cargos públicos electivos nacionales debían designar un responsable 
económico-financiero y un responsable político de campaña por distrito quienes serán 
solidariamente responsables con el presidente y el tesorero del o los partidos por el 
cumplimiento de las disposiciones legales aplicables. 
La ley de 2006, simplifico el procedimiento de control por parte de la justicia electoral y la 
Auditoria General de la Nación, pero estableció un mejor sistema de acceso a la 
información.  Obligo a los partidos a designar dos  responsables económico-financieros, 
quienes serán solidariamente responsables con el tesorero, por el cumplimiento de las 
disposiciones legales, reglamentarias y técnicas aplicables. Las designaciones deberán ser 
comunicadas al juez federal con competencia electoral correspondiente, y al Ministerio del 
Interior. 
Diez días antes de la celebración de la elección, el presidente y tesorero del partido y los 
responsables económico- financiero y político de la campaña deberán presentar, en forma 
conjunta, ante el juzgado federal con competencia electoral de distrito correspondiente, un 
informe detallado de los aportes públicos y privados recibidos, con indicación de origen y 
monto, así como de los gastos incurridos con motivo de la campaña electoral, con 
indicación de los ingresos y egresos que estén previstos hasta la finalización de la misma.  
                                               
235 Al parecer en las elecciones presidenciales del año 2003, solo el 60% de las campañas cumplieron con este 
requisito de centralización CORCUERA, S.: "Evaluación de los procesos electorales recientes 2002/2003 y 
de la primera aplicación de la ley 25.600", en www.observatorioelectoral.org vale la pena mencionar que esta 
tendendia a centralizar las finanzas de los partidos políticos se ha presento, inclusive en Reino Unido, donde a 
partir de la ley de partidos políticos, elecciones y referendos de 2000 (Political Parties, Elections and 
Referendums Act 2000) a los partidos políticos se les exige, desde su fundación ―a single organisation with no 
division of responsibility for the financial affairs and transactions of the party for the purposes of Part III‖ 
(sección 26) en http://www.legislation.gov.uk/ukpga/2000/41/section/26  
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El juez federal con competencia electoral correspondiente ordenará la publicación en el 
Boletín Oficial del sitio web.  
 
El informe previo podrá ser consultado en la sede del juzgado sin limitación alguna.  Todo 
partido político o alianza electoral que haya oficializado candidatos está obligado a 
presentar el informe previo. Noventa días después de finalizada la elección, el tesorero y los 
responsables económico-financieros de la campaña deberán presentar, en forma conjunta, 
ante la justicia federal con competencia electoral del distrito correspondiente, un informe 
final detallado de los aportes públicos y privados recibidos, que deberá contener y precisar 
claramente su naturaleza, origen, nombre y documento del donante, destino y monto, así 
como el total de los gastos incurridos con motivo de la campaña electoral, detallados por 
rubros y los comprobantes de egresos con las facturas correspondientes. Deberá indicarse 
también la fecha de apertura y cierre de la cuenta bancaria abierta para la campaña para el 
caso de las alianzas electorales. En el informe final al que se refiere el artículo anterior, se 
consignarán al menos los siguientes rubros: a) Gastos de administración; b) Gastos de 
oficina y adquisiciones; c) Inversiones en material para el trabajo público de la agrupación 
política incluyendo publicaciones;  d) Gastos de publicidad electoral; e) Gastos por 
servicios de sondeos o encuestas de opinión; f) Servicios de transporte; g) Gastos judiciales 
y de rendición de cuentas; h) Gastos de impresión de boletas; i) Otros gastos debidamente 
fundamentados.  
 
Serán sancionados con la pérdida del derecho a recibir contribuciones, subsidios y todo 
recurso de financiamiento público anual, por un plazo de uno a cuatro años, y los fondos 
para financiamiento público de las campañas electorales por un a dos elecciones, los 
partidos políticos que: recibieran fondos en más de dos cuentas corrientes, recibirán mas de 
los aporte privados permitidos, contrataran publicidad de manera privada, no restituyeren, 
dentro de los noventa  días de realizado el acto electoral, el remanente del aporte de boletas 
o el total, en caso que no haya acreditado el gasto en el informe final de campaña.  
 
El presidente y tesorero del partido y los responsables políticos y económico financiero de 
campaña serán pasibles de inhabilitación de seis meses a diez años, para el ejercicio de sus 
derechos de elegir y ser elegido en las elecciones a cargos públicos nacionales, y en las 
elecciones de autoridades de los partidos políticos y para el ejercicio de cargos públicos y 
partidarios, cuando: a) autoricen o consientan la utilización de cuentas distintas de las 
establecidas en esta ley para el financiamiento de la actividad del partido político o de la 
campaña electoral. b) no puedan acreditar debidamente el origen y/o destino de los fondos 
recibidos.  Idénticas sanciones a las previstas  serán aplicables a las alianzas y a cada uno 
de los partidos políticos que las integra. Las agrupaciones políticas quedarán exceptuadas 
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de las sanciones siempre que aleguen en su descargo los elementos suficientes que 
demuestren que ese incumplimiento no les es imputable. 
 
Se prevé un detallado sistema de contabilidad de gastos de campaña, según el cual, cada 
partido en campaña debe registrar los gastos con mínimo identificación tributaria del 
partido o alianza y de la parte contratante; importe de la operación; número de la factura 
correspondiente; número del cheque destinado al pago.  El control externo de la actividad 
económico-financiera de los partidos políticos paso de estar a cargo de la Auditoría General 
de la Nación
236
, en la ley de 2002, a un cuerpo de auditores contadores dependientes y 
adscritos a la Cámara Nacional Electoral. 
Así, el legislador argentino comprendió que el acceso a la información financiera de los 
partidos, además de ser un mecanismo de trasparencia y desincentivo a la corrupción estatal 
y del clientelismo, facilita a los electores el análisis y la valoración de las políticas, las 
decisiones y las conductas de los gobernantes, en tanto representantes. Es decir la 
trasparencia cumple un doble rol, desincentivar prácticas corruptas y ofrecer condiciones 
para un voto informado. 
Esta legislación fue complementada con el fortalecimiento del organismo encargado de 
velar por el cumplimiento y organización de las elecciones La Cámara Electoral Nacional,  
ya que desde 2003 constituyo un cuerpo de auditores-contadores para revisar los informes 
presentados por los partidos; ha elaborado un Manual y un Modelo Uniforme de Rendición 
de Cuentas  y ha solicitado informes a los medios de comunicación sobre facturación y 
tarifas aplicadas a los partidos políticos. 
 
3.3.5 Regulación de Encuestas y sondeos de opinión 
La nueva ley de financiamiento de partidos, originalmente no contenía un capítulo sobre 
regulación a encuestas y sondeos de opinión, introducido por la reforma de 2009. Dicha 
regulación entrega a la Cámara Nacional Electoral la creación de un Registro de Empresas 
de Encuestas y Sondeos de Opinión. Aquellas empresas que deseen hacer públicas por 
cualquier medio encuestas de opinión, o prestar servicios a las agrupaciones políticas, o a 
terceros, durante la campaña electoral por cualquier medio de comunicación, deberán 
inscribirse en el mismo. Durante la duración de la campaña electoral, y ante cada trabajo 
realizado para una agrupación política, o para terceros, las empresas deberán presentar ante 
                                               
236 Es un organismo técnico de control externo del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, 
económicos, financieros y operativos, previsto en el artículo 85 de la Constitución de Argentina. Equivalente 
a la Contraloría General de la Republica.  Así, la regulación se presentaba como un mecanismo para controlar 




el registro del distrito correspondiente, un informe donde se individualice el trabajo 
realizado, quién realizó la contratación, el monto facturado por trabajo realizado, un detalle 
técnico sobre la metodología científica utilizada, el tipo de encuesta realizada, el tamaño y 
características de la muestra utilizada, procedimiento de selección de los entrevistados, el 
error estadístico aplicable y la fecha del trabajo de campo. 
Dicho informe será publicado en el sitio web oficial de la justicia nacional electoral para su 
público acceso por la ciudadanía. Aquellas empresas que no se encuentran durante el 
período inscritas en el Registro, no podrán difundir por ningún medio, trabajos de sondeo o 
encuestas de opinión, durante el período de campaña electoral. Ocho días antes de las 
elecciones generales, ningún medio de comunicación, ya sean éstos audiovisuales, de 
radiodifusión, gráficos, Internet, u otros, podrá publicar resultados de encuestas o sondeos 
de opinión, o pronósticos electorales, ni referirse a sus datos.  
3.4 Código Electoral Nacional  
(Ley 19.945 de 1983 modificada por Leyes Nros. 20.175, 22.838 y 22.864) 
Al igual que el COFIPE mexicano, el código electoral argentino regula diversidad de temas 
relacionados con la celebración de los eventos electorales, y el desarrollo del derecho 
constitucional al voto. Los asuntos que consideramos relevantes acerca de la oposición, se 
relacionan con las autoridades encargadas de realizar las elecciones, de escrutar, y de en 
última instancia reconocer a los vencedores. Por este motivo, este apartado se referirá a 
estas autoridades, sus competencias y su carácter, evitando referirnos a previsiones, que 
consideramos no son novedosas para el derecho electoral colombiano, o porque siendo una 
institución o procedimiento diferente al colombiano, no se refiere directamente a la 
oposición. 
3.4.1 Cámara Nacional Electoral 
El sistema electoral argentino, reside, esencialmente, en el poder judicial del Estado
237
. Los 
órganos encargados de realizar, escrutar, reconocer a los ganadores, y sancionar el 
                                               
237 ―Desde un principio se considero que las cuestiones regidas por tales normas no podía entonces confiarse 
sino a órganos que representaran la máxima garantía de imparcialidad… esto es, a los integrantes del poder 
judicial‖ motivo por el cual se creó el fuero electoral a través del decreto ley 3284 de 1963 que creó la 
Cámara Nacional Electoral‖ GONZALEZ- ROURA Felipe y OTAÑO PIÑERO Jorge,  ―Proceso electoral y 
justicia electoral: la organización electoral en la República Argentina‖  en Tendencias contemporáneas del 
derecho electoral en el mundo, Memoria del II Congreso Internacional de Derecho Electoral, Primera 
edición: 1993,  Universidad Nacional Autónoma de México, pág. 746 Sumemos a esto que para garantizar 
aun más independencia de los jueces electorales y miembros de las juntas electorales, el Código Electoral 
prohíbe a los miembros del poder judicial militar en los partidos políticos, art. 24 Lit b ley 23 298. 
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incumplimiento de las normas sobre elecciones, son los jueces electorales en primera 
instancia, y la Cámara Nacional Electoral en segunda. A diferencia de México, donde el 
IFE está en condiciones presupuestales y de personal de ejecutar sus propias decisiones, en 
el caso argentino el apoyo logístico a las decisiones de los jueces los da una oficina del 
ministerio del Interior; ―la Dirección Nacional Electoral‖. A continuación explicaremos 
cómo funciona la ingeniería institucional argentina, relevando el importante papel del poder 
judicial. El sistema de garantías electorales argentino podría caracterizarse como mixto o 
impuro en el sentido en que en la organización de los procesos electorales interviene varias 
entidades e instituciones. La justicia Nacional Electoral (el tribunal electoral), juntas 
nacionales electorales (órganos no judiciales, pero integrados por magistrados) y la 
dirección Nacional Electoral (dependiente del Ministerio del Interior)
238
.     
 
En cada distrito electoral (veinticuatro en total, veintitrés provincias y el distrito de Buenos 
Aires), tiene un juez federal en cargado de resolver, conforme a lo establecido en el Art. 44 
del Código Nacional Electoral ―los juicios sobre faltas electorales; en primera instancia, y 
con apelación ante la Cámara Nacional Electoral, en todas las cuestiones relacionadas con: 
a) La aplicación de la Ley Electoral, Ley Orgánica de los Partidos Políticos y de las 
disposiciones complementarias y reglamentarias; b) La fundación, constitución, 
organización, funcionamiento, caducidad y extinción de los partidos políticos de su distrito; 
y, en su caso, de los partidos nacionales, confederaciones, alianzas o fusiones; c) El 
efectivo control y fiscalización patrimonial de los partidos mediante examen y aprobación o 
desaprobación de los estados contables que deben presentarse de conformidad con lo 
dispuesto por la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, previo dictamen fiscal; e) La 
elección, escrutinio y proclamación de las autoridades partidarias de su distrito.‖ El Código 
Nacional Electoral prevé la existencia de los jueces electorales, aunque estos, a la fecha, no 
han podido ser materializados, motivo por el cual, en cada distrito funge, como juez 
electoral, el juez federal más antiguo de la provincia. 
 
La segunda instancia está reservada a un tribunal nacional, la Cámara Nacional Electoral 
(ley 19277) compuesta por tres jueces,  máxima autoridad electoral, y su ―facultad más 
importante…resulta de la obligatoriedad de la jurisprudencia‖
239
. Como los restantes jueces 
                                               
238 GONZALEZ- ROURA Felipe y OTAÑO PIÑERO Jorge,  ―Proceso electoral y justicia electoral: la 
organización electoral en la República Argentina‖ op. cit.. pág. 742 
239 ROCCA Enrique Victor, ―Democracia y representación en la República Argentina‖ en Tendencias 
contemporáneas del derecho electoral en el mundo, Memoria del II Congreso Internacional de Derecho 
Electoral, Primera edición: 1993,  Universidad Nacional Autónoma de México  pág. 178. Así quedo plasmado 
en la ley sobre la justicia nacional electoral que en su art. 7° reza: ―La jurisprudencia de la Cámara 
prevalecerá sobre los criterios de las Juntas Electorales y tendrá con respecto a éstas y a los jueces de primera 
instancia el alcance previsto por el artículo 303 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.‖ Hace 
referencia a la obligatoriedad de la interpretación hecha por la Corte Suprema que tomada en plenaria es 
obligatorias y ningún juez de instancia podrá apartarse de ella.  
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de la Corte Suprema (Art. 99. Núm. 4°, Constitución Argentina), son nominados por el 
presidente de la República, y aprobados por el senado por mayoría de dos tercios y 
permanecerán en su cargo mientras observen buena conducta. Se exige que no hubiesen 
ocupado cargo partidario cuatro años antes de su nominación.  
 
Sus competencias las establece el artículo 4°. De ellas vale la pena resaltar a) dirigir y 
fiscalizar el funcionamiento del Registro Nacional de electores y fiscalizar los de los 
distritos de acuerdo con las disposiciones de la Ley Electoral; b) dirigir y fiscalizar el 
funcionamiento del Registro Nacional de Afiliados de los Partidos Políticos y fiscalizar los 
de los distritos, de acuerdo con las disposiciones de esta ley y de la Ley Orgánica de los 
Partidos Políticos; d) organizar un Cuerpo de Auditores Contadores para verificar el estado 
contable de los partidos y el cumplimiento, en lo pertinente de las disposiciones legales 
aplicables. A estos fines, contará con un fondo anual especial que no podrá ser inferior al 
cinco por ciento (5%) del Fondo Partidario Permanente e) implementar un sistema de 
auditoría de medios de comunicación. Este artículo 4° de la ley de la justicia electoral 
nacional, evidencia todos los temas que abarca el derecho contencioso electoral, incluido el 
control a los medios de comunicación privados por la violación de los topes de publicidad 
en campaña. 
Igualmente vale la pena resaltar que la Cámara Nacional Electoral hace el Registro 
Nacional de Electores, nuestro equivalente al censo electoral, (art. 17), actualizado 
mensualmente con la información que le remite el Registro Nacional de Personas sobre 
personas muertas, debiendo igualmente publicar la nomina electores fallecidos, por el plazo 
que determine la Cámara Nacional Electoral en el sitio de Internet de la justicia nacional 
electoral al menos una vez al año y, en todo los casos, diez días antes de cada elección, en 
acto público y en presencia de un delegado del Registro Nacional de las Personas, se 
procederá a destruir los documentos cívicos de los electores fallecidos hasta la fecha. 
3.4.2 Juntas Electorales Nacionales 
En cada una de las capitales de las provincias y en la ciudad capital dos mese antes de los 
comicios, el control de la formación de la voluntad popular, se traslada de la justicia 
electoral, a un órganos transitorio encargado del desarrollo de las elecciones. Se trata de las 
Juntas Electorales, compuestas por miembros del poder judicial (magistrados y jueces), 
pero sin ser parte de ella. Tiene, esencialmente las mismas funciones que el poder judicial 
electoral, su particularidad radica en que la ejerce durante las elecciones, siendo el primer 
control de los comicios. Se crearán, dos meses antes de la elección las juntas nacionales 
electorales encargadas de aprobar las boletas de sufragio;  decidir sobre las impugnaciones 
a inscripciones de candidatos, votos recurridos y protestas que se sometan a su 
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consideración; resolver respecto de las causas que a su juicio fundan la validez o nulidad de 
la elección; realizar el escrutinio del distrito, proclamar a los que resulten electos otorgarles 
sus diplomas y nombrar al personal transitorio. Sus decisiones deberán respetar la 
jurisprudencia de la Cámara Nacional Electoral, y sus resoluciones (es un órgano 
administrativo) son apelables ante ella
240
.  
Está  compuesta en la Capital Federal la Junta estará compuesta por el presidente de la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, el presidente 
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y el juez electoral. En las capitales de 
provincia se formará con el presidente de la Cámara Federal, el juez electoral y el 
presidente del Superior Tribunal de Justicia de la provincia.  
3.4.3 El Ministerio Público delegado para asuntos electorales 
 
El Ministerio Publico Fiscal es un órgano de origen constitucional (art. 120), representante 
de los intereses de la sociedad
241
, en cargado especialmente de la iniciación de la acción 
penal. Entre sus funciones se encuentran representar a la sociedad en los procesos de 
elección de funcionarios  ante el fuero judicial electoral. Vale la pena resaltar que los 
ministerios públicos electorales hacen parte de las Juntas Electorales Nacionales, como 
acabamos de ver, encargadas de la organización de las elecciones en los 2 meses previos a 
la contienda electoral. Igualmente, en representación de la sociedad, interviene en todos los 
procesos electorales de primera instancia y control a las finanzas de los partidos políticos. 
Es un representante judicial de las garantías electorales encargado de participar en los 
procesos del fuero electoral en defensa de los intereses de la sociedad.  
 
3.4.4 Regulación de las Campañas 
 
El Código Nacional Electoral, prevé que las campañas serán cortas y por lo mismo austeras 
en recursos económicos. Empezaran 35 días antes de la fecha de la elección y terminaran 
48 horas antes del mismo. Prohíbe la emisión y publicación de avisos publicitarios en 
medios televisivos, radiales y gráficos con el fin de promover la captación del sufragio para 
candidatos a cargos públicos electivos antes de los veinticinco (25) días previos a la fecha 
                                               
240 GONZALEZ- ROURA Felipe y OTAÑO PIÑERO Jorge,  ―Proceso electoral y justicia electoral: la 
organización electoral en la República Argentina‖ op. cit.. Pág. 755 
241 Artículo 120.- El ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía 
financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los 
intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República. Por sus 
funciones, puede asemejarse a las funciones de nuestra Fiscalía General de la Nación y varias de las funciones 
de la Procuraduría General de la Nación, ya que por ejemplo, cuenta con delegados para asuntos laborales y 
de seguridad social, derecho comercias, asuntos tributarios, agrarios, derecho contencioso administrativo. Ley 
24.946 de 1998   
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fijada para el comicio
242
. Esta disposición, como es el espíritu del todo el código, busca 
reducir las ventajas que otorga el financiamiento privado y el poder de manipulación sobre 
la opinión pública la publicidad en medios masivos de comunicación. El juzgado federal 
con competencia electoral podrá disponer el cese automático del aviso cursado cuando éste 
estuviese fuera de los tiempos y atribuciones regulados por la ley.  
 
El Código prevé sanciones para los partidos o candidatos que incumplan esta prohibición, 
impuesta en primera instancia por los juzgados electorales y en segunda por la Cámara 
Electoral. Dichas sanciones implican la perdida de financiamiento público entre uno y 
cuatro años, en caso de financiamiento anual, y entre uno y dos años en el caso del 
financiamiento para las campañas. En el caso que la violación a la restricción de publicidad 




Queremos  relevar del caso, especialmente dos leyes que nos parece aportan luces a la 
situación colombiana. Sin que esto nos permita caracterizar brevemente el sistema electoral 
contenido en la Constitución de 1993. Señalamos, simplemente, que si bien en este caso, el 
sistema Electoral no pertenece al poder judicial, en la elección, composición y garantías, la 
rama jurisdicciónal tiene una gran participación, lo que permite mayor independencia de los 
partidos y las fuerzas políticas mayoritarias, de estas instituciones. Veamos: 
 
La Constitución de 1993, establece que la organización electoral estará dirigida por el 
jurado Nacional de Elecciones, La Oficina Nacional de Procesos Electorales y el Registro 
Nacional de Identificación y servicio civil. En el caso de la primera (el Jurado) tiene como 
funciones: fiscalizar la legalidad de los comisión y la realización de los padrones 
electorales, mantener el registro de partidos políticos, velar por el cumplimiento de las 
normas sobre organizaciones políticas y las demás materias electorales; realizar el 
escrutinio de la elecciones y reconocer a los ganadores. Esta autoridad es el órgano 
encargado de resolver todos los litigios electorales. Está compuesto por cinco miembros: 
uno elegido entre los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, uno electo por la Junta 
de Fiscales Supremos entre sus miembros
243
; uno elector por el colegio de Abogados de 
Lima; el cuarto electro por los decanos de la Facultades de Derecho de las Universidad 
Publicas entre sus ex decanos, y finalmente uno electo por la universidades Privadas entre 
                                               
242 Veíamos que el Cofipe Mexicano en su artículo 49. 2 preve la misma prohibición para todos los partidos y 
candidatos, así solo se tendrá acceso a la publicidad y espacios en medios que el Estado a través del IFE 
establezca para cada competidor. 
243 Ningún miembro de la rama judicial,  jueces y fiscales, pueden participar en política. Art. 153 Const. 
Peruana de 1993. 
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sus ex decanos. Este sistema busca que la Junta esté dominada por miembros de la 
Academia y miembros de la Rama Judicial.  
 
La Oficina Nacional de Procesos electorales (en adelante ONPE) tiene como función la 
organización de todos los procesos electorales, de referéndum y las consultas populares; la 
elaboración de los tarjetones de votación, la elaboración y entrega de todo el material 
electoral. El presidente de este organismo es electo por un periodo de cuatro años por el 
Consejo Nacional de la Magistratura
244
.  Finalmente el Registro Nacional de Identificación 
y Estado civil es la entidad encargada de la realización y actualización del padrón electoral 
(el censo), de la inscripción de los negocios jurídicos que afectan el estado civil de la 
personas y de recopilar y difundir la información necesaria para la realización más eficiente 
y trasparente de las elecciones. Es electo por el Consejo Nacional de la Magistratura.  
  
Como se ve, en el caso peruano a pesar que el constituyente no escogió un sistema en el 
que la autoridad electoral dependiera de la rama judicial, la mayoría de sus miembros si son 
electos por este poder entre sus miembros, un sistema que garantiza independencia y 
autonomía de los partidos políticos en contienda.  
  
Los dos aspectos que queremos señalar y que consideramos pueden aportar elementos  
relevantes sobre el ejercicio de la oposición en Colombia son: a) la ley de partidos políticos, 
ley 28094, y b) la ley sobre contratación de publicidad estatal. El primer elemento, es claro 
que las legislaciones  sobre el sistema de partidos mostrarán aspectos, que tal vez la ley 134 
de 1994 ignoró. La segunda ley hace referencia a una problemática que vive el país cada 
periodo electoral, una de las distorsiones más fuertes al elector: el pago de pauta 




                                               
244 Corporación perteneciente a la rama judicial encargada de la selección y nombramiento de los jueces y 
fiscales (equivalente, en varios aspectos, a nuestra sala administrativa del Consejo Superior de la Judicatura), 
electo por la Corte Suprema, la Junta de Fiscales Supremos, y por los colegios de abogados de Perú.  Art. 150 
y 155 Const. Peruna de 1993. 
245 En Colombia, el Estado concesiona el dial de las emisoras o los canales de televisión, dependiendo del 
medio de que se trate. Los concesionarios del espectro a su vez sub arrienda espacios de la parrilla de 
programación a profesionales de la Comunicación, con el fin que ellos desarrollen espacios informativos, de 
entretenimiento, musicales etc. En periodos no electorales los directores de cada programa, de cada espacio de 
televisión o radio, son  libres de seguir la agenda informativa que consideren. En periodo de elecciones, el 
concesionario del espectro electromagnético, en virtud de su posición dominante como ―propietario‖ del bien 
del estado frente a sus sub arrendadores, retoma el control informativo y da espacios a los candidatos que 
apoya, ignorando y cerrando los micrófonos a los partidos en oposición. La otra cara de este fenómeno es 
presenta cuando una entidad del nivel regional o local pauta publicidad institucional con medios de 
comunicación de la región, emisoras o espacios en televisión. Esta pauta publicitaria, de la cual depende el 
medio de comunicación los ata e impide que realicen una función de vigilancia y denuncia. Este fenómeno se 




4.1 La ley de partidos políticos 
  
La ley de partidos políticos regula diversos temas como la fundación de los nuevos 
partidos, su financiamiento, su control, acceso a medios de comunicación, elecciones 
primarias y causas de ilegalización. Sobre el sistema de financiación público, se establece 
que tendrán derecho a accede a este los partidos que hayan alcanzado representación en el 
Congreso
246
. El monto de la financiación equivale al 0.1 % de la Unidad Impositiva 
Tributaria
247
 por cada voto emitido para elegir representantes al Congreso.  Dichos recursos 
tiene finalidades precisas, y que trascienden a las campañas electorales: i) formación, 
capacitación e investigación durante, ii) funcionamiento ordinario, y iii) campañas. Estos 
recursos se entregan un quinto por año a cada partido (recordemos que el periodo 
presidencial y del Congreso es de cinco años) a razón de 40 % de manera igualitaria entre 
todos los partidos, y 60% en forma proporcional  a los votos obtenidos por cada partido en 
la elección de representantes al Congreso (Art. 29).  Los aportes privados a los partidos no 
pueden ser superiores, anualmente, a sesenta unidades Impositivas Tributarias. La ley 
prohíbe las fuentes de financiamiento de confesiones religiosas, empresas de derecho 
público, o con participación del Estado en todos sus niveles y no permite que candidatos 
reciban financiamiento directamente, sino a través de sus partidos políticos. Los ingresos no 
declarados dentro de los libros contables de cada partido político se presumen de fuente 
prohibida. El control de los recursos de los Partidos está a cargo de la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales y de su dependencia especializada la Gerencia de Supervisión de 
Fondos Partidarios. El incumplimiento de normas de contabilidad y publicidad de la 
información financiera acarrea que la Oficina Nacional puede sancionar a los partidos con 
la perdida de los derechos a financiación. Estas decisiones son impugnadas ante el Jurado 
Nacional de Elecciones. 
 
El acceso a medios de comunicación públicos y privados de manera gratuita se da en el 
periodo electoral (un mes antes hasta dos días antes del comisión electoral), en la franja de 
7:00 p.m. 10:00 p.m. Cada canal y emisora de radio deberá difundir esta información en 
esta franja. El Estado compensa este uso de los medios de comunicación privados con un 
descuento en el uso del espectro electromagnético o radioeléctrico. Estos 28 días de acceso 
a medios de comunicación están claramente discriminados dentro de la ley a razón de: 10 
                                                                                                                                               
silencio Abuso de publicidad oficial y otras formas de censura indirecta en América Latina, 1° ed, Buenos 
Aires, Asociación por los Derechos civiles, Opne Society Institute, New York,  2008. Pág.65 y s.s   
246 La ―valla electoral‖ es del 4% 
247 La UIT es el monto de referencia para las normas tributarias. El objetivo de ello es mantener en valores 
constantes (dentro de un ejercicio tributario y fiscal) las bases imponibles, deducciones y límites de 




minutos diarios entre el día 30 y el día 15 previo a las elecciones, veinte minutos diarios 
entre los 14 y los 6 días previos y 30 minutos diarios entre el día 5 al día 2 previo a los 
comisión. El tiempo se distribuirá 50/50, es decir, la mitad de manera igualitaria entre todos 
los partidos políticos con candidatos inscritos en el proceso electoral, y la otra mitad se 
distribuye proporcionalmente a la representación con la que cuenta cada partido político en 
el Congreso de la República. Le corresponde a la Gerencia de Supervisión de los Fondos 
Partidarios la determinación del tiempo disponible de cada partido. El acceso a medios de 
comunicación en periodos no electorales está limitado a los medios de comunicación 
Estatales, otorgando mensualmente cinco minutos a cada partido político con 
representación en el Congreso. Sobre la contratación de publicidad política pagada en 
periodo de elecciones la legislación establece un límite para los partidos y los medios de 
comunicación de trasmitir más de 5 minutos en cada estación radial o canal de televisión. 
 
4.2 Ley de regulación de la pauta estatal en medios de comunicación (ley 28.874)  
Como lo mencionábamos más arriba, una de las grandes distorsiones de la democracia 
colombiana (aunque, por supuesto, no exclusiva a nuestro país) en periodos electorales es el 
uso de la publicidad que otorga el Estado para castigar a los espacios de radio y televisión y 
prensa escrita que den publicidad a las campañas opositoras, la denominada censura 
indirecta
248
. El caso peruano nos ilustra sobre una de las alternativas por las que se ha 
optado. La ley 28874  establece una sería de principios de selección objetiva que impiden 
que los diferentes niveles y departamentos del Estado peruano otorguen la publicidad 
Estatal a todos los medios de comunicación sin poder privilegiar a alguno, y obstaculizando 
el castigo a otros. Establece que la entidad estatal ―deberá sustentarse técnicamente la razón 
por la que una determinada entidad o dependencia eligió a determinados medios de manera 
preferente, para no dar lugar a situaciones que privilegien injustificadamente a empresas 
periodísticas determinadas.‖ Reitera más adelante ―la entidad o dependencia que adquiera 
los servicios de empresas privadas de publicidad o medio de comunicación social, buscará 
no privilegiar a una sola empresa, a menos que las erogaciones que se hagan estén 
sustentadas por las tarifas, el prestigio, la cartera y la eficacia de las prestadoras de dichos 
servicios.‖ Prevé que las entidades o dependencias del Gobierno Nacional, regional y local, 
deberán publicar los contratos de publicidad en su respectivo portal y presentar dentro de 
los diez  días siguientes al vencimiento de cada trimestre, los programas o campañas de 
publicidad que han llevado a cabo en el período correspondiente, definiendo los medios de 
                                               
248La legislación sobre contratación estatal colombiana entrega total discrecionalidad a los gobernantes locales 
y regionales, y las empresas descentralizadas de todos los niveles, al momento de entregar pauta publicitaria a 




prensa escrita, radial o televisiva propuestos para difundir las campañas y los criterios que 
orientaron la propuesta. 
Las entidades o dependencias deberán informar al órgano del Sistema Nacional de Control, 
en el período correspondiente, las razones por las que contrató los servicios de determinada 
empresa de publicidad, para la elaboración de una campaña institucional o comercial 
específica. También se acompañará una evaluación de los resultados de la publicidad 
estatal vía indicadores de desempeño. Como veremos más adelante, estas previsiones, 
aunque parezcan de poca monta, son de tal importancia para nuestra democracia ya que 
permiten luchar contra la censura indirecta en periodos de campañas electorales, hecho que 
en nuestro país es generalizado. 
5. CASOS DE OPOSICIONES EN SISTEMAS PARLAMENTARIOS 
 
Antes de estudiar los mecanismos y derechos que usa la oposición política con presencia en 
las asambleas representativas de los sistemas de gobierno parlamentario, vale la pena 
insistir, como ya lo hicimos en la introducción de esta tesis, en la forma distintiva de su 
ejercicio: ―gobierno en la sombra‖.  
 
En los sistemas con primer ministro, ya sean  parlamentarios o semi presidencialistas
249
, el 
gobierno es ejercido por el primer ministro electo dentro de los diputas electos para la 
asamblea representativa. Este primer ministro, es el secretario general del partido con mas 
curules dentro del parlamento. De entre los diputados de su partido o coalición de partidos, 
el primer ministro  elige su gabinete. Al estar el gabinete dentro de la asamblea, el partido 
en oposición, elige, un jefe de la oposición (generalmente el secretario general o presidente 
del partido mayoritario en oposición) que a su vez, dentro de los diputados de su partido 
elige a la manera de primer ministro, un gabinete en la sombra, encargado de hacer debates 
de control político a los ministros del gobierno.  
 
Así dentro de los sistemas parlamentarios o semi presidenciales hay dos gabinetes, uno 
liderado por el primer ministro y sus ministros de los diferentes ramos, todos encargados 
del gobierno, y un segundo gabinete, que liderados por el jefe de la oposición, cuenta con 
                                               
249 Sin importar las profundas diferencias entre los parlamentarismos y los semi presidencialismo, el elemento 
común, que nos permite hablar de las oposiciones de estos sistemas como cercanas, es que la elección de un 
sector de la rama ejecutiva del poder público. El primer ministro, depende de las mayorías con las que cuenta 
un partido en la asamblea representativa, con lo cual el partido de oposición dentro del parlamento goza del 
mismo papel: servir potencialmente para cambiar el gobierno, o motivar la disolución del Congreso.  
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Así por ejemplo, Tony Blair, en Inglaterra; en 1987 fue nombrado por la oposición laborista 
como portavoz de asuntos del tesoro y económica al gobierno conservador de Margaret 
Thatcher encargado de hacer debates de control político al ministro de economía del 
gobierno; solo después de 1994, fue nombrado por su partido como líder de la oposición 
laborista al gobierno conservador de Jhon Major; y solo después de las elecciones de 1997 
fue electo primer ministro.    
 
Este caso muestra, como en los sistemas con primer ministro dependiente de la confianza 
del parlamento, la oposición es ejercida de manera diferente y alternativa al gobierno. En 
estos sistemas, el gabinete tiene un grupo político en la sombra que le hace oposición 
especializada, pero que a su vez sirve de alternativa constante para el electorado.  
 
Hecha esta aclaración que muestra la diferencia entre el ejercicio de la oposición en los 
sistemas parlamentarios a los presidenciales, podemos, brevemente mencionar con que 
herramientas diferenciadas cuenta la oposición en estos sistemas. 
 
En el caso de Portugal el artículo constitucional 117.2 prevé una ley desarrollará los 
derechos de la oposición. Dicha ley fue la 59 de 1977 que fue posteriormente derogada por 
la ley 24 de 1988. Dicha ley consta de 10 artículos y reconoce los derechos de la oposición 
nacional, regional y local a: i) ser informadas por el gobierno nacional, regional y 
municipal en tiempo razonable de todos los  principales asuntos de interés público; ii)) el 
derecho a la consulta previa de asuntos como las fechas de las elecciones, la orientación 
general de la política exterior, la orientación de la defensa y seguridad nacional, iii) tiene 
derecho a ser oídos de manera previa sobre asuntos como proyectos de ley de desarrollo 
nacional y regional y las negociaciones sobre acuerdos o tratados internacionales; iv) el 
derecho a participar e intervenir en todos los debates sobre asuntos legales y 
constitucionales; v) el derecho a participación en el trámite legislativo a través de 
observaciones a leyes electorales y de partidos políticos; vi) Los partidos representados en 
el parlamento y que no formen parte del Gobierno tienen el derecho de cuestionar al 
Gobierno,  para obtener  información de manera correcta y dentro de un plazo razonable 
sobre las medidas adoptadas para aplicar las garantías constitucionales de libertad y 
independencia  de poderes políticos o económicos de los medios de comunicación. Los 
mismos partidos también tienen derecho a cuestionar al Gobierno, para obtener esta 
información  plazo suficiente y razonable sobre las medidas adoptadas para proporcionar 
                                               




una estructura y funcionamiento de los medios de comunicación en el sector público para 
salvaguarda su independencia del Gobierno, Administración Pública y otras autoridades 
públicas, así como en la garantía constitucional de la posibilidad de expresión y 
confrontación de diferentes corrientes de opinión; finalmente vii) se prevé el derecho a que 
el desarrollo de la ley sea seguido de cerca por el Parlamento a través de informes de 
evaluación que se presentaran anualmente en el mes de marzo. Este informe, y las 
observaciones que hagan de él los partidos en oposición, serán publicados en el diario 
oficial del Estado. 
 
En el caso de Reino Unido, el primer reconocimiento legal del partido mayoritario fuera del 
gobierno, se dio en 1937 con la expedición de Minister of the Crown Act, que reconocía en 
su sección 5° “There shall be paid to the Leader of the Opposition an annual salary of two 
thousand pounds”. A partir de esta ley, el líder de la oposición y su gabinete a la sombra 
tenían un estatus especial dentro de los diputados de la cámara de los comunes. Es 
necesario aclarar que este salario al gabinete en la sombra es solo para el partido 
mayoritario en la oposición, es decir los terceros partidos, minoritarios no tienen derecho a 
este ―financiamiento‖, ya que además de que, al tradicional bipartidismo el gobierno de 
monopoliza entre laboristas y conservadores, el financiamiento en Reino Unido es 
esencialmente privado. 
 
De esta ley igualmente se resalta el ―opposition day,‖, o día de la oposición. En este día la 
oposición tiene el derecho de fijar el orden del día, ya sea para adelantar discusiones, 
debates o votaciones aprobatorias de leyes. Este día se celebra 20 veces en cada periodo 
constitucional de la cámara baja. Francia, recientemente aprobó una ley constitucional 
(reformatoria de la Carta de 1958) que introduce varias disposiciones sobre la oposición. 
Entre ellas, el mismo derecho a que ―un día de sesión por mes está reservado al orden de la 
agenda en cada cámara a la iniciativa de los grupos de oposición y los grupos 
minoritarios
251
. En general está reforma constitucional esta en caminada a fortalecer al 
parlamento y a las bancadas o grupos partidarios. Igualmente prevé (art. 51.1) el desarrollo 
de los derecho de la oposición, en una ley que los extienda. Igualmente prevé que en el 
seno de las cámaras, y en desarrollo de la misión de control y evaluación al gobierno, se 
creen comisiones de investigación con el fin de recoger información.   
 
Quisiéramos finalizar esta breve mención a los casos europeos, con las comisiones de 
investigaciones especiales que prevé el reglamento del Congreso en España, en donde en la 
Cámara de Diputados, a propuesta de Gobierno, de la Mesa, de dos Grupos Parlamentarios 
                                               
251 Art. 23 de la ley constitucional, actual artículo 48 de la constitución de 1958. Loi constitutionnelle n° 
2008-724 du 23 juillet 2008 de modernisation des institutions de la Ve République publiée au Journal Officiel 
du 24 juillet 2008. 
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o de la quinta parte de los miembros de la Cámara, podrá acordar la creación de una 
Comisión de Investigación sobre cualquier asunto de interés público (artículo 52.1 RC). 
Estas comisiones son integradas por diputados de los partidos fuera del gobierno, y se 
encargan de investigar temas de trascendencia nacional
252
. En los parlamentarismo (España 
o Italia)  o semi presidencialismo (Francia), sufren varios obstáculos, principalmente, que 
su creación requiere la aprobación de la mayoría de la cámara que es controlada, 
obviamente por el gobierno, motivo por el cual no gozan de respaldo, y son poco 
frecuentes. La diferencia entre las regulaciones europeas tiende a disminuir la mayoría 
necesaria para la creación de las comisiones especiales de investigación. En Portugal se 
exige la menor cantidad de diputados: 1/5 de miembros (art. 181.3 constitucional). Esta 
comisión de investigación debe reflejar la composición del parlamento ya que se comporta 
como una reproducción del Pleno a tamaño reducido, con lo cual el funcionamiento de las 
Comisiones se aproxima al de la Junta de Portavoces.  
 
 
6. CONCLUSIONES DEL CAPITULO 
 
Las diferentes legislaciones electorales y de partidos políticos estudiadas nos permiten 
realizar varias afirmaciones, que  a continuación explicitamos.   
 
6.1. Detalle y taxatividad de las normatividades electorales 
 
De la lectura de las leyes electorales y de partidos políticos de los países estudiados es 
posible concluir. Las legislaciones detalladas y en las que se deja menos margen de 
interpretación a las entidades electorales, tienen a tener mejores sistemas de control sobre 
los partidos políticos, garantizando la igualdad entre los mismos. Por el contrario, la 
legislación que es ambigua, imprecisa y permite a los organismos electorales – sobre todos 
aquellos controlados por los partidos políticos mayoritarios, como el caso de Colombia, tras 
el acto Legislativo de 2003-  manejar discrecionalmente los recursos del Estado entre los 
partidos, acentuando de esta manera la desigualdad entre los partidos políticos
253
. La 
legislación electoral Mexicana, es sin duda una de las mejores muestras que la regulación 
detallada, aun cuando es constitucional,  aporta al proceso de elecciones seguridad y certeza 
jurídica
254
.  La argentina, a pesar de no encontrarse codificada, las cinco leyes recogen toda 
una serie de detalles de financiamiento, control de los recursos acceso a los medios de 
                                               
252 En www.Congreso.es  
253 NAVAS CARBO Xiomara, ―La regulación del financiamiento de los partidos políticos y de la campaña 
electoral en América Latina‖, en Elecciones y sistemas de partidos en América Latina Dieter Nohlen ed. 
IIDH., Costa Rica, San José, pág. 150 
254 FIGUEROA ALFONZO, Enrique, Derecho Electoral, Unam, Iure Editores, México, 2006, pág. 221 
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comunicación, prohibición de contratación de publicidad política, regulación de las 
elecciones primarias, trámites ante la justicia nacional electoral etc., que hacen un sistema 
legal homogéneo y racional. Y si a esto le sumamos que la misma ley del fuero electoral, 
reconoce que la jurisprudencia de la Cámara Nacional Electoral tendrá el valor de 
precedente judicial, se concluye necesariamente que el sistema argentino cuenta con las 
herramientas jurídicas para hacer previsibles, y por lo mismo no arbitrarias ni 
discrecionales las decisiones de los entes encargados de garantizar una contienda limpia y 
justa.      
  
6.2  Igualdad a los partidos y neutralidad Estatal 
 
El primer gran rasgo de todas las legislaciones es que buscan al menos, formalmente crear 
condiciones de equidad para la lucha electoral a todas las fuerzas políticas en contienda. Es 
decir, aplican el principio de igualdad entre los partidos, con el fin que el Estado observe 
neutralidad respecto a los competidores. Esta es la primera de las garantías que 
encontramos a los partidos políticos de oposición. Esto debido a que el Estado, y su control, 
son el objeto de la pugna partidaria, mal haría el Estado en no dar igualdad de condiciones a 
todas las fuerzas políticas en contienda.  
 
Es así como, en general, en lugar de establecer prestaciones especiales para los partidos 
políticos opositores, las legislaciones estudiadas, tienden a garantizar igualdad de acceso a 
todas las prerrogativas a todos los contendores, ya sea financiamiento, acceso a medios, 
cargos en órganos colegiados de dirección estatal. Solo excepcionalmente (el caso del 
presidente de la Auditoria General de la Nación y el Consejo de Gobierno brasilero) hay 
prerrogativas a favor, específicamente del partido en oposición, pero referidas no a su 
desventaja fáctica en la contienda electoral, sino a su rol como control político al 
gobierno
255




En el primer capítulo de este trabajo señalábamos la importancia de los partidos políticos 
como instituciones encargadas de canalizar el disenso y reinvidicaciones no representadas 
en el partido de gobierno en las sociedades pluralistas. Señalábamos igualmente, que los 
partidos políticos –aunque no solo ellos- eran los intermediarios en la relación entre el 
Estado y la sociedad civil. Así, la conclusión que se impone: los partidos políticos no son 
parte del Estado, pero debido al importante rol que desempeñan en la calidad de la 
democracia representativa, gozan de su  protección y financiación. Es sin duda una relación 
                                               
255 Sobre este punto volveremos en el capítulo III, acápite 2°. 
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difícil y paradójica, en la los partidos deben garantizar siempre su independencia del 




En todos los sistemas de financiamiento este es permanente, es decir no se limita a los 
periodos electorales ―fundamentandose tal opción en la importancia que tiene los partidos 
dentro del sistema político, tanto en periodos inter- electorales como aquellos 
específicamente electorales… garantizando de cierta manera la independencia de los 
partidos frente a los grupos de interés del sector privado‖. Como lo muestra el estudio de 
Ximena Navas, las legislaciones electorales de la región latinoamericana tienen dos 
alternativas a la hora de distribuir los ingresos a los partidos políticos. Un primer criterio de 
representación parlamentaria referida a que únicamente los partidos que hayan alcanzado 
algún escaño, tiene derecho a la contribución pública directa. Una segunda alternativa es el 
número de votos obtenidos donde se entregan recursos directos en proporción a los votos 
depositados. La conclusión de la autora en cita señala que ―la aplicación del primer criterio 
tiende a favorecer a los partidos más grandes que han logrado superar el número de votos 
necesarios, según el sistema electoral respectivo, para conseguir representación en el 
parlamento‖
257
, consecuencia elemental del hecho, de que todos los sistemas electorales, 
por más exactos que prediquen ser desperdician votos en la conversión de estos a curules. 
Un sistema equitativo, que necesariamente no implica modificar los umbrales, es repartir el 
dinero conforme a los votos obtenidos no a las curules. Un cambio pequeño, pero 
sustancian para los partidos minoritarios. 
 
El financiamiento público se ha impuesto como regla, incluso mayoritariamente público, 
tanto en Argentina como en México y Perú se ha evolucionado de sistemas de 
financiamiento que premiaban a los partidos mayoritarios, hasta incluso sistemas que 
buscan garantizar la igualdad de recursos entre los partidos de gobierno y los minoritarios.  
En todos los casos, los sistemas de financiamiento han sido fruto de negociaciones entre los 
partidos de gobierno y oposición, por lo que se explican solamente en sus contextos 
nacionales. De esta manera, en México el sistema de 70/30, beneficia especialmente al 
PAN y en menor medida al PRD, dejando a los demás partidos minoritarios más rezagados 
y formando un tripartismo. En Argentina, el actual sistema 50/50 de reciente vigencia, y las 
prohibiciones de publicidad, busca igualar a los partidos, incluidos los que están fuera del 
clásico PJ o UCR.   
   
                                               
256 NAVAS CARBO Xiomara, ―La regulación del financiamiento de los partidos políticos y de la campaña 
electoral en América Latina‖, en Elecciones y sistemas de partidos en América Latina Dieter Nohlen ed. 
IIDH., Costa Rica, San José, pág.  147 
257 NAVAS CARBO, Ximena, op. cit. pág. 151 
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El financiamiento abarca no solo los gastos de elecciones sino los gastos de funcionamiento 
e incluso gastos para la investigación, evidenciando que los Estados entienden que los 
partidos no solo son mecanismos de canalización de votos y candidatos, sino espacios de 
formación política y académica. Finalmente es menester resaltar, que las legislaciones 
optan por dar total libertad a las asambleas representativas para establecer el monto de 
dinero a trasferir a los partidos o atan este monto a una variable constante que garantiza que 
este monto siempre crezca; México lo hace a una fracción del valor del salario mínimo, 
Perú a una centésima de una Unidad Impositiva Tributaria, y Brasil a treinta y cinco 
céntimos de un real 
 
6.3 Control y fiscalización al manejo de recursos 
 
Todas las legislaciones estudiadas sin importar el sistema de financiamiento que 
implementen tienen estrictos sistemas de vigilancia y control a las finanzas de los part idos. 
El caso mejicano entregando la competencia a un órgano profesional y técnico del IFE, en 
el que, con el fin de generar confianza a todas las fuerzas participan con voz pero sin voto 
delegados de todos los partidos. Y en el caso Argentino el fuero electoral, con participación 
de auditores especiales de la Cámara Nacional Electoral, y el Ministerio Publico para 
asuntos electorales.  Todos los sistemas establecen una legislación precisa y detallada, con 
términos perentorios competencias altamente regladas y consecuencias jurídicas claras, en 
caso de incumplimiento de normas de financiamiento y gastos de campaña, tanto para el 
partido político, como responsabilidades penales y políticas para los tesoreros y 
responsables individuales.  
 
Resaltan de caso peruano y argentino la centralización de las cuentas bancarias de los 
partidos, en aras de facilitar este control. Por esto, ningún candidato tiene cuentas 
personales para recibir el financiamiento público o privado, y solo el partido es el facultado 
para esto.  De hecho, sin importar el sistema de financiamiento que se decida implementar, 
ya sea para premiar a los vencedores de la contienda electoral, o para buscar igualar a las 
minorías con el fin de que el factor económico no sea el que decida la contienda, sino las 
propuestas y la plataforma ideológica ―el establecimiento de un órgano competente, que 
fiscalice los ingresos y gastos de las organizaciones políticas, es la condición previa para 




6.4 La ampliación de la representación en el Congreso 
 
                                               
258 NAVAS CARBO, Ximena, op. cit., pág. 158 
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De los sistemas electorales estudiados, el Mejicano, fue el único caso en el que el sistema 
de trasformación de votos en curules fue usado expresamente con el fin de romper la 
hegemonía del partido oficial. Por lo mismo merece ser señalado, que una alternativa para 
Colombia es la modificación del sistema electoral con el fin de ampliar los grupos 
representados en el Congreso nacional, y ofrecer a todas las fuerzas políticas escenarios en 
los que puedan llegar a ser competitivos. Así la combinación del sistema mayoritario y el 
sistema proporcional, garantizó que fuerzas minoritarias, especialmente regionales,  
pudieran participar en la contienda con la opción de competir en alguno de las dos 
alternativas. Valdría la pena mencionar, recurriendo a ejemplos de Europa oriental que esta 
fue la misma táctica que siguió Rusia desde 1993 con el fin de contra restar el poder del 
Partido Comunista de la Federación Rusa, ya que se creó, a través de los decreto 
presidenciales, un sistema electoral mixto para la conformación de la Duma de 450 
escaños. 225 por el principio mayoritario relativo de distritos uninominales, y 225 en 
distritos por el sistema proporcional plurinominal. Esto abrió la posibilidad que las 
minorías políticas, regionales e independientes pudieran llegar al legislativo. En 1993, el 
número de legisladores independientes electo fue de 141 equivalente al 31.3% de la duma 









La existencia de un sistema de defensas es colorario indispensable en la obra del 
constituyente de edificar un sistema electoral
261
. Esta máxima fue desarrollada en los casos 
estudiados – salvo Perú- en el que una especialidad (un fuero) y en la cabeza un órgano de 
cierre, Tribunal Nacional Electoral, es el encargado de resolver todos los litigios referidos a 
la aplicación de las normas de los partidos políticos y las elecciones (derecho contenciosos 
electoral). De manera unánime, los países que siguieron esta tendencia mundial, 
reconocieron que la mejor garantía para todas las fuerzas políticas, es que el organismo 
encargado de resolver los litigios electorales no tenga influencias políticas partidarias
262
, 
                                               
259 AGUIRRE Pedro, Sistemas políticos y electorales contemporáneos: Rusia, México, Instituto Federal 
Electoral, 1999, pág. 31  
260 CARPIZO Jorge, Concepto de Democracia, op. cit. pág. 31 
261 CARBALLO BALVANERA Luis, op. cit.  pág. 222. 
262 Vale la pena añadir que a la misma conclusión llego Europa occidental, en especial tras la segunda 
posguerra – en Francia habría que esperar hasta la quinta república de 1958-, ya que el control y veeduría de 
las elecciones se entrego a tribunales, generalmente los tribunales constitucionales. En Francia es el Consejo 
Constitucional el encargado de sancionar el incumplimiento de las normas electorales por parte de los partidos 
políticos, sus candidatos y las entidades encargadas de la celebración de los comicios (arts. 58, 59, 60  
Constitución Francesa de 1958). En Alemania el Tribunal Constitucional es el juez de los procesos electorales 
(no solo elecciones), incluyendo, por ejemplo la ilegalización de partidos políticos, o su reconocimiento, y las 
reglas de financiamiento a los partidos. Cfr. SIMON Helmut, La jurisdicción Constitucional en Manual de 
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sino que se presente como una corporación independiente y autónoma de las partes del 
litigio. Su existencia permite la aplicación con regularidad de las disposiciones electorales y 
la creación de un cuerpo de criterios interpretativos (la jurisprudencia) que darán mayor 
certeza, imparcialidad y objetividad a los procesos electorales, lo cual es inexistente en 
organismos administrativos.  
 
Esta jurisdicción y su tribunal de cierre conocen de un sin número de litigios relacionados, 
además de las normas de elecciones y partidos políticos, de los casos de problemas 
presentados entre los militantes y su partido, el reconocimiento de los derechos acceso a 
medios de comunicación, el reconocimiento de personería jurídica a los nuevos partidos, la 
ilegalización o perdida de la misma etc.-.  
 
Otra alternativa, muchas veces paralela a la implementación de un tribunal electoral, es la 
creación de organismos de carácter administrativo encargado de funciones logísticas y de 
distribución de recursos, así como de realizar la fiscalización a los partidos. Es el caso del 
IFE, encargado de muchas de las tareas que en Argentina realizan la Cámara Nacional 
Electoral (sobre todo en el tema de los padrones o censos electorales) y el Ministerio del 
Interior (los materiales para el día de las elecciones). Esta alternativa de un órgano 
administrativo, tiene como ventaja, que además de ser cercana a nuestra ingeniería 
institucional al asemejarse a la Registraduría Nacional del Estado Civil, por su propio 
carácter, permite que en cada caso, o en cada debate participen delegados de todos los 
partidos políticos, aun cuando el gobierno de la entidad este en manos de expertos que son 
quienes tiene la facultad de decidir.    
 
6.6 Participación de la oposición en la confección de ternas para órganos de control 
del estado, y participación con voz, pero sin voto, en órganos colegiados de 
gobierno. 
 
En el caso Argentino vimos que la oposición tiene el derecho constitucional a presentar la 
terna de la que se elegirá al presidente de la junta directiva de la Auditoria General de la 
Nación. Esta prerrogativa es combinada, con seis miembros pares del presidente del órgano 
de control, que son elegidos por cada una de sus cámaras a razón de tres, teniendo en 
cuenta la representación de los partidos. Así, en el caso Argentino a la oposición se le 
reconoce una prerrogativa que además de potenciar su rol como contrapeso del Poder 
                                                                                                                                               
Derecho Constitucional Op. cit.. pág.836. ―Este es el procedimiento utilizado en la mayor parte de los Estados 
de la Commonwealth que han seguido el ejemplo británico, en donde las contestaciones electorales (elections 
petitions) son juzgadas según el derecho común por los tribunales erigidos para la ocasión en ―tribunal de 
elecciones‖. En  COTTERET Jean Marie y EMERI Claude, Los sistemas electorales, primera edición en 
lengua castellana, 1973, Oikos- tau. S.A. Ediciones, Barcelona  pág. 60   
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Ejecutivo Nacional, hace una distinción clásica de la administración pública, que redunda 
en un beneficio para el Estado y la sociedad, entre gobierno y dirección, y control y 
vigilancia. En Argentina se entendió que el control financiero al gobierno no lo puede hacer 
el mismo gobierno.    
 
6.7 Regulación del acceso a los medios de comunicación.  
 
En Argentina, Brasil y Perú a través de leyes el Estado les impone la obligación a los 
medios de comunicación tanto privados como públicos, incluso, en el caso de Brasil, a los 
canales por cable,  de trasmitir la publicidad electoral, o debates electorales entre los 
candidatos realizados por las autoridades electorales (México) y las emisiones de los 
partidos en periodos no electorales. En general todas las legislaciones establecen ellas 
mismas – no lo delegan al órgano electoral de vigilancia-, las franjas electorales, el sistema 
de distribución del tiempo, y dejan a los órganos de control la veeduría y sanción ante el 
incumplimiento. Y en el caso Mexicano y Argentino se prohíbe a los candidatos y partidos 
políticos contratar espacios en los medios de comunicación. Será solo el Estado, atreves del 
órgano técnico IFE y CNE, la encargada de entregar los espacios a cada competidor.    
 
6.7 Elecciones primarias como método de pluralismo dentro del partido político. 
 
Tanto la legislación Argentina como la Peruana establecen mecanismos para que los 
afiliados y las afiliadas de los partidos políticos en contienda elijan a los candidatos a los 
principales cargos de elección popular (elecciones primarias). Esta previsión es una 
garantía que si bien no está dirigida a la oposición específicamente, si permite que esta 
tenga condiciones de competencia. Mencionabamos en el primer capítulo de esta tesis, que 
la oposición permite y realiza el principio de pluralismo político, en la medida que solo la 
existencia de varios partidos políticos, cada uno con una auto interpretación de la sociedad 
y el Estado diferentes, permitía ofrecer al electorado diversidad y alternativas. Las ciencias 
políticas y el derecho constitucional
263
 han mostrado como el pluralismo de partidos de un 
régimen político se realiza si, y solo si, cada partido político se comporta como un micro 
sistema político, es decir si dentro de cada organización compiten diversas corrientes. 
Entonces, las elecciones primarias maximizan y desarrollan el mismo principio en el que se 
funda la oposición, su potenciación (del principio de pluralismo), implica entonces la 
potenciación de la oposición. Habría que sumar a este argumento, el hecho que los sistemas 
políticos occidentales son controlados por los partidos políticos, lo que ha hecho que se 
denomine a estos regímenes como partidocracias o Estado de Partidos, con el fin de 
evidencia el efecto, tal vez negativo de este control casi monopólico. Este monopolio es 
                                               
263 ABAL MEDINA Juan, ―Elementos teóricos para el análisis contemporáneo de los partidos políticos: un 
reordenamiento del campo semántico‖ en El Asedio a la política, op. cit..,   pág. 43 
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matizado y sus posibles efectos negativos morigerados si se establece dentro de los mismos 
mecanismos de democracia interna que entre el control a los afiliados y afiliadas, no a sus 
cuadros o burocracias
264
. Estas precisiones y ejemplos comparados nos llevan a concluir 
que las elecciones primarias obligatorias dan espacios de visibilización a todas las 
tendencias de los partidos, y a consecuencia de ello, las mismas oposiciones tienen más 
































                                               




Conclusiones y elementos para el debate. 
      
―En las democracias la oposición es un órgano de la 
soberanía popular tan vital como el gobierno. Cancelar 
la oposición significa cancelar la soberanía‖ 
 
Guglielmo Ferrero.  
 
En este capítulo final intentaremos mostrar los aportes que pueden extraerse de las 
experiencias de los presidencialismos del continente relacionadas con garantías y derechos 
de la oposición. Para esto, y con el fin de aportar elementos nuevos para el debate, 
mencionaremos los proyectos de ley que a la fecha se han discutido; en un segundo 
señalaremos las condiciones generales que debe reunir una ley de la oposición y los 
derechos y mecanismos de protección que esta podrían contener; posteriormente 
explicaremos que reformas  trascienden la promulgación de una ley y abarcan, reformar 
constitucionales.    
 
4. Antecedentes del debate: “proyectos de ley estatutaria de la oposición pos 
constitución de 1991” 
 
Este estudio no puede dejar de mencionar los proyectos e iniciativas presentadas para 
reglamentar el artículo 112 de la Constitución, ya que en ellos existen elementos, que 
combinados con los aportes extranjeros enriquecen este debate.  
 
El primer proyecto de estatuto fue el PLC- 063 de 1993 presentado por el representante a la 
Cámara Manuel Cepeda por el Partido Unión Patriótica. Este consagraba el derecho de los 
partidos en oposición a ser informados directamente por el gobierno, de todos los asunto de 
interés público, uso de los medios de comunicación sociales del estado y participación en el 
órgano rector de la Televisión, la Comisión Nacional de Televisión, esto con el ánimo que 
pueda pronunciarse de cualquier tema de relevancia nacional. Sobre los derechos de los 
parlamentarios en oposición se les otorgaba asiento en las mesas directivas de las 
corporaciones, y participación en las comisiones accidentales durante el trámite de 
legislativo.  Participar en las juntas directivas de las instituciones y empresas Estatales. El 
derecho a ser consultados previamente por el gobierno sobre temas de relaciones exteriores, 
defensa nacional, impuestos y presupuesto. Representación en la comisión Nacional del 




Finalmente se proponía que en los cargos de Procurador General de la Nación, Contralor, y 
Defensor del Pueblo, se ternaran a miembros de partidos o movimientos políticos sin 
representación en el gobierno.    
 
El gobierno de Ernesto Samper creo, a través del decreto 763 de 1995 la comisión de 
Estudios de la reforma a los partidos políticos, con el fin de diagnosticar los obstáculos 
institucionales para la consolidación de una democracia participativa, y con el fin de 
proyectar las posibles alternativas, tanto al sistema electoral, de partidos y de oposición. 
Este constituyó el esfuerzo más importante en el intento de modificar el sistema político 
colombino, pero debido a la crisis del gobierno autor del proyecto, dicha iniciativa fue 
superada por el escándalo de la infiltración de los carteles del narcotráfico en la campaña 
presidencial.  
 
Dicha propuesta, contemplaba para el caso del estatuto de la oposición una serie de 
derechos y prerrogativas a los partidos que no estuvieran en el gobierno nacional, regional 
o municipal. Por ejemplo: se contemplaba que el perdedor mayoritario sería electo senador 
de la república, tendrán acceso preferencial y expedito a la información y documentos 
oficiales, uso gratuito de los medios de comunicación del Estado, derecho de replica, 
derecho de consulta previa en ciertas materias, acceso a las mesas directivas de la los 
cuerpos colegiados y las comisiones constitucionales, derecho a presidir las comisiones con 
funciones de fiscalización (derechos humanos, cuentas, ética y acusaciones), derecho a que 
no se clausuren los debates en el Congreso sin que los voceros de las bancadas de la 
oposición hayan intervenido, la creación de una procuraduría delegada para los derechos de 
la oposición y el derecho de las bancadas de oposición a presentar la terna de la cual se elija 




Proyecto de ley estatutaria 094 de 1995 
 
Este proyecto recogía en el grueso de su texto el proyecto de 1993, pero agregaba el 
derecho al acceso a la información presupuestal, la participación de tres congresistas en las 
comisiones legales de derechos humanos, la comisión de cuentas y la comisión de 
acusaciones de la Cámara de representantes. Apoyo presupuestario especial, para las 
unidades de trabajo legislativo de los congresistas de la oposición.  
  
Proyecto de ley estatutaria 103 de 1995 
                                               
265 ROLL David, ―Ingeniería institucional y dinámica del cambio político en Colombia, a propósito de la 
propuesta de reforma política que intento el gobierno de Pastrana‖ en Revista Pensamiento Jurídico No. 11 
Reforma Política Más Allá de la Coyuntura, Universidad Nacional de Colombia Facultad de Derecho, 




Propone que los partidos políticos de oposición con representación tengan un miembro en 
las juntas directivas de CAJA AGRARIA, ICFES, ICBF, ISS, e INURBE. El cargo será 
otorgado por el presidente de la República, quien elegirá entre una terna enviada por los 
partidos en oposición en los primeros seis meses del gobierno.  
 




Establece como destinatarios del proyecto de ley a los partidos y movimientos políticos, 
excluyendo de los derechos de la ley a los grupos significativos de ciudadanos, que por 
supuesto pueden hacer oposición.  
 
Este proyecto de ley menciona en su exposición de motivos, que deben entregarse 
incentivos a los partidos que deseen declarase en oposición, con el fin de consolidar el 
esquema gobierno-oposición. Se consagra el derecho a acceder de manera preferencial a la 
información Estatal, uso gratuito de los medios sociales de comunicación del Estado. El 
derecho de réplica frente a tergiversaciones de altos funcionarios del gobierno nacional, en 
condiciones de equidad. Otorgaba el derecho a participar en organismos electorales, como 
el Consejo Nacional Electoral, los tribunales de garantías electorales, derecho a designar 
registradores regionales. Como novedad propone la creación de una procuraduría delegada 
para asuntos de minorías políticas y la oposición que deberá entregar informes periódicos 
sobre el respeto de los derechos de la oposición.     
 
Posteriormente se presentaron proyectos de ley estatutaria que reproducían los derechos ya 
mencionados; así fueron los PL 002 de 1996, PL 037 de 1996, PL 06 de 1997, PL 070 de 
1997, PL 012 de 1997.  
 
Proyecto de ley 014 de 1998 
 
Este proyecto castigar a quienes de manera personal y sin la anuencia del partido acepten 
cargos en el gobierno nacional no podrán hacer parte de listas o candidatos a elecciones 
sino pasados cinco años.  En lo restante reproduce las propuestas ya mencionadas.  
 




                                               
266 Este proyecto de ley fue presentado por el gobierno de Ernesto Samper, a través de su ministro de 
gobierno, Horacio Serpa y fue el resultado del trabajo de la Comisión de Estudio sobre reforma de los partidos 
Políticos, integrada por miembros de la academia y congresistas de todos los partidos. 
267 Presentado al congreso por el partido conservador, senadora Elsa Gladys Cifuentes Aranzazu. 
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Este proyecto declara que su objeto es reglamentar los derechos de los partidos, 
movimientos y grupos significativos de ciudadanos  reconocidos con personería jurídica, 
que no integren el gobierno y que se hayan declarado en oposición. Como lo habían hecho 
proyectos de ley anteriores reconoce como derecho fundamental de las personas hacer 
oposición, como materialización de los derechos a participar y a disentir. 
 
Reconoce ―El diálogo institucionalizado, deliberante y democrático como único 
mecanismo válido de conciliación de las fuerzas políticas en contradicción” . 
Establece que la declaración del partido como miembros de la oposición se hará ante el 
Consejo Nacional Electoral que expedirá un certificado. 
 
En el artículo 7 del Proyecto de Ley establece un catalogo de derechos:  
 
―I. El acceso a la información y a la documentación oficiales. 
II. El uso de los medios de comunicación social del Estado de acuerdo con la 
representación obtenida en las elecciones para Congreso inmediatamente 
anteriores. 
III. La réplica en los medios de comunicación del Estado frente a tergiversaciones 
graves y evidentes o ataques públicos proferidos por altos funcionarios oficiales. 
IV. La participación en los organismos electorales. 
V. Los partidos y movimientos minoritarios tendrán derecho a participar en las 
mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos.‖ 
 
Reconoce el derecho al uso de los medios sociales de comunicación del Estado (uso 
equitativo y periódico de la televisión pública), establece que será la Comisión Nacional de 
Televisión la que reglamentara la franja y los horarios, teniendo en cuenta la representación 
en el Congreso. Se establece que uno de los miembros de la Comisión Nacional de Televisión 
será elegido por el partido o partidos declarados en oposición. Reconoce el derecho a la 
oposición a participar en el Consejo Nacional Electoral, pero no un escaño fijo, sino de 
acuerdo a la proporción de representación en el Congreso. Se reconoce el derecho a ser parte 
de las mesas directivas de las corporaciones de elección popular, y como novedad,  que una 
vez al mes sean los partidos en oposición los que propongan el orden del día en el trabajo del 
Congreso de la República conforme a sus  prioridades (El orden del día que por derecho 
propio). Orden del día que solo podrá ser modificado por los partidos en oposición.  
 
Este proyecto de ley contiene, consideramos,  la mejor propuesta sobre participación de los 
candidatos perdedores en elecciones, ya que condiciona que se le asigne curul como senador, 
diputado, o concejal (según sea el caso de elecciones presidenciales, departamentales o 
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municipales), a quien siendo segundo, i) supere el 10 % de las votaciones y ii) se haya 
declarado en oposición. Solo de esta manera, se puede evitar la sobre-representación (ya, de 
por si evidente), de sectores que no están en oposición. Lo que si resulta sospechoso, al 
menos sobre su constitucionalidad, es que esta propuesta al modificar, la composición del 
Congreso, y específicamente el régimen de circunscripción nacional, requeriría una reforma 
constitucional. 
 
Declara que el partido político que se declare en oposición tras perder las elecciones 
presidenciales, deberá contar con un régimen especial de financiación que será 
reglamentado por el Consejo Nacional Electoral. Finalmente, establece que los cargos de 
Procurador General de la Nación, Contralor General de la República, y Defensor del Pueblo 
se otorgaran a través del sistema previsto en la constitución, pero previo concurso público 
de meritos. 
 
Balance del estudio legislativo 
 
En general, todos los proyectos de ley que sobre esta materia se han presentado establecen 
una larga carta de derechos para la oposición, pero no mecanismos ni herramientas que 
permitan judicializar o protegerlos. Establecen derechos subjetivos sin acciones procesales 
(no necesariamente judiciales). Lo alternativo está, considero, en establecer dichos 
procedimientos de tutela.  A continuación pasamos a señalar los elementos que pueden 
enriquecer el debate y explicitar los aportes que consideramos novedosos en la discusión 
aclarando que las condiciones institucionales necesarias para el ejercicio institucionalizado 
de la oposición, como lo mencionamos desde la introducción de esta tesis, trasciende a una 
ley ―estatuto de la oposición‖. Se requieren reformas en el sistema electoral, de partidos y 
de forma de gobierno, que revitalice a las – para el caso colombiano- terceras fuerzas 
diferentes a los dos partidos tradicionales.  
 
Sobre la importancia, por ejemplo, de las reformas al sistema electoral en el surgimiento 
sistemas de  partidos plurales que incluyan a las fuerzas opositoras, Sartori ha evidenciado 
que la legislación electoral se comporta como un factor del que ―derivan algunos 
desenlaces‖. Es decir, que el solo sistema electoral, como factor independiente del sistema 




En definitiva, para que el o los partidos oposición en un sistema político como el 
colombiano,  ejerzan con garantías esta función, se requiere, si se trata de abordar todos los 
temas que deberían reformarse constitucional o legalmente, una nueva ingeniería 
                                               
268 SARTORI Giovanni, Partidos y sistemas de partido. Marco para un análisis, Madrid, Alianza, Editorial, 
1987,  pág. 151 
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institucional, que abarque el régimen electoral, la legislación de partidos, e inclusive la 
forma de gobierno, y en el que, el estatuto de la oposición, solo es un factor marginal (sin 
duda en el actual escenario, un elemento crucial). Si se examinan los elementos externos a 
la institucionalidad, se requiere, además de un cierto grado de desarrollo económico y 
social, sustancialmente un cambio en la cultura política de la ciudadanía del país.  
  
De esta manera, dividimos los elementos para el debate sobre las condiciones para el 
ejercicio de la oposición en dos acápites. Aquellas que se desarrollan por vía legal o 
estatutaria, y aquellas que trascienden a la constitución.  
 
5. Para el estatuto de la oposición. 
 
Consideramos que para el adecuado desarrollo del artículo 112 constitucional, se requiere 
que previamente, tanto el Congreso Nacional, como los partidos políticos más interesados 
diferencien bien los roles más importantes que cumple la oposición y que a partir de esto, 
se entienda que el perfeccionamiento legal de los derechos contenidos en la norma 
fundamental requieren partir de principios diferentes. De esta manera, al leer el artículo 112 
encontramos diversos derechos: 
 
―Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que se declaren en 
oposición al gobierno, podrán ejercer libremente la función crítica frente a este, y 
plantear y desarrollar alternativas políticas. Para estos efectos, se les garantizara los 
siguientes derechos: el acceso a la información y a la documentación oficial, con 
las restricciones constitucionales y legales; el uso de los medios de comunicación 
social del Estado o en aquellos que hagan uso del espectro electromagnético de 
acuerdo con la representación obtenida para las elecciones al Congreso 
inmediatamente anteriores; la réplica en los mismos medios de comunicación. 
 
Los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a 
participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados según su representación 
en ellos. Una ley estatutaria reglamentara integralmente la materia‖   
 
Este artículo reconoce los derechos a los partidos de oposición en Colombia, pero, 
consideramos que los mismos no hacen referencia al mismo rol de los partidos contrarios al 
gobierno. Así, es posible categorizar estos derechos y garantías en las dos grandes 
funciones de la oposición
269
; 1°) en derechos relacionados con el control fiscalización y 
                                               
269 En el acápite 3° del capítulo 1° ―sobre la funcionalidad de la oposición‖, mencionábamos cuatro aspectos 
positivos de la existencia de partidos de oposición. En ese momento explicitamos las funciones sociales e 
institucionales.  Las funciones de canalización del conflicto social, y su importancia para evitar la 
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limite al gobierno y 2°) los derechos y garantías para la igualdad electoral entre gobierno y 
oposición. Así, por ejemplo, los derechos al acceso a la información, a participar en mesas 
directivas no solo de corporaciones representativas sino en cuerpos directivos de empresas 
estatales, a la consulta previa en temas nacionales, el derecho a participar en la elección de 
responsables de organismos de control etc., hacen referencia a los derechos de la oposición 
para el adecuado desarrollo de su rol como mecanismo político de control, fiscalización y 
limite al gobierno. Los derechos a financiación estatal a las campañas y funcionamiento de 
los partidos, acceso a medios de comunicación, el ejercicio del derecho de replica, un 
asiento en el Consejo Nacional Electoral etc., hacen, referencia a los derechos de la 
oposición en su rol de alternativa al gobierno en una contienda electoral equitativa y justa. 
 
Una adecuada hermenéutica debe distinguir que las dos clases de derechos hacen referencia 
a dos situaciones diferentes, motivo por el cual deben  desarrollarse siguiendo principios 
diferentes. Así, sobre los derechos que se refieren al control fiscalización y limite al 
gobierno, considero, siguiendo los ejemplos de las legislaciones comparadas, que se debe 
seguir el principio, si cabe el  término, de discriminación positiva, es decir, reconocer que 
frente a temas de acceso a información y control al gobierno, la oposición está en 
desventaja, por lo tanto, con el objetivo de garantizar igualdad real, deben idearse 
mecanismos que los iguales, aun estableciendo tratos diferenciadores, teniendo como 
referencia los resultados electorales.   Por el contrario, considero, que los derechos de la 
oposición en la contienda electoral, como alternativa al gobierno, deben desarrollarse 
siguiendo el principio de Igualdad y Neutralidad del Estado, y establecer mecanismos que 
busque la igualdad entre todas las fuerzas políticas al momento de la contienda electoral.  
 
Somos consientes que el constituyente de 1991 quiso subsanar varias deficiencias de 
nuestra democracia debidas a la poca oposición institucionalizada, como el bipartidismo 
excluyente o la falta de real competencia electoral. Por esto, el constituyente, busco crear 
constitucionalmente un multipartidismo, con competencia e incluso el reconocimiento de la 
oposición. Pero, tras la lectura de las experiencias, por ejemplo mexicana y argentina, 
concluimos que estas condiciones de pluralismo político, alternancia y competencia  
electoral equitativa se logran, no, como lo quiere en parte la Constitución de 1991, creando 
una ley para la oposición, sino creando condiciones de igualdad y neutralidad del Estado 
frente a todas las fuerzas políticas. 
 
Defenderemos entonces, que en los casos de los derechos de competencia electoral 
equitativa se requiere una solución estructural que garantice condiciones de contienda 
electoral justa a todas las fuerzas políticas colombianas, incluidas, por supuesto, las de 
                                                                                                                                               
homogeneidad ideológica. En este momento queremos proponer una clasificación de los derechos de la 
oposición, no de sus funciones.  
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oposición en desarrollo del principio de igualdad y neutralidad del Estado. Esta 
categorización que proponemos, busca mostrar que al momento de desarrollar el estatuto, el 
Congreso debe ser conciente que no puede tratar de la misma manera las dos clases de 
derechos. 
 
a. Características Mínimas 
  
Consideramos que la ley que desarrolle el artículo 112 constitucional debe reunir las 
siguientes dos características:  
 
a). Precisión y Taxatividad: En las conclusiones del capítulo 2° sosteníamos que las 
legislaciones sobre partidos políticos (incluido la oposición) y de contiendas electorales, 
deben tener como característica generalizada el alto nivel de detalle de su formulación. La 
ley de la oposición, a diferencia del capítulo final de la ley 134 de 1994 o la ley de 
oposición de Portugal, o la mayoría de proyectos de ley presentados hasta el momento, en 
general, adolecen de vaguedad e impresión que permite sean ignoradas y trampeadas. El 
estatuto de la oposición debe tener como característica central, la precisión y certeza de las 
prerrogativas concedidas. Ya sea en la determinación taxativa e inequívoca de los horarios 
de difusión de los mensajes en medios de comunicación; los días precisos en el calendario 
de las legislaturas del Congreso al ―opposition day‖; el contenido de la respuesta e inclusive 
la forma para que se contesten las solicitudes de información al gobierno; el derecho a 
replica; el derecho a vocería en órganos colegiados, etc. Todas estas prerrogativas debe 
estar no solo mencionadas tal como ocurre en la actualidad, en donde entre la constitución y 
la ley no hay gran diferencia. sino que, por el contrario deben ser desarrolladas con tal 
precisión que impidan ―ajustes interpretativos‖.  
 
b). Superar el reconocimiento de derechos y abarcar competencias de sanción al 
incumplimiento: Como acabamos de ver, las propuestas presentadas al Congreso para 
desarrollar esta disposición constitucional han sido, aparentemente generosas en el 
reconocimiento de derechos a la oposición. Pero, muy poco en el reconocimiento de 
mecanismos de justiciabilidad, o de sanción ante la violación del derecho. Un paso adelante 
en la protección de la oposición, es crear en el estatuto organismos no políticos (como 
ocurre en Portugal, donde el Congreso es el encardo anualmente de pronunciarse sobre el 
cumplimiento de la ley de la oposición) encargados de velar por el cumplimiento de la ley.   
 
b. Financiación mayoritariamente publica de las campañas. 
 
El sistema de financiación de los partidos políticos, es uno de los elementos más 
importantes para garantizar una equitativa contienda electoral entre los partidos en el 
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gobierno y los que están fuera de él
270
. El financiamiento público es la herramienta que 
permite que los partidos sean independientes de los poderes económicos privados que 
podrían llegar a cooptarlos; por el contrario un excesivo financiamiento público, hace 
depender a los partidos del Estado convirtiéndolos no en entidades de  intermediación 
Estado – sociedad civil, sino en prolongaciones de este
271
. Una adecuada financiación 
pública de los partidos políticos, permite que estos presenten sus plataformas políticas con 
sus convicciones ideológicas, y no con la de los financiadores privados. Es decir, la 
financiación pública permite la independencia de los partidos, que en ultimas es una de las 
condiciones para la existencia de partidos ideologizados y representativos de sectores 
sociales. El financiamiento estatal redunda, así, en la calidad de la democracia 
representativa, base de los Estados liberales. Sobre la importancia de la financiación 
publica, y una adecuada formula que premie a los ganadores, pero de condiciones e 
incentive a las minorías explica Javier Aparicio: 
 
―El subsidio público permite la existencia de nuevos partidos que no tienen los 
recursos propios suficientes para difundir sus propuestas y sobrevivir a las primeras 
elecciones, pero que son capaces de representar los intereses de ciudadanos que no 
se sienten identificados con los partidos establecidos. Por consiguiente, es deseable 
que el financiamiento público se distribuya con base en fórmulas que premien, por 
una parte, el desempeño electoral de los partidos y, por otra, que les permita a las 
nuevas fuerzas políticas participar con el mínimo indispensable para desplegar sus 
ofertas programáticas. Si, como dice Sartori ―más que ningún otro factor es la 
competencia entre partidos con recursos equilibrados la que genera democracia‖, el 
financiamiento no debe favorecer a los partidos grandes y establecidos, ni a los 
pequeños, tampoco al partido en el gobierno ni al de la oposición, ni a partidos 
ricos ni a pobres‖ 
 
Al examinar la ley colombiana de partidos político, Ley Estatutaria 134 de 1994, 
comparándola con sus equivalentes, y consultando la ausencia de oposición con la que 
finalizábamos el primer capítulo de este trabajo, no nos queda más sino concluir que es 
necesario reformular, el sistema de financiamiento y  los porcentajes a los que tiene acceso 
lo partidos minoritarios.    
                                               
270  Existe una relación directamente proporcional entre los recursos de un partido político y la posibilidad que 
este gane una elección. Karl-Heinz Nassmacher, ―Structure and Impact of Public Subsidies to Political Parties 
in Europe: the Examples of Austria, Italy, Sweden and West Germany‖, en Alexander, Herbert, (ed.), 
Comparative Political Finance in the 1980, Cambridge, Cambridge University Press, 1989. Citado por 
APARICIO Javier, Pérez Jacaranda, ―Financiamiento Público a Partidos políticos‖ en Instituto Electoral del 
Distrito Federal.  Grandes Temas para un Observatorio Electoral Ciudadano, Vol. III - Sistema Político 
Electoral, IEDF, Dec. 2007, pág. 211. 




En un país como el nuestro, en donde los poderes económicos, incluidos los ilegales, 
pueden fácilmente cooptar a los partidos políticos, debe preferirse el financiamiento  
público de las campañas y los partidos. Este financiamiento, siguiendo la hermenéutica 
expresada más arriba, no debe distinguir entre fuerzas políticas. Es decir, no debe premiar 
con más recursos al partido en oposición, por el solo hecho de ser el partido en oposición. 
Debe por el contrario, buscar igualdad de condiciones o herramientas entre todas las fuerzas 
políticas a través de un sistema de financiamiento que iguales a todos los partidos
272
, y que 
solo los premie en caso de ser ganadores en la contienda electoral. El caso argentino, 
conciente de esto, es el que más desarrolla esta igualdad en el financiamiento, a través de su 
50/50, donde el 50% de los recursos son repartidos entre todos los partidos de manera 
igualitaria.  
 
A un sistema que busque la igualdad entre todas las fuerzas, que redunda, directamente, en 
más garantías e igualdad para la contienda. Debe sumarse, un sistema de financiamiento 
que: i) ate el aumento de los recursos a una constante, como el caso mexicano, brasilero o 
peruano; y ii) se financien no solo las campañas sino, como mínimo, los gastos de 
funcionamiento. Esto por dos motivos. Uno que no requiere muchas explicaciones. La 
calidad de los partidos políticos, y de los mecanismos de implementación de la democracia 
representativa, redunda, en últimas en la calidad de la misma. Un segundo motivo, se debe 
a que las reformas constitucionales en toda América latina de la décadas de los ochentas, 
tiene como aportes que intentan complementar las deficiencias de la democracia 
representativa, a través de herramientas de democracia semi directa o participativa 
(plebiscitos o referendos). Esta decisión, común a todos los constituyentes del continente
273
, 
premiaron la democracia participativa, y descuidaron la democracia representativa. La 
primera ha intentado suplantar a la democracia representativa, y termina degenerando en 
una suerte de democracia plebiscitaria, en donde por vía mayoritaria (los referendos), se 
ignoran a las minorías
274
, y se toman decisiones con claros visos populistas
275
.  
                                               
272 Señalábamos, a propósito del debate de la financiación de los partidos en México, que cientistas sociales, 
politólogos, han desarrollado un índice en el que se concluye que el acceso a recursos públicos y privados es 
directamente proporcional a las posibilidades de acceso al poder. De esta manera, la posibilidad de ser 
exitosos en las campañas electorales, no depende de programas o ideologías sino de acceso a recursos para 
publicidad. De estas conclusiones, como vimos, en México, se busco acercar a los partidos políticos, a través 
del sistema 70% de los recursos girados en función del número de votos, y 30% de manera igualitaria a todas 
las fuerzas. 
273 Colombia en el 91, Perú en el 93, Venezuela en el 99 o Ecuador en el 2008. 
274 BISCARETI DI RUFIA, Paolo, Derecho constitucional comparado, op. cit. pág. 166  
275 RAMOS JIMENEZ Alfredo, ―De la democracia electoral a la democracia plebiscitaria. Elecciones y 
referendos en la Venezuela de Chávez‖ en Revista Venezolana de Ciencia política No. 29. Enero Junio/ 2006. 
Igual diagnostico puede hacerse en el caso de Colombia, donde los dos únicos referendos en lugar de 
complementar y corregir los vicios de la democracia representativa, significaron su negación con claros 




Así, es menester fortalecerla democracia representativa como base del modelo 
democrático
276
. Esto se logra, como lo entendieron los mexicanos desde su primera reforma 
de 1947, a través de financiamiento, no solo a las elecciones, sino financiamiento 
permanente y por diversos conceptos a los partidos. Un financiamiento al funcionamiento, 
evidencia que los partidos no son vistos solo como herramientas de captación de votos, sino 
como espacios permanentes de formación política. 
  
Considero que es necesario, atar el aumento de los recursos de financiamiento a los partidos 
a una constante que no esté a discreción del Congreso. Esto debido a que, con los mismos 
argumentos acabados de mencionar, entre mayor calidad e independencia de los partidos de 
los poderes económicos privados, mayor calidad de la democracia representativa.  
 
c. Participación para todos los partidos con representación nacional en el 
Consejo Nacional Electoral.  
 
Como lo enseña el caso Mexicano, la mejor forma de generar confianza a todas las fuerzas 
políticas en disputa de las elecciones, no es, como lo decidió la constitución colombiana de 
1991, entregando dos sillas a los partidos minoritarios en el Consejo Nacional Electoral, 
sino permitiendo que todas las fuerzas tengan derecho a conocer las deliberaciones y 
posiciones del órgano encargado de aplicar la legislación de partidos. Así, siguiendo el 
Cofipe, y la integración del Consejo General del IFE, y de sus demás órganos técnicos, una 
alternativa para Colombia, es otorgarle derecho a voz, no a voto, a todos los partidos 
políticos con representación en el Congreso en el Consejo Nacional Electoral, reservado el 
derecho al voto, a decidir, a la actual configuración constitucional (los 9 consejeros electos 
por los partidos mayoritarios, entre ellos, 2 electos entre los partidos minoritarios). Más 
adelante volveremos sobre este punto, ya que si bien consideramos que más que reformar el 
Consejo Nacional Electoral, es menester modificarlo y cambiar su carácter administrativo 
por judicial (hacerlo parte de la rama judicial del poder público), con la actual ingeniería 
constitucional, una alternativa legal, inclusive reglamentaria del propio Consejo, es que se 
instituya la invitación de un delegado de cada partido político del Congreso.  Por supuesto, 
el mecanismo establecido por el Acto Legislativo 01 de 2003, presenta varios reparos ya 
                                               
276 La democracia representativa se desarrolló y consolidó con el fortalecimiento de los partidos políticos, que 
de partidos de notables en el siglo xvii y xviii pasaron a partidos de masas, en el siglo xix y xx capaces de 
canalizar los debates, de las cada vez más conflictivas sociedades industriales. Como ya lo mencionamos, 
actualmente, varios teóricos señalan que los partidos políticos han entrado en crisis por la desideologización y 
re oligarquización. Esto nos lleva necesariamente a plantear que la crisis de los partidos, es a su vez la crisis 




que son los triunfadores los encargados de sancionarse en caso del incumplimiento de las 
normas electorales. Una reforma más ambiciosa, implicaría entregar la organización de las 
elecciones y la observancia de las normas a un órgano técnico y ajeno a los partidos.  
 
d. Garantizar y potenciar la participación de la oposición en la elección del 
organismo de control o veeduría al gobierno. 
 
En desarrollo de la hermenéutica propuesta, el Estado si debe garantizar, una suerte de 
discriminación positiva para el partido declarado en oposición, cuando desarrolla la función 
de control y fiscalización del partido de gobierno. Esto, motiva que la oposición, como en 
efecto ocurre en Argentina con el Auditor General de la Nación, participe en la confección 
del presidente de este organismo de control. Es decir, no se trata de un premio  burocrático, 
sino del cumplimiento de una función propia de la democracia constitucional, servir de 
límite al poder.  
 
Considero que  al partido que se declare en oposición al gobierno si debe dársele la 
oportunidad de hacer la terna para nombrar al director de un este de control, tal como 
ocurre, por ejemplo en Argentina, con el caso de Auditor General de la Nación. Esta 
garantía además de facilitar la fiscalización de lo público al gobierno, puede ser 
materializada a través de varias alternativas. Siguiendo a Argentina, la Auditoria es dirigida 
por un cuerpo colegiado de 7 miembros, de los cuales 6 son electos por las mayorías 
parlamentarias, y el 7°, presidente de la auditoria, por la misma mayoría, pero de terna 
enviada de la oposición. De esta manera, las decisiones siguen siendo tomadas por las 
mayorías pero con el control y participación de la oposición. De esta manera, con el fin de 
que la oposición no entre a cogobernar (conducta nociva para el debate democrático) y que 
simplemente controle y fiscalice, debe permitirse, no que elija a uno de sus militantes al 
cargo de control, o ella elegir el cargo, sino, en cumplimiento de los requisitos 
profesionales del cargo a elegir, ella realice la terna. 
 
El profesor Carlos Gaviria, ex candidato presidencial por el partido de oposición, Polo 
democrático Alternativo, y anteriormente varios proyectos de ley propusieron que los 
órganos de control, o al menos uno de ellos, fuera entregado al partido en oposición, con el 
fin de garantizar que la vigilancia al gobierno, iba a ser fuerte y vigoroza.  Considero que 
no es conveniente dar cargos con jurisdicción a ningún partido de la oposición, porque de 
hecho tampoco puede proveerse con base a si es simpatizante o militante del partido de 
gobierno. El único criterio para proveer estas magistraturas, como el cargo de Procurador 
General de la Nación, Fiscal General o Contralor General de la República, además de los 
requisitos profesionales, es la independencia del poder, incluida de la oposición, pues como 
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lo señalan los profesores Mauricio García, Rodrigo Uprimny y Javier Revelo
277
, a estas 
entidades y en especial a sus cabezas se les exige la independencia suficiente para tomar 
decisiones contrarias al gobierno, pero no que estas decisiones siempre deban tomarse en 
contra. Puede sumarse a este argumento, uno histórico que señala que estos cargos no 
pueden entregarse siguiendo criterios del Frente Nacional, o partidistas de distribución de 
burocracia, sino que por el contrario deben profesionalizarse y proveerse conforme a 
criterios técnicos
278
.  Así, como se exige al Congreso de la República que no elija 
miembros del partido de gobierno en cargos de control, tampoco puede sostenerse que estos 
cargos sean ejercidos por la oposición. El mejor equilibrio, consiste, en permitir la 
participación de la oposición en la confección de la lista del órgano colegiado de gobierno. 
 
Podemos mencionar a manera de ejemplo, eventos frustrados, en los que a los partidos de 
oposición se le entregaron organismos de control, y generó, no solo falta de control objetivo 
y democrático, sino que profundizo polarizaciones, debido a que, el cargo de control fue 
usado para perseguir a miembros del partido de gobierno de manera infundada.  
 
Me refiero a la decisión del presidente mexicano Ernesto Zedillo (1994-2000) de nombrar 
como Procurador General de la República a Antonio Lozada García ―prominente miembro 
de la oposición panista… quien tomó a su cargo la solución de asuntos muy graves para la 
familia priista: el asesinato de Luis Donaldo Colosio…éste no pudo escapar a las trampas 
de su fe partidista y considero de entrada que los priistas… eran los primeros sospechosos 
…A causa de un gran número de errores en 1996 tuvo que abandonar el cargo… generó 
profundos resentimientos entre los priistas quienes tuvieron que responder a las gravísimas 




Finalmente, al menos para este punto, considero que le asiste razón a Pasquino
280
, quien 
defiende el regreso a una democracia tradicional, en el sentido de ser confrontacional y no 
consocional, la primera a la manera del parlamentarismo británico, donde la oposición no 
negocia ni co-gobierna con la mayoría, sino que se limita a competir en elecciones 
periódicas. Sostiene Pasquino, que los sistema políticos consocionales o proporcionales, 
donde la oposición a pesar de perder, obtiene algún cargo, genera que ésta se descuide y no 
                                               
277 García Villegas, Mauricio, Uprimny Yepes, Rodrigo, Revelo Rebolledo Javier. “¿Cómo restaurar los 
equilibrios perdidos?” En Mayorías sin democracia desequilibrio de poderes y Estado de derecho en 
Colombia 2002-2009, Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad, DeJusticia, 2009, pág. 382 
278 DELGADO, Diana del Pilar (coordinadora), Proyecto integral para la modernización del sistema electoral 
colombiano Tomo II estudios complementarios, primera edición, 2005,  pág. 157 
279 LOAEZA Soledad, El tripartimos mexicano: el largo camino hacia la democracia, en El asedio a la 
política, los partidos latinoamericanos en la era neoliberal, Op. cit.., pág. 310 
280 PASQUINO Gianfranco, La Oposición op. cit. pág. 144. 
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compita por el gobierno, ya que llega a un equilibrio, en el que si bien, pierde obtiene 
cargos, volviéndose así, condescendiente. 
 
En conclusión, considero que el mejor sistema para garantizar la función constitucional de 
control y fiscalización al gobierno, debe ser desarrollada, no a través de la entrega de 
organismos de control a la oposición, sino crear, por ejemplo en el caso de la Contraloría 
General de la República, a la manera argentina, una junta de gobierno en la que la 
oposición participe, siguiendo criterios profesionales y técnicos, en la confección de la 
terna de la cual se elegirá al presidente del organismo.   
 
Otra alternativa a este planteamiento se traduce el ejercicio de la veeduría y control fiscal, 
por parte de los partidos en oposición al gobierno, a través de las comisiones especiales 
parlamentarias, prevista en los artículo 62, y s.s de la ley 5 de 1992, que no son otra cosas 
que las subcomisiones del parlamentarismo, mencionados en el capitulo dos de la tesis, 
apropósito del caso español. Especialmente la comisión de crédito público (artículo 64 Ley 
5), que tiene por finalidad estudiar e informar al Congreso las operaciones de crédito 
público autorizadas por la ley al gobierno nacional, y sobre todo informar al Congreso ―los 
correctivos que deban asumirse cuando a juicio de la comisión el gobierno esté 
comprometiendo la capacidad del país para atender el servicio o la deuda exterior más allá 
de los límites razonables‖ (artículo 65 Núm. 2).  
 
Esta facultad de control y fiscalización del Congreso de la República, a pesar de la 
importancia que tiene dentro de la hacienda pública colombiana, ya que trata los ingresos 
de empréstitos internacionales, es rara vez ejercida. Un paso adelante en el ejercicio 
institucionalizado del control y fiscalización al gobierno nacional, es sin duda, a través de 
esta comisión a la que nunca han accedido partidos de oposición. Por ejemplo en el 
Congreso de 2006 a 2010, esta comisión legal de crédito público, en el senado de once 
escaños, solo uno fue ejercido por una senadora de la oposición (Cecilia López), mientras 
los restantes diez escaños, ocho fueron de miembros de la coalición de gobierno (Milton 
Rodríguez, Rodrigo Lara, Jorge Eliecer Ballesteros, Germán Villegas Villegas, Dilian 
Francisca Toro, Ernesto Estacio, Aurelio Iragorri, Arturo Char) y dos por sectores 
independientes (Alexandra Moreno y Jesús Piñacue)  
 
Otra de las comisiones especiales, que debería estar liderada por los partidos en oposición 
al gobierno, debido a su importancia no solo en el desarrollo de la constitución política, 
sino especialmente porque su realización implica un límite al poder del ejecutivo nacional, 
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es la comisión de ―vigilancia del proceso de descentralización y ordenamiento territorial‖
281
 
cuya función es vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales en este tema. 
 
Esta comisión legal evidencia la misma característica frente a su composición, que la de 
crédito Publico del Senado. Si partimos de la premisa que la descentralización 
administrativa interesa es a las entidades territoriales, tendríamos que ver una comisión 
legal de ordenamiento territorial activa e independiente, sobre todo en la cámara de 
representantes. A pesar de esto entre el periodo 2006 y 2010 de los 15 parlamentarios que 
la componían solo dos hacían parte del partido liberal (Héctor Javier Osorio y Gilberto 
Rondo), una de un partido independiente MIRA (Gloria Stella Díaz) y los restantes 12 de 
partidos de gobierno. Estas dos comisiones legales, encabezadas y dirigidas por la 
oposición política, sin duda además de efectivizar los mandatos constitucionales frente a 
descentralización administrativa y responsabilidad fiscal, limitarían los autoritarismos que 
permite el presidencialismo colombiano en estos dos temas.       
 
Estas comisiones parlamentarias, por ser controles de carácter político, sin jurisdicción a 
diferencia de la Contraloría General de la República, o la Procuraduría, o Fiscalía, 
defiendo, que sean entregadas a los partidos de oposición. Es decir, en estas comisiones de 
vigilancia, que tiene facultades limitadas al acceso a la información publica, y la 
convocatoria de debates de control político, a meritan que, además de la importancia de los 
temas que desarrollan, sean integradas por los partidos políticos de oposición.  
 
e. Espacios televisivos en el periodo electoral y durante el periodo 
constitucional del gobierno. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos explica la relación que existe entre de la 
libertad informativa y  la democracia política de una sociedad: 
 
―La libertad de expresión es un elemento fundante sobre el cual se basa la 
existencia de una sociedad democrática. Es indispensable para la formación de la 
opinión pública. Es también conditio sine qua non para que los partidos políticos, 
                                               
281 Quisiera aclara que, si bien defiendo la idea de entregar el control político de la descentralización 
administrativa a la oposición, con el fin de hacerlo real y efectivo, es claro que el modelo de 1991, fue 
evidentemente un avance frente al anterior, pero no resulta honesto frente al discurso de participación y 
decisión de las regiones ya que, no fue ―una forma de profundizar la democracia en la sociedad, transfiriendo 
a los entes territoriales y a sus habitantes la capacidad de tomar decisiones y los recursos necesarios para esto 
(lo que en estricto sería descentralización), lo que se hizo fue transferir a los entes territoriales la ejecución de 
la política social  (estrictamente hablando de una desconcentración de funciones)‖ en VARGAS 
VELASQUEZ, Alejo. Es necesario avanzar en la construcción del Estado Nación en Revista SEDUIS, Nueva 
época, Numero 4, Asociación de egresados de la Universidad de Santander, Bucaramanga, 2000, pág. 12     
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(…) y en general, quienes deseen influir sobre la colectividad puedan desarrollarse 
plenamente. Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus 
opciones esté suficientemente informada. Por ende, posible afirmar que una 




Si partimos de esta posición jurisprudencial y sumamos casos como el Argentino o el 
Mexicano, donde la legislación electoral prohíbe expresamente que la publicidad y los 
espacios concedidos a los partidos, sin importar si son medios de comunicación públicos o 
privados, sean pagados por estos, sino solo los determinados equitativamente por el IFE o 
la Cámara Nacional Electoral, concluimos, que la primera garantía a los partidos políticos 
pasa porque se entreguen espacios en televisión que busquen igualar a los partidos en 
contienda. 
 
Recordemos que la ley de medios de comunicación argentina obliga a todos los medios de 
comunicación a entregar el 10% de su tiempo para los periodos electorales al fuero 
electoral quien lo administra entre los partidos. Igual regulación ocurre en México donde 48 
minutos por día de la programación de los canales de televisión y radio es entregada, sin 
importar su carácter de medios públicos y privados, al IFE, quien a través de su órgano 
técnico lo distribuye 70/30 entre los partidos. Llega a tener tanto control sobre el tiempo de 
los medios de comunicación en los periodos electorales, que inclusive, los debates entre 
candidatos, son  organizados por el IFE, y su órgano técnico en que el que tiene 
participación todos los partidos políticos. 
  
Igualmente como lo afirmamos en la introducción de este trabajo de grado, el respeto y 
potenciación de la oposición política como alternancia y oxigeno de la democracia, requiere 
sobre todo un cambio en la cultura política de la ciudadanía colombiana, la formación de 
esta se da por una construcción ordenada y coherente del entorno social y político del 
ciudadano que no requiere un conocimiento erudito de política. Basta con una ordenación 
constante de los elementos informativos disponibles y cercanos‖
283
. Así, la cultura política 
de cualquier ciudadano o ciudadana, es fruto de un proceso de comunicación política que 





Así, es necesario entregar espacios en los medios de comunicación que estén administrados 
y distribuidos por el Estado, con el ánimo de, en desarrollo del principio de igualdad y 
                                               
282 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Herrera Ulloa párr. 12 
283 GONZALEZ NAVARRO, Manuel, LOPEZ GUTIERREZ Concepción, CARREON BORJA Alberto, ―La 
oposición política en México: sus representaciones sociales‖ op. cit.  pág.124  
284 Ibid. Pág. 124 
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neutralidad, garantizar igualdad de todas las fuerzas políticas. Señalábamos igualmente, en 
el capítulo 2, que uno de las distorsiones de los eventos electorales en Colombia es el 
reparto de la publicidad en periodo electoral, ya que los gobiernos entregan pauta 
publicitaria (única fuente de financiamiento) a los medios de comunicación a cambio de 
influir en la agenda informativa. Consientes de este problema, el caso Argentino prohibió la 
pauta publicitaria pagada por los partidos, bajo la consecuencia de sanción al partido 
(perdida o suspensión de financiamiento) y al medio de comunicación.  
 
Colombia debe seguir esta ruta en la que el Estado tenga control total de la publicidad, 
espacios de los partidos al aire, y debates en periodos electorales,  evitando, así, que el peso 
del financiamiento privado distorsione las pugnas electorales.      
 
f. Derecho a la réplica y acceso a los medios de comunicación en periodos 
entre elecciones. 
 
Los proyectos de ley presentados hasta el momento, se limitan a reconocer la existencia del 
derecho a la réplica en caso de graves tergiversaciones y que en cada caso será el Consejo 
Nacional Electoral el encargado de reconocerlo
285
. Esta regulación comparada con la 
legislación antes vista, y la especial característica de la composición del CNE, no se  
compadece de las necesidades de la oposición. Es necesario, así, que la ley misma 
determine los casos de réplica de manera detallada, como, tratándose del uso de los medios 
de comunicación, el caso del COFIPE mexicano, en la que se dedica un capítulo del libro I, 
a la reglamentación del uso de los medios por parte de los partidos políticos, incluidos, por 
supuesto, los de oposición
286
.  Esta regulación es tan detallada, que como vimos, establece 
que 48 minutos diarios de la programación en tv y radio, serán del IFE, que los distribuirá 
en las franjas detalladas en la ley, y dividirá 70/30 entre todos los partidos. De esta manera, 
siguiendo esta lógica, una regulación igual de detallada, y por lo mismo, con mayor 
seguridad jurídica y menor discreción del órgano aplicador. Con el fin de aportar en el 
desarrollo de este derecho, consideramos que, además de reconocer el derecho a alocución 
de la oposición, es posible, también, señalar que si bien el derecho a la réplica no ha sido 
adecuadamente aplicado, a pesar de estar reconocido, es necesario entonces 
                                               
285 Art. 9 los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que no participen en el Gobierno, 
gozarán del derecho de réplica en los medios de comunicación social del Estado, frente a tergiversaciones o 
ataques graves, evidentes y públicos proferidos por altos funcionarios oficiales a través de dichos medios, sin 
perjuicio de lo establecido en la reglamentación de la acción de tutela. En tales casos el Consejo Nacional 
Electoral, a instancias del partido o movimiento afectado, conocerá y evaluará la solicitud de réplica. Si la 
encontrare fundada concederá la réplica y ordenará que se haga efectivo el ejercicio de este derecho, en el 
mismo medio de comunicación en condiciones de equidad. Proyecto de ley presentado por la comisión para la 
reforma de los partidos políticos del Ministerio del Interior durante el gobierno de Ernesto Samper.  
286 En el capítulo 2 veíamos que el art. 49 de dicho código prevé que ―los partidos políticos tienen derecho al  
uso de manera permanente de los medios sociales de comunicación‖(negrillas fuera del texto).  
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compatibilizarlo con un derecho muy cercano, y que si ha sido adecuadamente determinado 
por parte de la Corte Constitucional; se trata del derecho a la rectificación.  
 
El derecho a la rectificación procede en casos en que en medios masivos de comunicación 
cualquier persona hace afirmaciones que agreden otros, especialmente sus derechos al buen 
nombre, a la privacidad, al crédito personal o institucional, o inclusive su dignidad. Ante 
afirmaciones masivas de este tipo, la persona afectada puede acudir ante un juez 
constitucional quien deberá, conceder el derecho a la rectificación consistente en entregar 
un espacio de tiempo igual al usado para tergiversar, con el fin de que una persona de sus 




De esta manera, es posible compatibilizar
288
 el derecho a la réplica, sin desarrollo 
jurisprudencial, con el derecho a la rectificación y aplicar en casos de violaciones al buen 
nombre, crédito público, o incluso intimidad personal de los miembros del partido de 
oposición (apropósito de los casos de interceptaciones ilegales), en casos en que el gobierno 
y sus funcionarios en ejercicio del derecho a la libertad de expresión distorsionen o 
difundan información incorrecta y errada sobre un hecho público, permitiendo, 
hipotéticamente, que la oposición acuda a la acción de tutela para la rectificación del hecho 
manipulado. 
 
Insistimos y aclaramos, no se trata de identificar el derecho a la rectificación y el derecho a 
la réplica, ya que, es evidente que los dos son derechos con contenidos y titulares diferentes 
(en el caso del derecho a la réplica, un titular claro, el partido de oposición, el derecho a la 
rectificación todos los ciudadanos), de lo que se trata, es de compatibilizarlos, 
aprovechando su similitud como derechos de resistencia frente al ejercicio de la libertad de 
expresión (esto sin duda los acerca como derechos subjetivos), y los avances 
jurisprudenciales de la rectificación, lo cual en ultimas, podría, a través de los múltiples 
casos,  arrojar una casuística en la que sea previsible el derecho a la réplica de los partidos 
de oposición por vulneración o grave amenaza del derecho al buen nombre, honra  o crédito 
público.  
 
g. Acceso a la información 
                                               
287 ―El derecho a que se rectifiquen las informaciones falsas, erróneas o inexactas cuya difusión haya 
lesionado la honra o el buen nombre de una persona, es una garantía de rango constitucional establecida para 
asegurar la veracidad de la información y para restablecer o atenuar la lesión a los derechos que puedan ser 
vulnerados por su inobservancia. En efecto, cuando el medio corrige o modifica la información 
irregularmente difundida, favorece el equilibrio entre el poder de los medios de comunicación y la 
vulnerabilidad e indefensión de las personas afectadas por el abuso de estas amplias libertades.‖ Sentencia T-
1198 de 2004 




En lugar de hacer un capitulo dentro de la ley estatutaria sobre acceso a la información por 
parte de la oposición. Valdría la pena seguir el ejemplo Mexicano y hacer un gran ley sobre 
acceso a la información para todos los ciudadanos y las ciudadanas, en la que se priorice el 
acceso a la información solicitada por el partido fuera del gobierno. Esta ley, siguiendo los 
avances del caso mexicano, debe establecer primero que información, sin necesidad de ser 
solicitada, sino de oficio la estructura orgánica, facultades administrativas, directorio de 
servidores públicos, jefes de departamento, remuneración mensual por puesto, dirección 
electrónica dónde se pueden enviar solicitudes de información, servicios que ofrece, 
información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución, 
resultados sobre auditorias a cada entidad obligada, información sobre el diseño, ejecución, 
montos asignados y criterios de acceso a los programas de subsidio en caso de que existan 
en la dependencia, así como los padrones (listados) de beneficiarios de los programas 
sociales que establezca el presupuesto; las concesiones, permisos o autorizaciones 
otorgados, específicamente los titulares de aquéllos; las contrataciones  de obras publicas, 
bienes adquiridos, arrendados, y servicios contratados, monto de los mismos, nombre del 
proveedores, contratista o persona física o moral que los haya celebrado y los plazos de 
cumplimiento. 
 
Una ley como la portuguesa que establece el derecho al acceso a la información para 
oposición, pero que se limita a mencionar un término ―razonable‖ para su entrega, está 
condenada a ser burlada. Por este motivo además de establecerse qué información debe ser 
entregada a la oposición, sin necesidad de solicitud sino de oficio, debe conservarse 
términos perentorios, tales como los que prevé el Código Contencioso Administrativo para 
el derecho de petición.  
 
El obstáculo surge, cuando el término para la entrega de información no es cumplido, caso 
en el cual, en México, diseñaron un Instituto de acceso a la información, encargado de 
entregar la información en caso de silencio de la administración u ordenar su entrega en 
caso de negación de la misma (cuando existe respuesta pero negativa). En nuestro caso, 
considero que la vía judicial, y por tratarse de un derecho fundamental (el acceso a la 
información, art. 20 Const. y 13 Convención Americana) puede ser resuelto a través de 
acciones constitucionales. La diferencia estaría, en que estos casos, por tratarse de asuntos 
entre partidos políticos, deberían ser resueltas por el órgano electoral. Dentro del derecho 
vigente el Consejo Nacional Electoral, en un sistema más independiente y desarrollado por 
un juez especializado del derecho electoral.  
 
Volvemos de esta manera, a reiterar que más que reconocimiento de derechos a la 
oposición, la ley que desarrolle este tema debe contener mecanismo de sanción ante el 
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incumplimiento. Concluimos, que en cualquier caso, que un avance consiste en que la 
administración este en la obligación de entregar al partido en oposición información de 
oficio, como ocurre desde la ley de trasparencia y acceso a la información de 2003, en 
México. 
h. Sistema de control y sanción al financiamiento publico 
  
Las garantías necesarias para los partidos políticos fuera del gobierno se traducen en primer 
lugar, en condiciones de competitividad, esencialmente en financiamiento público a los 
partidos y a las campañas. Sin esta, las elecciones no son competiciones entre ideologías o 
plataformas, sino entre los partidos ricos y los pobres. Esta garantía de financiamiento se 
extiende necesariamente, a un elemento conexo con el punto anterior: el control de los 
gastos y las sanciones al incumplimiento de las normas de financiamiento. 
 
Como lo vimos en el capitulo pasado, todos los países estudiados después de sus eventos 
constitucionales de inicios de la década de los noventas, empezaron a desarrollar 
legislaciones de partidos políticos que combinaran el financiamiento público, con el control 
estatal a los recursos. En el caso Peruano y Argentino se centralizó el giro de los recursos a 
un solo órgano de cada partido político, prohibiendo, inclusive el financiamiento a 
candidatos
289
. En el caso Argentino la centralización y financiamiento exclusivamente 
estatal se realiza a través de un órgano del partido integrado por unas cuantas personas, 
encargadas de recibir el financiamiento público, determinar su destino e informar al fuero 
electoral el destino de los mismos.  Esta responsabilidad abarca la responsabilidad 
individual penal de las personas encargadas por el partido, y al partido mismo, que en caso 
de superar los límites de financiamiento o hacer inadecuado uso de los recursos será 
sancionado con la pérdida del derecho a recibir el mismo.  
 
Este sistema sin dudad contrasta con la legislación colombiana en donde las sanciones 
pecuniarias a los partidos son tan bajas que no se igualan a los dineros recibidos por los 
partidos del Estado, haciendo, de esta manera, inocuas las sanciones. Dentro de la misma 
política de centralización Argentina, implemento la obligación de cada partido de tener una 
sola cuenta bancaría en el banco de la Nación, esto sin duda facilita el control de los topes y 
la igualdad entre todos los partidos. En Colombia, la ley 130 de 1994 calla frente al número 
de cuentas por partido o candidato, permitiendo que proliferen las múltiples contabilidades 
y haciendo imposible el control del Consejo Nacional Electoral. 
 
Como lo señalábamos en una de las conclusiones del capítulo segundo de este trabajo, es 
necesario que la ley de partidos políticos colombiano sea los más exhaustiva posible en la 
                                               
289 Artículo 31 de la ley 28090 de 2003. 
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distribución de los recursos económicos a los partidos políticos. Las leyes sobre 
financiamiento – el mejor ejemplo es el mexicano- muestran que cuando se restringe la 
discrecionalidad al órgano político encargado de la determinación de los recursos,  se 




Las leyes argentinas y mexicanas prohíben que las campañas las financien medios de 
comunicación y entidades contratistas del Estado. Al igual que Perú, los candidatos no 
deberían poder recibir donaciones privadas, sino solo a través de su partido político, en 
donde los ingresos no declarados a las campañas se presumen ilegales, en Colombia por el 
contrario la ley 130 art. 14 expresamente faculta al candidato a recibir individualmente 
donaciones privadas, lo cual se ha prestado para la ocultación de cifras, en primer lugar y, 
más grave aún, para que en cada elección el candidato pueda desconocer o actuar fuera del 
partido político.  
 
En la ley 130 de 1994, reformada y modificada por la ley 974, se establece que la sanción 
para los partidos políticos que superen los montos de financiación establecidos seis meses 
antes de cada elección por el Consejo Nacional Electoral, es una multa que inicia en 9 
millones de pesos y tiene un máximo de 95 (Art. 39 Lit. a Ley 130 de 1994). Por el 
contrario la ley de partidos políticos del Perú, 28090 de 2003, establece que la sanción par a 
el partido político que supere el límite de financiación será: ―Multa equivalente a no menos 
de diez ni más de cincuenta veces el monto de la contribución, recibida, omitida o 
adulterada‖ (Art. 6 Lit.b), en el caso de la ley mexicana y argentina la sanción se traduce en 
la aun más severa pérdida del derecho a financiación por un evento electoral.  
 
Así, la imprecisión de la ley 130, sus vacios, como el señalado del numero de cuentas 
bancarias, permite que la igualdad entre competidores resulte burlada, y en ultimas las 
elecciones no sean un espacio de discusión y debate nacional, sino de bombardeo de 
publicidad entre los partidos políticos adinerados, dejando, a la oposición sin espacios de 
competición. Un sistema adecuado de control a los partidos y los recursos que estos 
manejan, pasa, a partir de las enseñanzas americanas, por: i) creación de un órgano técnico 
y apolítico, a la manera Argentina (el Fuero electoral, que prohíbe, como vimos a sus jueces 
militar en partido alguno) o Mexicana (el IFE tiene un comité especial, ―Unidad de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos‖ (art. 79)  integrado por funcionarios de 
carrera encargado de la vigilancia y control a los recursos de los partidos) encargado 
exclusivamente de hacer seguimiento a los recursos de los partidos. Recordemos que el 
Consejo Nacional Electoral, dentro de sus múltiples funciones tiene la obligación de hacer 
                                               
290 Mencionamos esto, debido a que por ejemplo la ley de partidos políticos (ley 134 de 1994) en los artículos 
referidos al financiamiento de estos, incluso, presenta errores de redacción que imposibilitan la certeza y 
confianza en el órgano encargado de la distribución de los recursos: el Consejo Nacional Electoral. 
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fiscalización a los recursos de los partidos, y no tiene un órgano, comité u unidad, 
especializada en esta labor, por lo cual enfrenta un primer problema de falta de 
especialización técnica en la materia; ii) la regulación de los derechos de los partidos a una 
sola cuenta bancaria por partidos, incluso, como los peruanos, prohibiendo a los candidatos 
recibir financiamiento directo; y iii) el endurecimiento de las sanciones, traducibles a 
perdidas de derecho a financiamiento.  
 
Debería discutirse, igualmente, la necesidad de crear sistemas de información rápida y 
eficaz entre el órgano de control y los partidos, como ocurre en México, donde la 
información enviada por los partidos al IFE, es puesta a disposición de los ciudadanos y 
ciudadanas en tiempo real, o el caso Argentino donde, como vimos, se envía la información 
a los partidos opositores en competencia. Esta veeduría ciudadana y entre partidos es 
ejemplo para nuestro deficiente y corrupto sistema de fiscalización. 
  
i. Derecho a la consulta previa 
 
El caso brasilero ilustra de la mejor manera el desarrollo constitucional del derecho a ser 
consultados previamente. Como lo mencionamos antes de la declaratoria de un estado de 
excepción el presidente debe convocar a un consejo en el que tiene participación varios 
sectores de la vida política Brasilera, incluidos dos senadores del partido minoritario y dos 
representantes del partido minoritario. Este mecanismo, ofrece espacios de discusión e 
información a los grupos políticos fuera del gobierno, con el fin de que están en 
condiciones de expresarse en contra o a favor, de  las medidas todas e intentar incidir en las 
mismas. Este derecho ya ha sido propuesto dentro de este debate, especialmente en ser 




j. Derecho al día de la oposición  
 
Siguiendo las experiencias de los parlamentarismos europeos, y las recientes reformas del  
semi presidencialismo francés, basta una modificación de la ley 5 de 1992, para que de los 
periodos constitucionales de las legislaturas se entregue un número determinado de días en 
los que la oposición haga el orden del día y dirija y organice el debate. Veíamos que en el 
caso ingles, son  Opoosition day, 17 para el partido mayoritario de la oposición y 3 para los 
restantes partidos. En Francia este es una vez cada mes en cada cámara. La ley estatutaria 
de la oposición, a través de un artículo votado como ley mixta, puede reformar el artículo 
78 de la ley 5 y reconocer que al menos una vez al mes, en sesiones ordinarias, y la última 
                                               
291 Informe del Presidente de la República, Virgilio Barco, al Congreso Nacional, El Fortalecimiento de la 
Democracia: el esquema gobierno-partidos de oposición, la democracia participativa y la paz, Tomo 2, 
Bogotá, presidencia de la República, 1990, págs.19-29  
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sesión de las sesiones extraordinarias convocadas por el presidente de la república, la 
oposición hará el orden del día, incluidas votaciones y debates de control político.  
 
k. La publicidad política 
 
Como lo mencionábamos al momento de estudiar la legislación peruana y argentina, en 
Colombia una de las grandes distorsiones del sistema electoral se encuentra en el enorme 
peso que tiene el pago de publicidad política en periodos electorales. Este problema, se 
traduce en la capacidad que tiene los gobiernos, sobre todo locales, de censurar e interferir 
en las agendas informativas de los medios de comunicación de las regiones a través de la 
asignación de pauta publicitaria. De esta manera, un medio de comunicación que critique o 
cuestione la administración de un alcalde municipal o de un partido en el consejo, es 
castigado por la administración a través del retiro de la pauta publicitaria que tiene la 
administración en el medio de comunicación. Mencionábamos mas arriba, que en las 
regiones, inclusive los centros urbanos medios del país, la publicidad de la cual se nutren 
los medios de comunicación es mayoritariamente estatal, así, la reducción o castigo de la 




    
Así, un medio critico de una administración, resulta castigado y silenciado por vía indirecta. 
Esto en ultimas atenta contra la calidad de la información que recibe la ciudadanía, ya que, 
la opinión y noticias alterados, necesariamente lleva a que el voto se altere. Esta distorsión 
se acentúa en periodos electorales, y sobre todo en espacios regionales, ya que los 
gobiernos locales, en virtud del enorme poder de la pauta publicitaria, exigen que medios 
de comunicación o entrevisten solo a ciertos candidatos, o se prohíba la publicidad de los 
contendores del partido de gobierno etc.  
 
Muestra de este enorme problema en la calidad de la información y en últimas de la calidad 
de la democracia son las declaraciones y documentos de derecho internacional en la que se 
                                               
292 Una amplia explicación de este fenómeno en Colombia se encuentra en El precio del silencio Abuso de 
publicidad oficial y otras formas de censura indirecta en América Latina, 1° ed, Buenos Aires, Asociación 
por los Derechos civiles, Opne Society Institute, New York,  2008. Pág.65 y s.s , igualmente ilustrativo es el 
informe  de 2009 del Centro de Solidaridad de la Federación Internacional de Periodistas en Colombia, Ceso-





proscribe esta práctica. Vemos en este caso, y a manera de ilustración, la declaración de 




―13. La utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la 
concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria 
de publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio 
y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y 
privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en 
función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión y deben 
estar expresamente prohibidos por la ley. Los medios de comunicación social 
tienen derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o 
indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores 




Ante este escenario, países como Argentina, México y Perú prohibieron que los candidatos 
y los partidos tengan libertad en la contratación de espacios publicitarios en medios de 
comunicación públicos y privados, siendo las autoridades electorales, (IFE, Cámara 
Electoral, y el Jurado Nacional de Elección) las encargadas de distribuir todos los espacios 
de difusión, bajo pena, en el caso de los partidos de perder esta prerrogativa, y en el caso de 
los medios de perder la licencia de funcionamiento. Así, Colombia, debe inclinarse por esta 
alternativa, y prohibir la publicidad política pagada, y que la publicidad pueda ser 
administrada por los partidos. Por el contrario debe establecer, que los tiempos de discusión 
y debate electoral sean estrictamente regulados por la autoridad Electoral.  
 
Esto traería igualdad en la contienda y permitiría que la publicidad publica no sea usada 
como mecanismo de restricción del debate, ya que solo se podría pautar los espacio 
explícitamente señalados por el Estado. 
 
l. Deberes de la Oposición  
 
Así como la oposición tiene derechos es necesario mencionar los deberes y obligaciones. 
La primera de estas obligaciones se concreta en el deber de realizar las labores de la 
oposición dentro del régimen constitucional y legal que regulan el funcionamiento del 
                                               
293 Ante la gran importancia que ha tomado la censura indirecta, o a través de asignación de pauta publicitaria, 
por ejemplo, la relatoría para la libertad de expresión de la CIDH, tiene abundantes declaraciones y 
comunicados de prensa que ilustran este punto. Relevante es la ―DECLARACIÓN CONJUNTA SOBRE 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y ELECCIONES de 2009‖ 





. Esta obligación se traduce en el respeto a la legitimidad institucional y 
su legalidad, motivo por el cual, además de tener prohibido el uso de vías armadas o 
violentas para hacer política
296
, debe incluir la prohibición de legitimar por cualquier medio 
el uso de las armas para hacer política.  
 
En el segmento segundo del capítulo primero, referido a la oposición anti-sistema o 
inconstitucional, veíamos que un partido político es un mecanismo para el ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión; este derecho a su vez, es tal vez, uno de los derechos 
más de difícil restricción, en la medida que implica la restricción no solo del derecho de 
quien difunde la información, sino el derecho al acceso a la información del resto de la 
sociedad. Las únicas causales de restricción son el ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión cuyo contenido constituye i) apología al genocidio o a la guerra ii) la apología al 




Así, consideramos que además de hacer política por las vías constitucionales y legales, la 
oposición, debe abstenerse de difundir discursos cuyo contenido no está protegido por la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos, tales como la incitación a la guerra o a 
la violencia.  
    
6. Trascienden la ley estatutaria para el ejercicio de la oposición. 
 
Para que se respete y valore socialmente a los partidos y fuerzas políticas diferentes del 
gobierno, el sistema político colombiano requiere reformas que trasciende una ley 
estatutaria, y de hecho implica una reforma, como se denominaba en México: ―al Estado‖ 
que abarque modificaciones al sistema electoral, al sistema de partidos, y a la forma de 
gobierno; además, de implicar una democratización, no solo política, sino económica, de 
género, cultural, racial y ambiental. 
 
Podemos mencionar, solo a manera de ilustración, la tesis del profesor Juan Linz sobre el 
carácter plebiscitario de los presidencialismos del continente Latino Americano, aclarando, 
que a pesar de ser general y enmarcarse en un debate más amplio sobre las reformas 
necesarias para mejorar la forma de gobierno, evidencia las reformas necesarias para la 
protección de la oposición.   
 
                                               
295 GUARIN Rafael, Proyecto de Modernización del sistema Electoral Colombiano. op. cit.  pág. 198 
296 Causal de ilegalización de cualquier partido político en el continente americano.  
297 Ver entre otros la Convención Americana sobre Derechos Humanos Art. 13 y 14, Cfr. Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, OP/ 05 de 1985; Caso Eduardo Kimel Vs Argentina, en el caso de la 
Corte Constitucional Colombiana Cfr. Sentencia T-391 de 2007 o T-1319 de 2001.  
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―El componente implícitamente plebiscitario de la autoridad presidencial puede 
resultar muy frustrante para la oposición y los limites a la autoridad del presidente. 
En este contexto, probablemente mostrará sus políticas como aquellas que son 
apoyadas por el pueblo y las de sus oponentes como representadas por intereses 
especiales rechazados por el pueblo…Estimula la falta de consideración, de 
respeto y algunas veces relaciones hostiles con la oposición”
298
(negrillas fuera del 
texto) 
 
En el mismo sentido los constitucionalistas Colombianos: 
 
―En primer término, el presidencialismo genera una apuesta de suma cero por el 
control del Ejecutivo, lo cual incrementa las desconfianzas y erosiona la 
representación, pues las minorías carecen de un juego político real. El régimen es 




Como se ve, la protección a la oposición y fuerzas políticas contrarias al gobierno, requiere 
reformas que trasciendan el desarrollo del artículo 107 constitucional, e implica otros 
cambios constitucionales y legales, que abarquen el sistema de gobierno, el sistema de 
partidos o el sistema electoral. En este segundo momento mencionaré, brevemente,  las 
reformas, que más a mediano y largo plazo, serían necesarias para adecuar al sistema 
político al ejercicio institucionalizado de la oposición realizado por partidos políticos 
vigorosos y dinámicos.   
  
c. Sistema de gobierno 
 
De la gran cantidad de reformas que podrían plantearse y discutirse, podríamos comenzar 
con, tal vez, el centro de los problemas institucionales del País: el presidencialismo o 
hiperpresidencialismo
300
, que a pesar de las restricciones de la Constitución de 1991, es el 
centro del sistema político colombiano, ya que sus amplias facultades constitucionales y 
                                               
298 LINZ, Juan, Democracia presidencial o parlamentaria. Hay alguna diferencia En Presidencialismo vs. 
Parlamentarismo materiales para el estudio de la reforma Constitucional, consejo para la consolidación de la 
democracia, 1° ed., Buenos Aires, EUDEBA, 1988,  pág. 33. Indudablemente, puede sostenerse de manera 
fundada, como lo hace el profesor Sartori, que de hecho, tiene más poder político e influencia en el aparato 
estatal un primer ministro de un sistema parlamentario bipartidista, como el inglés, que el presidente de los 
Estados Unidos, lo cual refuta la tesis del autoritarismo del sistema de gobierno Madisoniano.  Lo cierto, es 
que en el caso de América Latina, por la debilidad de sus partidos políticos, los consecuentes liderazgos 
personalistas, la cultura política autoritaria, resulta más funcional y armonioso a este contexto el 
presidencialismo y las amplias facultades constitucionales de excepción que los parlamentarismo.  
299 GARCIA Mauricio, UPRIMNY Rodrigo, REVELO Javier, ¿Cómo restaurar los equilibrios perdidos? En 
Mayorías sin democracia, op. cit.  pág. 399 
300 SANCHEZ ANGEL, Ricardo, Política y Constitución, ediciones Fundación Universidad Central, Santa fé 
de Bogotá, primera edición, 1998, pág. 97   
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extra constitucionales (clientelismo esencialmente)  le permite superponerse al Congreso, 
espacio natural de representación nacional. Así, si la oposición parlamentaria, tendrá su 
asiento natural en el Congreso de la República, es necesario potenciar el espacio central de 
la democracia representativa, ya que sufre de una debilidad evidente frente al todo poderoso 
presidente
301
.El sistema presidencial clásico, puede mostrarnos como potenciar al Congreso 
frente al presidente, y una opción sería, tal como ocurre en los denominados 
presidencialismos puros, que el senado ratifique a los ministros, agentes diplomáticos, 
empleados supriores de hacienda, cónsules
302
, tal como lo prevé nuestra constitución para el 
asenso de los oficiales de insignia.  
 
Es decir es necesario modificar el sistema de gobierno, inclusive consultando los 
presidencialismos más puros, en donde los más importantes cargos del Estado son 
proveídos con el acuerdo del Congreso, generalmente su cámara alta. Este mecanismo 
norteamericano, tiene como virtud que efectiviza el control político al presidente por parte 
del legislativo. Esto, apropósito de las modificaciones contenidas en la constitución de 
1991, como la moción de censura o de observación, en la que el control del Congreso es 
posterior a la elección del funcionario. Funciona, entonces, no como un mecanismo para 
proveer el cargo sino para separar de él. Estos mecanismos de control político posteriores, 
han mostrado, debido a peso burocrático del presidente, no ser eficientes
303
.  Un mecanismo 
adecuado de control político del Congreso, es entonces, los controles previos al 
nombramiento, insistimos, común dentro de nuestro constitucionalismo para los oficiales 
de insignia.    
 
Otra alternativa, en la misma vía de potenciación del Congreso frente al presidente, la 
ofrece, en términos más amplios y continentales, Sartorí, quien afirma que ante los 
elementos de autoritarismo y liderazgos personales – perjudiciales para los liderazgos de 
los partidos políticos institucionalizados- de los presidentes del Continente 
Latinoamericano, una alternativa realista y contextualizada es la adopción del sistema semi-
presidencialista de gobierno de origen francés. Gionavvi Sartori, afirma que el 
presidencialismo ha funcionado mal en América, con la única excepción de EUA, ya que 
todos los sistemas presidenciales son frágiles y han sucumbido regularmente ante los 
golpes de estado
304
. Agrega que desde 1967 solo hay 31 democracias estables en el mundo, 
de las cuales solo cuatro han sido presidencialismos (Colombia, Costa Rica, EUA y 
Venezuela); así, el diagnostico obligado es que el presidencialismo, con su consecuente 
                                               
301 CARPIZO, Jorge. Notas sobre el presidencialismo Mexicano en KAPLAN Marcos (coord.) , Estado 
Derecho y sociedad, Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, México, 1981, Pág. 74 
302 Ibid., pág. 75 
303 VARGAS VELASQUEZ Alejo, El Estado y las políticas Públicas, op. cit.., pág. 27 
304 SARTORI Giovanni, Ingeniería Constitucional Comparada con el posfacio la transición de México 
¿hacia dónde? Una agenda de reforma (trad. De Roberto Reyes Manzzoni), pág. 101 
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autoritarismo y personalismo – lo que afecta la calidad de los partidos, y la 
desconsideración con el partido de oposición como ya hemos tenido oportunidad de 
mencionar- ha producido más inestabilidad y rupturas constitucionales de las que, se dijo, 
lograría evitar.  
 
La propuesta de reforma constitucional de Sartori se resume en la necesidad de acercar las 
formas de gobierno, a sistemas semi-presidenciales como el Francés. Sostiene que esta 
forma de gobierno presenta una flexibilidad que le permite adecuarse al contexto 
latinoamericano – sin partidos políticos fuertes y disciplinados, lideres personalistas, una 
cultura política autoritaria y clientelista etc.- ya que en periodos de cohabitación, en los que 
el presidente
305
 es de un partido político y el primer ministro
306
 es de otro, el sistema de 
gobierno oscila hacia el parlamentarismo, que con múltiples partidos obliga al consenso y 
al dialogo entre mayorías simples y minorías, con el fin de formar gobierno de coalición. 
Mientras que en los periodos en los que presidente y primer ministro son del mismo 
partido, el sistema ―oscila‖ hacia el presidencialismo, y el presidente se convierte en el jefe 
del primer ministro. Por supuesto, Sartori reconoce que este es el funcionamiento teórico 
del sistema, y que aplicado en otros contextos produce diferentes consecuencias. Basta 
nombrar el caso ruso, donde un semi presidencialismo, con un único partido nacional, 
múltiples y fragmentadas representaciones regionales, llevaron a que el actual primer 
ministro, y ex presidente, sea en realidad el jefe del partido político del presidente en 
ejercicio.  
  
A lo que apunta Sartori es a que esta forma de gobierno, por su flexibilidad, es la que 
potencialmente más se adecua a América Latina, y requiere menos modificaciones 
constitucionales, culturales y políticas, modera los autoritarismos y caudillismos, ya que la 
formación de gobiernos requiere partidos, y presiona, a que en contextos como el 
colombiano, con pluralismo moderado de partidos, a formar coaliciones, lo que en ultimas 
implica la superación de modelos representativos de democracia, y la búsqueda de formas 
deliberativas en las que lo oposición – quienes están fuera del gobierno- tienen mas 
relevancia.   
 
En un sentido similar se pronuncia Nohlen, quien sostiene que para renovar el 
presidencialismo y re-potenciarlo, hay que modificarlo con el fin de moderar las 
características autoritarias de los primeros mandatarios. Buena parte de esta morigeración, 
pasa por el retiro de facultades constitucionales, como vimos, ocurrió en varios 
                                               
305 Electo por voto popular, con amplias facultades dentro del gobierno, y con periodos constitucionales fijos 
(elemento presidencial) 
306 Primer ministro electo por voto de confianza de la asamblea representativa, con la posibilidad de ser 
removido de manera anticipada, y encargado de la jefatura del gobierno (elemento parlamentario). 
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presidencialismos del continente – México, Argentina
307
, e incluso Colombia-, y por la 
introducción de un primer ministro que permita mayor flexibilidad al sistema político, sin 
que necesariamente implique adoptar sistemas parlamentarios, ya que este podría ser electo 
por el presidente, quien le delegara funciones ejecutivas. Esto permitiría garantizar la 




d. Sistema de partidos  
 
Una reforma al sistema de partidos
309
, como su número, sin lugar a dudas, sus estatutos 
deben cumplir unos requisitos que debe decir la ley que garanticen que sean disciplinados 
frente al ejercicio de la oposición, y, aun más importante, sean pluralistas. Como lo 
mencionábamos en el primer capítulo de este trabajo, la oposición materializa el principio 
de pluralismo político fundante de la democracia moderna. En principio, entonces, solo es 
pluralista una democracia en la que compiten diversos partidos. incluidos los opositores. 
Esto es solo el principio de la democracia, no basta que haya pluralismo de partidos, se 
requiere que los partidos en su interior se comporten como micro sistemas políticos, y ellos 
mismo canalicen dentro de sus sectores y corrientes, una lucha por el control de los 
partidos. El caso argentino no enseña cómo se democratizan los partidos y cómo se 
convierten en micro sistemas políticos pluralistas a cada partido – esto con el fin de 
ideologizarlos y masificarlos-: a través de elecciones primarias obligatorias. Así 
democratizar los partidos políticos, obligarlos a elegir popularmente a sus candidatos es un 
primer paso para que las oposiciones se fortalezcan y encuentren espacios de competición 
dentro del sistema político nacional.   
 
A continuación explicitamos reformas constitucionales que trascienden las generalidades 
acabadas de mencionar (sistema de partidos y control previo al presidencialismo), y nos 
aventuramos a proponer reformas puntuales a la Carta de 1991.   
 
3.5 Una Organización Electoral Profesional y un Tribunal Electoral 
Independiente de los partidos políticos. 
 
                                               
307 En Argentina la reforma constitucional de 1994, con el ánimo de limitar las facultades presidenciales, 
introdujo la figura del jefe de gabinete (art. 100), encargado ejercer la administración nacional. Sería el 
equivalente, en el caso colombiano, a modificar el artículo 189 constitucional con el fin de entregar la 
suprema autoridad administrativa a un delegado del presidente.    
308 NOHLEN Dieter,  Sistemas de gobierno, perspectivas conceptuales y comparativas en Presidencialismo 
versus Parlamentarismo. América Latina. Dieter Nohlen / Mario Fernández (editores) Nueva Sociedad, 
Caracas, 1991, pág. 35. 
309 PIZARRO LEÓNGOMEZ Eduardo. ―Fundamentos y propuestas para una reforma políticas en Colombia‖ 
en La oposición política en Colombia, IEPRI, FESCOL, 1996, pág. 16 
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Debido a la regularidad de las elecciones y a su trascendencia, es necesario establecer quién 
va a controlar el correcto escrutinio de las mismas. La garantía e imparcialidad en el 
escrutinio y el respeto de los resultados, es sin duda, uno de los ingredientes que otorga 
condiciones de alternancia y respeto a todas las fuerzas políticas de un país, en especial a 
los partidos de oposición. De los casos estudiados, vemos que existen, al menos, dos 
mecanismos para el control de las elecciones. En el primero se le otorga la competencia 
para el control y solución de conflictos a un tribunal judicial (denominado contencioso 
jurisdiccional), ―es el más lógico, puesto que se trata de cumplir un acto que entra en las 
atribuciones normales de un juez‖
 310
. Y un segundo sistema  le entrega el control, a un 
órgano político (contencioso político). Este mecanismo, explica Duverger, ―libera a los 





En Colombia, tras la aprobación del Acto Legislativo 01 de 2003, el órgano encargado de 
realizar las elecciones es la Registraduría General de la Nación, y el órgano encargado de 
escrutar, vigilar y reconocer a los ganadores es el Consejo Nacional Electoral, integrado por 
siete consejeros (no magistrados
312
) elegidos por los partidos mayoritarios del Congreso de 
la República, y dos por los partidos minoritarios. Por su composición, periodo, y origen, se 
afirma, que en Colombia, con la Constitución de 1991, se retiro la realización y escrutinio 
de las elecciones del gobierno a los partidos políticos mayoritarios
313
. La legislación actual, 
                                               
310 DUVERGER Maurice, Instituciones políticas y Derecho Constitucional,  sexta edición, tercera 
reimpresión, 1984, Editorial Ariel, S.A., Barcelona, pág. 105   
311Ibid. pág. 106 
312 Recordemos que el artículo 116 constitucional enumera los tribunales que integran la rama judicial del 
poder público. En este no se encuentra el Consejo Nacional Electoral (CNE). Este se ubica en el artículo 120 
sobre la organización electoral. Junto con esto, las decisiones del CNE profiere resoluciones (actos 
administrativos), no providencias (sentencias).    
313 Sumemos a esto. que el Acto Legislativo 01 de 2003, además de esta conformación del Consejo Nacional 
Electoral, eliminó el sistema de cociente electoral y mayor  residuo e  instauro el sistema proporcional de cifra 
repartidora que perjudica a las minorías. Entre otros GUITIERRES  SANIN Francisco, ―La reforma política: 
una evaluación critica‖, en Revista Pensamiento Jurídico No. 11, Universidad Nacional de Colombia, 
Facultad de Derecho ciencias políticas y sociales, 1999, pág. 225. En igual sentido el profesor Manuel 
Fernando Quinche quien comenta la reforma política de 2003 afirma: ―la diferencia entre las dos 
metodologías presentadas es bastante clara. Con el método del cociente electoral, las listas D y E habían 
alcanzado una curul cada una, por medio del residuo. En sentido contrario, por el medio de la cifra 
repartidora, estas resultaron excluidas, habiéndose premiado tan solo a las listas de mayor caudal electoral. 
Para los críticos de la metodología adoptada en la Reforma Política, el método de la cifra repartidora castiga a 
las minorías y restringe la participación, en la medida en que beneficia exclusivamente a los partidos 
mayoritarios‖ Derecho Constitucional Colombiano de la Carta de 1991 y sus reformas, Tercera Edición, 
Editorial UR, Bogotá, 2009 en pág. 731. En el mismo sentido se pronuncian Duverger quien explica el 
sistema de cociente electora el resto mayor: ―La más sencilla – de las maneras de distribuir los escaños que no 
se entregaron entre las listas mayoritarias- es atribuir los escaños no cubiertos a las listas que tiene mayores 
restos en el orden decreciente de éstos, calculando el nuevo ―resto‖ tras la atribución a una lista del escaño 
que queda. El sistema favorece a los partidos pequeños en detrimento de los grandes…‖  en Instituciones 
políticas y Derecho Constitucional, Barcelona, Editorial Arial Ciencia Política, 1984  pág. 111  
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se enmarca dentro de un contencioso político, en el que se evidencia el diagnostico de 




Lo más cercano a un tribunal electoral en Colombia, es la sección quinta (art. 231 del 
C.C.A) del Consejo de Estado, que solo decide las demandas presentadas por ciudadanos 
contra elecciones de miembros del Congreso, presidente y vicepresidente (las restantes son 
decisiones de nulidad sobre nombramientos). Como lo vimos, el derecho contencioso 
electoral, por ejemplo en Argentina, México o Brasil trasciende a la simple nulidad de la 
elección e involucra votaciones dentro de los partidos políticos, la relación de los militantes 
y sus partidos, la impugnación de actos administrativos de la autoridad electoral diferentes 
al reconocimiento de los ganadores, etc.  
 
Esto permite afirmar que en Colombia no existe un tribunal electoral que resuelva todos los 
temas del derecho contencioso electoral. Por el contrario, varios de estos temas (artículo 
192 Código Electoral) son resueltos por el Consejo Nacional Electoral, órgano político, en 
el que los adversarios políticos no cuentan con garantías, y los restantes, propios del 
derecho contenciosos electoral, simplemente no cuentan con órgano judicial o electoral 
competente. Toda la organización electoral solo sería una añagaza (artificio) si unas 
sanciones no vinieran a penalizar las faltas a las disposiciones previstas
315
.   
     
De los casos estudiados, en especial el Mexicano, donde el IFE y el TEPJ han sido los 
elementos claves que dieron credibilidad y confianza a la ciudadanía y a todos los partidos 
políticos, la enseñanza para el caso colombiano, es que la democracia no se agota con las 
elecciones, pero si se inicia en ellas
316
, y para que las elecciones sean el inicio de la 
contienda competitiva y libres entre gobierno y oposición, es necesario que existan, i) una 
organización electoral independiente, neutral y sometida a un régimen de carrera 
administrativa que facilite su profesionalización y ii) un tribunal electoral autónomo de las 
fuerzas política en contienda y  por encima, funcionalmente, de los demás poderes públicos.    
 
Esto nos lleva necesariamente, a mencionar que es indispensable para el ejercicio con 
garantías de la oposición, que i) se reforme, e inclusive, se expida un nuevo código 
                                               
314 Jean Marie Cotteret y Claude Emeri muestran como en Francia en durante la tercera y cuarta república, en 
el que se opto por un sistema de contenciosos político (el arbitro de las elecciones era la Asamblea Nacional), 
―los diputados invalidaban más fácilmente los elegidos por la oposición que aquellos de la mayoría‖ en Los 
sistemas electorales, op. cit., pág. 58 
315 Ibid, pág. 57 
316 MERINO Mauricio, La transición votada critica a la interpretación del cambio político en México, op. cit.., 
pág. 56, a su vez Elisa Servín, siguiendo con el ejemplo de México, explica como todo grupo político que 
llegue al gobierno, sea por la vía de las armas, o el fraude, ―habrán de recurrir a un proceso electoral para 
legalizar y legitimar su condiciones de gobernantes‖ en La Oposición Política, op. cit. pág. 11  
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electoral, que; primero, modifique las disposiciones e instituciones del bipartidismo frente 
nacionalista, y; segundo, garantice la profesionalización de todo el aparato de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
3.6 ¿Una curul para el jefe de la oposición? 
 
Se han planteado en el debate nacional varios mecanismos para garantizar que los grupos 
perdedores en la contienda electoral, sobre todo en el caso de la Presidencia de la 
República, no desaparezcan del escenario político. A manera de ilustración, menciono el 
proyecto de Acto Legislativo radicado al inicio de la Legislatura del 2010
317
, que propone 
que el segundo candidato en votación a la Presidencia de la República, ocupe un escaño en 
el Senado y que su formula vice presidencial, haga lo mismo en la Cámara de 
Representantes.     
 
Si bien este tipo de propuestas se presentan bajo el argumento de fortalecer el ejercicio de 
la oposición, tal como lo afirman, por ejemplo, los antecedentes de este proyecto de 
reforma constitucional
318
, lo cierto es que, como mecanismo ataca otro problema del 
sistema electoral, en este caso de los sistemas presidenciales; el carácter uninominal de la 
elección, y por lo tanto, siguiendo a Juan J. Linz la lógica ―todo o nada‖
319
 de las 
contiendas electorales de las formas de gobierno hijas de la constitución de Filadelfia. 
 
Es decir, propuestas como estas  no buscan enfrentar  problema de la debilidad de la 
oposición en los sistemas presidenciales, sino, su sistema electoral excluyente. Por su 
puesto reformas de este tipo, podrían llegar a fortalecer de manera casi accidental a la 
oposición, pero para esto se requiere que esta sea la segunda fuerza electoral de un país, que 
para nuestro caso, históricamente, no representa este caudal electoral. Por ejemplo en el 
caso colombiano, y siguiendo la definición de Halo, sobre la oposición, que dimos en el 
primer capítulo de este trabajo, definida como la alternativa en ―políticas‖ y no solo de 
―políticos‖,  una norma de este tenor  llevaría a una sobre representatividad de las elites 
políticas, no a la vocería del partido en oposición.  
     
De la misma opinión es Rafael Guarín, quien afirma que si la idea de la reforma 
constitucional  del Acto Legislativo 01 de 2003 y la ley de bancadas (ley 974 de 2004) fue 
fortalecer a los partidos, entregarle una curul aun una persona que representa a un partido y 
                                               
317 Proyecto de Acto Legislativo 02 de 2010 Senado. En Gaceta del Congreso No. 462 de 28 de julio de 2010. 
318―EXPOSICIÓN DE MOTIVOS Para que la oposición tenga espacios democráticos, se fortalezca como 
alternativa legítima y se consolide todavía más el Estado Social de Derecho, formulamos este proyecto de 
acto legislativo con seis artículos y la siguiente explicación‖ 
319 LINZ Juan J. Democracia presidencial o parlamentaria ¿Hay alguna diferencia? op. cit. pág. 26  
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defiende del programa de sectores con representación en el Congreso, resulta 
contradictoria:  
  
―Al respecto se advierte que la relación entre voto y programa del candidato no 
elegido está resuelta con el régimen de bancadas. Si lo que se quiere es fortalecer el 
sistema de partidos… el camino es reconocer que los programas de los candidatos 
hacen parte de las propuestas de los partidos que los respaldan…‖
320
      
 
El profesor Mauricio García explica que la oposición moderna surge de la 
confrontación, primero entre grupos parlamentarios, y luego, en el siglo xix de partidos 
políticos de masas, así, ―la oposición perdió su connotación personalista – derivada de 
la idea de leaders- en beneficio de la confrontación ideológica…‖
321
. De esta manera, 
las reformas institucionales, en Colombia, deben buscar fortalecer a los partidos y su 
representación en el Congreso y en los órganos de debate nacional, no de los 
candidatos o de personalismos de los mismos.  Si de lo que se trata es garantizar 
representación del candidato de la oposición, se debería entregar una curul en el senado 
al candidato que se declare en oposición desde antes de la contienda electoral, 
inclusive, que se haya declarado en oposición durante el periodo constitucional de 
gobierno, porque de lo contrario lo que se lograría es aumentar la sobre representación 
de sectores, que quedando en segundo lugar de las elecciones, no se distancian, salvo 
nominalmente del candidato ganador. En mi opinión, entonces, es preferible nombrar 




3.7 Modificar el sistema electoral con el fin de ampliar el número de miembros 
del Congreso.  
 
El caso de México ilustra mejor que ningún otro, el papel que juega el sistema electoral y el 
mecanismo de trasformación de votos en curules para el desarrollo y consolidación de las 
oposiciones fuertes e institucionalizadas. Así, tanto el PAN como el PRD fueron primero 
mayoría en el Congreso de los diputados, antes que gobierno fuera presidencial o del 
distrito federal. Este espacio y las experiencias acumuladas sirvieron a ambos partidos de 
oposición para dirigirse a la opinión pública. 
 
                                               
320 GUARIN Rafael, Colombia: democracia incompleta, introducción a la oposición política op. cit.., pág. 158  
321 GARCIA Mauricio, De la participación democrática y de los partidos políticos, op. cit.., pág. 104 
322 Vargas Velásquez, Alejo. ―¿Qué tan profunda es la reforma del régimen político colombiano?‖ En La 
reforma política del Estado Colombiano, Coordinador Miguel Eduardo Cárdenas, 2005, Fescol, Cerec, pág. 
11   
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En otro lugar de este trabajo
323
, señalábamos que la oposición compite con el gobierno en al 
menos, tres espacios: i) procesos electorales; ii) participación en el ámbito legislativo; iii) 
ante la opinión pública. Sin duda, tanto el PAN como el Frente Democrático Nacional o el 
PRD, entendieron que la carrera a la presidencia exigía participación en el Congreso de la 
Unión, y que por lo tanto el primer espacio a luchar, antes que la presidencia de la república 
era curules en el Senado y la Cámara. Para esto, vimos, ampliaron el número de cargos en 
competencia, llegando en el caso del senado a entregar una curul a la minoría, y en la 
cámara, ampliando en 100 las curules. Con esto se logró  la ampliación del Congreso y la 
modificación del sistema de trasformación de votos en curules. En el caso mexicano se 
busco, a partir de 1977, garantizar que la cámara de los diputados tan heterogénea como lo 
era la sociedad mexicana. Sin querer entrar en discusiones sobre el carácter bicameral de 
los Congresos de América Latina
324
, o la modificación del sistema electoral. Lo cierto es 
que la ampliación de su tamaño, y el aumento de los cargos en competencia sería un factor 
que daría más escenarios para la competencia de la oposición.  Esa ampliación del tamaño 
del Congreso, con el fin de llegar a garantizar el pluralismo y espacios de competencia para 
la oposición, como en el caso de México, tendría que ser complementado con la 
modificación del sistema electoral.  
 
Todos los sistemas electorales que conoce la ciencia política y el derecho constitucional 
comparado (mayoritarios, proporcionales, mixtos etc.), dicen retratar de la manera más 
exacta posible la conformación de la opinión pública de una sociedad en un momento 
determinado, y transformarla en curules, en la misma proporción en una asamblea 
representativa. De esta manera, se ha dicho que los sistemas electorales funcionan como 
cámaras fotográficas que  retratan la pluralidad de preferencias, sus proporciones y las 
convierten, en igual relación, en curules
325
. En el Congreso colombiano, como en todos los 
sistemas representativos de occidente, han estado sobre-representados numéricamente los 
intereses urbanos, empresariales, y de la clase media, y sub-representados los intereses 
obreros, campesinos, o en la actualidad, de víctimas del conflicto armado, los estudiantiles 
                                               
323 Capítulo II, Reconstrucción Histórica La oposición leal, sesenta años de lucha. 
324 A diferencia, por ejemplo de Inglaterra o Estados Unidos, en lo que el bicameralismo tiene fundamento o 
en el carácter tradicional e histórico de la cámara alta (Inglaterra), o en la intención de armonizar los 
proyectos federales  (el Senado de los Estados Unidos), en América Latina los senados tuvieron, en su origen 
un carácter conservador y corporativista en la que se buscaba matizar la representación popular de la Cámaras 
bajas. Bolívar en su discurso de angostura diría: Si el Senado en lugar de ser electivo fuese hereditario, sería 
en mi concepto la base, el lazo, el alma de nuestra República. Este cuerpo en las tempestades políticas pararía 
los rayos del gobierno, y rechazaría las olas populares…Por lo tanto es preciso que en todos los gobiernos 
exista un cuerpo neutro que ponga siempre de parte del ofendido y desarme al ofensor…‖ BOLIVAR, Simón, 
Escritos políticos,  El acora editores, 1983, pág. 64 
325 DUVERGER Mauricio, Instituciones políticas y Derecho Constitucional, op. cit.. pág. 114 
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o las minorías sexuales
326
. Sumado a esto, las diversas críticas por la conformación de 
nuestro Congreso a partir de la Constitución de 1991 (su bicameralismo, su circunscripción 
nacional, o sus circunscripciones territoriales), y el bipartidismo tradicional, ahora 
morigerado, llevan a que, al igual que México, nos replantemos la modificación del sistema 
electoral con el fin de dar mayor representatividad a sectores, que como vimos, han estado 
históricamente marginados, esto en ultimas,  buscando dar mayor calidad a  nuestra  
democracia representativa.      
 
Esta ampliación y modificación del sistema electoral también serviría para relevar el 
Congreso como espacio de discusión y deliberación, volviéndose, así,  en el espació para 





Siguiendo a los constitucionalistas radicales de los Estados Unidos, Jefferson y Paine
328
, o 
el mencionado caso mexicano, el primer paso para modificar el sistema electoral, más allá 
de modificar el sistema de elección, las circunscripciones, las listas, o implementar sistemas 
mixtos, ya sean pro mayoría o pro-proporcional
329
, una reforma obligatoria, es ampliar el 
tamaño del Congreso.  Los mexicanos, al igual que los constitucionalistas radicales de los 
Estados Unidos, concluyeron que el mejor mecanismo para garantizar la participación de la 
oposición, es que se garanticen mas cargos en competencia. Así, partiendo de la premisa 
reconocida por el derecho electoral, según la cual, sin importar cuál sea, todos los sistemas 
de trasformación de votos en curules, desperdician votos
330
. Esto, debido a que, siempre se 
accede a cargos de números enteros, por porcentajes de votación (números fraccionarios o 
                                               
326 Robert Dahl muestra como ésta es una constante en las democracia occidentales en La Poliarquía op. cit. 
pág. 31 
327 RUBIO LLORENTE, Francisco―El control parlamentario‖ en La forma del poder (Estudios sobre la 
Constitución),Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1993, pág. 254. 
328 Roberto Gargarella señala que el clásico constitucionalismo norteamericano de los federalistas (el que en 
el capítulo primero denominados contramayoritario o madisoniano), fue una réplica al constitucionalismo 
radical o populista de los anti federalistas, Jefferson y Paine, quienes redactaron las constituciones de los 
estados de Pensilvania o Virginia – previas a la constitución de 1878- en la que, a diferencia del nivel federal, 
las normas fundamentales buscaban darle el poder a las mayorías. Así, ésta tradición constitucional busca 
darle mayor poder al pueblo, y se caracterizaba por grandes Congresos o asambleas representativas. 
GARGARELLA Roberto, Los Fundamentos Legales de la Desigualdad El constitucionalismo de América 
(1776-1860), Siglo XXI de España Editores, Primera Edición 2005, pág.  29  
329 Dieter Nohlen señala que frente a las reformas electorales, el legislador se encuentra ante un rompecabezas 
de miles de piezas en las que puede articular un sin número de alternativas, en las que tomar partido por 
alguna depende exclusivamente de elementos coyunturales de la política interna de cada país. Es decir, no 
existe un modelo electoral perfecto o puro, sino múltiples modelos con múltiples alternativas. NOHLEN 
Dieter, ―Presidencialismo, sistemas electorales y sistemas de partidos Reflexiones exploratorias para América 
Latina‖ op. cit.., pág. 58 
330COTTERET Jean Marie y EMERI Claude, Los sistemas electorales, primera edición en lengua castellana, 
1973, Oikos- tau. S.A. Ediciones, Barcelona  pág. 99 
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decimales,). Es decir, todo sistema electoral desperdicia votos. El mecanismo para evitar 
estos desperdicios no es la modificación del sistema electoral, sino la ampliación de los 
cargos en competencia, tal como lo hicieron los reformadores mexicanos, que en el caso de 
la Cámara de diputados, aumentaron progresivamente sus miembros de 300, a 400 a los 
actuales 500 diputados. Si a esto se suma, el sistema mixto de 300 de mayoría y 200 
proporcionales, la oposición, como lo vimos en el capítulo 2°, tiene varios escenarios en 
que competir teniendo oportunidades de llegar al legislativo. Igual diagnostico debe hacerse 
del senado, que de 64 senadores, paso a tener 128 miembros, elegidos un tercio por la 
minoría.  
 
Así, más allá de las modificaciones al sistema de trasformación de votos en curules, entre 
los cuales es posible encontrar alternativas que premian a las mayorías, y otros que premian 
a las minorías (veíamos que la reforma política de 2003 premio a las mayorías), el primer 
paso es ampliar el número de miembros del Congreso, ya sea, en su cámara alta o baja. 
Concluyamos que las ideas encaminadas a eliminar los cargos en competencia, perjudican 
más intensamente a las minorías electorales. 
    
Si a un Congreso más amplio, sumamos un sistema electoral mixto, ya sea el mexicano en 
el que se premia a la mayoría, o uno como el alemán en el que se premia al sistema 
proporcional, encontramos que la oposición tendrá más escenarios y espacios para 
competir, traduciendo esto en mayor visibilidad y presencia en el Congreso. 
 
3.8 Mecanismo de reforma constitucional 
 
La constitución colombiana de 1991 es caracterizada, formalmente, como una constitución 
rígida, por requerir un procedimiento agravado para su reforma (ocho debates, los últimos 
cuatro con mayoría absoluta). Lo cierto es que esto es solo formal, ya que, materialmente, 
la reforma constitucional en Colombia requiere las misma mayorías que una ley, por 
ejemplo, en el caso de una ley ordinaria, cuando es aprobada tras objeciones presidenciales 
por inconveniencia; o las mismas mayorías requeridas para la aprobación de una ley 
estatutaria u orgánica. Que se establezcan cuatro debates más que una ley, no hace más 
agravado el tramite (no exige consensos más amplio) simplemente repite un trámite de la 
misma mayoría coyuntural. 
 
Dentro del Derecho Constitucional Comparado, este mecanismo de reforma constitucional, 
salvo una constitución consuetudinaria como la inglesa, no tiene equivalente. Verbigracia: 
España en su constitución de 1978 en sus artículos 166 y subsiguientes prevé que la 
reforma constitucional tendrá que ser aprobada por mayoría de 3/5 de los miembros de cada 
cámara ―aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 
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ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, 
una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras;  en el caso de Italia y su 
Constitución de 1947 establece en su artículo 138 ―serán adoptadas por cada una de las 
Cámaras en dos votaciones sucesivas con intervalo no menor de tres meses, y serán 
aprobadas por mayoría absoluta de los componentes de cada Cámara en la segunda 
votación. Dichas leyes serán sometidas a referéndum popular cuando, dentro de los tres 
meses siguientes a su publicación, lo solicite una quinta parte de los miembros de una 
Cámara o 500.000 (quinientos mil) electores o 5 (cinco) Consejos Regionales. La ley 
sometida a referéndum no se promulgará si no fuere aprobada por la mayoría de los votos 
válidos.” En el caso de la Constitución Francesa de 1958 el artículo 89 exige que la 
reforma sea aprobada por las dos cámaras del parlamento ―en términos idénticos‖ y que 
esta sea aprobada mediante referendo. De las constituciones Europeas, la que establece 
sistemas de reforma más calificadas y graduadas es la Constitución Rusa de 1993 exige 
varios trámites, dependiendo, si se trata de elementos sustanciales del texto constitucional.   
Las reformas a títulos fundamentales de la Carta (Capítulos 1, 2 y 9 ) deben ser aprobados 
por un Asambleas Constituyentes convocadas por la Duma Estatal por mayoría de 3/5 (art. 
135); en tratándose de reformas a los principios fundantes la reforma exige que la 
Asamblea Constituyente apruebe el nuevo texto por mayoría de 2/3 o lo someta a 
plebiscito, siempre y cuando así lo decida la mitad del electorado que participó en la 
votación, bajo condición de que haya participado más de la mitad de los electores. En el 
caso de reformas a otros segmentos de la Constitución se exige que sea aprobado por la 
Duma y entran en vigencia después de que sean aprobadas por los órganos de Poder 
Legislativo de no menos de dos tercios de los sujetos de la Federación.   
 
En el caso peruano la Constitución de 1993 en su artículo 206 exige que la modificación 
exige la aprobación por las dos cámaras del Congreso por mayoría absoluta y la ratificación 
mediante referéndum. El referéndum podrá obviarse si la reforma es aprobada por mayoría 
de 2/3 de las dos cámaras.  En el caso de los Estados federados se exige aun más requisitos; 
por ejemplo México o Estados Unidos en donde además de la mayoría absoluta o de dos 
tercios en las cámaras del nivel federal, se requiere aprobación por un la mayoría absoluta 
de las entidades federadas. Así en México se exige que ―las adiciones o reformas lleguen a 
ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos 
terceras partes de los individuos presentes, acuerden las reformas o adiciones, y que éstas 
sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados‖ 
 
En el caso de la Constitución Venezolana de 1999 se exige una mayoría de 2/3 de los y las 
miembros de la Asamblea Nacional (art. 343). En caso de aprobarse la reforma esta será 
sometida a referendo dentro de los treinta días siguientes a su sanción. El referendo se 
pronunciará en conjunto sobre la reforma, pero podrá votarse separadamente hasta una 
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tercera parte de ella, si así lo aprobara un número no menor de una tercera parte de la 
Asamblea Nacional o si en la iniciativa de reforma así lo hubiere solicitado el Presidente o 
Presidenta de la República o un número no menor del cinco por ciento de los electores 
inscritos y electoras inscritas en el Registro Civil y Electoral. 
 
En el caso de la reforma de la Constitución Argentina se exige que la iniciativa parta del 
Congreso por mayoría de 2/3 pero la reforma será realizada por un órgano diferente hijo de 
una elección diferente; la Convención Constitucional. 
 
La conclusión obligada, entonces, es que la Constitución de 1991, a pesar de ser 
formalmente rígida, materialmente, y frente a cartas de periodos y regiones cercanas, dejo 
la enmienda a mayorías coyunturales. Esto implica, al menos, dos asuntos problemáticos. 
Primero: como ya lo señalaba el constitucionalista Luis Carlos Sachica
331
, la distinción 
entre poder constituyente y poder constituido –base del contractualismo liberal por ejemplo 
de Locke o los Federalistas- es el fundamento de la jerarquía normativa de la constitución, 
y de la subordinación del congreso a las normas de la carta. Así, al ser nuestra constitución, 
una  constitución ―flexible‖, o como ha dicho recientemente el profesor Francisco 
Guitierrez Sanín, una veinteañera de plastilina
332
- haciendo referencia a su carácter 
moldeable- , permite que el congreso sea juez y parte, ya que, facilita que un congreso 
modifique la norma que debe restringirlo.  
 
Un segundo problema, este si relacionado directamente con el ejercicio de la oposición, se 
refiere a que si la constitución es la norma que limita a las mayorías momentáneas, en 
defensa de las minorías, que llegado el momento serán gobierno. Si, como efectivamente 
nos sucede, las mayorías pueden modificar la constitución a su discreción, con relativa 
facilidad, en perjuicio, principalmente, de las minorías. 
  
Lo cierto, entonces, es que nuestro sistema de reforma es bastante flexible y que, en estricto 
sentido, se requiere las mismas mayorías para reformar la constitución que para hacer una 
ley. Esto hace a la constitución una ley sometidas a las mayorías coyunturales del 
legislativo. Que estemos en condiciones de afirmar esto – el carácter flexible de la 
Constitución de 1991- tiene profundas implicaciones para la oposición, motivo por el cual 
debemos replantarnos los mecanismos previstos en el titulo XIII superior, ya que, sí la 
Constitución tiene como primera función servir de límite al poder del gobierno o de una 
                                               
331 ―Es decir, la asimilación completa entre poder legislativo y función constituyente, o abolición del poder 
constituyente. Asimilación de la Constitución a la Ley.‖ SACHICA Luis Carlos, El constitucionalismo 
Colombiano, Editorial Temis, 1980, Bogotá, pág, 67  
332 GUITIERRES SANIN, Francisco, ―el cumpleaños de una chica de plastilina‖ en el Espectador, viernes 1 
de julio de 2011.  
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mayoría en el poder (la misma función de la oposición, pero la constitución a nivel 
normativo, y la oposición a nivel político) y por lo mismo se la protege y se le da 
supremacía a través, entre otras formas, con procedimiento de reforma más agravados, 
implica una desprotección de los acuerdos y consensos mínimos sobre los límites de las 
ramas del poder público.  
 
Podría, de esta manera, aumentarse el número de votos para aprobar una reforma, pero 
como lo explicaba Lasalle siempre se formaran, sin importan cuantos obstáculos
333
, si la 
constitución escrita es diferente a la constitución real y efectiva. 
 
Si entendemos la constitución, como la norma que contiene las reglas básicas, y sobre las 
cuales el consenso es generalizado para el acceso al poder, consentidas por todas las fuerzas 
políticas, consideramos que un sistema de reforma constitucional debe entregarle a la 
oposición un poder de veto para la reforma. Es decir, una reforma constitucional, si quiere 
contener acuerdos generales, y no solo acuerdos de mayorías puntuales y coyunturales,  
debe incluir a la oposición. Si se aumentan la mayoría exigida para la reforma, lo único que 
se logrará es dificultar el cambio,  pero no incluir a la oposición. Así, Schimitt, en su texto 
―Teoría de la Constitución‖ defiende un sistema de reforma en el que se premia a la 
minoría. Schimitt propone un mecanismo de reforma constitucional que hace mas justicia al 
carácter de gran consenso de la norma superior, en el que para ser aprobada una enmienda 




Un ejemplo – aunque aleatorio y polémico-, de las virtudes de un sistema como este, fue la 
elección del Comité Central del Partido Comunista Soviético en 1934, durante el XVII 
congreso. El sistema de elección buscaba consensos, y no simplemente aglutinar mayorías. 
Este ejemplo ilustra como ninguno, que la consolidación del PCUS, así como las últimas 
oposiciones dentro de la legalidad del partido a Stalin, en la década de los 30´s se logro, en 
alguna medida por este mecanismo. Me explico, el sistema de elegir a miembros del 
Comité central no era por la existencia de más votos a favor, sino por la ausencia de votos 
negativos. Así, para ser parte del comité se requería no tener votos negativos. Stalin llego a 
tener en 1934, entre 123 y 292 votos negativos, a pesar, por supuesto de enormes votos 
positivos – 1.056 de casi 2000 delegados del  XVII Congreso- mientras el candidato de los 
sectores opositores a Stalin, Seguei Kirov, solo tuvo tres votos negativos – Kirov rehusó el 
ofrecimiento de suceder a Stalin
335
-. Como lo mencionábamos, este congreso del PCUS fue 
                                               
333 LASALLE Ferdinand, ¿Qué es una Constitución?, Bogotá, Ediciones Universales. 
334 SCHMITT Carl, Teoría de la Constitución, Madrid, Alianza Editorial, 2003, págs. 37-41.   




el último intento del partido por limitar los poderes de Stalin. El siguiente sería convocado, 
solo hasta después de las purgas de 1938. 
 
En conclusión, este ejemplo muestra que los votos mayoritarios de un órgano colegiado, no 
necesariamente coinciden con la diferencia de los minoritarios, ya que siempre hay 
abstenciones y ausencias. Al aprobar reformas, no por la suma de votos, sino por la 
ausencia de votos negativos, se garantizan verdaderos consensos y respaldos a las 
decisiones. O ¿acaso Stalin, a pesar de contar con 1056 votos favorables, contaba con el 
apoyo irrestricto del PCUS? La respuesta necesaria, que incluso se confirmó con la gran 
purga, es que ni el partido confiaba en él, ni él en el partido. Es decir, los votos negativos 
recogieron mejor la opinión general al interior del PCUS que los positivos.  
  
A lo que nos referimos, más allá del sistema que pueda adoptarse o que más convenga a 
nuestro país, es que si las normas constitucionales son los acuerdos mínimos, estables y 
perdurables, que no deben ser modificados sino con un amplio acuerdo, nuestro actual 
sistema de reforma, con más de 27 Actos Legislativos, hace que sea ―necesario construir un 
escenario con reglas de juego pactadas por todos y un Estado garante de las mismas‖
336
, en 
el que la oposición encuentre garantías. Por esto, se justifica un aumento de requisitos para 
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